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2.>) por el que se faculta al Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social a extender, por razones de interés general, 
hasta el 31 de diciembre de 2019, el subsidio por desem- 
pleo de los trabajadores de la Cooperativa de Trabajadores 
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2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso, Amorín, 
Aviaga, Ayala, Berterreche, Bianchi, Bordaberry, 
Carrera, Castaingdebat, Castillo, Coutinho, De León, 
Delgado, Ferreira, García (Graciela), Garín, Iturralde, 
Larrañaga, López Villalba, Michelini, Moreira, 
Otheguy, Payssé, Pintado, Ramos, Reyes, Saravia, 
Silveira, Tourné y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Besozzi, 
Camy, Cardoso, García (Javier), Heber, Lacalle Pou, 
Martínez Huelmo, Mieres, Passada, y, a partir de las 
13:45, el señor senador Otheghy; y, con aviso, el señor 
senador Aristimuño. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:36). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«El Poder Ejecutivo remite mensajes por los que comunica 
la promulgación de los siguientes proyectos de ley: 


+ por el que se designa Doctor Samuel Bertón el nuevo 
hospital departamental, en construcción, de la ciudad de 
Colonia del Sacramento, departamento de Colonia; 


+ por el que se modifican normas del proceso de reso- 
lución bancaria; 


* por el que se dictan normas para la designación y 
funcionamiento de los Centros o Servicios de Referencia 
en Salud que garanticen la equidad en el acceso a la aten- 
ción de calidad de patologías complejas; 


+ por el que se aprueba el Acuerdo de servicios aéreos 
entre la República Oriental del Uruguay y el Reino de los 
Países Bajos, suscrito en Montevideo, República Oriental 
del Uruguay, el 12 de diciembre de 2016. 

—AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


La Cámara de Representantes remite nota por la cual 
comunica una fe de erratas al proyecto de ley aprobado 
por dicho Cuerpo, por el que se establece y regula un Sis- 
tema Nacional de Inteligencia de Estado. 

—OPORTUNAMENTE FUE REMITIDA A LA CO- 
MISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGISLACIÓN. 
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La Suprema Corte de Justicia remite un mensaje, en 
el marco de la solicitud de venia remitida para la designa- 
ción en el cargo de ministro de Tribunal de Apelaciones a 
la doctora Mónica Mariella Bórtoli Porro, en respuesta a 
lo solicitado oportunamente por la Comisión de Asuntos 
Administrativos de la Cámara de Senadores. 

—A LA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRA- 
TIVOS». 


4) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑORA PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de lo siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- En la se- 
sión ordinaria del 16 de octubre no se registraron inasis- 
tencias. 


5) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 17 de octubre de 2018 


Señora presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 

De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito al Cuerpo me conceda licencia 
al amparo del artículo 1.” de la Ley n.* 17827, de 14 de 
setiembre de 2004 —por razones particulares—, para el día 
de la fecha. 

Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 


Pablo Mieres. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 


18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Se comunica que el señor Iván Posada ha presentado 
nota de desistimiento informando que por esta vez no 
acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Conrado Ramos, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 16 de octubre de 2018 


Presidenta 
de la Asamblea General 
Sra. Lucía Topolansky 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conce- 
da licencia del 22 al 24 de octubre, al amparo del literal 
D) del artículo 1.? de la Ley n.” 17827, de 14 de setiembre 
de 2004. 


Motiva la solicitud la invitación recibida del Fondo de 
Población de las Naciones Unidas (UNFPA), de la Aso- 
ciación Canadiense de Parlamentarios sobre Población y 
Desarrollo (CAPPD) y del Grupo Parlamentario Interame- 
ricano sobre Población y Desarrollo (GPD),, a la Séptima 
Conferencia Internacional de Parlamentarios sobre la Im- 
plementación del Programa de Acción de la CIPD (1PCI/ 
CIPD), que tendrá lugar en Ottawa, Canadá, los días 22 y 
23 de octubre de 2018. 


Se adjunta invitación. 
Sin otro particular, atentamente. 
Mónica Xavier. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Daniel Olesker, Julio 
Bango y Viviana Piñeiro han presentado nota de desisti- 
miento informando que por esta vez no aceptan la convo- 
catoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado 
el señor Yerú Pardiñas, a quien ya se ha tomado la prome- 
sa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 17 de octubre de 2018 


Señora presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, inci- 
so D), de setiembre de 2004. 


Los días en que haré uso de la misma serán el 24, el 
25 y el 26 de octubre, y el motivo es asistir a la reunión de 
la Comisión de Equidad de Género, Niñez y Juventud del 
Parlamento Latinoamericano, que se realizará en Panamá 
los días 25 y 26 de octubre de 2018. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidenta muy 
atentamente. 
Daniela Payssé. Senadora». 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—17 en 19. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Miguel Vasallo ha presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Eva Gomori, a quien ya se ha 
tomado la promesa de estilo. 


6) TRABAJADORES DE LA EMPRESA LORYSER 
S. A. 


SEÑORA PRESIDENTE.- El Senado ingresa al orden 
del día con la consideración del asunto que figura en pri- 
mer término: «Proyecto de ley por el que se faculta al Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social a extender, por ra- 
zones de interés general, hasta el 31 de diciembre de 2019, 
el subsidio por desempleo de los trabajadores de la empre- 
sa Loryser S. A. (Carp. n.* 1190/2018 - rep. n.* 728/18)». 
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Carp. n.* 1190/2018 - rep. n.? 728/18 


PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo, 01 OCT 2018 


Señora Presidenta de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Alto Cuerpo a fin 
de remitir, para su consideración, un Proyecto de Ley referente a la extensión 
del seguro por desempleo de los trabajadores de la empresa Loryser S.A. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


La empresa Loryser S.A., integrante del grupo Orosur Mining, 
desarrolla actividad minera en la localidad de Minas de Corrales, departamento 
de Rivera, desde hace unas dos décadas. 

La firma desarrolla actividades de explotación y procesamiento de 
oro para su exportación. 

En los últimos tiempos, la empresa ha manifestado transitar por 
serias dificultades económicas, producto de una disminución de la calidad del 
material extraido, lo que ha comprometido la rentabilidad de su actividad. 
Asimismo, estas dificultades la han llevado a solicitar concurso voluntario de 
acreedores ante la sede judicial correspondiente, para intentar solucionar la 
situación de endeudamiento con algunos acreedores y procurar obtener 
financiamiento para nuevos emprendimientos mineros que se encuentran a 
estudio del Poder Ejecutivo. 

La empresa cuenta, en la actualidad, con unos 320 trabajadores, 
que en el transcurso de estos años han sido entrenados y capacitados para el 
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desempeño de esta singular labor. Desde luego, por la importancia del 
emprendimiento y el volumen de puestos de trabajo que involucra, la actividad 
de Loryser SA. es la principal fuente de trabajo en la localidad de Minas de 
Corrales, tanto en materia de empleos directos como indirectos. 

Oportunamente, la empresa había llegado a manejar el cese de 
actividades para el pasado 31 de julio. Tras intensas conversaciones con los 
Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Industria, Energía y Minería, 
Loryser S.A. postergó esa decisión. 

Asimismo, el gobierno definió la procedencia de contratar un experto 
internacional que analice y se expida acerca de cuánto oro y de qué calidad 
existiría en Minas de Corrales, de modo de contar con más y mejores 
elementos de juicio para evaluar y decidir acerca del nuevo proyecto de 
explotación que propone la empresa. 

En ese marco, el pasado 10 de agosto de 2018, en Minas de 
Corrales, la ministra de Industria, Energía y Minería y el ministro de Trabajo y 
Seguridad Social participaron, junto a autoridades departamentales y también 
de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, en una asamblea celebrada con 
organizaciones locales y con la población en general de dicha localidad, 
realizándose un fructífero intercambio acerca de posibles vias de solución 
frente a la problemática planteada. 

En tal sentido, y sin perjuicio del análisis concreto respecto de las 
fuentes de trabajo en la minera, ya para ese día había arribado a Minas de 
Corrales el aula móvil de Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional 
(INEFOP), para implementar e impartir cursos de neumática y electricidad, por 
ejemplo. Asimismo, se continuará trabajando en la búsqueda de otras 
alternativas vinculadas a la capacitación y al apoyo a pequeños 
emprendimientos. 

En materia de seguro de paro, la empresa vino haciendo uso del 
mismo en diferentes ocasiones. Alrededor de 260 de sus casi 320 trabajadores 


fueron enviados al seguro de paro en algún momento. 
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En la actualidad, hay unos 180 trabajadores en uso de jornales de 
subsidio por desempleo común, y al menos otros 75 se encuentran en uso de 
prórrogas de dicho seguro, otorgadas por el Poder Ejecutivo al amparo de lo 
previsto por el artículo 10 del decreto — ley N* 15.180 de 20 de agosto de 1981, 
en la redacción dada por el artículo 1* de la ley N* 18,399 de 24 de octubre de 
2008. Por tal razón, de persistir o profundizarse las dificultades por las que 
atraviesa la empresa, y de no cristalizar otras alternativas de reinserción 
laboral, podría acontecer que varios de ellos quedaran sin cobertura por 
desempleo en el correr de 2019, con el fuerte impacto que de ello resultaria 
para ese colectivo y sus familias y para la localidad de Minas de Corrales en su 
conjunto. 

Consecuentemente, con el objeto de contribuir a la preservación de 
los puestos de trabajo con mano de obra calificada y de propiciar las mejores 
soluciones posibles para que el empleo en Minas de Corrales registre las 
menores repercusiones negativas posibles, es que se entiende pertinente 
remitir a consideración del Parlamento el presente proyecto de ley de extensión 
de seguro de paro para los trabajadores de Loryser S.A. 


. TABARÉ VÁZQUEZ 


idente de la República 
/ Periodo 2015 - 2020 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1?.- Facúltase al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a extender 
por razones de interés general y hasta el 31 de diciembre de 2019 como 
máximo, el subsidio por desempleo de los trabajadores de Loryser S.A. en los 
términos y condiciones que establezcan la o las consiguientes resoluciones de 
extensión. 


Artículo 2”.- La ampliación del plazo de la prestación de desempleo que se 
otorgue en virtud de las facultades que se conceden en el artículo anterior, 
alcanzará a los trabajadores que aún continúen en el goce del referido 
beneficio o hayan agotado el plazo máximo de cobertura (artículos 6? y 10 del 
Decreto-Ley N” 15.180, de 20 de agosto de 1981, en la redacción dada por la 
Ley N* 18,399, de 24 de octubre de 2008). 

La ampliación del plazo de la prestación comenzará a regir a partir del mes 
inmediato posterior al cese respectivo del subsidio, en todos los casos. 
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Disposición citada 


Decreto-Ley N” 15.180, 
de 20 de agosto de 1981 


Artículo_7*. (Monto del subsidio).- 


7.1) El monto del subsidio para los trabajadores despedidos: 


1) Con remuneración mensual fija o variable, será el equivalente a los porcentajes 


2) 


que se establecen a continuación, del promedio mensual de las remuneraciones 
nominales computables percibidas en los seis meses inmediatos anteriores a 
configurarse la causal: 


A) 65% (sesenta y seis por ciento), por el primer mes de subsidio. 
B) 57% (cincuenta y siete por ciento), por el segundo. 

C) 50% (cincuenta por ciento), por el tercero. 

D) 45% (cuarenta y cinco por ciento), por el cuarto. 

E) 42% (cuarenta y dos por ciento), por el quinto. 

F) 40% (cuarenta por ciento), por el sexto. 


Con remuneración por día o por hora, será el equivalente a las cantidades de 
jornales mensuales que se establecen a continuación, el monto de cada cual se 
obiendrá dividiendo el total de las remuneraciones nominales computables 
percibidas en los seis meses inmediatos anteriores a configurarse la causal, por 
ciento cincuenta: 


A) Dieciséis jarnales, por el primer mes de subsidio. 
B) Catorce jornales, por el segundo. 

C) Doce jornales, por el tercero. 

D) Once jornales, por el cuarto. 

E) Diez jornales, por el quinto. 


F) Nueve jornales, por el sexto. 


17 de octubre de 2018 CÁMARA DE SENADORES 


7.2) El monto del subsidio para los trabajadores en situación de suspensión total de la 
actividad: 


1) Con remuneración mensual fija o variable, será el equivalente al 50% (cincuenta 
por ciento) del promedio mensual de las remuneraciones nominales 
computables percibidas en los seis meses inmediatos anteriores a configurarse 
la causal. 


2) Con remuneración por día o por hora, será el equivalente a doce jomales 
mensuales, el monto de cada cual se obtendrá dividiendo el total de las 
remuneraciones nominales computables percibidas en los seis meses 
inmediatos anteriores a configurarse la causal, por ciento cincuenta. 


7.3) El'monto del subsidio para los trabajadores en situación de suspensión parcial de 
la actividad o trabajo reducido -lo que será reglamentado por el Poder Ejecutivo- 
será la diferencia que existiera entre el monto del subsidio calculado conforme al 
artículo 7.2 y lo efectivamente percibido en el periodo durante el cual se sirve el 
subsidio. A estos efectos, en los casos de trabajo reducido por despido o 
suspensión total en. uno de los empleos, las remuneraciones a considerar para el 
cálculo previsto en el artículo 7.2 comprenderán también las correspondientes a 
las actividades amparadas por este decreto-ley que se prosigan desempeñando. 


74) A los efectos de la aplicación de lo previsto en los artículos 7.1 y 7.2, las 
referencias que allí se efectúan a los seis meses inmediatos anteriores a 
configurarse la causal, corresponderán a periodos de trabajo efectivo, si fuere más 
favorable para el trabajador. 


7.5) En los casos a que refieren los artículos 6.2 y 6.3 y durante los periodos 
suplementarios allí previstos, el monto del subsidio será el establecido por los 
literales F) de los numerales 1) y 2) del artículo 7.1. 


7.6) Los trabajadores que, habiéndose acogido al subsidio por causal despido, 
reingresaren a la actividad sin haber agotado de modo continuo o discontinuo el 
término máximo de aquél y fueren despedidos nuevamente, retornando al amparo 
del subsidio únicamente por el saldo de dicho máximo, reiniciarán la percepción de 
la prestación por ese saldo a partir del nivel superior de la escala correspondiente 
(literales A) de los numerales 1) y 2) del artículo 7.1). 


Lo dispuesto por el inciso anterior no será de aplicación cuando el nuevo despido 
proviniere del mismo empleador, en cuyo caso el trabajador reingresará al goce del 
saldo del subsidio en el nivel que le hubiera correspondido en la escala, de no 
haberse interrumpido la percepción de aquél. 


7.7) El monto del subsidio, resultante de la aplicación de los artículos 7.1, 7.2 y 7.5, no 
podrá ser inferior a 1 BPC (una Base de Prestaciones y Contribuciones), para 
relaciones de trabajo de veinticinco jornadas mensuales y ocho horas diarias de 
labor, debiendo adecuarse proporcionalmente en los casos de menos o menores 
jornadas. 
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7.8) El monto del subsidio no podrá superar los siguientes máximos: 
1) Para los empleados despedidos, el equivalente a: 


A) 11 BPC (once Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el primer mes 
de subsidio. 


B) 9,5 BPC (nueve y media Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el 
segundo. 


C) 8 BPC (ocho Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el tercero. 
D) 7 BPC (siete Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el cuarto. 


E) 6,5 BPC (seis y media Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el 
quinto. 


F) 6 BPC (seis Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el sexto. 


2) Para los empleados en situación de suspensión total de la actividad o trabajo 
reducido, el equivalente a 8 BPC (ocho Bases de Prestaciones y 
Contribuciones) por cada mes de subsidio. 


7.9) El valor de la BPC (Base de Prestaciones y Contribuciones) que se tendrá en 
cuenta para la aplicación de los artículos 7.7 y 7.8, será el que tuviere dicha 
unidad a la fecha de la causal correspondiente. 


A los mínimos y máximos previstos por dichos artículos, se adicionará el 
suplemento establecido en el artículo 7.10, si correspondiere. 


7.10) Si el trabajador fuere casado o viviere en concubinato, o tuviere a su cargo 
familiares incapaces hasta el tercer grado de afinidad o consanguinidad, 
ascendientes o descendientes menores de veintiún años de edad, percibirá un 
suplemento del 20% (veinte por ciento) del subsidio que correspondiera conforme 
a lo establecido precedentemente. 


Fuente: Redacción dada por la Ley N* 18.399, de 24 de octubre de 2008 


"ARTÍCULO 10. (Desocupación especial).- Facúltase al Poder Ejecutivo para 
establecer, por razones de interés general y por un plazo mo mayor a un año, un 
régimen de subsidio por desemplec total o parcial para los empleados con alta 
especialización profesional, en ciertas categorías laborales o actividades económicas, 
así como a prorrogar, por idénticas razones y plazo, el servicio de las prestaciones 
previstas en el presente decreto-ley siempre que, en este último caso, se documentare 
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la transitoriedad de la falta o reducción de tareas y el compromiso de preservar los 
puestos de trabajo. 


El Poder Ejecutivo establecerá el monto del subsidio a pagarse en estos casos, el que 
no podrá exceder del 80% (ochenta por ciento) del promedio mensual de las 
remuneraciones computables conforme al artículo 7” del presente decreto-ley. 


El ejercicio de las facultades previstas en el inciso primero del presente artículo, no 
obsta' al derecho del trabajador de reclamar la indemnización por despido una vez 
completado el periodo máximo previsto por el artículo 6.1 para las causales de 
suspensión total o reducción de trabajo a causa de suspensión total en uno de los 
empleos, sin perjuicio de lo establecido por el inciso segundo del artículo 9? de este 
decreto-ley”. 


Fuente: Redacción dada por la Ley N” 18.399, de 24 de octubre de 2008. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Castillo. 


SEÑOR CASTILLO.- Señora presidenta: este, efecti- 
vamente, es uno de los proyectos de ley enviados por el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social al Senado que 
analizamos en la última sesión de la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social. En el caso de esta iniciativa, 
relacionada con la empresa Loryser S. A., estamos hablan- 
do de una plantilla total de trescientos veinte trabajadores 
que están pasando por una situación laboral complicada 
en Minas de Corrales. Ante la finalización de una de las 
etapas de envío al seguro de paro se presentó un proyecto 
de ley especial. Aproximadamente ochenta trabajadores 
están en uso de la prórroga, al amparo del artículo 10 de 
la Ley n.” 15180; otros trabajadores todavía están con el 
seguro de paro común, y hay una porción muy minoritaria 
que todavía no ha accedido a él. 


Dimos la información sobre la cantidad de trabaja- 
dores, el período de tiempo y los costos, porque normal- 
mente es lo que solicitan saber los señores senadores. 
También queríamos señalar que, por lo que sabemos, de 
estos ochenta trabajadores hay varios a los que les queda 
un saldo de prórroga del seguro de paro. Se estima que el 
subsidio es del orden de los $ 39.000 —es la cifra promedio 
del bimestre anterior—, por lo que esta iniciativa tendría un 
costo aproximado de $ 3:000.000 mensuales, por no más 
de un año. 


Resumiendo: aproximadamente ochenta trabajadores 
quedarán amparados por este proyecto de ley que envió el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y que estaríamos 
aprobando, y el costo sería del orden de los $ 3:000.000, 
según la información de que disponemos. 


SEÑOR CARRERA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CARRERA. Señora presidenta: soy oriundo 
de Minas de Corrales y tengo familiares que están en esta 
situación. Comunico esto al Cuerpo y pido la autorización 
correspondiente, teniendo en cuenta lo que establece el 
artículo 97 del Reglamento del Senado. 


SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Solicito que se autorice al 
señor senador a permanecer en sala. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar la autoriza- 
ción para que el señor senador Carrera permanezca en sala. 


(Se vota). 
—19 en 20. Afirmativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general 
el proyecto de ley. 


(Se vota). 

220 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1.* del proyecto de ley. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
19.- Facúltase al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
a extender por razones de interés general y hasta el 31 de 
diciembre de 2019 como máximo, el subsidio por desem- 
pleo de los trabajadores de Loryser S.A. en los términos y 
condiciones que establezcan la o las consiguientes resolu- 
ciones de extensión». 


SEÑORA PRESIDENTE.-- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 2.. 

(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
2*.- La ampliación del plazo de la prestación de desempleo 
que se otorgue en virtud de las facultades que se conce- 
den en el artículo anterior, alcanzará a los trabajadores que 
aún continúen en el goce del referido beneficio o hayan 
agotado el plazo máximo de cobertura (artículos 6” y 10 
del Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de agosto de 1981, en 
la redacción dada por la Ley N” 18.399, de 24 de octubre 
de 2008). 


La ampliación del plazo de la prestación comenzará a 
regir a partir del mes inmediato posterior al cese respecti- 
vo del subsidio, en todos los casos». 


SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 
por ser igual al considerado). 


7) COOPERATIVA DE TRABAJADORES 
CERÁMICOS OLMOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se faculta al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social a extender, por razones de 
interés general, hasta el 31 de diciembre de 2019, el subsidio 
por desempleo de los trabajadores de la Cooperativa de 
Trabajadores Cerámicos Olmos. (Carp. n* 1189/2018 - rep. 
n. 729/18)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 1189/2018 - rep. n.* 729/18 
PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


91 0CT 2018 


Montevideo, 


Señora Presidenta de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Alto Cuerpo a fin 
de remitir, para su consideración, un Proyecto de Ley referente a la extensión 
del seguro por desempleo de los trabajadores de la empresa Cooperativa de 
Trabajadores Cerámicos Olmos (CTC Olmos). 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Como es de público conocimiento, la fábrica de cerámicas 
emplazada en la ciudad de Empalme Olmos desde la década del treinta del 
siglo pasado, recomenzó su ciclo productivo en 2013 a través de una 
cooperativa conformada por sus trabajadores, luego del cierre de la firma 
Metzen y Sena S.A. 

Los productos de la fábrica son reconocidos por su calidad a nivel 
nacional y también fuera de fronteras. 

Sin embargo, el emprendimiento, que viene contando con el apoyo 
del FONDES - INACOOP, ha registrado importantes dificultades en el área de 
gestión de sus ventas. Los trabajadores han realizado ingentes esfuerzos para 
disminuir costos, y lo han logrado, pero el mayor escollo se encuentra en la 
comercialización, particularmente en el mercado argentino, donde por una u 
otra vía la cooperativa han hallado trabas o demoras en el ingreso de sus 
mercaderías. Esta situación, claro está, se ve agravada por los desafios que 
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más recientemente presenta el entorno regional, y en particular por la 
coyuntura económica que atraviesa la República Argentina. 

Las dificultades reseñadas han impactado fuertemente en el 
funcionamiento de la empresa, dado que le han significado demoras en 
efectivizar el cobro de productos exportados así como la caida de sus ventas 
en aquel mercado. 

Sobre el particular cabe destacar que, sin perjuicio de la importante 
presencia de dicha marca a nivel local, el emprendimiento tiene, por la propia 
naturaleza de sus productos de alta calidad, una fuerte vocación exportadora. 

En el momento en que se envía el presente proyecto de ley, un 
grupo de trabajo integrado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el de 
Industria, Energia y Mineria, la Intendencia Municipal de Canelones y el 
Instituto Nacional del Cooperativismo, entre otros, se encuentra analizando la 
situación del emprendimiento y explorando posibles rutas de salida para el 
mismo. 

Huelga destacar la importancia que esta actividad reviste para la 
localidad de Empalme Olmos y aledaños. En tal sentido, y dado que en los 
primeros meses de este año la mayoría de los trabajadores ya habían agotado 
el máximo de prórrogas que puede otorgar el Poder Ejecutivo al amparo de lo 
previsto por el articulo 10 del decreto — ley N*” 15.180 de 20 de agosto de 1981, 
en la redacción dada por el artículo 1% de la ley N* 18.399 de 24 de octubre de 
2008, el Parlamento aprobó la ley N” 19.613 de 26 de abril de 2018, que 
permitió extender la cobertura de seguro de paro por ciento ochenta días. 

Con el objeto, pues, de contribuir a que la cooperativa pueda mejorar 
su situación y alcanzar los imprescindibles equilibrios financieros, es que se 
entiende pertinente remitir a consideración del Parlamento el presente proyecto 
de ley de extensión de seguro de paro para los trabajadores de CTC Olmos, 
teniendo presente que, de los casi 120 trabajadores que mantienen vínculo con 


la cooperativa, 95 de ellos ya agotaron el término que habilitaba la mencionada 
ley N” 19.613 de 26 de abril pasado. 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.- Facúltase al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a extender 
por razones de interés general y hasta el 31 de diciembre de 2019 como 
máximo, el subsidio por desempleo de los trabajadores de la Cooperativa de 
Trabajadores Cerámicos Olmos en los términos y condiciones que establezcan 
la o las consiguientes resoluciones de extensión. 

Artículo 2”.. La ampliación del plazo de la prestación de desempleo que se 
otorgue en virtud de las facultades que se conceden en el artículo anterior, 
alcanzará a los trabajadores que aún continúen en el goce del referido 
beneficio o hayan agotado el plazo máximo de cobertura (articulos 6* y 10 del 
Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de agosto de 1981, en la redacción dada por la 
Ley N* 18.399, de 24 de octubre de 2008). 

La ampliación del plazo de la prestación comenzará a regir a partir del mes 
inmediato posterior al cese respectivo del subsidio, en todos los casos. 
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Disposición citada 
Decreto-Ley N* 15.180, 
de 20 de agosto de 1981 


Artículo_7”. (Monto del subsidio).- 


7.1) El monto del subsidio para los trabajadores despedidos: 


1) Con remuneración mensual fija o variable, será el equivalente a los porcentajes 


2) 


que se establecen a continuación, del promedio mensual de las remuneraciones 
nominales computables percibidas en los seis meses inmediatos anteriores a 
configurarse la causal: 


A) 66% (sesenta y seis por ciento), por el primer mes de subsidio. 
B) 57% (cincuenta y siete por ciento), por el segundo. 

C) 50% (cincuenta por ciento), por el tercero. 

D) 45% (cuarenta y cinco por ciento), por el cuarto. 

E) 42% (cuarenta y dos por ciento), por el quinto. 

F) 40% (cuarenta por ciento), por el sexto. 


Con remuneración por día o por hora, será el equivalente a las cantidades de 
jomales mensuales que sa establecen a continuación, el monto de cada cual se 
obtendrá dividiendo el total de las remuneraciones nominales computables 
percibidas en los seis meses inmediatos anteriores a configurarse la causal, por 
ciento cincuenta: 


A) Dieciséis jornales, por el primer mes de subsidio. 
B) Catorce jornales, por el segundo. 

C) Doce jornales, por el tercero. 

D) Once jornales, por el cuarto. 

E) Diez jornales, por el quinto. 


F) Nueve jornales, por el sexto. 
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7.2) El monto del subsidio para los trabajadores en situación de suspensión total de la 
actividad: 


1) Con remuneración mensual fija o variable, será el equivalente al 50% (cincuenta 
por ciento) del promedio mensual de las remuneraciones «nominales 
computables percibidas en los seis meses inmediatos anteriores a configurarse 
la causal, 


2) Con remuneración por día o por hora, será el equivalente a doce ¡jornales 
mensuales, el monto de cada cual se obtendrá dividiendo el total de las 
.remuneraciones nominales computables percibidas en los seis meses 
inmediatos anteriores a configurarse la causal, por ciento cincuenta. 


7.3) El monto del subsidio para los trabajadores en situación de suspensión parcial de 
la actividad o trabajo reducido -lo que será reglamentado por el Poder Ejecutivo- 
será la diferencia que existiera entre el monto del subsidio calculado conforme al 
anículo 7.2 y lo efectivamente percibido en el periodo durante el cual se sirve el 
subsidio. A estos efectos, en los casos de trabajo reducido por despido o 
suspensión total en uno de los empleos, las remuneraciones a considerar para el 
cálculo previsto en el artículo 7.2 comprenderán también las correspondientes a 
las actividades amparadas por este decrato-ley que se prosigan desempeñando. 


7.4) A los efectos de la aplicación de lo previsto en los articulos 7.1 y 7.2, las 
referencias que allí se efectúan a los seis meses inmediatos anteriores a 
configurarse la causal, corresponderán a periodos de trabajo efectivo, si fuere más 
favorable para el trabajador. 


7.5) En los casos a que refieren los artículos 6.2 y 6.3 y durante los periodos 
suplementarios alli previstos, el monto del subsidio será el establecido por los 
literales F) de los numerales 1) y 2) del articulo 7.1. 


7.6) Los trabajadores que, habiéndose acogido al subsidio por causal despido, 
reingresaren a la.actividad sin haber agotado de modo continuo o discontinuo el 
término máximo de aquél y fueren despedidos nuevamente, retornando al amparo 
del subsidio únicamente por el saldo de dicho máximo, reiniciarán la percepción de 
la prestación por ese saldo a partir del nivel superior de la escala correspondiente 
(literales A) de los numerales 1) y 2) del articulo 7.1). 


Lo dispuesto por el inciso anterior no será de aplicación cuando el nuevo despido 
proviniere del mismo empleador, en cuyo caso el trabajador reingresará al goce del 
saldo del subsidio en el nivel que le hubiera correspondido en la escala, de no 
haberse interrumpido la percepción de aquél. 


7.7) El monto del subsidio, resultante de la aplicación de los artículos 7.1, 7,2 y 7.5, no 
pocrá ser inferior a 1 BPC (una Base de Prestaciones y Contribuciones), para 
relaciones de trabajo de veinticinco jornadas mensuales y ocho horas diarias de 
labor, debiendo adecuarse proporcionalmente en los casos de menos o menores 
jornadas. 
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7.8) El monto del subsidio no podrá superar los siguientes máximos: 
1) Para los empleados despedidos, el equivalente a: 


A) 11 BPC (once Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el primer mes 
de subsidio. 


B) 9,5 BPC (nueve y media Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el 
segundo. 


C) 8 BPC (ocho Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el tercero. 
D) 7 BPC (siete Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el cuarto. 


E) 6,5 BPC (seis y media Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el 
quinto. 


F) 6 BPC (seis Bases de Prestaciones y Contribuciones), por el sexto 


2) Para los empleados en situación de suspensión total ce la actividad o trabajo 
reducido, el equivalente a 8 BPC (ocho Bases de Prestaciones y 
Contribuciones) por cada mes de subsidio. 


7.9) El valor de la BPC (Base de Prestaciones y Contribuciones) que se tendrá en 
cuenta para la aplicación de los articulos 7.7 y 7.8, será el que tuviere dicha 
unidad a la fecha de la causal correspondiente. 


A los mínimos y máximos previstos por dichos artículos, se adicionará el 
suplemento establecido en el artículo 7.10, si correspondiere. 


7.10) Si el trabajador fuere casado o viviere en concubinato, o tuviere a su cargo 
familiares incapaces hasta el tercer grado de afinidad o consanguinidad, 
ascendientes o descendientes menores de veintiún años de edad, percibirá un 
suplemento del 20% (veinte por ciento) del subsidio que correspondiera conforme 
a lo establecido precedentemente. 


Fuente: Redacción dada por la Ley N* 18.399, de 24 de octubre de 2008 


"ARTÍCULO 10. (Desocupación especial).- Facúltase al Poder Ejecutivo para 
establecer, por razones de interés general y por un plazo no mayor a un año, un 
régimen de subsidio, por desempleo total o parcial para los empleados con alta 
especialización profesional, en ciertas categorías laborales o actividades económicas, 
así como a prorrogar, por idénticas razones y plazo, el servicio de las prestaciones 
previstas en el presente decreto-ley siempre que, en este último caso, se documentare 
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la transitoriedad de la falta o reducción de tareas y el compromiso de preservar los 
puestos de trabajo. 


El Poder Ejecutivo establecerá el monto del subsidio a pagarse en estos casos, el que 
no podrá exceder del 80% (ochenta por ciento) del promedio mensual de las 
remuneraciones computables conforme al artículo 7” del presente decreto-ley. 


El ejercicio de las facultades previstas en el inciso primero del presente artículo, no 
obsta al derecho del trabajador de reclamar la indemnización por despido una vez 
completado el periodo máximo previsto por el artículo 6.1 para las causales de 
suspensión total o reducción de trabajo a causa de suspensión total en uno de los 
empleos, sin perjuicio de lo establecido por el inciso segundo del artículo 9” de este 
decreto-ley". 


Fuente: Redacción dada por la Ley N* 18.399, de 24 de octubre de 2008. 
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Antecedente 


Ley N* 19.613, de abril de 2018 


Aniculo 1*.- Facúltase al Ministerio de Trabajo y Segundas Social a extender por razones de interés 
general, por un plazo de hasta 180 (ciento ochenta) días, e' subsidio por desempleo de los trabajadores de 
la Cooperativa de Trabajadores Cerámicos Olmos en los términos y condiciones que establezcan la o las 
consiguientes resoluciones de extensión 


Artículo 2*.- La ampliación del plazo de la prestación de desempleo que se otorgue en virtud de las 
facultades que se conceden en el artículo anterior, alcanzará a los trabajadores que aún continúen en el 
goce del referido beneficio o hayan agotado el plazo máximo de cobertura (articulos 5* y 10 del Decreto- 
Ley N* 15.180, de 20 de agosto de 1981, en la redacción dada por la Ley N" 18,399, de 24 de octubre de 
2008). 


La ampliación del plazo de la prestación comenzará a regir a partir del mes inmediato posterior al cese 
respectivo del subs:dio, en todos los casos. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Castillo. 


SEÑOR CASTILLO.- Señora presidenta: los trabaja- 
dores y las trabajadoras de cerámicas Olmos —de Empal- 
me Olmos, precisamente— continúan con las dificultades 
que arrastran desde hace algún tiempo. La plantilla, que 
en la oportunidad anterior en que consideramos este tema 
oscilaba en los ciento veinte trabajadores y trabajadoras, 
hoy es de noventa y tres, algunos de los cuales están sin 
cobertura desde el mes pasado. De aprobarse este proyec- 
to de ley que envía el Poder Ejecutivo, estaríamos facul- 
tando a que se les dé cobertura durante diecisiete meses: 
desde agosto de 2018 a diciembre de 2019, con un costo 
mensual de $ 1:700.000, ya que el subsidio que cobran los 
trabajadores de esta cooperativa es de $ 17.000 por mes, 
en promedio. 


Por estas razonas y por la situación que están atrave- 
sando las familias de la Cooperativa de Trabajadores de 
Cerámicos Olmos, solicitamos la aprobación de este pro- 
yecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1.* del proyecto de ley. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
1”.- Facúltase al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
a extender por razones de interés general y hasta el 31 de 
diciembre de 2019 como máximo, el subsidio por desem- 
pleo de los trabajadores de la Cooperativa de Trabajadores 
Cerámicos Olmos en los términos y condiciones que esta- 
blezcan la o las consiguientes resoluciones de extensión». 


SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 2.” del proyecto de ley. 

(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
2*.- La ampliación del plazo de la prestación de desempleo 
que se otorgue en virtud de las facultades que se conce- 
den en el artículo anterior, alcanzará a los trabajadores que 
aún continúen en el goce del referido beneficio o hayan 
agotado el plazo máximo de cobertura (artículos 6” y 10 
del Decreto-Ley N* 15.180, de 20 de agosto de 1981, en 
la redacción dada por la Ley N” 18.399, de 24 de octubre 
de 2008). 


La ampliación del plazo de la prestación comenzará a 
regir a partir del mes inmediato posterior al cese respecti- 
vo del subsidio, en todos los casos». 


SEÑORA PRESIDENTE.-- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 
por ser igual al considerado). 


8) PROMOCIÓN DEL TRABAJO DE PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en tercer término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se promueve el trabajo para 
personas con discapacidad. (Carp. n.” 1084/2018 - rep. 
n.> 730/18 y anexo 1)». 


17 de octubre de 2018 CÁMARA DE SENADORES 


(Antecedentes). 


Carp. n.? 1084/2018 - rep. n.* 730/18 


CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN DE ASUNTOS 
LABORALES Y SEGURIDAD SOCIAL 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.- (Ámbito de Aplicación). Los empleadores de la actividad 
privada que cuenten con 25 (veinticinco) o más trabajadores permanentes, en 
todo nuevo ingreso de personal que se produzca a partir de la vigencia de la 
presente ley, deberán emplear a personas con discapacidad (artículo 2” de la 
Ley N* 18.651, de 19 de febrero de 2010), que reúnan condiciones y la idoneidad 
para el cargo, en los siguientes porcentajes aplicados sobre la totalidad de sus 
trabajadores permanentes: 


1) durante el primer año de vigencia de la ley: 


a) empleadores con 500 (quinientos) o más trabajadores: 3% (tres por 
ciento); 

b) empleadores con 150 (ciento cincuenta) o más trabajadores y 
menos de 500 (quinientos): 2 % (dos.por ciento); 

c) empleadores con 50 (cincuenta) o más trabajadores y menos de 
150 (ciento cincuenta): 1% (uno por ciento); 


2) durante el segundo año de vigencia de la ley: 


a) empleadores con 500 (quinientos) o más trabajadores: 4 % 
(cuatro por ciento); 

b) empleadores con 150 (ciento cincuenta) o más trabajadores y 
menos de 500 (quinientos): 3 % (tres por ciento); 

c) empleadores con 50 (cincuenta) o más trabajadores y menos de 
150 (ciento cincuenta): 2 % (dos por ciento); 

d) empleadores con menos de 50 (cincuenta) trabajadores y más de 
25 (veinticinco): 1,5 % (uno y medio por ciento); 


3) Durante el tercer año de vigencia de la ley: 


a) empleadores con 500 (quinientos) o más trabajadores: 4 % (cuatro 
por ciento); 

b) empleadores con 150 (ciento cincuenta) o más trabajadores y 
menos de 500 (quinientos): 3,5% (tres y medio por ciento); 

c) empleadores con 50 (cincuenta) o más trabajadores y menos de 
150 (ciento cincuenta): 3% (tres por ciento); 

d) empleadores con menos de 50 (cincuenta) trabajadores y más de 
25 (veinticinco): 2 % (dos por ciento); 


4) Cumplidos tres años desde la entrada en vigencia de la presente ley, el 
4 % (cuatro por ciento) en todos los casos. 
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Cuando por aplicación de los porcentajes referidos precedentemente 
resultare una cifra inferior a la unidad, pero igual o superior a la mitad de la 
misma, se redondeará a la cantidad superior. 


Si dentro de la plantilla de la empresa ya existieren trabajadores con 
discapacidad al momento de los nuevos ingresos; se descontará el número de 
aquéllos a los efectos del cálculo previsto en este artículo, siempre que dichos 
trabajadores cumplieren con los requisitos establecidos en el artículo 1? e inciso 
final del artículo 8”de la presente ley. 


Artículo 2*.- (Derechos y obligaciones). Las personas con discapacidad 
empleadas de conformidad con la presente ley, gozan de todos los derechos y 
obligaciones previstos por la normativa laboral. 


Artículo 3”.- (Sanción). Los empleadores que incumplan con las 
disposiciones de la presente ley, serán pasibles de las sanciones previstas por 
el artículo 289 de la Ley N” 15.903, de 10 de noviembre de 1987, en la redacción 
dada por el artículo 412 de la Ley N” 16.736, de 5 de enero de 1996. Lo 
recaudado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por concepto de multa 
será volcado a la Comisión Nacional de Inclusión Laboral creada por el artículo 
18 de la presente ley. 


Quedarán exceptuadas de las sanciones previstas en el inciso anterior 
aquellas empresas que soliciten ante la Inspección General del Trabajo su 
certificación de no encontrarse en condiciones para dar cumplimiento a la 
presente ley. Dicha centificación será por un plazo máximo de un año, 
prorrogable por un período de seis meses a juicio de la mencionada Unidad. 


Artículo 4”. (Inclusión Laboral). Se entiende por Empleo con Apoyo aquella 
metodología de inclusión laboral que da apoyo continuado a las personas con 
discapacidad, para acceder, sostener y promoverse en un empleo remunerado. 


El alcance, las condiciones y la duración del apoyo será reglamentado por 
el Poder Ejecutivo conforme a lo previsto en el artículo 18 de la presente ley. 


Artículo 5”. (Apoyo Laboral). Las personas con discapacidad que requieran 
apoyo para el cumplimiento de las obligaciones laborales podrán solicitarlo al 
empleador y éste deberá autorizarlo. Los apoyos abarcarán aspectos tales como 
adaptaciones, identificación de compañeros y compañeras mentores o apoyos 
naturales, entre otros. 


En caso de tratarse del apoyo brindado por los operadores laborales a que 
refiere el artículo siguiente, el costo de sus servicios será sufragado por el 
Ministerio de Desarrollo Social y por la Comisión creada en el artículo 16 de la 
presente ley, en la forma que establezca la reglamentación. 


Artículo 6* - (Glosario). A los efectos de la presente ley se entenderá por: 


Empleo con Apoyo: metodología dirigida a la prestación de apoyo a las 
personas con discapacidad para asegurar y mantener un empleo en el 
mercado laboral. 
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Operador Laboral: técnico en Empleo con Apoyo a quien le compete 
preparar al trabajador con discapacidad para que desempeñe su tarea con 
efectividad, asesorar en materia de accesibilidad, brindar preparación 
previa al equipo de trabajo así como detectar apoyos naturales que 
faciliten el desempeño del trabajador hasta tanto el mismo pueda trabajar 
en forma independiente. 


Artículo 7*.- (Accesibilidad). Cada empleador generará las condiciones 
adecuadas en el puesto de trabajo sobre accesibilidad según las normas 
vigentes en esa materia a cuyos efectos deberá ejecutar las adaptaciones 
necesarias para el adecuado desempeño de las funciones del trabajador. 


Artículo 8”. (Inscripción en el Registro Nacional de Personas con 
Discapacidad). Las personas con discapacidad que deseen acogerse a los 
beneficios de la presente ley, deberán inscribirse en el Registro Nacional de 
Personas con Discapacidad que funciona en la Comisión Nacional Honoraria de 
Discapacitados (artículo 768 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996). 


La certificación a la que refiere el inciso final del artículo 49 de la Ley 
N” 18.651, de 19 de febrero de 2010 acreditará la discapacidad en los términos 
allí previstos, a los solos efectos de lo dispuesto en dicho artículo y del amparo 
a la presente ley, no resultando de aplicación para los casos en que la normativa 
atribuye la determinación de incapacidades laborales a otros organismos. 


Artículo 9”.- (Despido). En caso de producirse el despido de una persona 
con discapacidad incorporada en un empleo por aplicación de la presente ley, el 
mismo deberá obedecer a una causa razonable, relacionada con la conducta del 
trabajador o basada en las necesidades de la empresa, establecimiento o 
servicio, u otra de entidad suficiente para justificar la decisión adoptada. En caso 
contrario, el empleador deberá abonar un importe equivalente a seis meses de 
salario más la indemnización legal que corresponda. 


En todos los casos, el empleador deberá, dentro del término de tres meses 
a contar de dicho despido, contratar a otra persona con discapacidad en 
sustitución del empleado cesado, en las condiciones previstas en el inciso 
primero del artículo 1? de la presente ley, salvo cuando el despido hubiere 
obedecido a la supresión del puesto de trabajo por reestructura de la empresa y 
sin perjuicio de la obligación prevista en el artículo 1*de la presente ley. 


Artículo 10.- (Licencia Extraordinaria sin Goce de Sueldo). Todo trabajador 
comprendido en la presente ley tendrá derecho a solicitar licencia extraordinaria 
sin goce de sueldo por un período de hasta tres meses continuos o discontinuos 
al año, adicional al periodo de licencia anual y a la licencia por enfermedad que 
le correspondiere, siempre que el motivo esté directamente relacionado con su 
discapacidad. El trabajador que se propusiere hacer uso de este derecho deberá 
comunicarlo al empleador con una antelación mínima de 48 (cuarenta y ocho) 
horas al inicio de dicha licencia extraordinaria, acompañando el certificado 
médico expedido por la oficina de Peritaje Médico dentro del Sector Evaluación 
de Incapacidad del Banco de Previsión Social. 
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Artículo 11. (Registro de Empleadores en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social) Para acceder a los beneficios e incentivos que habilita la 
presente ley, los empleadores deberán estar debidamente inscriptos en el 
registro que funcionará en la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
a estos efectos. Para que pueda realizarse la inscripción mencionada, los 
empleadores deberán presentar informe de la Comisión Nacional de Inclusión 
Laboral, respecto del cumplimiento de la presente ley. 


Artículo 12.- (Tratamiento Preferencial). Facúltase al Poder Ejecutivo para 
reglamentar las condiciones en que podrá darse un tratamiento preferencial a los 
empleadores que contraten personas con discapacidad por encima de los 
mínimos previstos en el articulo 1%de la presente ley, en los casos en que se 
conceda el uso de bienes del dominio público o privado del Estado. 


Artículo 13.- (Aportes Jubilatorios Patronales) Los aportes jubilatorios 
patronales al Banco de Previsión Social correspondientes a las personas con 
discapacidad que ingresaren a trabajar para empleadores de la actividad privada 
a partir de la vigencia de la presente ley, se realizarán en forma gradual conforme 
a la siguiente escala: 


1. 25 % (veinticinco por ciento) del aporte durante el primer año de 
labor; 

2. 50 % (cincuenta por ciento) del aporte durante el segundo año de 
labor; 

3. 75 % (setenta y cinco por ciento) del aporte durante el tercer año 
de labor: 

4. 100% (cien por ciento) del aporte, una vez finalizados tres años de 
trabajo. 


Las bonificaciones previstas en este artículo serán incompatibles con la 
prevista por el artículo 9” de la Ley N* 17.953, de 19 de mayo de 2006. 


En los casos previstos en el artículo 9” de la presente ley, los aportes 
patronales correspondientes al trabajador con discapacidad que ingresare en 
virtud del despido allí referido se realizarán en el porcentaje que debía tributarse 
por el trabajador cesado, continuando con la escala que hubiera correspondido 
a éste. 


Artículo 14.- (Beneficios por realización de obras de accesibilidad o 
adaptación de los lugares de trabajo). Las personas físicas o jurídicas que 
realicen obras de accesibilidad o adaptación de los lugares de trabajo con la 
finalidad de posibilitar el desempeño del personal contratado al amparo de la 
presente ley, podrán estar comprendidas en los beneficios y las obligaciones 
establecidas en la Ley N” 16.906, de 7 de enero de 1998. 


Artículo 15.- (Incentivos y Beneficios). Facúltase al Poder Ejecutivo a 
establecer incentivos y beneficios para las empresas privadas que contraten 
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producción derivada de Talleres de Producción Protegida, así como para 
cooperativas sociales integradas por personas con discapacidad. 


Artículo 16.- (Comisión Nacional de Inclusión Laboral). Créase la Comisión 
Nacional de Inclusión Laboral, que funcionará en la órbita del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, que será la responsable de realizar el seguimiento y 
de proponer medidas para la aplicación' de la presente ley. 


La misma constará de siete integrantes: un representante del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y uno del Ministerio de Desarrollo Social, que la 
presidirán conjuntamente - sin perjuicio de contar cada uno con un voto -, un 
representante del Ministerio de Salud Pública, uno del Banco de Previsión Social, 
uno del Plenario Intersindical de Trabajadores -Convención Nacional de 
Trabajadores (PIT-CNT), uno de las cámaras empresariales y uno de las 
organizaciones de la sociedad civil del área de personas con discapacidad. 


Participarán de la Comisión, además, con voz pero sin voto, un 
representante del Congreso de Intendentes, uno de la Universidad de la 
República y uno de la Universidad del Trabajo del Uruguay. 


La Comisión solo podrá fomentar instituciones públicas o privadas cuyo 
objeto sea el de apoyar a personas con discapacidad, así como contribuir a 
sufragar los costos a que refiere el inciso segundo del artículo 5%, mediante los 
fondos a que refiere el artículo 3? u otros recursos que se le pueda asignar. 


Artículo 17.- (Financiación). Los gastos que generare al Estado la aplicación 
de la presente ley serán atendidos con los correspondientes créditos 
presupuestales de cada uno de los organismos con competencias adjudicadas 
por la misma 


Artículo 18.- (Reglamentación). El Poder Ejecutivo dispondrá de un plazo 
de 90 (noventa) días para la reglamentación de la presente ley. 


Sala de la Comisión, 11 de octubre de 2018. 


JUAN CASTILLO 
Miembro Informante 


ALEJANDRO DRAPER —ZULIMAR FERREIRA — PABLO ITURRALDE 


MARCOS OTHEGUY YERÚ PARDIÑAS CONRADO RAMOS 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 

MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE 

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Montevideo, 0 1 MAY 2018 


Sra. Presidenta de la 


Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Alto Cuerpo a fin de 
remitir para su consideración, un Proyecto de Ley referente a la promoción 
cel trabajo para personas con discapacidad 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El presente Proyecto de Ley refiere, como viene de señalarse, a la 


promoción del trabajo para personas con discapacidad, partiendo del 
mandato constitucional (artículo 8”), así como de los diferentes tratados 
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internacionales suscriptos por la República y de las leyes nacionales en 
vigor, que consagran el principio de igualdad de todos los habitantes del 
país. 


Sobre el particular corresponde destacar que, como es sabido, el tema 
ya ha sido abordado a nivel parlamentario y existe un proyecto de ley a 
estudio de la Cámara de Senadores, que cuenta con la sanción de la 
Cámara de Representantes, razón por la cual no resulta necesario 
extenderse sobre la pertinencia de brindar una solución legislativa al tema de 
la inclusión laboral en la actividad privada de las personas con discapacidad. 
No obstante, el Poder Ejecutivo y algunos sectores profesionales advirtieron 
ciertos problemas de carácter técnico en dicho proyecto - a vía de ejemplo, 
algunas disposiciones allí incluidas requieren iniciativa privativa del Poder 
Ejecutivo -, así como otros aspectos perfectibles en el mismo. A mediados 
del año pasado, la delegación gubernamental ante el Consejo Superior 
Tripartito lo introdujo como punto de discusión en el orden del día del 
mencionado órgano, el cual funciona en el ámbito del MTSS. En la 
mencionada oportunidad se confirmaron algunos de los reparos que 
anunciaba tanto el gobierno como operadores del sistema, lo cual condujo a 
que se conformara un grupo de trabajo integrado por diferentes Secretarias 
de Estado y se presentara el resultado final, conforme lo indica el Convenio 
Internacional de Trabajo N* 144, en consulta a los sectores profesionales en 
la sesión del Consejo Superior Tripartito el pasado trece de marzo del 
corriente. Se estableció que las partes podrían realizar o podrían exponer 
sus puntos de vista respecto del nuevo proyecto en el término de una 
semana, a contar desde esa fecha, término que en los hechos se extendió 
hasta el pasado 26 de abril del corriente. 

Durante el período de consulta se mantuvieron varias reuniones tanto 
con la central sindical (PIT CNT), como así también con la cúpula de 
diferentes organizaciones empresariales (Cámara de Industrias del Uruguay, 
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Cámara Nacional de Comercio y Servicios, Intergremial de Transporte 
Profesional de Carga). Los empleadores, incluso enviaron sus propuestas 
por escrito 

Finalmente el Gobierno adoptó algunas de las modificaciones 
propuestas. 

Resultas de todo ello, este nuevo proyecto, que cuenta con cierto 
grado de consenso de tales actores, mantiene la estructura del que ya tiene 
media sanción parlamentaria y le incorpora algunas modificaciones con el 
propósito de facilitar la implementación de las soluciones protectoras allí 
consagradas y propender al logro de mejores resultados, teniendo como 
guía la finalidad garantista de la iniciativa. 


Contenido del Proyecto 


El Proyecto consta ce veinte artículos. 


En el artículo 1? se define que toda empresa privada que cuente con 
veinticinco o más trabajadores, en todo nuevo ingreso de personal que 
ocurra a partir de la vigencia de la Ley. deberá emplear a personas con 
discapacidad en los porcentajes que allí se fijan. Este ingreso se producirá 
en una forma gradual tomando en consideración dos factores: el tamaño de 
la empresa (medido en función del número de trabajadores que se 
desempeñan en cada una) y el porcentaje del total de trabajadores con 
discapacidad que han de ingresar. 


La disposición prevé, entonces, un incremento gradual del porcentaje 
de personas con discapacidad que se incorporarán a las empresas privadas 
en todo nuevo ingreso de personal, hasta alcanzarse un porcentaje uniforme 
del 4 % del total de los trabajadores al cabo de un periodo de tres años. 
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Se dispone, asimismo, que las personas con discapacidad empleadas 
al amparo de esta disposición gozarán de todos los derechos y obligaciones 
previstos por la normativa laboral, sin perjuicio de la aplicación de normas 
diferenciales cuando el caso así lo amerite (articulo 2"). 


El artículo 3* refiere al incumplimiento de lo mandatado en el artículo 
1”, estableciendo sanciones al amparo de lo dispuesto en el art. 289 de la 
Ley N” 15.903 de 10 de noviembre de 1987, 


Los artículos 4? a 6* definen el Empleo con Apoyo, la forma en que 
podrá accederse al mismo y la figura del operador laboral, técnico que 
brindará tareas de formación y apoyo a los empleados bajo el régimen del 
presente proyecto. 


En el artículo 7* se prevé que las empresas deberán generar las 
condiciones adecuadas para el desarrollo de este tipo de trabajo. 


Se establece (articulo 8”) que las personas que presenten 
discapacidad y quieran acogerse a los beneficios previstos en el proyecto, 
deberán inscribirse en el registro creado con tal finalidad, que funciona en la 
Comisión Naciona! Honoraria de la Discapacidad. 


El artículo 9* regula el caso de producirse el despido del trabajador con 
discapacidad. 

Los artículos 10, 11 y 12, disponen con carácter general un régimen de 
licencias especiales vinculadas en forma directa o indirecta con la 
incapacidad. 
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Se establece (artículo 10) un sistema de licencia extraordinaria sin 
goce de sueldo por un término de hasta tres meses, motivada por razones 
directamente relacionadas con la discapacidad del trabajador. 


Asimismo, el artículo 11 aborda la situación de aquellos trabajadores 
que adopten hijos con discapacidad, consagrando el derecho a solicitar 
hasta un total de diez días anuales para controles médicos de ese hijo, con 
goce de sueldo, a cuyos efectos se dispone el correspondiente preaviso al 
empleador. 


El artículo 12, por su parte, avanza sobre el tema de la licencia para 
quienes tuvieren hijos con discapacidad o enfermedades terminales. 


El artículo 13 prevé que, para acceder a los beneficios que habilita el 
presente proyecto, las empresas deberán estar inscriptas en el registro que, 
a tales efectos, llevará el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Mediante el artículo 14 se faculta al Poder Ejecutivo a dar un 
tratamiento preferencial a empresas privadas que contraten personal con 
discapacidad por encima de los minimos previstos en el artículo 1%, mientras 
que el artículo 15 establece un régimen promocional de aportes jubilatorios 
patronales para la contratación de personas con discapacidad. 


Los artículos 16 y 17 establecen la posibilidad de acceso a otros 
beneficios e incentivos, con el objeto de propiciar la inclusión laboral de las 
personas con discapacidad. 


Mediante el artículo 18 se crea la Comisión Nacional de Inclusión 
Laboral, integrada por representantes de organismos estatales así como del 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.- Los empleadores de la actividad privada que cuenten con 25 
(veinticinco) o más trabajadores, en todo nuevo ingreso de personal que se 
produzca a partir de la vigencia de la presente ley, deberán emplear a 
personas con discapacidad (art. 2” de la Ley N* 18.651 de 19 de febrero de 
2010), que reúnan condiciones de idoneidad para el cargo, en los siguientes 
porcentajes aplicados sobre la totalidad de sus trabajadores: 

1) durante el primer año de vigencia de la ley: 
a) empleadores con 500 (quinientos) o más trabajadores: 3 % 
(tres por ciento), 
b) empleadores con 150 (ciento cincuenta) o más trabajadores y 
menos de 500 (quinientos): 2 % (dos por ciento); 
c) empleadores con 50 (cincuenta) o más trabajadores y menos 
de 150 (cincuenta): 1 % (uno por ciento); 
2) durante el segundo año de vigencia de la ley: 
a) empleadores con 500 (quinientos) o más trabajadores: 4 % 
(cuatro por ciento); 
b) empleadores con 150 (ciento cincuenta) o más trabajadores y 
menos de 500 (quinientos) 3 % (tres por ciento); 
c) empleadores con 50 (cincuenta) o más trabajadores y menos 
de 150 (cincuenta): 2 % (dos por ciento); 
d) empleadores con menos de 50 (cincuenta) trabajadores: 1,5 
% (uno y medio por ciento); 
3) Durante el tercer año de vigencia de la ley: 
a) empleadores con 500 (quinientos) o más trabajadores: 4 % 
(cuatro por ciento); 
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b) empleadores con 150 (ciento cincuenta) o más trabajadores y 
menos de 500 (quinientos): 3,5 % (tres y medio por ciento); 

c) empleadores con 50 (cincuenta) o más trabajadores y menos 
de 150 (cincuenta): 3 % (tres por ciento); 

d) empleadores con menos de 50 (cincuenta) trabajadores: 2 % 
(dos por ciento); 

4) Cumplidos tres años desde la entrada en vigencia de la ley, el 4 % 
(cuatro por ciento) en todos los casos 

Cuando por aplicación de los porcentajes referidos precedentemente 
resultare una cifra inferior a la unidad, pero igual o superior a la mitad de la 
misma, se redondeará a la cantidad superior. 

Si dentro de la plantilla de la empresa ya existieren trabajadores con 
discapacidad al momento de los nuevos ingresos, se descontará el número 
de aquéllos a los efectos del cálculo previsto en este articulo, siempre que 
dichos trabajadores cumplieren con los requisitos establecidos en el artículo 
1% e inciso final del artículo 8*. 


Artículo 2*.- Las personas con discapacidad empleadas de conformidad 
con la presente ley, gozarán de todos los derechos y obligaciones previstos 
por la normativa laboral, sin perjuicio de la aplicación de normas 
diferenciales cuando el caso así lo requiera. 


Artículo 3*.- Los empleadores que incumplan con las disposiciones de la 
presente ley, serán pasibles de las sanciones previstas por el artículo 289 de 
la Ley N* 15.903 de 10 de noviembre de 1987, en la redacción dada por el 
artículo 412 de la Ley N* 16.736 de 5 de enero de 1996. Lo recaudado por el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por concepto de multa será volcado 
a la Comisión Nacional de Inclusión Laboral creada por el artículo 18 de la 
presente ley. 
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Artículo 4”.- Se entiende por Empleo con Apoyo aquella metodología de 
inclusión laboral que da apoyo continuado a las personas con discapacidad, 
para acceder, sostener y promoverse en un empleo remunerado. 

El alcance, las condiciones y la duración del apoyo será reglamentado por 
el Poder Ejecutivo conforme a lo previsto en el artículo 20. 


Artículo 5”.- Las personas con discapacidad que requieran apoyo para el 
cumplimiento de las obligaciones laborales podrán solicitario al empleador y 
éste deberá autorizario. Los apoyos abarcarán aspectos tales como 
adaptaciones, identificación de compañeros mentores o apoyos naturales, 
entre otros. 

En caso de tratarse del apoyo brindado por los operadores laborales a 
que refiere el artículo siguiente, el costo de sus servicios será sufragado por 
el Ministerio de Desarrollo Social y por la Comisión creada en el articulo 18, 
en la forma que establezca la reglamentación. 


Artículo 6%.- Operador Laboral es el técnico de Empleo con Apoyo que se 
especializa en la aplicación de la metodología. Su directriz de trabajo tiene 
que ver con poder garantizar un buen proceso de preparación, obtención y 
mantenimiento del empleo, y ser una guía tanto para el empleado como para 
el empleador. Entre sus tareas está la de preparar para que desempeñe la 
tarea con efectividad, asesorar sobre accesibilidad, preparación previa al 
equipo de trabajo, detectar apoyos naturales. El operador laboral, dentro del 
marco tradicional del Empleo con Apoyo, se compromete con la persona con 
discapacidad proporcionándole un apoyo constante hasta que pueda trabajar 
independientemente 


Artículo 7*.- Cada empleador generará las condiciones adecuadas en el 
puesto de trabajo sobre accesibilidad según las normas vigentes en esa 
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materia para personas con discapacidad, contemplando a tales efectos las 
adaptaciones necesarias para el adecuado desempeño de las funciones. 


Artículo 8”.- Las personas que presenten discapacidad y deseen 
acogerse a los beneficios de la presente ley, deberán inscribirse en el 
Registro Nacional de Personas con Discapacidad que funciona en la 
Comisión Nacional Honoraria de Discapacitados (articulo N* 768 de la Ley 
N? 16.736 de 5 de enero de 1996). 

La certificación a que refiere el inciso final del artículo 49 de la Ley N* 
18.651 de 19 de febrero de 2010 acreditará la discapacidad en los términos 
allí previstos, a los solos efectos de lo dispuesto en dicho artículo y del 
amparo a la presente ley, no resultando de aplicación para los casos en que 
la normativa atribuye la determinación de incapacidades laborales a otros 
organismos, 


Artículo 9”.- En caso de producirse el despido de una persona con 
discapacidad insertada en un empleo por aplicación de la presente ley, el 
mismo deberá obedecer a una causa razonable, relacionada con la conducta 
del trabajador o basada en las necesidades de la empresa, establecimiento 
o servicio, u otra de entidad suficiente para justificar la decisión adoptada. En 
caso contrario, el empleador deberá abonar un importe equivalente a 5 (seis) 
meses de salario más la indemnización legal que corresponda. 

En todos los casos, el empleador deberá, dentro del término de tres 
meses a contar de dicho despido, contratar a otra persona con discapacidad 
en sustitución del empleado cesado, en las condiciones previstas en el inciso 
primero del articulo 1”, salvo cuando el despido hubiere obedecido a la 
supresión del puesto de trabajo por reestructura de la empresa y sin perjuicio 
de la obligación prevista en el artículo 1?. 
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Artículo 10.- Todo trabajador comprendido en la presente ley tendrá 
derecho a solicitar licencia extraordinaria sin goce de sueldo por un periodo 
de hasta tres meses continuos o discontinuos al año, adicional al periodo de 
licencia anual y a la licencia por enfermedad que le correspondiere, siempre 
que el motivo esté directamente relacionado con su discapacidad. El 
trabajador que se propusiere hacer uso de este derecho deberá comunicarlo 
al empleador con una antelación mínimo de 48 (cuarenta y ocho) horas al 
inicio de dicha licencia extraordinana, acompañando el certificado médico 
que acredite la causa por la cual se solicita. 


Artículo 11.- Todo trabajador que adopte un hijo con discapacidad, tendrá 
derecho a solicitar hasta un total de 10 (diez) días anuales para controles 
médicos de ese hijo, con goce de sueldo. La comunicación de dicha 
circunstancia al empleador deberá ser efectuada con una antelación mínima 
de 48 (cuarenta y ocho) horas, acompañando el certificado médico que 
acredite el motivo que da lugar a la solicitud de licencia. 


Artículo 12.- Quienes tuvieren hijos con discapacidad o enfermedad 
terminal, tendrán derecho a una licencia especial anual de 965 (noventa y 
seis) horas, que podrá ser usufructuada en forma continua o discontinua y 
de la cual el empleador deberá abonar la correspondiente a 64 (sesenta y 
cuatro) horas. 

El ejercicio de este derecho, sin perjuicio de la facultad reglamentaria del 
Poder Ejecutivo, podrá ser reglamentado por el Consejo de Salarios 
respectivo o mediante convenio colectivo. 


Artículo 13.- Para acceder a los beneficios e incentivos que habilita la 
presente ley, los empleadores deberán estar debidamente inscriptos en el 
registro que funcionará en la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Socia! a estos efectos. Para que pueda realizarse la inscripción mencionada, 
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los empleadores deberán presentar informe de la Comisión Nacional de 
Inclusión Laboral, respecto del cumplimiento de la presente ley. 


Artículo 14.- Facúltase al Poder Ejecutivo para reglamentar las 
condiciones en que podrá darse un tratamiento preferencial a los 
empleadores que contraten personas con discapacidad por encima de los 
mínimos previstos en el artículo 1%, en los casos en que se conceda el uso 
de bienes del dominio público o privado del Estado. 


Artículo 15.- Los aportes jubilatorios patronales al Banco de Previsión 
Social correspondientes a las personas con discapacidad que ingresaren a 
trabajar para empleadores de la actividad privada a partir de la vigencia de la 
presente ley, se realizarán en forma gradual conforme a la siguiente escala: 

1) 25 % (veinticinco por ciento) del aporte durante el primer año de 
labor; 

2) 50 % (cincuenta por ciento) del aporte durante el segundo año de 
labor; 

3) 75 % (setenta y cinco por ciento) del aporte durante el tercer año de 
labor. 

4) 100 % (cien por ciento) del aporte, una vez cumplidos tres años de 
trabajo. 

Las bonificaciones previstas en este artículo serán incompatibles con la 
prevista por el artículo 9* de la Ley N* 17.963 de 19 de mayo de 2006. 

En los casos previstos en el artículo 9” de la presente ley, los aportes 
patronales correspondientes al trabajador con discapacidad que ingresare en 
virtud del despido alli referido se realizarán en el porcentaje que debía 
tributarse por el trabajador cesado. continuando con la escala que hubiera 
correspondido a éste. 
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Artículo 16.- Las personas fisicas o jurídicas que realicen obras de 
accesibilidad o adaptación de los lugares de trabajo con la finalidad de 
posibilitar el desempeño del personal contratado al amparo de esta ley, 
podrán estar comprendidas en los beneficios y las obligaciones establecidos 
en la Ley N* 16.906 de 7 de enero de 1998. 


Artículo 17.- Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer incentivos y 
beneficios para las empresas privadas que contraten producción derivada de 
Talleres de Producción Protegida, así como para cooperativas sociales 
integradas por personas con discapacidad. 


Artículo 18.- Créase la Comisión Nacional de Inclusión Laboral, que 
funcionará en la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que será 
la responsable de realizar el seguimiento y de proponer medidas para la 
aplicación de la presente ley. 

La misma constará de siete integrantes: un representante del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social y uno del Ministerio de Desarrollo Social, que 
la presidirán conjuntamente — sin perjuicio de contar cada uno con un voto -, 
un representante del Ministerio de Salud Pública, uno del Banco de Previsión 
Social, uno del Plenario Intersindical de Trabajadores — Convención Nacional 
de Trabajadores (PIT-CNT), uno de las cámaras empresariales y uno de las 
organizaciones de la sociedad civil del área de personas con discapacidad. 

Participarán de la Comisión, además, con voz pero sin voto, un 
representante del Congreso de Intendentes, uno de la Universidad de la 
República y uno de la Universidad del Trabajo del Uruguay. 

Con los fondos a que refiere el artículo 3% y otros recursos que pueda 
adjudicarle la normativa, la Comisión podrá exclusivamente fomentar 
instituciones públicas o privadas cuyo objeto sea apoyar a personas con 
discapacidad, asi como contribuir a sufragar los costos a que refiere el inciso 
segundo del artículo 5*. 
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Artículo 19.- Los gastos que generare al Estado la aplicación de la 
presente ley serán atendidos con los correspondientes créditos 
presupuestales de cada uno de los organismos con competencias 
adjudicadas por la misma. 


Artículo 20.- El Poder Ejecutivo dispondrá de un plazo de 90 (noventa) 
días para la reglamentación de la presente ley 
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Antecedentes 
SRES. MIEMBROS DEL CONSEJO SUPERIOR TRIPARTITO: 
POSICION DEL SECTOR EMPRESARIAL 


1.1. Desde el PITCNT se ha dispuesto promover una ley de empleabilidad para 
personas con discapacidad, dado el incremento exponencial de la cantidad de 
personas en dicha circunstancia. Ello ha sido contemplado por el Parlamento 
mediante un Proyecto de Ley que tiene media sanción legislativa (en la Cámara de 
Representantes) 


1.2. El Poder Ejecutivo, en la última reunión del Consejo Superior Tripartito, 
presentó un proyecto alternativo, con algunas modificaciones, solicitando la 
opinión de los sectores sociales sobre el mismo antes de ser enviado al Parlamento 
para su consideración. 


1,3. A continuación, se procederá a realizar un informe sobre el nuevo texto 
propuesto, expresando las observaciones y objeciones que en la visión empresarial 
el contenido del mismo amerita. 


2. PRINCIPALES REGULACIONES DEL PROYECTO DE LEY: 


2.1. En el art. 1* se establece la obligación de las empresas privadas (el proyecto 
anterior incluía a los entes estatales) que cuenten con 25 (veinticinco) trabajadores 
o más. de emplear personas con discapacidad (art. 2 de la ley No. 18.651 de 
19/01/2010) que reúnan condiciones de idoneidad para el cargo, en todo nuevo 
ingreso de personal que se produzca a partir de la vigencia de la ley en estudio, en 
un porcentaje mínimo aplicado sobre la totalidad de los trabajadores de las 
empresas. 

El porcentaje variará gradualmente según la cantidad de trabajadores de las 
empresas, unificándose en el 4% a partir del cuarto año. 

En las empresas que existan trabajadores discapacitados, se descontarán del total 
resultante del porcentaje indicado. 


2.2. El art. 2? de la ley 18.651 referido en la disposición, da el concepto de personas 
con discapacidad: 


“Se considera con dscapacidad e toda persona que padezca o presente una alteración funcional 
permanente o prolongada, física (motriz, sensorial, orgánica, wsceral) o mental (intelectual y/o 
psíquica) que en relacion a su edad y medio social implique desventajas considerables para su 
integracon familiar, social, educacional o laboral.” 
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2.3. Las personas con discapacidad empleadas gozarán de todos los derechos y 
obligaciones previstos en la normativa laboral, además de los beneficios 
diferenciales. 


2.4. Se regula el “Empleo con Apoyo”, que consiste en el apoyo continuado a las 
personas con discapacidad, para que puedan acceder, mantenerse y promoverse en 
un empleo remunerado. Los apoyos abarcarán aspectos tales como adaptaciones: 
identificación de compañeros mentores o apoyos naturales, que podrán darse a 
través del “Operador Laboral”. 


2.5. El Operador Laboral, es el técnico especializado en la aplicación de la 
metodología y tiende a garantizar el proceso para el mantenimiento del empleo, 
siendo una guía para la empresa y trabajador. Debe asesorar sobre condiciones de 
accesibilidad, preparación previa del equipo de trabajo para que se adapte a la 
situación: detectar y buscar los apoyos naturales. hasta que la persona con 
discapacidad pueda trabajar independientemente. 


2.6. El costo del Operador Laboral, será de cargo Ministerio de Desarrollo Social y 
por la Comisión Nacional de Inclusión Laboral, creada por el art. 18 de la ley, que 
funcionará en la órbita del MTSS, cuya finalidad será el monitoreo y seguimiento de 
la ley. 


2.7. Aquellas personas que presenten discapacidad y deseen acogerse a los 
beneficios de la ley, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Personas con 
Discapacidad, que funciona en la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad 
(art. 768 de la ley No. 16.736). 


2.8. El despido de una persona con discapacidad, deberá ser motivado y la empresa 
deberá dentro del término de tres meses a contar desde dicho despido, contratar a 
otra persona con discapacidad en sustitución del empleado cesado y en las 
condiciones de la ley. Si el despido es inmotivado. el empleador deberá abonar un 
importe equivalente a 6 meses de salario más la indemnización por despido. El 
texto del proyecto anterior, establecía que Les personas con discapacidad 
contratadas en el marco de la ley, no podrán ser despedidas salvo notoria mala 
conducta, causa grave superviniente o incompatibilidad del grado ce discapacidad 
con el cargo o tareas que realiza y siempre que no existan otras tareas compatibles 
con su capacidad limitada por lo que era más contemplativo de las posibles causas 


de egreso. 


2.9. Este personal, tendrá derecho a solicitar una licencia extraordinaria sin goce de 
sueldo de hasta tres meses continuos o discontinuos al año, siempre que el motivo 
esté relacionado con su discapacidad. Deberá solicitarse con 48 horas de 
anticipación acompañando un certificado médico que acredite la configuración de 
la causal. 


17 de octubre de 2018 CÁMARA DE SENADORES 367-C.S. 


2.10. Todo trabajador o trabajadora que adopte un hijo o hija con discapacidad, 
tendrá derecho a solicitar hasta un total de 10 días anuales para controles médicos 
de los hijos, con goce de sueldo. La comunicación deberá ser hecha con 48 horas de 
anticipación.- 


2.11, Quienes tuvieren hijos con discapacidad o enfermedad terminal, tendrán 
derecho a una licencia especial de 96 horas, que pocrán gozarla en forma continua 
o discontinua, debiendo abonar el empleador 64 horas. La norma faculta a que ello 
sea reglamentado por convenio colectivo o Consejo de Salarios. 


2.12. Se establecen algunos beneficios para las empresas que se encuentren inscriptas 
en el registro que funcionará en la órbita del MTSS a esos efectos, que contraten 
personas con discapacidad y presenten informe de la Comisión Nacional de 
Inclusión Laboral referente al cumplimiento de la ley. 


Los beneficios se refieren a los aportes jubilatorios del BPS graduales (25 % durante 
el primer año: 50 % durante el segundo año: 100 % durante el tercer año). 
También, las empresas que realicen obras para favorecer la accesibilidad al empleo 
o la adaptación de los lugares de trabajo con la finalidad de posibilitar el 
desempeño del personal contratado, podrán estar comprendidos en los beneficios y 
obligaciones establecidos en la ley No. 16.906 de 7/01/1998 (Ley de Inversiones — 
Promoción Industrial) — exoneraciones tributarias (art. 8). 

Además. el Poder Ejecutivo podrá otorgar incentivos y beneficios para empresas 
que contraten producción derivada de Talleres de Producción Protegida, así como 
de cooperativas sociales integradas por personas con discapacidad. 


2.13. Las empresas que incumplan con las disposiciones de la ley serán pasibles de 
las sanciones previstas en el art. 289 de la ley No. 15.903 (multa de 1 a 150 UR por 
trabajador involucrado en la norma incumplida — entre otras sanciones). 


2.14. La Reglamentación de la ley, se hará en un plazo de 90 días. 


3. ALGUNAS OPINIONES PRIMARIAS SOBRE EL PROYECTO: 


3.1. La política social de inserción laboral de personas con discapacidades es loable, 
pero la propuesta presentada a los interlocutores sociales, así como el Proyecto de 
Ley con media sanción parlamentaria, nos merecen serias objeciones y nos parece 
que no es la solución adecuada para atender dicha problemática. Y como prueba de 
ello y de las dificultades al respecto, corresponde destacar que ni siquiera el propio 
Estado cumple con las normas de similar contenido que existen sobre el tema. En 
tal sentido, sería muy importante hacer un relevamiento y ver cómo ha 
implementado esa obligación el Estado, su grado de cumplimiento, las dificultades 
encontradas, para tener presente esas situaciones antes de definir el proyecto de ley 
a aplicar en el sector privado. La determinación de plazos perentorios, rígidos, sin 
distinción de las particularidades de los sectores, empresas, situaciones coyunturales, 
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etc. para la inserción masiva de personas con discapacidad en empresas que no 
están preparadas para ello, generará un efecto totalmente contrario al loable que el 
proyecto de ley busca legítimamente. Por ello, creemos que como principio 
general, la inserción deseada debería regularse sin la rigidez pretendida. 


3.2. La importancia de la regulación del tema no debe desconocer que en el 
MERCOSUR, el único país que tiene mormativa al respecto es Brasil (ya que 
Venezuela, que también la tiene, estrictamente hoy no está en el MERCOSUR y 
quién sabe si algún día volverá) y que los parámetros que dispone son menos 
restrictivos para las empresas, aplicándose recién cuando tienen más de 100 
trabajadores y en porcentajes graduales del 2% al 5%, este último cuando las 
empresas superan 1000 trabajadores. Tener en cuenta ello es fundamental para la 
competitividad del Uruguay en la región y para la atracción de inversores 
extranjeros. 


3.3. Al tratarse de un tema muy sensible, debería tenerse en cuenta la disparidad de 
actividades y empresas, así como la diversidad de tareas, 'con lo cual la solución 
legal debería en todo caso ser subsidiaria de la negociación colectiva (como ocurre 
en España). permitiendo que por esa vía los interlocutores sociales puedan regular 
el tema con mayor conocimiento de las características y posibilidades de sus 
respectivos sectores o empresas. 


3.4. Ingresando al análisis del contenido del Proyecto, la redacción del artículo 1* 
propuesto, además de ser confusa y genera serios problemas interpretativos, 
establece disposidones que no se comparten. 


3.4.1. En primer lugar. el mínimo de trabajadores para generar la obligación de una 
empresa en esta materia, que se fija en 25, debería aumentarse a 50 trabajadores. 


3.4.2. En segundo lugar, si bien mejora el texto anterior al exigir que se tengan 
condiciones de idoneidad para el cargo, genera la incertidumbre de cómo se 
aplicará en la práctica el porcentaje que prevé y que se calculará sobre la totalidad 
de los trabajadores. 


En efecto, lo razonable sería que el porcentaje se aplicara sobre las vacantes que se 
generen a partir de la vigencia de la ley, pudiendo variar el guarismo en función del 
total de trabajadores de la empresa. Pero una interpretación extrema podría llevar 
a interpretar, aunque fuera absurdo y de dudosa constitucionalidad, que mientras 
no se cumpla con el número de personas que resulten del porcentaje que se fije, 
todos los nuevos ingresos, hasta alcanzar el porcentaje mínimo establecido, 
deberían ser de trabajadores con discapacidad. Con el texto actual esa 
interpretación sería factible y como tal no es posible aceptarla ni sería razonable 
que fuera el espíritu del Proyecto. 


Al respecto, si la posición de que el cálculo se vaya haciendo sobre los cargos 
vacantes no fuera aceptable porque los resultados de la ley en la práctica podrían 
ser inexistentes, o comenzarían a notarse muy lejos en el tiempo, parecería más 
razonable que se fijara que el porcentaje mínimo global sobre el total de 
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trabajadores permanentes (no eventuales) de la empresa, debería lograrse 
contemplando los nuevos ingresos en forma acumulada en el transcurso de los años 
a partir de la vigencia de la ley. Y si se pretendiera que el proceso de incorporación 
tuviera incidencia a la mayor brevedad, además del porcentaje mínimo global 
como meta, se podría establecer en forma transitoria que mientras las empresas 
comprendidas no logren contar con el mínimo de trabajadores correspondiente a 
su escala, el 10% de sus nuevos ingresos deberá estar compuesto por personas con 
discapacidad, pero también idoneidad para los cargos. 


3.4.3. En tercer lugar, no se comparte que se haga una referencia genérica a un 
porcentaje sobre la totalidad de los trabajadores de la empresa, sino que debería 
comprender exclusivamente a los trabajadores permanentes, no eventuales ni 
temporales o zafrales. O también podría sostenerse que dicha expresión se limite al 
total de trabajadores que revisten en cargos o puestos laborales que sean 
compatibles y adaptables a trabajadores con discapacidades, no computándose 
aquellos puestos absolutamente inconciliables en su ejercicio por personas con 
discapacidades o limitaciones. Por otra parte, en qué momento se mide el total de 
trabajadores de la empresa a los efectos de la determinación del rango de 
aplicación de la ley en que se encuentra: hay que tener en cuenta a esos efectos la 
zafralidad de un gran número de actividades por épocas del año (supergás en 
invierno, actividad turística en verano: etc, variabilidad del consumo. etc.). todo 
lo que conlleva que las empresas contraten personal a término para cubrir esas 
circunstancias, el que no puede ser computado a los efectos de la ley. 


3.4.4. En cuarto lugar, en lo que concierne al porcentaje mínimo, se comparte el 
establecimiento de un proceso gradual en función de la cantidad de trabajadores de 
las empresas, pero con un tope del 2%. En tal sentido, la adecuación del proceso 
gradual podría ser el siguiente: 


A) Primer año de vigencia de la ley: a) Empresas con 500 o más trabajadores: 2%; 
b) Empresas entre 151 y 500 trabajadores:1%; c) Empresas entre 50 y 150 
trabajadores: 0,5%. 


B) Segundo año de vigencia de la ley: a) Empresas con 500 o más trabajadores: 
2%: b) Empresas entre 151 y 500 trabajadores: 1.5%: c) Empresas entre 50 y 150 
trabajadores: 1%. 


C) Tercer año de vigencia de la ley: a) Empresas con 500 o más trabajadores: 2%; 
b) Empresas entre 151 y 500 trabajadores: 2%; c) Empresas entre 50 y 150 
trabajadores: 1,5%, 


D) A partir del cuarto año de vigencia de la ley: 2% en todos los casos. 


3.4.5. La inclusión del inciso final del artículo 1* que permite computar dentro del 
porcentaje mínimo a los trabajadores de las empresas que ya tienen una 
discapacidad acreditada es razonable y justa. Tal vez sea conveniente mejorar la 
redacción, ya que estrictamente es mejor establecer que se incluyan en el número 
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que resulte de aplicar el porcentaje mínimo, más que se descuenten del número de 
los nuevos ingresos, 


3.5. La afirmación establecida en el artículo 2% es innecesaria, porque se entiende 
que con carácter general todos los trabajadores tienen los mismos derechos y 
obligaciones, sin que sea posible la discriminación por ningún concepto. Y si de 
todos modos se considera conveniente reafirmar ese principio, no se justifica la 
parte final del artículo, ya que si existen normas diferenciales estarán establecidas 
expresamente. 


3.6. La imposición de obligaciones como las emergentes del artículo 7* - (generar 
condiciones adecuadas en el puesto de trabajo sobre accesibilidad según las normas 
vigentes en esa materia para personas con discapacidad) - constituyen un 
argumento más para establecer el límite de empresas comprendidas en el alcance de 
la ley en un mínimo de 50 trabajadores. 


3.7. En los artículos 9% a 12% se crea un estatuto especial de trabajadores con 
privilegios sobre los trabajadores en general, en materia de despido, de licencias y 
de otros beneficios, que no tiene justificación, generará diferencias entre los 
trabajadores de una misma empresa y operará en contra del ingreso de los 
trabajadores con discapacidades por encima de los mínimos legales. 


3.7.1. El Proyecto en examen, exige que el despido sea motivado y si bien en 
cuanto a las causales que habilitan el despido resulta un poco más flexible en 
relación al Proyecto del Parlamento, mantiene la indemnización especial adicional 
de 6 meses de salario, e impone la obligación de sustitución del trabajador por otro 
de similares características. Esto, además de impactar en los costos laborales de las 
empresas, atenta contra el poder de dirección del empleador. Constituyen ejemplos 
de regulaciones de despidos especiales: mujeres grávidas, trabajadores amparados 
en ley de accidentes de trabajo, ley de acoso sexual, ley de protección de 
trabajadores que denuncian a la empresa por ocultación tributaria; etc. En esa 
misma orientación, sí se podría establecer alguna indemnización especial si el 
trabajador fuera despedido por su condición de discapacidad, pero no por 
cualquier otra razón. 


En cuanto a la obligación de las empresas de obligatoriamente sustituir al trabajador 
discapacitado despedido dentro del plazo de tres meses por otra persona con 
discapacidad en su sustitución, expresamos que ello 

Estamos ante un caso de despido motivado o por justa causa según el texto del 
proyecto de ley. Por ende, la imposición a las empresas del mantenimiento 
definitivo de un puesto de trabajo a perpetuidad ejercido por una persona 
discapacitada sin respetar del derecho de empresa, de Dirección y de organización 
del trabajo que pueda sustentar la eliminación parcial o total del puesto de trabajo, 
es a todas luces excesiva y restrictiva de derechos “fundamentales de los 
empleadores. la ley tiene como finalidad obligar a tener un determinado 
porcentaje de trabajadores con discapacidad, pero no puede ir más allá y obligar a 
mantener definitivamente un puesto de trabajo y que para siempre sea ejecutado o 
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ejercido por una persona con discapacidad. La empresa podría tener legítimas 
razones para la eliminación, transitoria o definitiva de ese puesto y no es posible 
que se invada su esfera de acción y se atente de esa forma contra la libertad de 
empresa. 


3.7.2. El Proyecto introduce la posibilidad de otorgar a estos trabajadores licencias 
extraordinarias sin goce de sueldo por hasta tres meses, solicitadas con 48 horas de 
antelación, a causa de la discapacidad. siempre que la situación no pueda ser 
contemplada por el seguro por enfermedad. Con ello se abre un camino peligroso 
en el estatuto de los trabajadores, con impacto en los costos laborales de las 
empresas, aunque sean sin goce de sueldo. Se supone que si el trabajador está 
enfermo tiene la protección del seguro por enfermedad y si no lo está, salvo que la 
empresa voluntariamente le conceda esa posibilidad, tiene la obligación de cumplir 
sus tareas. No es posible a las empresas, agregar más situaciones en las que deban 
tener trabajadores en exceso en su plantilla para cubrir esos eventuales casos. 


3.7.3. La regulación de beneficios especiales para los trabajadores en general por 
tener o adoptar hijos con discapacidad, o hijos con enfermedad terminal, no tiene 
correspondencia con la inserción laboral de trabajadores con discapacidad, que es el 
objeto de la ley. Y si bien es loable la intención, se imponen nuevos costos a las 
empresas que deberían estar a cargo del Estado. Obviamente que diferente sería si 
estos temas se reservan a la regulación a través de la negociación colectiva, porque 
allí impera la libertad de negociación que tienen las partes y de celebrar acuerdos. 


3.8. Los incentivos que establece el Proyecto en forma directa o por la remisión a 
otras normas, resultan insuficientes y poco atractivos para promover el ingreso de 
trabajadores discapacitados. Por ejemplo, la reducción en los aportes patronales a 
la seguridad social es muy efímera y se aplica exclusivamente a los trabajadores que 
se incorporen con esa condición. Su alcance, para estimular realmente la inserción, 
tendría que ser mayor. Asimismo, podrían establecerse exenciones tributarias, o 
deducciones especiales para el IRAE, etc. 


Son esta algunas reflexiones primarias que ponemos a vuestra consideración 
estando a vuestras órdenes para cualquier aclaración y/o ampliación. 


Montevideo, 9 de abril de 2018.- 
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CÁMARA DE REPRESENTANTES 


LE ua 


CAPÍTULO | 


INCLUSIÓN LABORAL DE PERSONAS EN 
SITUACIÓN DE DISCAPACIDAD 


Artículo 1*.- Las empresas privadas, en cuyas planillas de trabajo revisten 25 o más 
trabajadores, deberán emplear a personas con discapacidad, en un porcentaje mínimo del 
4% (cuatro por ciento) de la totalidad de sus trabajadores en todo nuevo ingreso que se 
genere a partir de la presente ley, de acuerdo con lo establecido por el artículo 49 de la 
Lay N” 18,651, de 19 de febrero de 2010, referente a la certificación de la discapacidad. 


Artículo 2”.- Las personas con discapacidad empleadas de conformidad con la 
presente ley, gozarán de todos los derechos y obligaciones previstos por la normativa 
laboral, sin perjuicio de la aplicación de normas diferenciales cuando el caso así lo 
requiera. 


Artículo 3”.- Las empresas que incumplan con las disposiciones de la presente ley, 
serán pasibles de las sanciones previstas por el artículo 289 de la Ley N” 15.903, de 10 
de noviembre de 1987, en la redacción dada por el artículo 412 de la Ley N* 16,736, de 5 
de enero de 1996. Lo recaudado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por 
concepto de multa será volcado a la Comisión Nacional de Inclusión Laboral creada por el 
artículo 20 de la presente ley. 


17 de octubre de 2018 CÁMARA DE SENADORES 373-C.S. 


CAPÍTULO ll 
EMPLEO CON APOYO 


Artículo 4”.- Se entiende por Empleo con Apoyo aquella metodología de inserción 
laboral que da apoyo continuado a las personas con discapacidad para acceder, sostener 
y promoverse en un empleo remunerado. Esto tene como presupuesto que los individuos 
deben percibir un salario acorde al trabajo realizado en el mercado laboral. Las personas 
con discapacidad deben ser empleados regulares con los mismos salarios y condiciones 
que los demás empleados que trabajen ya sea en el sector público o en el privado. 
Cuando se habla de apoyo continuado se hace referencia a un apoyo laboral en su más 
amplio sentido mientras se está realizando un trabajo remunerado. 


En caso de personas con discapacidad mental el empleo con apoyo consistirá 
fundamentalmente en un conjunto de servicios y acciones centradas en la persona, 
fundamentalmente individualizadas, para que la persona con discapacidad y con 
especiales dificultades pueda acceder, mantenerse y promocionarse en una empresa 
ordinaria en el mercado de trabajo abierto, con el apoyo de profesionales y otros tipos de 
apoyos, realizando las modificaciones necesarias en la tarea y evaluación del rendimiento 
de la persona con discapacidad mental. 


Se fomentará el empleo con personas con declaración de incapacidad parcial en la 
que no se disponga la salvaguarda al derecho al trabajo, de acuerdo a lo establecido en 
los artículos 12 y 27 de la Ley N* 18,418, de 20 de noviembre de 2008, Convención de las 
Personas con Discapacidad, 


Artículo 5”.- Las personas con discapacidad que requieran apoyo para el 
cumplimiento de las obligaciones laborales podrán solicitarlo a la empresa y ésta deberá 
autorizarlo. Los apoyos abarcarán aspectos tales como adaptaciones, identificación de 
compañeros mentores o apoyos naturales, entre otros. 


Artículo 6*. (Concepto de Operador Laboral).- Es el técnico de Empleo con Apoyo 
que se especializa en la aplicación de la metodología. Su directriz de trabajo tiene que ver 
con poder garantizar un buen proceso de preparación, obtención y mantenimiento del 
empleo, y ser una guía tanto para el empleado como para el empleador. Entre sus tareas 
está la de preparar para que desempeñe la tarea con efectividad, asesorar sobre 
accesibilidad, preparación previa al equipo de trabajo, detectar apoyos naturales. El 


374-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de octubre de 2018 


operador laboral, dentro del marco tradicional del Empleo con Apoyo, se compromete con 
la persona con discapacidad proporcionándole un apoyo constante hasta que pueda 
trabajar independientemente. 


CAPÍTULO Ill 
ACCESIBILIDAD 


Artículo 7?.- Cada empresa generará las condiciones adecuadas en el puesto de 
trabajo sobre accesibilidad según las normas vigentes en materia de accesibilidad para 
las personas con discapacidad, contemplando a tales efectos las adaptaciones necesarias 
para el adecuado desempeño de las funciones. Serán establecidas sanciones para el 
caso de incumplimiento de dichas normas de accesibilidad. 


CAPÍTULO IV 
COMISIÓN NACIONAL HONORARIA DE LA DISCAPACIDAD 


Artículo 8*.- Ampliese el Registro Nacional de Personas con Discapacidad creado 
por el artículo 768 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, el cual inscribirá y emitirá 
a solicitud de parte las constancias de las personas con discapacidad que allí se inscriban 
a los efectos de obtener un empleo en la órbita pública y privada de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 49 de la Ley N* 18,651, de 19 de febrero de 2010. 


CAPÍTULO V 
NORMAS GENERALES 


Artículo 9”.- La persona con discapacidad que se inserte en un empleo por 
aplicación de la presente ley, no podrá ser despedida, salvo notoria mala conducta, causa 
grave superviniente o incompatibilidad del grado de discapacidad con el cargo o las tareas 
que realiza, y siempre que no existan otras tareas compatibles con su capacidad limitada. 
El empleador, en caso de infringir la presente norma, deberá abonar un importe 
equivalente a seis meses de sueldo más la indemnización legal que corresponda. 
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Artículo 10.- Todo trabajador con discapacidad tendrá derecho a solicitar licencia 
extraordinaria sin goce de sueldo por un período de hasta tres meses, adicional al 
correspondiente a la licencia anual, siempre que el motivo sea por causal de su 
discapacidad y que se encuentre por fuera de los casos previstos de seguro por 
enfermedad. La comunicación al empleador de dicha circunstancia deberá ser efectuada 
dentro del plazo de cuarenta y ocho horas anteriores acompañando el certificado médico 
que acredite la configuración de la causal. 


Artículo 11.- Toda trabajadora o todo trabajador que adopte un hijo o hija con 
discapacidad, tendrá derecho a solicitar hasta un total de diez días anuales para controles 
médicos de los hijos, sin que puedan realizarse descuentos salariales. La comunicación al 
empleador de dicha circunstancia deberá ser efectuada dentro del plazo de cuarenta y 
ocho horas anteriores acompañando el certificado médico que acredite la configuración de 
la causal. 


Artículo 12. (Licencias especiales).- Los trabajadores, padres de hijos con 
discapacidad o enfermedad terminal, tendrán derecho a una licencia especial anual de 
noventa y seis horas. Esta licencia podrá ser usufructuada en forma continua o 
discontinua, debiéndose abonar del total de las horas comprendidas sesenta y cuatro. El 
ejercicio de este derecho, sin perjuicio de la facultad reglamentaria del Poder Ejecutivo, 
podrá ser reglamentado por el Consejo de Salarios respectivo o mediante convenio 
colectivo, 


CAPÍTULO VI 
BENEFICIOS A LAS EMPRESAS PRIVADAS 


Artículo 13.- Para acceder a los incentivos y beneficios que dispone la presente ley, 
las empresas del sector privado deberán estar debidamente inscriptas en el registro que 
funcionará en la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 'a estos efectos. Para 
que pueda realizarse la inscripción mencionada, las empresas deberán presentar informe 
de la Comisión Nacional de Inclusión Laboral, respecto del cumplimiento de la presente 
ley. 

Artículo 14.- Siempre que se conceda y se otorgue el uso de bienes del dominio 
público o privado del Estado o de los Gobiernos Departamentales para la explotación de 
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pequeños emprendimientos comerciales o de servicios, se dará prioridad a las empresas 
privadas que contraten a personas con discapacidad, por encima de las dimensiones y 
topes que indique el artículo 1, 


Artículo 15.- En los pliegos de bases y condiciones que realice el Estado se 
establecerán normas que permitan asegurar las preferencias a empresas privadas que 
cumplan con la presente ley. 


Artículo 16.- Modifícase el numeral 20) del literal C) del artículo 33 del Texto 
Ordenado de Contabilidad y Administración Financiera (TOCAF), el que quedará 
redactado de la siguiente manera: 


*20) Para adquirir bienes o contratar servicios cuya producción o suministro esté a 
cargo de cooperativa social debidamente acreditada ante el Ministerio de 
Desarrollo Social (MIDES), de un monotributista soclal del MIDES o de 
empresas privadas que cumplan con el cupo de personas con discapacidad 
hasta el monto establecido de la licitación abreviada". 


Artículo 17,- Modifícase el numeral 25) del literal C) del artículo 33 del Texto 
Ordenado de Contabilidad y Administración Financiera (TOCAF), que quedará redactado 
de la siguiente manera: 


“25) La contratación de bienes y servicios por parte del Inciso 15, Ministerio de 
Desarrollo Social, cualquiera sea la modalidad, con sindicatos de 
trabajadores, asociaciones de profesionales, empresas privadas que cumplan 
con el cúpo de personas con discapacidad y fundaciones vinculadas a la 
Universidad de la República". 


Artículo 18.- En la reglamentación de la presente ley se establecerán los incentivos 
y beneficios para las empresas privadas que contraten personas con discapacidad y para 
las que contraten producción derivada de Talleres de Producción Protegida. Los 
organismos recaudadores podrán revocar dichos incentivos y beneficios en cualquier 
momento, cuando se 'constate el incumplimiento de algunos de los requisitos exigidos por 
la presente ley o cualquier otro apartamiento de las disposiciones vigentes. 


Artículo 19.- Las empresas del sector privado que revistan menos de 25 
trabajadores y que adquieran bienes y servicios a empresas del sector privado que 
cumplan con la presente norma, con talleres de producción protegida creados por la Ley 
N? 19.159, de 25 de octubre de 2013, o cooperativas sociales integradas por personas 
con discapacidad, gozarán de beneficios que se establecerán en la reglamentación. 
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CAPÍTULO VII 
SEGUIMIENTO, CONTROL Y APOYO A LA INCLUSIÓN LABORAL 


Artículo 20.- Créase la Comisión Nacional de Inclusión Laboral, que funcionará en la 
órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que será la responsable de realizar el 
seguimiento y de proponer medidas para la aplicación de la presente ley. La misma será 
presidida conjuntamente por un representante del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y un representante del Ministerio de Desarrollo Social, y se integrará por 
representantes designados a estos efectos del Plenario  Intersindical de 
Trabajadores-Convención Nacional de Trabajadores, las cámaras empresariales y del 
Congreso de Intendentes, Además participarán un representante del Ministerio de Salud 
Pública, uno de la Universidad de la República, uno de la Universidad del Trabajo del 
Uruguay (UTU), uno del Banco de Previsión Social y uno de las organizaciones de la 
sociedad cvil del área de personas con discapacidad. 


Esta Comisión será responsable, entre otros, de gestionar el fondo de vacantes, así 
como los fondos provenientes de las multas a empresas, aportes del Instituto Nacional de 
Empleo y Formación Profesional, del Ministerio de Salud Pública y del Ministerio de 
Desarrollo Social, los cuales se destinarán exclusivamente a fomentar instituciones 
privadas o públicas que dediquen su objeto a la discapacidad. 


Artículo 21. (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo dispondrá de un plazo de sesenta 
días para su reglamentación. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 18 de octubre 
de 2016. 


FELIPE CARBALLO 
1er. Vicepresidente 
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COMISIÓN DE 
LEGISLACIÓN DEL TRABAJO 


INFORME 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Legislación del Trabajo ha considerado el 
proyecto de ley de Inclusión Laboral de Personas en Situación de Discapacidad en el 
Ámbito Privado, que se propone la inclusión de las personas en situación de discapacidad 
en el mundo del trabajo. 


Según informa la OIT, las personas en situación de discapacidad 
componen el 15% de la población mundial, constituyendo la minoría más grande del 
planeta. En la vida cotidiana de las personas en situación de discapacidad, la 
estigmatización, la discriminación y la falta de cuidados suelen implicar que éstas tengan 
más problemas de salud, un nivel de educación más bajo, unas tasas de participación en 
el empleo y en la fuerza de trabajo más reducidas y unos Índices de pobreza más 
elevados que los del resto de la población. 


A esta realidad no escapa el Uruguay. En nuestro país las 
personas en situación de discapacidad constituyen el 15,9% de la población y enfrentan 
los problemas antes mencionados. La desocupación en la población en situación de 
discapacidad es diez veces mayor que en el resto de la población; se estima que un 80% 
de las personas en situación de discapacidad se encuentran desempleadas cuando el 
promedio nacional es de un 8%. 


Atendiendo a esta situación, y siguiendo las experiencias 
desarrolladas en otros países de Latinoamérica, además de orientarse en las 
conclusiones de la OIT, es que se plantea un sistema de cuotas como estrategia para el 
fomento del empleo de personas en situación de discapacidad. 


En la actualidad en nuestro país se encuentra vigente la Ley 
N”* 18.651, en cuyo artículo 49 define un 4% de las vacantes del sector público para la 
población en situación de discapacidad. La iniciativa de extender la aplicación del sistema 
de cuotas al sector privado no solo dará cumplimiento a lo sugerido por la OIT (la 
aplicación del sistema de cuotas en los sectores público y privado) sino que se espera 
potencie el cabal cumplimiento de la Ley N* 18.651. 

La presente iniciativa establece un porcentaje de ingresos sobre 
la planilla de trabajo, asegura el apoyo en el empleo de las personas en situación de 
discapacidad, establece licencias especiales, la accesibilidad al lugar de trabajo, 
beneficios e incentivos para las empresas, así como multas para aquellas que incumplan 
las disposiciones previstas. 

Promover el trabajo, así como el apoyo en el empleo a las 
personas en situación de discapacidad, no solo implica inclusión y equidad, sino que 
además profundiza la democracia y la justicia social en el Uruguay. 


Es, por los motivos expuestos, que se solicita al Cuerpo la aprobación de la presente 
Iniciativa. 
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Sala de la Comisión, 14 de setiembre de 2016 


GERARDO NÚÑEZ 
MIEMBRO INFORMANTE 
FERNANDO AMADO 

WILSON EZQUERRA 
DANIEL PLACERES 
LUIS PUIG 
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Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por el señor 
representante nacional Oscar Andrade 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Justificación: 


Desde la organización sindical se resolvió promover una ley de empleabilidad para 
personas en situación de discapacidad basada en un sistema de cuotas para el ámbito 
privado. 

Dentro de las argumentaciones para la promoción de dicha ley se consideró: el 
incremento elevado de las personas en situación de discapacidad (15 %), la alta tasa de 
inactividad crónica (80%), las estimaciones relativas a las pérdidas económicas (7% PBI) 
que a nivel mundial genera la exclusión laboral de las personas con discapacidad, 
observaciones de la OIT respecto al sistema de cuotas como uno de los sistemas que 
más fomenta el empleo, y la necesidad del fortalecimiento de coaliciones y mayor 
participación de los sindicatos asumiendo la corresponsabilidad social dentro del Sistema 
Nacional de Cuidados (Informe CEPAL 2014). 


"Según las estimaciones mundiales más recientes, el número de personas con 
discapacidad es más elevado de lo que se había supuesto anteriormente, ya que se eleva 
a alrededor de mil millones de personas, o un 15 por ciento de la población mundial (15,9 
para Uruguay); estas personas constituyen así la minoría más grande del planeta. En la 
vida cotidiana de las personas con discapacidad, la estigmatización, la discriminación y la 
falta de cuidados suelen implicar que éstas tengan más problemas de salud, un nivel de 
educación más bajo, unas tasas de participación en el empleo y en la fuerza de trabajo 
más reducidas y unos indices de pobreza más elevados que los del resto de la población. 


Estos datos concretos, junto con los estudios de la OIT que demuestran que la 
exclusión laboral de las personas con discapacidad redunda en pérdidas económicas de 
hasta el 7 por ciento del PIB, deberían suscitar amplias iniciativas destinadas a asegurar 
que las personas con discapacidad se incorporen de forma activa a los procesos de 
desarrollo de los que todos nos beneficiamos”. 


(Mensaje de Juan Somavia Director General de la OIT con motivo del Día 
Internacional de las Personas con Discapacidad 3 de diciembre de 2011). 


En Uruguay "solamente un 16,5 % de la población con discapacidad 
económicamente activa está empleada, lo que contrasta con el observado para la 
población sin discapacidad (53,4%), dichos porcentajes se mantienen prácticamente 
invariables tanto para Montevideo como para el interior urbano. En cuanto al mercado de 
trabajo solamente la quinta parte de la población con discapacidad participa en él: su tasa 
de actividad de 19.6% es muy baja en relación a la población sin discapacidad que es de 
62,4%. Según PROCLADIS (Programa Capacitación Laboral de Discapacidad) la 
"desocupación" en la población con discapacidad es por lo menos diez veces mayor que 
en la población sin discapacidad. La Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad 
estima que un 80% de las personas con discapacidad se encuentran desempleadas 
cuando el promedio nacional es un 5%.” (Hacia un Plan Nacional contra el Racismo y la 
Discriminación INFORME FINAL, Montevideo, 2011, MEC). 


Ante esta realidad se toma la estrategia de sistema de cuotas obligatorias de reserva 
de puestos de trabajo. Surge del informe "Medidas para la Promoción del Empleo de 
Personas con Discapacidad en Iberoamérica" (Marzo 2014) que a nivel de Latinoamérica 
son 12 países que lo han implementado (Argentina, Bolivia, Brasil, Costa Rica, Ecuador, 
El Salvador, Honduras, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela), 2 países que lo 


17 de octubre de 2018 CÁMARA DE SENADORES 381-C.S. 


están tramitando a nivel legislativo (Chile y Guatemala) que van del 2% al 7% de la 
plantilla. Pero solamente 3 países lo han implementado para el sector privado (Brasil, 


Ecuador y Venezuela). 

Y esto a pesar de las conclusiones de la Organización Internacional del Trabajo que 
sostiene que el sistema de cuotas acompañado de tasas parece ser la estrategia que más 
fomenta el empleo de personas con discapacidad. 

"La OIT concluye, tras examinar la experiencia de aplicación de estos sistemas en 
diversos países, que el sistema de cuotas acompañado de tasas parece ser el que más 
fomenta el empleo de personas con discapacidades. 


Otras conclusiones de la OIT son las siguientes: 


» Si se quiere que el sistema de cuotas tenga repercusiones en la práctica, debe 
preverse un mecanismo de ejecución. 


Los sistemas de cuotas pueden utilizarse para conceder incentivos adicionales 
a los empleadores con el fin de que contraten a los trabajadores con mayores 
dificultades de inserción. 


El sistema de cuotas debe aplicarse tanto a los empleadores del sector público 
como del privado. Excluir de este mecanismo a alguno de los dos sectores 
reduce considerablemente su alcance, así como el número de puestos de 
trabajo reservados para personas con discapacidades. 


Los sistemas de cuotas son un ejemplo de acción positiva. La acción positiva 
es una respuesta a la discriminación estructural o institucional que experimenta 
un determinado grupo social, y se considera como una excepción justificada al 
principio de la igualdad de trato que no es discriminatoria.” ("Lograr la igualdad 
de oportunidades en el empleo para las personas con discapacidades a través 
de la legislación: directrices" / Organización Internacional del Trabajo. Ginebra: 
OIT, 2007). 


En la presentación de la investigación sobre la Construcción del Sistema de 
Cuidados en Uruguay (CEPAL 2014), se señala en el Capítulo VI! "Retos pendientes para 
una nueva etapa" la importancia de fortalecer a las coaliciones presentes en dicho 
sistema procurando incorporar a nuevos actores. 


*Otro de los retos pendientes para una nueva etapa del SNC alude al fortalecimiento 
de las coaliciones promotoras de esta política ampliando la participación de actores que 
estuvieron ausentes o que participaron débilmente en el proceso como el movimiento 
sindical y las cámaras empresariales. Si se pretende la corresponsabilidad social de todos 
los actores comprometidos con la promoción de la política de cuidados, este asunto es 
medular, La conformación de espacios de diálogo y negociación entre trabajadores y 
empresarios en múltiples niveles es una línea de acción que debería desarrollarse con 
mayor profundidad de cara al futuro". ("La construcción del sistema de cuidados en el 
Uruguay - En busca de consensos para una protección social más igualitaria" Aguirre, R. 
Ferrari, F. CEPAL - Serie Políticas Sociales N” 192, Abril 2014). 


Antecedentes: 

Como antecedentes se consideraron las experiencias de Brasil (Ley N” 8.213/91), 
Ecuador (Ley Orgánica de Discapacidades/2012) y Venezuela (Ley para las personas con 
discapacidad /2007) (Anexo l) a partir de las cuales se marcan los porcentajes de cuotas, 
la asignación de recursos y demás medidas protectoras complementarias. 
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Los porcentajes definidos son: 


Brasil: Las empresas con 100 o más empleados están obligados a llenar 2% al 5% 
de sus puestos con los beneficiarios o las personas con discapacidad rehabilitados de la 


siguiente manera: 
| - hasta 200 empleados... 2% 
o PMA 3% 
MI - 504-1000 .....o.coroosoo=:=» 4% 


IV - el 1001 en adelante .. 5% 


Ecuador: La empresa pública o privada que cuente con un número mínimo de 
veinticinco (25) trabajadores está obligado a onntratar un mínimo de 4% de personas con 
discapacidad. A esto se le suma la figura del sustituto, "Las y los parientes ... podrán 
formar parte del porcentaje de cumplimiento de inclusión laboral, de conformidad con el 
reglamento. Se considerarán como sustitutos a los padres de las niñas, niños o 
adolescentes con discapacidad o a sus representantes legales". "Las y los empleadores 
no podrán contratar más del cincuenta por ciento (50%) de sustitutos del porcentaje legal 
establecido", 

Venezuela: "Los órganos y entes de la Administración Pública y privada, así como 
las empresas públicas privadas o mixtas, deberán incorporar a sus planteles de trabajo no 
menos de un 5 % de personas con discapacidad permanente, de su nómina total, sean 
ellos ejecutivos, ejecutivas, empleados, empleadas, obreros u obreras". Otra herramienta 
que contiene la ley es la del empleo con apoyo integral para la integración de personas 
con discapacidad intelectual, 


Estrategias: 

De cara a un nuevo período de gobierno, en el marco de la implementación del 
sistema de cuidados y dentro de los plazos de planificación del presupuesto quinquenal, 
se considera estratégico la presentación de la ley de empleabilidad para personas en 
situación de discapacidad. 

Dicha ley debe considerar diferentes aspectos; como lo ya actuado en materia de 
discapacidad, plasme el espiritu de lo reivindicado y sugerido por los diferentes sindicatos, 
tome en cuenta las recomendaciones que en materia de inserción laboral proponen las 
organizaciones de personas con discapacidad a nivel nacional, y las sugerencias de 
organismos a nivel internacional como la OIT. 


En tal sentido esta ley define; 

1. Porcentaje de cuota a incorporar. 

2. Complementos. 

3. Estrategias de implementación y articulación. 


1.- El porcentaje de cuotas obligatorias de reserva debe tener en cuenta por un 
lado el número de personas con discapacidad en condiciones de trabajar, las empresas y 
puestos que se pueden generar para abarcar. el 100% de la población, las actuales 
reglamentaciones, así como los programas ya implementados para el campo privado. 
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Así como los actuales programas de inserción laboral: Ley N” 18.651 artículo 49 
donde define el 4% de las vacantes para el sector público, INEFOP (PROCLADIS), 
PRONADIS (MIDES). 


Considerar que para el sector público si bien no ha habido grandes avances con la 
actual reglamentación, ya que entre los años 2000 a 2012 han entrado a este sector 
solamente 247 personas, representando el 0,4%. Con la entrada en vigencia de la Ley de 
Rendición de Cuentas 2014 se incluyó un artículo (el 6”) que permitirá a la ONSC 
inhabilitar los procesos de selección de los organismos que no contemplen en sus 
llamados a personas con discapacidad. Con lo cual se considera se comenzará 
paulatinamente a incorporar más trabajadores. (Nisivoccia, G. Asesor de la Dirección de la 
Oficina Nacional de Servicio Civil (ONSC), entrevista revista Rampa, Diciembre 2013). 


Para el sector privado existe el Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional 
(INEFOP)*que tiene como objetivo "actuar en el ámbito del empleo y la formación 
profesional del sector privado (...) relevando los intereses de los sectores empleador y 
trabajador, así como de los sectores de la población con mayor vulnerabilidad frente a la 
desocupación". A pesar de los esfuerzos realizados, los resultados obtenidos son muy 
magros, ya que para el período 2000-2012 se capacitaron 1935 personas con 
discapacidad, pero pudieron sostener un empleo solamente 558 personas (91% en el 
subsector privado y 9 % en el subsector público). (INEFOP - Informe Preliminar Datos 
2000-2012) 

2.- Complementos. Se entiende por complementos a aquellos arreglos o variables 
que se deben introducir en la ley, que garanticen una real inserción laboral, considerando 
la realidad de los diferentes trabajadores. Dentro de los complementos se deben 
considerar, 


A) Empleo con apoyo, las personas con discapacidad intelectual y 
psiquiátrica son las que más dificultades tienen en la integración, por ello 
la necesidad de adaptar tanto el ambiente, horario y acompañamiento 
laboral. 


B) Apoyo para el ingreso. Un pequeño incentivo económico favorecerá, en la 
transición de dependencia a independencia del trabajador, considerando 
que la adaptación al trabajo, gastos de materiales, ropa, transporte son 
una necesidad antes de percibir los primeros ingresos salariales. 


C) Subvención por desempleo transitorio, se plantea como una estrategia 
para estimular la inserción laboral de personas con discapacidad, que, ya 
teniendo una jubilación o pensión se ven desestimuladas por los tiempos 
de adjudicación de los beneficios y la incertidumbre que generan los 
periocos de prueba en los trabajos. 

E) Apoyo para el transporte durante los primeros 3 meses. La accesibilidad 
es uno de los componentes más difíciles de implementar para la real 
participación de las personas con discapacidad, por eso la necesidad de 
implementar estrategias que garanticen la movilidad. 


3. Estrategias de implementación y articulación. Existen organismos que ya 
realizan actividades vinculadas con la inclusión laboral de personas con discapacidad 
(MIDES, MTSS, BSE, CNHD, INEFOP, ONSC), en tal sentido será importante poder 
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articular entre las diferentes funciones y asignar roles específicos, a la vez que crear un 
instituto con características singulares no resueltas aún o dispersas entre los diferentes 
organismos (Rehabilitación, Formación, Inserción, Seguimiento, Apoyo e Inspección). 


Montevideo, 11 de agosto de 2015 


ÓSCAR ANDRADE 
REPRESENTANTE POR MONTEVIDEO 
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PROYECTO DE LEY 


CAPÍTULO | 
Inserción Laboral de Personas con Discapacidad 


Artículo 1?.- Las Empresas Privadas y las Personas Públicas no Estatales, en cuyas 
planillas de trabajo revisten más de 25 (veinticinco) trabajadores, deberán emplear a 
personas con discapacidad debidamente certificada por los Organismos del Estado, de 
acuerdo al porcentaja mínimo del 4% (cuatro por ciento) de la totalidad de sus 
trabajadores. 

Artículo 2?.- Las personas con discapacidad empleadas de conformidad con la 
presente ley, gozarán de todos los derechos y obligaciones previstos por la normativa 
laboral, sin perjuicio de la aplicación de normas diferenciales cuando el caso así lo 
requiera. 

Artículo 39.- Las empresas que incumplan con las disposiciones de la presente ley, 
serán pasibles de las sanciones previstas por el artículo 289 de la Ley N* 15. 903, de 10 
de noviembre de 1987, en la redacción dada por el artículo 412 de la Ley N* 16.736, de 5 
de enero de 1996. Lo recaudado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad por concepto de 
multa será volcado a las Comisiones Locales de Trabajo. 


CAPÍTULO !l 
Empleo con Apoyo 


Artículo 4*.- Se entiende por Empleo con Apoyo dirigido a Personas con 
Discapacidad como aquel empleo competitivo en ambientes integrados de trabajo, o 
empleo en ambientes integrados de trabajo en los que los trabajadores están trabajando 
hacia el empleo competitivo y que ha sido interrumpido o intermitente como resultado de 
una discapacidad significativa, y quienes, por causa de la naturaleza y severidad de su 
discapacidad, necesitan servicios intensivos de empleo apoyado. 


En caso de personas con discapacidad mental el empleo con apoyo consistirá 
fundamentalmente en un conjunto de servicios y acciones centradas en la persona, 
fundamentalmente individualizadas, para que la persona con discapacidad y con 
especiales dificultades pueda acceder, mantenerse y promocionarse en una empresa 
ordinaria en el mercado de trabajo abierto, con el apoyo de profesionales y otros tipos de 
apoyos, realizando las modificaciones necesarias en la tarea y evaluación del rendimiento 
de la persona con discapacidad mental. 


Se fomentará el empleo con personas con declaración de incapacidad parcial en la 
que no se disponga la salvaguarda al derecho al trabajo, de acuerdo a lo establecido en 
los artículos 12 y 27 de la Convención de las Personas con Discapacidad. 

Artículo 5%.- Las personas con discapacidad que requieran apoyo para el 
cumplimiento de las obligaciones laborales podrán solicitarlo a la Empresa y ésta deberá 
autorizarlo. 


386-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de octubre de 2018 


CAPÍTULO III 
Accesibilidad 


Artículo 6*.- Cada empresa generará las condiciones adecuadas en el puesto de 
trabajo sobre accesibilidad según las normas vigentes en materia de accesibilidad para 
las personas con discapacidad, contemplando a tales efectos las adaptaciones necesarias 
para el adecuado desempeño de las funciones, así como la eliminación de barreras fisicas 
y del entorno social. 


CAPÍTULO IV 
Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad 


Artículo 7%.- La Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad creada por el 
artículo 13 de la Ley N* 18.651, del 19 de febrero de 2010 emitirá a solicitud de parte las 
constancias a las personas con discapacidad que allí se inscriban a los efectos de obtener 
un empleo. i 

CAPÍTULO V 


Normas Generales 


Artículo 8*.- La persona con discapacidad que se inserte en un empleo por aplicación 
de la presente ley, no podrá ser despedida, salvo notoria mala conducta, causa grave 
superviniente o incompatibilidad del grado de discapacidad con el cargo o las tareas que 
realiza, y siempre que no existan otras tareas compatibles con su capacidad limitada. El 
empleador en caso de infringir la presente norma, deberá, abonar un importe equivalente 
a seis meses de sueldo más la indemnización legal que corresponda. 


Artículo 9*.- Todo trabajador con discapacidad tendrá derecho a solicitar licencia 
extraordinaria sin goce de sueldo por un período de hasta tres meses, adicional al 
correspondiente a la licencia anual siempre que el motivo sea por causal de su 
discapacidad y que se encuentre por fuera de los casos previstos de seguro por 
enfermedad. La comunicación al empleador de dicha circunstancia deberá ser efectuada 
dentro del plazo de 48 horas anteriores acompañando el certificado médico que acredite 
la configuración de la causal. 


Artículo 10.- Toda trabajadora o todo trabajador que adopte un hijo o hija con 
discapacidad, tendrá derecho a solicitar hasta un total de 10 días anuales para controles 
médicos de los hijos, sin que puedan realizarse descuentos salariales. La comunicación al 
empleador de dicha circunstancia deberá ser efectuada dentro del plazo de 48 horas 
anteriores acompañando el certificado médico que acredite la configuración de la causal. 


Artículo 11. (Licencias Especiales).- Se acuerda la creación de una licencia especial 
para padres de hijos con discapacidad o con enfermedad terminal, en las mismas 
condiciones establecidas en el artículo 11 Decreto 468/008 y artículo 9 Decreto 365/013. 
Los trabajadores gozarán de una licencia de 96 (noventa y seis) horas de trabajo cada 
doce meses calendario, que podrán ser continuas o discontinuas según el caso, de las 
que 64 (sesenta y cuatro) horas de trabajo serán pagas. 
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CAPÍTULO VI 
Beneficios a las Empresas Privadas 


Artículo 12.- Siempre que se conceda y se otorgue el uso de bienes del dominio 
público o privado del Estado o de los Gobiernos Departamentales para la explotación de 
pequeños emprendimientos comerciales o de servicios, se dará prioridad a las empresas 
privadas que contraten a personas con discapacidad, por encima de las dimensiones y 
topes que indique el artículo 1*, 

Artículo 13.- En los pliegos de bases y condiciones que realice el Estado se 
establecerán normas que permitan asegurar las preferencias a Empresas privadas que 
cumplan con la presente ley. , 

.- Modificase el artículo 33 numeral 25) del Texto Ordenado 

Contabilidad y Administración Financiera (TOCAF) que quedará redactado de la siguiente 
manera: 

"25) La contratación de bienes y servicios por parte del Inciso 15 Ministerio de 

Desarrollo Social, cualquiera sea la'modalidad, con sindicatos de trabajadores, 

asociaciones de profesionales, empresas privadas que cumplan con el cupo de 

personas con discapacidad y fundaciones vinculadas a la Universidad de la 

República". 

Artículo 15.- En la Reglamentación de la presente ley se establecerán los incentivos 
y beneficios para las Empresas Privadas que contraten personas con discapacidad 
teniendo 25 (veinticinco) o menos trabajadores, y para las que contraten producción 
derivada de Talleres de Producción Protegida. 


CAPÍTULO VII 
Seguimiento, control y apoyo a la inclusión laboral 


Artículo 16.- Créase la Comisión Nacional de Rehabilitación y Trabajo quien será la 
responsable de realizar el seguimiento y de proponer medidas para la aplicación de la 
presente ley. La misma estará conformada por representantes del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social (MTSS), Dirección Nacional de Empleo (DINAE), Comisión Nacional 
Honoraria de la Discapacidad (CNHD), Plenario Nacional de Trabajadores Central 
Nacional de Trabajadores (PIT-CNT), Cámara Empresariales, Ministerio de Desarrollo 
Social (MIDES), Ministerio de Salud Pública (MSP), Universidad de la República (UdelaR), 
Universidad del Trabajo del Uruguay (UTU), Banco de Previsión Social (BPS) y un 
representante de las organizaciones de personas con discapacidad. 


Será responsable de gestionar el fondo de vacantes, así como los fondos 
provenientes de las multas a empresas, aportes de INEFOP, aportes de MSP y MIDES. 


Artículo 17. (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo dispondrá un plazo de 50 
(sesenta) días para su reglamentación. 
Montevideo, 11 de agosto de 2015 


ÓSCAR ANDRADE 
REPRESENTANTE POR MONTEVIDEO 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987 


Artículo 289. Las infracciones a los convenios internacionales de trabajo, 
leyes, decretos, resoluciones, laudos y convenios colectivos, cuyo contralor 
corresponde a la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social se 
sancionarán con amonestación, multa o clausura del establecimiento. 


La amonestación implica que la empresa pasa a integrar el Registro de 
Infractores a las Normas Laborales. 


Las multas se graduarán según la gravedad de la infracción en una cantidad 
fijada entre los importes de uno a ciento cincuenta jornales o días de sueldo de 
cada trabajador comprendido en la misma, o que pueda ser afectado por ella. El 
monto de la multa así determinado, se convertirá a unidades reajustables. En 
caso de reincidencia, se duplicará la escala anterior. 


En los casos en que la sanción a imponer tenga como fundamento la infracción 
a las disposiciones de los Convenios Internacionales del Trabajo Nos. 87 y 98 
referentes a la libertad sindical, la base de cálculo se determinará de acuerdo al 
número total de trabajadores de la infractora, 


La clausura de los establecimientos no podrá ser mayor a los seis días, 
quedando las empresas obligadas a abonar la totalidad de los sueldos, salarios 
y demás obligaciones emergentes de la relación de trabajo, por el término que 
dure el cierre de los mismos. 


La clausura será dispuesta por resolución fundada del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, a solicitud del Inspector General del Trabajo y de la Seguridad 
Social. 

La Inspección mantendrá las facultades atribuidas por otros textos legales 
vigentes. 


La clausura de los establecimientos será aplicable ante la comprobación de 
infracciones que demuestren una clara defraudación al Estado o perjuicio a los 
trabajadores. 


Redacción dada por: Ley N* 16.736 de 05/01/1996 artículo 412. 
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Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996 


Artículo 768.- A efectos de dar cumplimiento a lo previsto por el artículo 42 
de la Ley N* 16.095, de 26 de octubre de 1989, créase en la órbita de la Comisión 
Nacional Honoraria de Discapacitados, un Registro de Discapacitados. No será 
de aplicación para estos casos el régimen previsto en el artículo 32 de la Ley 
N* 16.697, de 25 de abril de 1995. La Oficina Nacional del Servicio Civil, remitirá 
anualmente al Parlamento un informe detallando los organismos que incumplen 
con este artículo. 
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Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998 


CAPÍTULO | 
PRINCIPIOS Y GARANTÍAS 


Artículo 1*.- (Interés nacional).- Declárase de interés nacional la promoción y 
protección de las inversiones realizadas por inversores nacionales y extranjeros 
en el territorio nacional. 


Artículo 2*.- (Igualdad).- El régimen de admisión y tratamiento de las 
inversiones realizadas por inversores extranjeros será el mismo que el que se 
concede a los inversores nacionales. 


Artículo 3*.- (Requisitos).- Las inversiones serán admitidas sin necesidad de 
autorización previa o registro. 


Artículo 4*.- (Tratamiento).- El Estado otorgará un tratamiento justo a las 
inversiones, comprometiéndose a no perjudicar su instalación, gestión, 
mantenimiento, uso, goce o disposición a través de medidas injustificadas o 
discriminatorias. 


Artículo 5”.- (Libre transferencia de capitales).- El Estado garantiza la libre 
transferencia al exterior de capitales y de utilidades, así como de otras sumas 
vinculadas con la inversión, la que se efectuará en moneda de libre 
convertibilidad. 


CAPITULO Il 
ESTIMULOS DE ORDEN GENERAL PARA LA INVERSIÓN 
Sección | 
Ámbito de aplicación 
Artículo 6”.- (Alcance subjetivo).- Son beneficiarios de las franquicias 
establecidas en este Capítulo, los contribuyentes del Impuesto a las Rentas de 
la Industria y Comercio, del Impuesto a las Rentas Agropecuarias y del Impuesto 


a la Enajenación de Bienes Agropecuarios, que realicen actividades industriales 
o agropecuarias. 
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Los beneficios establecidos en el presente Capítulo y los que otorgue el Poder 
Ejecutivo, en aplicación de las facultades legales que se le confieren en el 
mismo, operarán en forma general y automática para todos los sujetos a que 
refiere el inciso anterior. 


Artículo 7*.- (Alcance objetivo).- Se entiende por inversión a los efectos de este 
Capitulo, la adquisición de los siguientes bienes destinados a integrar el activo 
fijo o el activo intangible: 


A) Bienes muebles destinados directamente al ciclo productivo. 
B) Equipos para el procesamiento electrónico de datos. 
C) Mejoras fijas afectadas a las actividades industriales y agropecuarias. 


D) Bienes inmateriales tales como marcas, patentes, modelos industriales, 
privilegios, derechos de autor, valores llave, nombres comerciales y 
concesiones otorgadas para la prospección, cultivos, extracción o 
explotación de recursos naturales. 


Ej) Otros bienes, procedimientos, invenciones o creaciones que incorporen 
innovación tecnológica y supongan transferencia de tecnología, a criterio 
del Poder Ejecutivo. 


Sección Il 
Beneficios fiscales 


Artículo 8* - (Beneficios fiscales).- Otorgase a los sujetos a que refiere el 
artículo 6*, los siguientes beneficios: 


A) Exoneración del Impuesto al Patrimonio de los bienes de activo fijo 
comprendidos en los literales A) y B) del artículo 7%, adquiridos a partir de 
la vigencia de la presente ley. Los referidos bienes se considerarán como 
activo gravado a los efectos de la deducción de pasivos. 


La presente exoneración no operará en el caso de que los bienes referidos 
deban valuarse en forma ficta. 


B) Exoneración de los Impuestos al Valor Agregado y Específico Interno, 
correspondientes a la importación de los bienes a que refiere el 
literal anterior, y devolución del Impuesto al Valor Agregado incluido en las 
adquisiciones en plaza de los mismos. 


Artículo 9* - (Beneficios fiscales).- Facúltase al Poder Ejecutivo a otorgar en 
forma general, para los sujetos definidos en el artículo 6%, los siguientes 
beneficios: 
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A) Exoneración del Impuesto al Patrimonio, en las condiciones establecidas 
en el literal A) del articulo anterior, a los bienes comprendidos en los 
literales C) a E) del artículo 7”. 


B) Establecimiento, a los efectos de los Impuestos a las Rentas de la Industria 
y Comercio, a las Rentas Agropecuarias y al Patrimonio, de un régimen de 
depreciación acelerada, para los bienes comprendidos en los literales A) a 
E) del artículo 7”, 


Artículo 10.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 25 de la Ley 
N* 16.697, de 25 de abril de 1995, facúltase al Poder Ejecutivo a disminuir hasta 
tres puntos de la alícuota de aportes patronales a la seguridad social a la 
industria manufacturera. 


CAPÍTULO lll 
ESTIMULOS RESPECTO A INVERSIONES ESPECIFICAS 
Sección | 
Ámbito de aplicación y órganos competentes 

Artículo 11.- (Actividades y empresas promovidas).- Podrán acceder al 
régimen de beneficios que establece este Capítulo, las empresas cuyos 
proyectos de inversión sean declarados promovidos por el Poder Ejecutivo, de 
acuerdo con lo dispuesto en la presente ley. 

Asimismo, la declaratoria promocional podrá recaer en una actividad sectorial 
específica, entendiéndose por tal, el conjunto de emprendimientos conducentes 
a producir, comercializar o prestar, según corresponda, determinados bienes o 
servicios. 


Se tendrán especialmente en cuenta a efectos del otorgamiento de los 
beneficios, aquellas inversiones que: 


A) Incorporen progreso técnico que permita mejorar la competitividad. 


B) Faciliten el aumento y la diversificación de las exportaciones, 
especialmente aquellas que incorporen mayor valor agregado nacional. 


C) Generen empleo productivo directa o indirectamente. 


D) Faciliten la integración productiva, incorporando valor agregado nacional en 
los distintos eslabones de la cadena productiva. 
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E) Fomenten las actividades de las micro, las pequeñas y las medianas 
empresas, por su capacidad efectiva de innovación tecnológica y de 
generación de empleo productivo. 


F) Contribuyan a la descentralización geográfica y se orienten a actividades 
industriales, agroindustriales y de servicios, con una utilización significativa 
de mano de obra e insumos locales. 


Artículo 12.- (Asesoramiento).- A los efectos del otorgamiento de las 
franquicias previstas en el presente Capítulo, el Poder Ejecutivo actuará 
asesorado por una Comisión de Aplicación, integrada por un representante del 
Ministerio de Economía y Finanzas, que la coordinará, así como por 
representantes del Ministerio de Industria, Energía y Minería, del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Comisión de Descentralización 
prevista en el artículo 230 de la Constitución de la República, pudiendo, en casos 
especiales, integrarse con miembros de otros Ministerios u organismos con 
competencia en el sector de actividad del solicitante. 


En el caso de proyectos de inversión, los mismos se presentarán a la Comisión 
de Aplicación la que determinará cuál será el Ministerio u organismo al que 
corresponda su evaluación, en función de la naturaleza del proyecto y de la 
actividad al que éste corresponda. 


La citada evaluación, conjuntamente con un informe en el que se detallarán los 
beneficios que se entiende corresponde otorgar, será elevada por el Ministerio u 
organismo designado a la Comisión a la que refiere el inciso primero. La 
reglamentación fijará los procedimientos y los plazos máximos en los que deberá 
expedirse el Ministerio y organismo referido. 


La Comisión de Aplicación establecerá las correspondientes recomendaciones 
respecto al caso de que se trate. En la citada recomendación, de corresponder, 
se expresará además cuál será el Ministerio u organismo encargado de 
seguimiento de otorgamiento, total o parcial, de la exoneración establecida en 
este Capitulo. 


Artículo 13.- (Uniformidad de  procedimientos)- Los procedimientos 
administrativos previstos en el artículo anterior serán, asimismo, aplicables a los 
beneficios que se otorguen en el marco de los Decretos-Leyes N” 14.178, de 28 
de marzo de 1974, y N* 14,335, de 23 de diciembre de 1974, y sus normas 
modificativas y complementarias. A tales efectos, facúltase al Poder Ejecutivo a 
modificar los cometidos y funciones o a suprimir las Comisiones asesoras 
creadas en virtud de las referidas disposiciones. 


Artículo 14.- (Incumplimiento).- En todos los caso, el Poder Ejecutivo podrá 
requerir las garantías que entienda pertinentes, en relación al efectivo 
cumplimiento por parte de los beneficiarios de las obligaciones vinculadas al 
otorgamiento de las franquicias, sin perjuicio de la reliquidación de tributos, 
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multas y recargos que puedan corresponder en caso de verificarse el 
incumplimiento. 


Sección Il 
Beneficios fiscales 


Artículo 15.- (Beneficios fiscales).- Se entenderán aplicables a las actividades 
o proyectos de inversión comprendidos en lo dispuesto por el artículo 11, las 
facultades conferidas al Poder Ejecutivo de otorgar los beneficios fiscales 
establecidos en el Decreto-Ley N* 14.178, de 28 de marzo de 1974, y sus normas 
modificativas y complementarias. 


Cuando se trate de bienes intangibles amparados por la normativa de protección 
y registro de los derechos de propiedad intelectual, las rentas derivadas de los 
mismos podrán ser exoneradas exclusivamente por el monto correspondiente a 
la relación que guarden los gastos o costos directos incurridos para desarrollar 
dichos activos incrementados en un 30% (treinta por ciento), sobre los gastos o 
costos totales incurridos para desarrollarlos. A tales efectos, se considerará en 
el numerador, entre otros, los gastos o costos incurridos por el desarrollador y 
los servicios contratados con partes no vinculadas o con partes residentes 
vinculadas, no estando comprendidos los gastos o costos correspondientes a la 
concesión de uso o adquisición de derechos de propiedad intelectual, ni los 
servicios contratados con partes vinculadas no residentes. El Poder Ejecutivo 
establecerá los términos y condiciones en que se aplicará la presente 
exoneración. 


No se incluye en la citada extensión de facultades, el otorgamiento de 
exoneraciones arancelarias que contravengan los compromisos asumicos por el 
país en el marco de los acuerdos cel MERCOSUR. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a exonerar del Impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales, creado por el artículo 2? de la Ley N* 16.107, de 31 de marzo de 
1990, los actos y hechos gravados por dicha norma cuando tuvieren por objeto 
inmuebles rurales incluidos en proyectos de inversión en actividades 
agropecuarias comprendidas en lo dispuesto en el artículo 11 precedente. La 
reglamentación establecerá los procedimientos correspondientes a los efectos 
del otorgamiento de este beneficio. 


Artículo 16.- (Situaciones especialmente beneficiadas).- En el caso de 
proyectos o actividades declaradas promovidas en virtud de la importancia de su 
aporte al proceso de descentralización geográfica de la actividad económica, los 
beneficios a otorgar de acuerdo a lo establecido en el articulo anterior serán 
superiores en plazo a cuantía a los otorgados a proyectos equivalentes o 
actividades similares localizados en el departamento de Montevideo 


Asimismo, podrán otorgarse beneficios especiales en lo relativo a la 
determinación de los tributos a exonerar y al plazo y cuantía de las franquicias a 
las inversiones que, estando comprendidas en la definición del inciso tercero del 
artículo 11, alcancen un monto de $ 500.000.000 (quinientos millones de pesos 
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uruguayos) en el plazo previsto en el plan de inversión respectivo. Esta cifra será 
actualizada anualmente por el Poder Ejecutivo en base a la variación operada 
en el Indice de Precios al Consumo que fija el Instituto Nacional de Estadistica 


Artículo 17.- (Impuesto al Patrimonio).- Si por aplicación de lo dispuesto en el 
presente Capítulo, se otorgaran exoneraciones del Impuesto al Patrimonio, los 
bienes objeto de la exención se considerarán activos gravados a los efectos del 
cálculo del pasivo computable para la determinación de patrimonio gravado. 


Artículo 17-BIS. (Prescripción de tributos).- En el caso de tributos que fueran 
objeto de la aplicación de los beneficios tributarios otorgados de acuerdo con lo 
dispuesto por el artículo 15 de la presente ley, el término de prescripción previsto 
por el artículo 38 del Código Tributario quedará suspendido hasta que se cumpla 
la finalización de los plazos otorgados para dar cumplimiento a las condiciones 
que ameritaron la exoneración, o hasta la finalización del plazo otorgado para la 
utilización de los beneficios fiscales, si este fuese mayor. 


Agregado/s por: Ley N* 19.355 de 19/12/2015 artículo 727. 


Artículo 17-TER. (Interrupción de la prescripción).- En el caso de incumplimiento 
de las condiciones referidas en el artículo anterior, el término de prescripción del 
derecho al cobro de los tributos que hubieren resultado indebidamente 
exonerados, se interrumpirá por notificación de la resolución que revoque total o 
parcialmente los beneficios otorgados o de la resolución de la Comisión de 
Aplicación a que refiere el artículo 12 de la presente ley que declare configurado 
el incumplimiento de los compromisos asumidos por el beneficiario a efectos de 
la reliquidación de los tributos 


Agregado/s por: Ley N* 19,355 de 19/12/2015 artículo 727. 
Sección !ll 
Régimen de especialización productiva 


Artículo 18.- Créase un régimen de aceleración de la adecuación, destinado a 
facilitar la reconversión de las empresas en el marco del proceso de integración 
regional. 


De acuerdo a dicho régimen, las empresas podrán importar exoneradas del 
Impuesto Aduanero Unico a la Importación y de recargos, bienes originarios de 
los Estados Miembros del MERCOSUR, de la misma naturaleza y con el mismo 
destino económico que aquellos cuya producción discontinúan o reducen. Dicha 
exoneración estará sujeta al cumplimiento de un programa de exportación por 
parte de las beneficiarias. 


Encomiéndase al Poder Ejecutivo la reglamentación del régimen que se crea y 
el otorgamiento, total o parcial, de la exoneración establecida en este artículo, 
de acuerdo a las siguientes bases: 
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A) El beneficio podrá otorgarse a aquellas empresas que discontinuado o 
reduciendo la producción de bienes alcanzados por el régimen de 
adecuación a la unión aduanera del MERCOSUR presenten un proyecto de 
aumento de exportaciones de otros bienes que produzcan. 


B) El Poder Ejecutivo podrá otorgar la exoneración parcial o total de los tributos 
a la importación de bienes originarios de los Estados parte del MERCOSUR 
para un bien o bienes de la misma naturaleza y con el mismo destino 
económico que aquéllos cuya producción se reduce y con monto máximo 
de importaciones determinado por dicha reducción. 


Los industriales beneficiados por esta exoneración no podrán, durante la 
vigencia de la misma, incrementar el volumen de importaciones de los 
bienes mencionados por el régimen tributario común que realicen al 1? de 
enero de 1998. 


C) Los beneficiarios de este régimen deberán someter el Proyecto de 
Reconversión Productiva a consideración de la Comisión de Aplicación 
creada por el artículo 12 de la presente ley, la que previa consulta con las 
cámaras del sector empresario dará el asesoramiento correspondiente al 
Poder Ejecutivo para su aprobación. 

Será tenida especialmente en cuenta a los efectos del referido 
asesoramiento, entre otros criterios, la estabilidad en la plantilla de 
trabajadores. 


Sección IV 
Estabilidad Jurídica 
Articulo 19.- (Garantía del Estado).- El Estado, bajo responsabilidad de daños 
y perjuicios, asegura a los inversores amparados a los regimenes establecidos 
en la presente ley y por los plazos establecidos en cada caso, las exoneraciones 
tributarias, beneficios y derechos que la presente ley les acuerda. 
CAPÍTULO IV 
NORMAS DE APLICACIÓN GENERAL 
Sección | 


Contrato de crédito de uso 


1989, con la redacción dada por el artículo 5% de la Ley N* 16.205, de 6 de 
setiembre de 1991, por el siguiente: 


"ARTICULO 45.- Las contraprestaciones resultantes de contratos de crédito 
de uso, estarán exoneradas del Impuesto al Valor Agregado, siempre que se 
cumplan simultáneamente las siguientes condiciones: 
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A) Que el contrato tenga un plazo no menor a tres años. 


B) Que los bienes objeto del contrato no sean vehículos no utilitarios, ni 
bienes muebles destinados a la casa-habitación. 


C) Que el usuario sea sujeto pasivo del Impuesto a las Rentas de la Industria 
y Comercio, Impuesto a las Rentas Agropecuarias o Impuesto a la 
Enajenación de Bienes Agropecuarios. 

En caso de que no se cumpla alguna de las condiciones establecidas 
en los apartados anteriores, el Impuesto al Valor Agregado se aplicará 
sobre la amortización financiera de la colocación, salvo que el bien objeto 
de la operación se encuentre exonerado por otras disposiciones. 


La diferencia entre las prestaciones pactadas y la amortización 
financiera de la colocación y los reajustes de precio estarán exentos del 
Impuesto al Valor Agregado, salvo que la operación estuviera pactada 
con quien no sea sujeto pasivo del Impuesto a las Rentas de la Industria 
y Comercio, del Impuesto a las Rentas Agropecuarias o del Impuesto a 
la Enajenación de Bienes Agropecuarios". 


Artículo 21.- Sustitúyese el artículo 46 de la Ley N* 16.072, de 9 de octubre de 
1989, con la redacción dada por el artículo 5” de la Ley N* 16.205, de 6 de 
setiembre de 1991, por el siguiente: 


"ARTICULO 46.- Acuérdase a las instituciones acreditantes un crédito por el 
Impuesto al Valor Agregado incluido en las adquisiciones de los bienes que 
sean objeto de contratos de crédito de uso, siempre que los citados contratos 
cumplan con las condiciones establecidas en el inciso primero del artículo 
anterior. El crédito se anulará cuando el contrato pierda la exoneración del 
Impuesto al Valor Agregado. El Poder Ejecutivo establecerá la forma y 
condiciones en que las instituciones acreditantes harán efectivo el crédito 
anteriormente indicado o su pérdida cuando corresponda. 


En caso de cancelaciones anticipadas que reduzcan el plazo a menos de 
tres años, el Impuesto al Valor Agregado deberá liquidarse de conformidad 
con lo establecido en el artículo 45 de la presente ley. En tales casos deberá 
abonarse dicho impuesto más el recargo mensual indemnizatorio a que hace 
referencia el inciso segundo del artículo 94 del Código Tributario, 


En caso de rescisiones judiciales y homologadas judicialmente que 
signifiquen una reducción del plazo pactado a periodos de menos de tres 
años, se mantendrá la exoneración del Impuesto al Valor Agregado, aplicable 
a los contratos de más de tres años de plazo”. 


Artículo 22.- Sustitúyese el artículo 27 de la Ley N* 16.072, de 9 de octubre de 
1989, por el siguiente: 
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"ARTICULO 27.- La restitución forzada de la cosa por falta de pago de las 
cuotas periódicas estipuladas, no podrá requerirse sino cuando el usuario 
cayere en mora en el pago de dos cuotas consecutivas, si fueren por períodos 
no mayores de un mes y de una cuota en los demás casos". 


Artículo 23.- Sustitúyese el artículo 32 de la Ley N* 16.072, de 9 de octubre de 
1989, con la redacción dada por el artículo 4% de la Ley N* 16.205, de 6 de 
setiembre de 1991, por el siguiente: 


"ARTICULO 32.- El procedimiento para obtener la restitución forzada en los 
casos previstos en los artículos 27 y 29 de la presente ley, será el del proceso 
de entrega de la cosa. Sólo serán admitidas como excepciones: la de 
falsedad del instrumento en que se funda la acción, la falta de algunos de los 
requisitos esenciales para la validez de los contratos; pago o compensación 
de crédito líquido y exigible que se prueben por escritura pública o por 
documento privado emanado del actor; prescripción: caducidad: espera o 
quita concedidas por el demandante que se prueben por escritura pública o 
por documento privado emanado del actor y la excepción de haberse ejercido 
válidamente alguna de las opciones previstas por el artículo 29 de la presente 
ley. Las excepciones inadmisibles serán rechazadas sin sustanciación 
(artículo 355.2 del Código General del Proceso). 


Si los escritos en que se deduzcan las excepciones no van acompañados 
de los documentos probatorios respectivos, se procederá conforme a lo 
dispuesto en el artículo 355,2 del Código General del Proceso". 


Artículo 24 - Las normas a que refieren los artículos 20 a 23, se aplicarán a los 
contratos que se celebren a partir de la vigencia de la presente ley. 


Sección Il 
Disposiciones varias 


Artículo 25.- (Solución de controversias).- Toda controversia relativa a la 
interpretación o aplicación de la presente ley que se suscite entre el Estado y un 
inversor que hubiere obtenido del Poder Ejecutivo la Declaratoria Promocional, 
podrá ser sometida, a elección de cualquiera de los mismos, a alguno de los 
siguientes procedimientos: 


A) Al del Tribunal competente. 

B) Al del Tribunal Arbitral, que fallará siempre con arreglo a derecho, conforme 
con lo establecido en los artículos 480 a 502 del Código General del 
Proceso. 


Cuando se haya optado por someter la controversia a uno de los 
procedimientos previstos precedentemente la elección será definitiva. 
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Lo dispuesto en los párrafos precedentes será de aplicación con relación a los 
inversores extranjeros en caso de ausencia de tratado, protocolo o convención 
internacional en materia de solución de controversias, en vigor a la fecha de 
suscitarse las mismas. 


Artículo 26.- (Fusiones y escisiones).- Facúltase al Poder Ejecutivo a exonerar 
del Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio, del impuesto al Valor 
Agregado y del Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales que graven las 
fusiones, escisiones y transformaciones de sociedades, siempre que las mismas 
permitan expancir o fortalecer a la empresa solicitante. 


En el caso de que el Poder Ejecutivo ejerza la facultad a que refiere el 
inciso anterior, no será exigible la escritura pública para la transferencia de 
bienes, derechos, obligaciones o gravámenes comprendidos en la trasmisión 
patrimonial operada como consecuencia de los referidos actos (artículo 122 de 
la Ley N* 16.050, de 5 de diciembre de 1989). 


Artículo 27.- (Impuesto a las hipotecas).- Derógase el Impuesto a las hipotecas 
establecido por el artículo 7* de la Ley N* 10.976, de 4 de diciembre de 1947, en 
su redacción modificada por la Ley N* 12.011, de 16 de octubre de 1953, y por 
el artículo 200 de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968, 


Artículo 28.- (Prendas sin desplazamiento).- Las prendas sin desplazamiento 
previstas en las Leyes N* 5.649, de 21 de marzo de 1918, N” 8,292, de 24 de 
setiembre de 1928, y N” 12.367, de 8 de enero de 1957, y en los artículos 58 y 
siguientes de la Ley N* 15.939, de 28 de diciembre de 1987, podrán constituirse 
a favor de cualquier acreedor para garantizar todo tipo de obligaciones del 
propietario del bien que se da en prenda o de terceros. 


Artículo 29 


TEXTO DEROGADO: (Prescripción y aplicabiidad de la misma).- Las acciones originadas en las 
relaciones de trabajo prescriben al año, a partir del día siguiente a aquél en que haya cesado la relación 
'aboral en que se fundan. 


La audiencia de tentativa de conciliación, con presencia del citante, interrumpirá la prescripción, siempre 
que ses seguida de demanda judicial interpuesta dentro de los treinta días calendario siguientes a la 
fecha del acta o del testimonio de la no comparecencia del citado. 


En ningún caso podrán reclamarse créditos o prestaciones laborales que se hubieran hecho exigibles con 
más de dos años ce anticipación a la fecha en que se presente la demanda judicial correspondiente. 


Las disposiciones anteriores serán apíicables a los créditos o prestaciones existentes a la fecha de 
promulgación de la presente ley, salvo que en un plazo de sesenta días calendario contados a partir de 
la mencionada fecha se hubiere presentado demanda judicial válida. 


DEROGADO POR LEY r:0 18,091 DE 7/1/2007 ART. 60 
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Articulo 30.- (Trasmisión de titulos valores y facilitación de la circulación de las 
garantías que les acceden).- Agrégase al artículo 10 del Decreto-Ley N* 14.701, 
de 12 de setiembre de 1977: 


"Los derechos emergentes de las garantías reales o personales que accedan 
a un título valor, $e transferirán de pleno derecho por la sola trasmisión del 
título valor en el que conste la garantía que le accede, sin necesidad de 
inscripción alguna. Para la trasmisión de garantías que respaldan titulos 
valores objeto de oferta pública se estará a lo que disponga la legislación 
específica en materia. 


Las garantías reales que se constituyan para asegurar el cumplimiento de 
obligaciones cartulares se  inscribirán en los Registro Públicos 
correspondientes individualizando el titulo valor garantizado, su emisor, 
objeto, monto, vencimiento y demás elementos que correspondan a su 
naturaleza. A los efectos de la referida inscripción registral no será necesario 
identificar a los sucesivos tenedores del título garantizado. 


Las garantías se cancelarán por declaración unilateral del deudor y la 
exhibición del título valor, En defecto de la exhibición del título, para obtener 
la cancelación de la garantía deberá acreditarse ante el Registro, o ante el 
depositario, en su caso, la consignación judicial de los importes”. 


Artículo 31.- El Poder Ejecutivo informará anualmente a la Asamblea General 
sobre la aplicación de la presente ley. 


Artículo 32.- (Derogaciones).- Deróganse la Ley N* 15.837, de 28 de octubre 
de 1986, y los Decretos-Leyes N* 14.179, de 28 de marzo de 1974, y N” 14.244, 
de 26 de julio de 1974. 
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Ley N* 17.963, de 19 de mayo de 2006 


CONTRIBUYENTES DEL BANCO DE PREVISIÓN SOCIAL 


Artículo 9*.- Facúltase al Poder Ejecutivo, en iguales condiciones que el 
artículo precedente, a partir del año civil siguiente a la promulgación de la 
presente ley, y en la medida que se cumplan los objetivos en materia de 
recaudación, a otorgar una bonificación de hasta el 10% (diez por ciento) sobre 
las obligaciones jubilatorias patronales correspondientes al mes de diciembre 


La referida facilidad sólo podrá ser utilizada una vez por año y con carácter 
general. 


402-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de octubre de 2018 


Ley N* 18.651, de 19 de febrero de 2010 


PROTECCIÓN INTEGRAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD 


Artículo 2” - Se considera con discapacidad a toda persona que padezca o 
presente una alteración funcional permanente o prolongada, física (motriz, 
sensorial, orgánica, visceral) o mental (intelectual y/o psíquica) que en relación 
a su edad y medio social implique desventajas considerables para su integración 
familiar, social, educacional o laboral. 


Artículo 49 - El Estado, los Gobiernos Departamentales, los entes autónomos, 
los servicios descentralizados y las personas de derecho público no estatales 
están obligados a ocupar personas con discapacidad que reúnan condiciones de 
idoneidad para el cargo en una proporción mínima no inferior al 4% (cuatro por 
ciento) de sus vacantes. Las personas con discapacidad que ingresen de esta 
manera gozarán de las mismas obligaciones que prevé la legislación laboral 
aplicable a todos los funcionarios públicos, sin perjuicio de la aplicación de 
normas diferenciadas cuando ello sea estrictamente necesario. 


La obligación mencionada refiere al menos a la cantidad de cargos y funciones 
contratadas, sin perjuicio de ser aplicable también al monto del crédito 
presupuestario correspondiente a las mismas si fuere más beneficioso para las 
personas amparadas por la presente ley. 


En el primer caso el cálculo del 4% (cuatro por ciento) de las vacantes a ocupar 
por personas con discapacidad, se determinará sobre la suma total de las que 
se produzcan en las distintas unidades ejecutoras, reparticiones y escalafones 
que integran cada uno de los organismos referidos en el inciso primero del 
presente artículo. Cuando por aplicación de dicho porcentaje resultare una cifra 
inferior a la unidad, pero igual o mayor a la mitad de la misma, se redondeará a 
la cantidad superior. 


El Tribunal de Cuentas, la Contaduría General de la Nación y la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, dentro de sus competencias, deberán remitir a la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. la información que resulte de sus registros 
relativa a la cantidad de vacantes que se produzcan en los organismos y 
entidades obligados por el inciso primero del presente artículo, 


La Oficina Nacional del Servicio Civil solicitará anualmente informes a los 
organismos y entidades obligadas, incluidas las personas de derecho público no 
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estatales -quienes deberán proporcionarlos- sobre la cantidad de vacantes que 
se hayan generado y provisto en el año, 

Semestralmente dichos organismos deberán indicar también el número de 
personas con discapacidad ingresadas, con precisión de la discapacidad que 
tengan y el cargo ocupado. La Oficina Nacional del Servicio Civil deberá 
comunicar anualmente en la Rendición de Cuentas, el resultado de los informes 
recabados, tanto de los obligados como del Tribunal de Cuentas, la Contaduría 
General de la Nación y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, expresando 
el total de vacantes de cada uno de los obligados, la cantidad de personas con 
discapacidad incorporadas en cada organismo, con precisión de la discapacidad 
que presentan y el cargo ocupado e indicando, además, aquellos organismos 
que incumplen el presente artículo (artículo 768 de la Ley N” 16.736, de 5 de 
enero de 1996). Las personas que presenten discapacidad -de acuerdo con lo 
definido en el artículo 2*de la presente ley- que quieran acogerse a los beneficios 
de la presente ley, deberán inscribirse en el Registro de Discapacitados que 
funciona en la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad (artículo 768 de 
la Ley N* 16,736, de 5 de enero de 1996). 


A dichos efectos el Ministerio de Desarrollo Social en coordinación con el 
Ministerio de Salud Pública, deberá certificar la discapacidad. La evaluación se 
realizará con un Tribunal integrado por al menos un médico, un psicólogo y un 
asistente social, los cuales contarán con probada especialización. En dicho 
dictamen deberá precisarse la discapacidad que tenga la persona, con indicación 
expresa de las tareas que pueda realizar, así como aquellas que no puede llevar 
a cabo. Dicha certificación expresará si la discapacidad es permanente y el plazo 
de validez de la certificación. Al vencimiento de la misma deberá hacerse una 
nueva evaluación. A efectos de realizar la certificación el Ministerio de Desarrollo 
Social en coordinación con el Ministerio de Salud Pública, podrá requerir, de los 
médicos e instituciones tratantes de las personas con discapacidad -quienes 
estarán obligados a proporcionarlos- los informes, exámenes e historias clínicas 
de las mismas. Los profesionales intervinientes, tanto en la expedición del 
certificado, como los tratantes de las personas con discapacidad, actuarán bajo 
su más seria responsabilidad. En caso de constatarse que la información 
consignada no se ajusta a la realidad, serán responsables civil, penal y 
administrativamente, según corresponda. 


404-C.S. 
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TEXTO ORDENADO DE CONTABILIDAD Y 
ADMINISTRACIÓN FINANCIERA (TOCAF) 


SECCIÓN 2 
DE LOS CONTRATOS DEL ESTADO 


Artículo 33. Las contrataciones se realizarán mediante licitación pública u otro 
procedimiento competitivo expresamente previsto, de acuerdo a lo que mejor se adecue 
a su objeto, a los principios generales de la contratación administrativa y de acuerdo a lo 
previsto en la normativa vigente. No obstante podrá contratarse: 


A) Por licitación abreviada cuando el monto de la operación no exceda de $ 5.000.000 
(cinco millones de pesos uruguayos). 


B) Directamente cuando el monto de la operación no exceda de $ 250.000 (doscientos 
cincuenta mil pesos uruguayos). 


C) Directamente o por el procedimiento que el ordenador determine por razones de 
buena administración, en los siguientes casos de excepción: 


1) Entre organismos o dependencias del Estado con personas públicas no estatales 
o con personas jurídicas de derecho privado cuyo capital social esté constituido en 
su totalidad por participaciones, cuotas sociales o acciones nominativas propiedad 
del Estado o de personas públicas no estatales. 

Tratándose de personas jurídicas de derecho privado, la propiedad estatal deberá 
ser sobre el total del capital social, al momento de la celebración del contrato. 


2) Cuando la licitación pública, abreviada o remate resultaren desiertos, o no se 
presentaren ofertas válidas o admisibles, o que las mismas sean manifiestamente 
inconvenientes. 

La contratación deberá hacerse con bases y especificaciones idénticas a las del 
procedimiento fracasado y, en su caso, con invitación a los oferentes originales, 
además de los que estime necesarios la Administración. 


3) Para adquirir bienes o contratar servicios cuya fabricación o suministro sea 
exclusiva de quienes tengan privilegio para ello, o que solo sean poseídos por 
personas o entidades que tengan exclusividad para su venta, siempre que no puedan 
ser sustituidos por elementos similares. Las marcas de fábrica de los distintos 
productos y servicios, no constituyen por sí mismas causal de exclusividad, salvo 
que por razones técnicas se demuestre que no hay sustitutos convenientes. En cada 
caso deberán acreditarse en forma fehaciente los extremos que habilitan la causal, 
adjuntando el informe técnico respectivo. 


4) Para adquirir, ejecutar o restaurar obras de arte, científicas o históricas, cuando 
no sea posible el concurso de méritos o antecedentes o deban confiarse a empresas 
o personas especializadas o de probada competencia. 
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5) Las adquisiciones de bienes que no se produzcan o suministren en el país y que 
convenga efectuar por intermedio de organismos internacionales a los que esté 
adherida la Nación. 


6) Las reparaciones de maquinarias, equipos o motores cuyo desarme, traslado o 
examen previo resulte oneroso en caso de llamarse a licitación. Esta excepción no 
podrá aplicarse a las reparaciones comunes de mantenimiento, periódicas, normales 
o previsibles. 


7) Los contratos que deban celebrarse necesariamente en países extranjeros. 
8) Cuando las circunstancias exijan que la operación deba mantenerse en secreto. 


9) Cuando medien probadas razones de urgencia no previsibles o no sea posible la 
licitación o remate público o su realización resienta seriamente el servicio. 


10) Cuando exista notoria escasez de los bienes o servicios a contratar. 


11) La adquisición de bienes que se realicen en remates públicos. El precio máximo 
a pagar será el que surja de la tasación previamente efectuada. 


12) La compra de semovientes por selección, cuando se trate de ejemplares de 
caracteristicas especiales. 


13) La venta de productos destinados al fomento económico o a la satisfacción de 
necesidades sanitarias, siempre que la misma se efectúe directamente a los usuarios 
o consumidores. 


14) La adquisición de material docente o bibliográfico del exterior, cuando el mismo 
se efectúe a editoriales o empresas especializadas en la matena. 


15) La adquisición de víveres frescos existentes en mercados, ferias o directamente 
a los productores. 


16) La adquisición en el exterior de petróleo crudo y sus derivados, aceites básicos, 
aditivos para lubricantes y sus respectivos fletes. 


17) Las adquisiciones que se realicen en el marco de acuerdos intergubernamentales 
o con entidades estatales extranjeras que involucren un intercambio compensado 
con productos nacionales de exportación. 


18) Para adquirir, ejecutar, reparar bienes o contratar servicios destinados a la 
investigación cientifica por parte de la Universidad de la República, hasta un monto 
anual de US$ 5.000.000 (cinco millones de dólares de los Estados Unidos de 
América). 


19) Las compras que realice la Presidencia de la República para el Sistema Nacional 
de Emergencias a efectos de atender situaciones de emergencia, crisis y desastres 
excepcionales, dando cuenta a la Asamblea General. 
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20) Para adquirir bienes o contratar servicios cuya producción o suministro 
esté a cargo de una cooperativa social, debidamente acreditada ante el 
Ministerio de Desarrollo Social o de un monotributista social MIDES, hasta el 
monto establecido para la licitación abreviada. 


21) La compraventa por parte de la Administración Nacional de Usinas y 
Trasmisiones Eléctricas, de la energía generada por otros agentes en territorio 
nacional, de conformidad con la reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. Las 
impugnaciones o recursos que en tales circunstancias se interpusieren, en cualquier 
etapa del procedimiento, no tendrán efecto suspensivo, salvo que así lo resuelva el 
jerarca del ente público contratante. 

El ordenador, por razones fundadas, podrá exonerar a los oferentes o adjudicatarios, 
del depósito de garantías, o variar los porcentajes establecidos por el artículo 64 de 
este Texto Ordenado. 


22) La contratación de bienes o servicios, cualquiera sea su modalidad, por parte de 
los entes autónomos y servicios descentralizados integrantes del dominio industrial, 
comercial y financiero del Estado, destinada a servicios que se encuentren de hecho 
o de derecho en regimenes de libre competencia. Las impugnaciones o recursos que 
en tales casos se interpusieran, en cualquier etapa del procedimiento, no tendrán 
efecto suspensivo, salvo que así lo resuelva el jerarca de la empresa contratante 


23) La adquisición de biodiese! y alcohol carburante por parte de la Administración 
Nacional de Combustibles, Alcohol y Portland (ANCAP), de conformidad con la 
reglamentación que dicte el Poder Ejecutivo. Las impugnaciones o recursos que en 
tales circunstancias se interpusieren, en cualquier etapa del procedimiento, no 
tendrán efecto suspensivo, salvo que asi lo resuelva el jerarca del ente público 
contratante. 

El ordenador, por razones fundadas, podrá exonerar a los oferentes o adjudicatarios, 
del depósito de garantías, o variar los porcentajes establecidos por el artículo 64 de 
este Texto Ordenado. 


24) Para adquirir, ejecutar, reparar bienes o contratar servicios destinados al 
mantenimiento y mejoras de infraestruciura de locales de enseñanza bajo su 
dependencia, por parte de la Administración Nacional de Educación Pública. 


25) La contratación de bienes o servicios por parte del Inciso 15 Ministerio de 
Desarrollo Social, cualquiera sea su modalidad, con sindicatos de 
trabajadores, asociaciones de profesionales y fundaciones vinculadas a la 
Universidad de la República. 


26) Los contratos con empresas ce servicios energéticos públicas o privadas que se 
encuentren registradas en el Ministerio de Industria, Energía y Minería (MIEM) y que 
se desarrollen bajo el esquema de Contratos Remunerados por Desempeño, en los 
cuales la inversión sea financiada integra o parcialmente por la empresa de servicios 
energéticos. 


27) La contratación de bienes o servicios por parte de los organismos señalados en 
el artículo 2 de este Texto Ordenado, cualquiera sea su modalidad, con asociaciones 
y fundaciones vinculadas a la Universidad de la República. 
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28) Para adquirir bienes o contratar servicios por parte de la Unidad Operativa 
Central del Plan de Integración Socio-Habitacional Juntos. 


29) Las contrataciones que realicen las unidades ejecutoras 016 "Servicio Oficial de 
Difusión, Radiotelevisión y Espectáculos” y 024 "Canal 5 - Servicio de Televisión 
Nacional” del Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura", bajo la modalidad de 
canjes publicitarios 


30) Para adquirir o reparar bienes destinados a cubrir necesidades provenientes de 
cursos de capacitación laboral, hasta un monto anual de $5.000.000 (cinco millones 
de pesos uruguayos) en la ANEP cuando los mecanismos previstos para ello no 
hagan posible las contrataciones en los plazos adecuados para su instrumentación. 
El jerarca del Inciso deberá autorizar el gasto en cada caso. 


31) La contratación de bienes o servicios por parte de la Administración de los 
Servicios de Salud del Estado en el marco de convenios de complementación 
asistencial suscritos por el Directorio del organismo al amparo de las facultades que 
le otorga el literal G) del artículo 5” de la Ley N* 18.161, de 29 de julio de 2007, previo 
informe favorable del Ministerio de Salud Pública. 

Para cubrir servicios tercerizados imprescindibles para el cumplimiento de los 
cometidos del organismo, cuando se haya interrumpido la prestación del servicio en 
forma anticipada a la fecha de finalización del contrato, ya sea por decisión unilateral 
del adjudicatario, por acuerdo de partes o por haberse rescindido el contrato por 
incumplimiento, únicamente en aquellos casos en que exista un procedimiento de 
contratación vigente con otros oferentes dispuestos a prestar el servicio en las 
condiciones y precios ofertados, la Administración podrá convocarlos por el orden 
asignado al momento de evaluación de las ofertas. La contratación al amparo de esta 
excepción se extenderá hasta la culminación del trámite del nuevo procedimiento 
licitatorio que se convoque y no podrá exceder los seis meses. La intervención del 
Tribunal de Cuentas se realizará previo al pago de la primera factura. 


32) La realización de convenios de complementación docente por parte de la 
Universidad Tecnológica (UTEC) con otras universidades, instituciones educativas, 
entidades culturales o agentes del sector productivo y de servicios, tanto nacionales 
como internacionales que impliquen la realización de contribuciones por parte de la 
UTEC. 


33) Las adquisiciones y ventas que realice la Presidencia de la República, para las 
unidades productivas y de bosques y parques del establecimiento presidencial de 
Anchorena. 


34) Las compras que realice el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, para 
atender situaciones de emergencia agropecuaria, de acuerdo a lo establecido por el 
artículo 207 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, en la redacción dada por 
el artículo 359 de la Ley N* 18.719, de 27 de diciembre de 2010, con la modificación 
introducida por el artículo 169 de la Ley N* 19.149, de 24 de octubre de 2013. 
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35) La contratación de servicios artísticos, cualquiera sea su modalidad, por parte 
del Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura", con cooperativas de artistas y 
oficios conexos, hasta el monto establecido para la licitación abreviada. 


36) La adquisición de alimentos por parte del Ministerio del Interior, cuya producción 
o suministro esté a cargo de cooperativas de productores y que se realice mediante 
convenios en los que participen las Intendencias Departamentales y con la finalidad 
de abastecer a los establecimientos carcelarios. 

Las contrataciones directas indicadas en las excepciones precedentes deberán ser 
autorizadas por los ordenadores primarios quiénes podrán delegar en los 
ordenadores secundarios dicha competencia en los casos que determinen 
fundadamente. 

Las contrataciones referidas en el literal C) numeral 1), no podrán incluir la 
participación, directa o indirecta de empresas privadas. Las realizadas al amparo del 
literal C) numeral 9), deberán contar con la certificación del Ministerio de Economía 
y Finanzas, tanto de la configuración de los extremos que habilitan la causal, como 
los precios y condiciones que corresponden al mercado. 

Exceptúanse del control previo del Ministerio de Economía y Finanzas establecido 
en el inciso anterior, las contrataciones directas que deba realizar el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, cuando se deba dar respuesta 
inmediata mediante la realización de las obras necesarias, en una de las siguientes 
situaciones: 

a) Defectos o vicios constructivos detectados en viviendas entregadas por la 
referida Secretaria de Estado y cuya responsabilidad le sea imputable. 

b) b) Reparación de sistemas de saneamiento y de agua potable en aquellos 
conjuntos habitacionales donde hubiese acordado realizarlo el Ministerio. 

c) Obras de infraestructura de aquellos conjuntos habitacionales no 
contemplados en el Decreto 51/995, de 1” de febrero de 1995. 

d) Daños causados por situaciones de emergencia, como inundaciones, 
tornados y otros. 

En el caso previsto en el literal a) el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente deberá, simultáneamente a la contratación directa, realizar las 
investigaciones administrativas y acciones de responsabilidad correspondientes. 

Sin perjuicio de la exoneración del contro! previo, el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente deberá informar al Ministerio de 
Economia y Finanzas de todas las contrataciones que se realicen al amparo de esta 
disposición, a los efectos de que, sin carácter previo se verifiquen los extremos 
previstos en el inciso cuya exoneración se habilita. 

Para el Poder Judicial, la Administración Nacional de Educación Pública (ANEP), 
la Universidad de la República, las Intendencias Municipales y la Corte Electoral, 
dicha certificación la realizará el Tribunal de Cuentas. 

Exceptúanse del control previo del Tribunal de Cuentas establecido en el inciso 
anterior, las contrataciones directas que deba realizar la Administración Nacional de 
Educación Pública, ante daños causados por factores climáticos o situaciones de 
emergencia que por su gravedad perjudiquen la prestación del servicio educativo. 

Se deberá informar al Tribunal de Cuentas de todas las contrataciones que se 
realicen al amparo de esta disposición, a los efectos de que, sin carácter previo, se 
verifiquen los extremos previstos en el Inciso cuya exoneración se habilita, 

Las contrataciones que contravengan esta disposición son nulas (articulo 8 del 
Código Civil). 
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Fuente: ley 15.903 de 10/nov/987, artículo 482 con la redacción dada por los artículos 653 de la ley 
16.170 de 28/dic/990; 738 de la ley 16.736 de 5/ene/996, 27, de la ley 17.296 de 1/feb/001,429 de la 
ley 17.930 de 19/dic/005, 26 de la ley 18.046 de 24/0ct/006, 108 de la ley 18.172 de 31/ag0/007, 11 
de la ley 18.195 de 14/n0v/007, 407 y 506 de la ley 18.362 de 6/0ct/008; 16, 18 y 250 de la ley 18.834 
de 4/nov/011, y leyes 17.088 de 30/abr/999, artículo 6; 17.296 de 21/feb/001 artículos 404 y 494; 
17.978 de 26/jun/006, artículo 8 y 18.874 de 23/dic/011, articulo 14; 18.172 de 31/830/007 artículo 
276; 18.597 de 21/5ect/009, artículo 25; 18.719 de 27/dic/010, articulo 692; 18.829 de 24/o0ct/01 1, 
artículo 19 y 18.834 de 4/nov/011, artículos 17 y 197. 
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Ley N* 19159, de 25 de octubre de 2013 


CAPÍTULO | 
DISPOSICIONES GENERALES 
CONCEPTO, ESTRUCTURA, ORGANIZACIÓN Y BENEFICIOS DE LOS TALLERES 


DE 
PRODUCCIÓN PROTEGIDA 


Artículo 1?.- Se consideran Talleres de Producción Protegida aquellas instituciones u 
organizaciones sin fines de lucro que cuenten con personería juridica y que produzcan 
bienes o presten servicios, con el objetivo de capacitar y ocupar laboralmente a personas 
con discapacidad (articulo 2* de la Ley N*18.651, de 19 de febrero de 2010) en 
condiciones especiales, que no estén, en forma transitona o permanente, en situación 
de integrarse al mercado laboral abierto. Dichas entidades deberán contar además con 
la aprobación por parte de la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad. 


Podrán en todos los casos participar regularmente en las operaciones de mercado, 
enajenando bienes o prestando servicios a título oneroso siempre que las utilidades 
obtenidas no sean distribuidas, debiéndose reinvertir en la entidad. 


Artículo 2”.- La estructura, organización y gestión de los Talleres de Producción 
Protegida podrán ser similares a las adoptadas por las empresas que actúan en el 
régimen general, sin perjuicio de sus peculiares características y del objetivo que están 
llamados a cumplir. 


Se entiende como esencial entre sus objetivos asegurar un empleo remunerado, la 
prestación de servicios de adaptación laboral y social que requieran sus trabajadores, a 
la vez que sirvan como un medio de integración del mayor número de trabajadores 
discapacitados al régimen de trabajo convencional. 


Artículo 3*.. Para acceder a los incentivos y beneficios que dispone la presente ley, los 
Talleres de Producción Protegida deberán estar inscriptos en el registro nacional de 
instituciones que atienden personas con discapacidad, creado en la órbita del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. 


Para que pueda realizarse la inscripción, los citados Talleres deberán justificar su 
viabilidad económica, a mediano y largo plazo, teniendo en cuenta el cumplimiento de 
sus fines mediante un estudio económico financiero elaborado por contador público. 
Dicho informe deberá presentarse cada tres años ante el referido registro nacional y la 
Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad, a efectos de justificar su viabilidad 
económica. 


Artículo 4*- Los servicios de terapia ocupacional y talleres de habilitación ocupacional 
alos que refiere el literal D) del artículo 37 de la Ley N* 18.651, de 19 de febrero de 2010, 
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y los Talleres de Habilitación Ocupacional a los que refiere el artículo 42 de la citada ley, 
no serán considerados Talleres de Producción Protegida. 


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero del presente artículo, los Talleres de 
Habilitación Ocupacional se inscribirán en el registro nacional de instituciones 
mencionado en el articulo 3” de la presente ley. 


Artículo 5* - Corresponde al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social promover, dentro 

del ámbito de sus competencias y a través del estudio de necesidades sectoriales, la 
creación y la puesta en marcha de Talleres de Producción Protegida, prestando 
asistencia técnica a los efectos de optimizar su funcionamiento, 


Se encargará también de controlar, de forma periódica y rigurosa, que en ellos las 
personas con discapacidad sean empleadas en condiciones de trabajo adecuadas 


Artículo 6*.- Los Talleres de Producción Protegida deberán contar con la mayor 
cantidad de trabajadores con discapacidad que permita la naturaleza del proceso 
productivo. 


La discapacidad se acreditará, en general, conforme a los criterios establecidos en la Ley 
N” 18.651, de 19 de febrero de 2010, y, en particular, por lo establecido en el literal A) 
del artículo 38 de la citada ley. 


Establécese que el mínimo de personas con discapacidad, en todo caso, será del 75% 
(setenta y cinco por ciento) de la totalidad de la plantilla de trabajadores, no 
contemplándose a estos efectos el personal dedicado exclusivamente a tareas de 
adaptación laboral y social que requieran los trabajadores. 


Se entenderán por servicios de adaptación laboral y social los de rehabilitación, los 
terapéuticos, los de integración social, los culturales y los deportivos que procuren al 
trabajador con discapacidad de los Talleres de Producción Protegida una mayor 
rehabilitación personal y una mejor adaptación en su relación social. 


Los Talleres de Producción Protegida informarán al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, periódicamente y de la forma en que establezca la reglamentación, las altas y 
bajas de los trabajadores con discapacidad que ocupen. 


Artículo 7% - Las personas con discapacidad que desempeñen tareas en el marco de 
un proceso de formación o participen en actividades con la finalidad exclusiva de 
integrarse socialmente, no serán consideradas a los efectos de los porcentajes 
establecidos en el artículo 6” de la presente ley y en principio no percibirán remuneración 
salarial alguna. 


En todos los casos deberán estar cubiertos por el seguro de accidentes de trabajo 
establecido por la Ley N* 16.074, de 10 de octubre de 1989, 


Artículo 8*- Los Talleres de Producción Protegida tendrán los mismos beneficios 
fiscales que los establecidos para las cooperativas sociales. Dichos beneficios regirán 


412-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de octubre de 2018 


y la reglamentación respectiva, que se dictará en un plazo no mayor a los ciento ochenta 
días. 


Los organismos recaudadores podrán revocar dichos beneficios en cualquier momento, 
cuando se constate el incumplimiento de alguno de los requisitos exigidos por la presente 
ley o cualquier otro apartamiento a las disposiciones vigentes. 


Artículo 9% -En los procedimientos competitivos de contratación de adquisiciones de 
bienes y prestaciones de servicios que otorguen las Administraciones públicas, se dará 
preferencia a la producida por los Talleres de Producción Protegida en forma equivalente 
que el establecido por el artículo 499 de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
en la redacción dada por el artículo 459 de la Ley N” 15.170, de 28 de diciembre de 1990, 
y por el artículo 41 de la Ley N” 18.362, de 5 de octubre de 2008, para los bienes y 
servicios que califiquen como nacionales. 


Los criterios de preferencia podrán ser cualitativos, cuantitativos o mixtos y deberán 
establecerse con toda precisión en el pliego particular de condiciones respectivo. 


Artículo 10.- Incorpórase al numeral 3) del artículo 482 de la Ley N” 15.903, de 10 de 
noviembre de 1987, el siguiente literal: 


"X) Para adquirir bienes o contratar servicios cuya producción o suministro esté a 
cargo de un Taller de Producción Protegida, debidamente acreditado ante el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, hasta el monto establecido para la 
licitación abreviada". 


Artículo 11.- A los efectos del numeral 5) del artículo 46 del Texto Ordenado de la 
Contabilidad y Administración Financiera del Estado (TOCAF) se considerarán a los 
Talleres de Producción Protegida que cumplen con los requisitos establecidos en la 
presente ley, como empresas con solvencia y responsabilidad demostradas. 


Artículo 12.- El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social comunicará a los ordenadores 

de gastos mencionados en los literales A), C), D), E), F) y G) del artículo 27 y en el 
artículo 28 del Texto Ordenado de la Contabilidad y Administración Financiera del Estado 
(TOCAF), la nómina de Talleres de Producción Protegida presentada ante el mismo de 
conformidad con lo establecido por el artículo 3” de la presente ley, así como el giro de 
sus actividades a los efectos de lo establecido en el artículo 48 del TOCAF, al igual que 
en otras normas de finalidad similar. 


CAPÍTULO II 
CONTRATACIÓN DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD 
REGIMEN LABORAL ESPECIAL 


Artículo 13.- A los efectos de la relación laboral especial que se establece por esta ley 

se consideran trabajadores con discapacidad, a las personas que teniendo una 
discapacidad superior al 33% (treinta y tres por ciento) y como consecuencia de ello una 
disminución de su capacidad de trabajo, al menos igual o superior a dicho porcentaje, 
presten sus servicios dentro de la organización de los Talleres de Producción Protegida 
definidos en el artículo 6” de la presente ley. 
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A estos efectos la discapacidad deberá encontrarse debidamente certificada conforme lo 
dispone el artículo 6” de la presente ley. 


Artículo 14.- Los Talleres de Producción Protegida podrán solicitar a la Comisión 
Nacional Honoraria de la Discapacidad la lista de personas con discapacidad inscriptas 
en el Registro de Discapacitados (artículo 768 de la Ley N” 16.736, de 5 de enero de 
1996), que cubran el perfil de personal que el Taller esté demandando. 


En todo caso la convocatoria describirá detalladamente los puestos de trabajo que vayan 
a cubrir, las características técnicas de los mismos y las circunstancias personales y/o 
profesionales que deben reunir los trabajadores. 
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Ley N? 18.418, de 20 de noviembre de 2008 


Artículo Único.- Apruébase la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, firmada en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de Norteamérica, 
el día 3 de abril de 2007. 


CONVENCION DE NACIONES UNIDAS SOBRE LOS DERECHOS 
DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 


Artículo 12 
Igual reconocimiento como persona ante la ley 


1. Los Estados Partes reafirman que las personas con discapacidad tienen derecho 
en todas partes al reconocimiento de su personalidad jurídica. 


2. Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad tienen 
capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los 
aspectos de la vida. 


3. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso 
a las personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio 
de su capacidad jurídica. 


4. Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas al ejercicio 
de la capacidad jurídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas 
para impedir los abusos de conformidad con el derecho internacional en materia 
de derechos humanos. Esas salvaguardias asegurarán que las medidas 
relalivas al ejercicio de la capacidad juridica respeten los derechos, la voluntad 
y las preferencias de la persona, que no haya conflicto de intereses ni influencia 
indebida, que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de la 
persona, que se apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a 
exámenes periódicos por- parte de una autoridad o un órgano judicial 
competente, independiente e imparcial, Las salvaguardias serán proporcionales 
al grado en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de las 
personas. 


5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Partes tomarán 
todas las medidas que sean pertinentes y efectivas para garantizar el derecho 
de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a 
ser propietarias y heredar bienes, controlar sus propios asuntos económicos y 
tener acceso en igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y 
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otras modalidades de crédito financiero, y velarán por que las personas con 
discapacidad no sean privadas de sus bienes de manera arbitraria. 


Artículo 27. - 
Trabajo y empleo 


1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a 
trabajar, en igualdad de condiciones con las demás; ello incluye el derecho a tener 
la oportunidad de ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o aceptado 
en un mercado y un entorno laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a 
las personas con discapacidad. Los Estados Partes salvaguardarán y promoverán el 
ejercicio del derecho al trabajo, incluso para las personas que adquieran una 
discapacidad durante el empleo, adoptando medidas pertinentes, incluida la 
promulgación de legislación, entre ellas: 


a) Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas 
las cuestiones relativas a cualquier forma de empleo, incluidas las condiciones 
de selección, contratación y empleo, la continuidad en el empleo, la promoción 
profesional y unas condiciones de trabajo seguras y saludables; 


b) Proteger los derechos de las personas con discapacidad, en igualdad de 
condiciones con las demás, a condiciones de trabajo justas y favorables, y en 
partcular a igualdad de oportunidades y de remuneración por trabajo de igual 
valor, a condiciones de trabajo seguras y saludables, incluida la protección 
contra el acoso, y a la reparación por agravios sufridos; 


c) Asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer sus derechos 
laborales y sindicales, en igualdad de condiciones con las demás, 


d) Permitir que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a 
programas generales de onentación técnica y vocacional, servicios de 
colocación y formación profesional y continua; 


e) Alentar las oportunidades ce empleo y la promoción profesional de las 
personas con discapacidad en el mercado laboral, y apoyarias para la 
búsqueda, obtención, mantenimiento del empleo y retorno al mismo; 


f) Promover oportunidades empresariales, de empleo por cuenta propia, de 
constitución de cooperativas y de inicio de empresas propias; 


9) Emplear a personas con discapacidad en el sector público; 

h) Promover el empleo de personas con discapacidad en el sector privado 
mediante políticas y medidas pertinentes, que pueden incluir programas de 
acción afirmativa, incentivos y otras medidas; 


i) Velar por que se realicen ajustes razonables para las personas con 
discapacidad en el lugar de trabajo; 
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J) Promover la adquisición por las personas con discapacidad de experiencia 
laboral en el mercado de trabajo ab:erto; 


k) Promover programas: de rehabilitación vocacional y profesional, 
mantenimiento del empleo y reincorporación al trabajo dirigidos a personas 
con discapacidad. 


2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad no sean sometidas 
a esclavitud ni servidumbre y que estén protegidas, en igualdad de condiciones con las 
demás, contra el trabajo forzoso u obligatorio, 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Castillo. 


SEÑOR CASTILLO. Señora presidenta: la Comisión 
de Asuntos Laborales y Seguridad Social de la Cámara de 
Senadores me ha conferido la responsabilidad de informar 
al Cuerpo respecto del proyecto de ley que fuera remitido 
por el Poder Ejecutivo con mensaje de fecha 7 de mayo de 
2018. En consecuencia, a partir de este momento se some- 
te a la consideración del pleno de esta cámara el proyecto 
de ley referido a la promoción del trabajo para personas 
con discapacidad. 


Es preciso hacer notar que antes de votar, al final del 
debate, vamos a incorporar algunas modificaciones. Va- 
mos a proponer algunos textos sustitutivos, con los que 
pretendemos mejorar la redacción sugerida. Además, 
como hay algunos señores senadores que integran la co- 
misión a los que les hicimos llegar recién en la tarde de 
la jornada de ayer algunas de las propuestas, nos parece 
importante tener el gesto de darles el tiempo suficiente 
para acordar y tomar una decisión con todos los elementos 
arriba de la mesa. Por tanto, es factible que antes de pasar 
a votar, solicitemos un breve cuarto intermedio. 


Quiero hacer una segunda anotación ante el temor de 
olvidar hacerla al final de la argumentación. Saludo el tra- 
bajo con el que los funcionarios han preparado el Palacio 
Legislativo y todo su entorno para el debate de la jornada 
de hoy, poniendo a disposición pantallas, diversos servi- 
cios, intérpretes de lengua de señas, y previendo la accesi- 
bilidad a los distintos ámbitos, para que las personas que 
así lo requieren por su discapacidad también puedan par- 
ticipar del debate. Nos parece oportuno saludar esta labor. 


A modo de introducción, corresponde efectuar un bre- 
ve repaso de la conducta asumida por el Estado uruguayo, 
desde el punto de vista normativo, ante la problemática 
de la discapacidad. En tal sentido, debemos señalar que 
Uruguay ha aprobado normas nacionales e internaciona- 
les sobre los derechos de las personas con discapacidades, 
tendientes a promover, proteger y asegurar el goce pleno 
y en condiciones de igualdad de los derechos humanos de 
todas las personas con discapacidad, sin distinción. 


Para comenzar, podemos destacar la ratificación de la 
Convención interamericana para la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra las personas con 
discapacidad, a través de la Ley n.* 17330, de 9 de mayo 
de 2001. 


Posteriormente, el Estado uruguayo ratificó la Conven- 
ción sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
a través de la promulgación de la Ley n.” 18418, de 4 de 
diciembre de 2008. En agosto de 2011, por la Ley n.* 18776 
se aprobó la adhesión al protocolo facultativo de esta con- 
vención. La ratificación de la convención —junto a otras 
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medidas— ha permitido dar mayor visibilidad en Uruguay 
a una temática históricamente postergada en el país. 


Por su parte, la Ley n.* 18651, de 19 de febrero de 
2010, constituye un nuevo paso hacia el establecimiento 
de un sistema de protección integral de las personas con 
discapacidad, asegurando su atención médica; su educa- 
ción; su rehabilitación física, psíquica, social, económica 
y profesional; y su cobertura de seguridad social, así como 
el otorgamiento de los beneficios, las prestaciones y los 
estímulos que permitan neutralizar las desventajas que la 
discapacidad les provoca. 


Finalmente, en materia laboral, el Convenio Interna- 
cional n.” 159 de la Organización Internacional del Tra- 
bajo, de 1983, relativo a la readaptación profesional y al 
empleo para personas inválidas, fue ratificado por la Ley 
n.” 15878, de 12 de agosto de 1987. 


En términos estrictamente políticos, cabe destacar que 
el Frente Amplio ha abordado la cuestión de la discapaci- 
dad a todo nivel, tanto mediante sus bases programáticas 
como a través de distintas políticas públicas ejecutadas 
desde 2004 a la fecha en el marco de una política transver- 
sal para la igualdad. 


Precisamente en cumplimiento de ese mandato, com- 
prometido ante la ciudadanía por el Gobierno, estamos 
hoy aquí sometiendo a consideración del Cuerpo el pro- 
yecto de ley que consagra la inserción de personas con 
discapacidad en el ámbito laboral. 


La inserción de personas en situación de discapaci- 
dad en el mundo del trabajo es uno de los objetivos que 
impulsa la OIT. Con base en estudios elaborados por la 
propia organización, las personas con discapacidad tienen 
un bajo índice de participación en ámbitos tales como los 
relacionados con el empleo, la educación y la salud. En 
los pocos casos en que efectivamente logran acceder a un 
puesto de trabajo, resulta una fuerza laboral reducida, lo 
que pone de manifiesto índices de pobreza más elevados 
que el resto de la población. 


Paso a leer textualmente parte del mensaje de Juan 
Somavia, director general de la OIT, con motivo del Día 
Internacional de las Personas con Discapacidad, el 3 de di- 
ciembre de 2011: «Según las estimaciones mundiales más 
recientes, el número de personas con discapacidad es más 
elevado de lo que se había supuesto anteriormente, ya que 
se eleva a alrededor de mil millones de personas, o un 15 
por ciento de la población mundial» —que en el caso de 
Uruguay es el 15,9 %-—; «estas personas constituyen así la 
minoría más grande del planeta. En la vida cotidiana de 
las personas con discapacidad, la estigmatización, la dis- 
criminación y la falta de cuidados suelen implicar que es- 
tas tengan más problemas de salud, un nivel de educación 
más bajo, unas tasas de participación en el empleo y en la 
fuerza de trabajo más reducidas y unos índices de pobreza 
más elevados que los del resto de la población. 
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Estos datos concretos, junto con los estudios de la OIT 
que demuestran que la exclusión laboral de las personas 
con discapacidad redunda en pérdidas económicas de 
hasta el 7 por ciento del PIB, deberían suscitar amplias 
iniciativas destinadas a asegurar que las personas con dis- 
capacidad se incorporen de forma activa a los procesos de 
desarrollo de los que todos nos beneficiamos». 


En Uruguay, señora presidenta, las personas con dis- 
capacidad alcanzan aproximadamente el 15,9 % —como 
ya dijimos—, siendo su tasa de desocupación elevada y es- 
timada en un 80 %, según surge del informe elaborado 
por la Comisión de Legislación del Trabajo y los datos del 
último censo de población. 


En relación con el sector público, la Ley n.* 18651, de 
Protección Integral de Personas con Discapacidad, de 19 
de febrero de 2010, consagró la obligación de los entes es- 
tatales de ocupar en una proporción no menor al 4 % de 
sus vacantes a personas en situación de discapacidad que 
reúnan condiciones de idoneidad para el ejercicio de los 
cargos. 


Buscando extender al ámbito privado la estrategia de 
fomentar el empleo de personas con discapacidad, el Poder 
Ejecutivo remitió el proyecto de ley que, con las modifica- 
ciones establecidas en el seno de la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social, se somete a consideración 
de este Cuerpo. 


Como se ha señalado oportunamente, el proyecto refie- 
re a la promoción, a las condiciones y los estímulos para 
la inserción laboral de las personas con discapacidad en el 
sector privado. 


La iniciativa a consideración del pleno de la cámara 
plantea que los empleadores de la actividad privada que 
cuenten con veinticinco o más trabajadores permanentes 
incorporen de modo obligatorio a personas con discapa- 
cidad. Las empresas en cuestión —según datos que reco- 
gimos del registro del Banco de Previsión Social- son al- 
rededor de 5411 y cuentan con 359.186 trabajadores en su 
plantilla formal actual. 


A todos los efectos, la iniciativa incorpora en el 
artículo 2.* y a texto expreso el reconocimiento de que las 
personas con discapacidad empleadas de conformidad con 
lo dispuesto en el proyecto de ley gozan de todos los dere- 
chos y las obligaciones previstos por la normativa laboral. 


Desde el punto de vista sancionatorio, cabe señalar que 
aquellos empleadores que incumplan con las disposiciones 
de la presente ley, serán pasibles de las sanciones previstas 
ya en los artículos 289 de la Ley n.” 15903, de 10 de no- 
viembre de 1987, y en el artículo 412 de la Ley n.” 16736, 
de 5 de enero de 1996. 


No obstante, atendiendo a aquellas situaciones en las 
que los empleadores no pudieren cumplir con lo dispuesto 
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en la ley, se consagra un plazo no superior a los doce me- 
ses a fin de que informen a la Inspección General del Tra- 
bajo y la Seguridad Social con respecto a las medidas que 
se proponen llevar a cabo con el fin de dar cumplimiento 
a las condiciones de accesibilidad. Vencido dicho plazo y 
constatado el incumplimiento, la Inspección General del 
Trabajo y la Seguridad Social procederá de conformidad 
con lo dispuesto en el Decreto n.” 186/2004. 


Asimismo, por primera vez se incorporan dos concep- 
tos novedosos en materia laboral en lo que tiene que ver 
con la viabilidad de la inserción de las personas con disca- 
pacidad. Nos referimos concretamente a las definiciones 
de «empleo con apoyo» y de la figura del operador laboral. 
La primera se define como la metodología dirigida a la 
prestación de apoyos a las personas con discapacidad para 
asegurar y mantener un empleo en el mercado laboral. En 
caso de que el trabajador con discapacidad requiera apo- 
yo para el cumplimiento de las obligaciones laborales, la 
norma prevé la figura del técnico en empleo con apoyo, 
y establece que a este le compete preparar al trabajador 
con discapacidad para que desempeñe su tarea con efec- 
tividad, asesorar en materia de accesibilidad y brindar 
preparación previa al equipo de trabajo, así como detectar 
apoyos naturales que faciliten el desempeño del trabajador 
hasta tanto pueda trabajar en forma independiente. 


En materia de accesibilidad, la iniciativa prevé que el 
empleador deberá generar las condiciones adecuadas de 
accesibilidad en el puesto de trabajo, ejecutando las adap- 
taciones necesarias para el adecuado desempeño de las 
funciones del trabajador. 


Por otra parte, se prevé que las personas que presenten 
discapacidad y quieran acogerse a los beneficios previstos 
en la ley, se inscriban en el registro de la Comisión Nacio- 
nal Honoraria de la Discapacidad. 


En lo atinente al régimen de despido, si bien se recogen 
los principios generales relativos a dicho instituto, se pre- 
vé que el empleador deberá, dentro del término de tres me- 
ses a contar desde dicho despido, contratar a otra persona 
con discapacidad en sustitución del empleado cesado, en 
las condiciones previstas en el inciso primero del artículo 
1.* del proyecto de ley, salvo en aquellos casos en los que 
el despido hubiere obedecido a la supresión del puesto de 
trabajo por reestructuras de la empresa. 


Por su parte, el artículo 10 consagra una licencia ex- 
traordinaria sin goce de sueldo para los trabajadores com- 
prendidos en esta ley. Dicha licencia se establece por un 
período de hasta tres meses continuos o discontinuos al 
año, adicional al período de la licencia anual y a la licencia 
por enfermedad que le correspondiere, siempre que el mo- 
tivo esté directamente relacionado con su discapacidad. 
Para acceder a los beneficios e incentivos que habilita la 
ley, los empleadores deberán inscribirse en el registro que 
funcionará en la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social a estos efectos. 
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En materia de aportes a la seguridad social, el proyecto 
establece un régimen especial en relación con los apor- 
tes jubilatorios patronales al Banco de Previsión Social, 
correspondientes a las personas con discapacidad. En tal 
sentido y con la misma lógica gradual que inspira la apli- 
cación de esta ley, el primer año aportarán el 25 %, llegan- 
do al 100 % recién al tercer año de estar contratado dicho 
trabajador. 


A su vez, se destacan otros incentivos en la considera- 
ción de este proyecto, como por ejemplo los beneficios por 
la realización de obras de accesibilidad o adaptación de los 
lugares de trabajo, la facultad conferida al Poder Ejecutivo 
para establecer incentivos y beneficios para las empresas 
que contraten producción derivada de los talleres de pro- 
ducción protegida o cooperativas sociales integradas por 
personas con discapacidad. 


A fin de garantizar un adecuado cumplimiento de la 
ley, se crea la Comisión Nacional de Inclusión Laboral, 
que funcionará en la órbita del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y será la responsable de realizar el segui- 
miento y proponer medidas para la aplicación de la pre- 
sente ley. Dicha comisión constará de siete integrantes: un 
representante del Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial; uno del Ministerio de Desarrollo Social, que lo presi- 
dirá conjuntamente con el anterior —sin perjuicio de contar 
cada uno con un voto—; un representante del Ministerio de 
Salud Pública; uno del Banco de Previsión Social; uno del 
Plenario Intersindical de Trabajadores-Convención Nacio- 
nal de Trabajadores —PIT-CNT-; uno de las cámaras em- 
presariales y uno de las organizaciones de la sociedad civil 
del área de las personas con discapacidad. 


En síntesis, señora presidenta, estamos ante un proyec- 
to que, de aprobarse, no va a resolver todos los problemas 
ni terminará con algunas cosas injustas para las personas 
con discapacidad, pero continúa en la línea y el objetivo 
de construir una sociedad más justa, con más valores y 
oportunidades de inclusión. Como decíamos, la idea es 
construir una sociedad más justa para el conjunto de los 
compatriotas. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DELGADO. Señora presidenta: antes de ha- 
cer uso de la palabra para referirme a la posición que el 
Partido Nacional adoptó en la comisión y que va a tomar 
en el plenario en relación con este tema tan complejo y tan 
sensible, como recién pudimos acceder a algunas de las 
modificaciones propuestas en el día de ayer a última hora 
—lo hablábamos con el señor senador Castillo que preside 
la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social-, 
para poder evaluarlas y hablar sobre la totalidad del pro- 
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yecto —el actual y el que quieren modificar—, vamos a pe- 
dir un cuarto intermedio de quince minutos. 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar. 
(Se vota). 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por quince mi- 
nutos. 


(Así se hace. Son las 10:09). 

(Vueltos a sala). 

—Habiendo número, continúa la sesión. 
(Son las 10:44). 


SEÑORA ALONSO.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ALONSO.- Señora presidenta: solicitamos 
un cuarto intermedio de diez minutos. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota). 

23 en 24. Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por diez minutos. 
(Así se hace. Son las 10:45). 

(Vueltos a sala). 

—Habiendo número, continúa la sesión. 

(Son las 10:57). 


SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SENOR DELGADO.- Señora presidenta: en virtud de 
que este proyecto de ley se está votando en el límite del 
plazo constitucional y de que hay algunas propuestas para 
mejorar su redacción, para las cuales estamos haciendo las 
consultas pertinentes, solicitamos nuevamente un cuarto 
intermedio de quince minutos. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota). 
22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por quince mi- 
nutos. 


(Así se hace. Son las 10:58). 
(Vueltos a sala). 
—Habiendo número, continúa la sesión. 
(Son las 11:25). 
9) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 17 de octubre de 2018 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 

De mi mayor consideración. 

A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, de 28 
de setiembre de 2004, por motivos personales, por el día 
18 de octubre del corriente. 

Sin otro particular, saludo muy atentamente. 


Álvaro Delgado. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—24 en 26. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Alejandro Draper, a quien 
ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «17 de oc- 
tubre de 2018 


Señora presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito al Cuerpo, por motivos perso- 
nales, se me otorgue el 1.? de noviembre un día de licencia. 


Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 
Jorge Larrañaga. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—24 en 26. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Eber da Rosa, Jorge Gan- 
dini y Ana Lía Piñeyrúa han presentado notas de desisti- 
miento, informando que por esta vez no aceptan la convo- 
catoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado 
el señor Omar Lafluf, a quien ya se ha tomado la promesa 
de estilo. 


10) PROMOCIÓN DEL TRABAJO DE PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD 


SEÑORA PRESIDENTE.- El Senado continúa con la 
discusión del tercer punto del orden del día. 


SENOR DELGADO.- Pido la palabra. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DELGADO.- Señora presidenta: antes de co- 
menzar, pedimos disculpas al Cuerpo por la demora, pero 
estábamos haciendo consultas sobre temas de redacción y, 
más que nada, sobre algunas propuestas de modificación 
que el senador Juan Castillo, presidente de la comisión, 
nos hizo llegar en la tarde de ayer. 


En primer lugar, creemos que esta es una iniciativa 
justa, y debemos enmarcarla en ese punto. Es un proyecto 
de ley que abarca situaciones personales de 560.000 per- 
sonas y su entorno. 


Entonces, lo primero que tenemos que decir es que es 
una iniciativa justa que tiene como antecedente un pro- 
yecto de ley que se votó en la Cámara de Representantes. 
Luego, el Poder Ejecutivo remitió una nueva iniciativa que 
ingresó por el Senado y se envió a la Comisión de Asuntos 
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Laborales y Seguridad Social hace unos meses, en mayo 
de 2018. Quiero destacar el trabajo de los compañeros de 
la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, de 
su presidente —que ha sido muy tolerante y comprensivo en 
muchos aspectos y con quien hemos dialogado mucho— y 
de los funcionarios, porque no es fácil condensar la can- 
tidad de propuestas y modificaciones que proponía cada 
una de las delegaciones, con sus diferentes miradas. Entre 
otras delegaciones, se recibió al ministro de Trabajo y Se- 
guridad Social —como es obvio—, al PIT-CNT, a la Cámara 
de Industrias del Uruguay, a la Cámara de la Construcción 
del Uruguay, a la Asociación Down del Uruguay, a la Ofi- 
cina Nacional del Servicio Civil y a la Red Temática de la 
UdelaR, que hizo un trabajo bien interesante. 


Una cuestión muy buena a resaltar es que todos coin- 
cidieron en que este es un proyecto de ley necesario, justo 
y loable, y que tiene una intención más que destacable, 
pero obviamente cada delegación hizo aportes diferentes. 
Hubo algunas críticas y propuestas de modificación sobre 
aspectos que atañen a la realidad de cada sector de acti- 
vidad y al impacto que tendría la aplicación de una ley 
de estas características. Quiero enmarcarlo en esto. En la 
Cámara de Representantes fue más que elocuente que acá 
hay una mirada transversal de todos los partidos políticos 
en el tratamiento de un tema sensible y necesario, con el 
que el Uruguay está en deuda. 


Para no extender el debate en una sesión que ya se 
prolongó bastante, voy a entrar de lleno en el proyecto de 
ley, pero no voy a hablar de cada artículo, porque ya los 
detalló el senador Juan Castillo. Acá lo que se establece es 
un porcentaje del 4 % para personas con discapacidad en 
la actividad privada; después hay distintos mecanismos, 
pero en definitiva termina siendo eso. 


Una de las críticas que se hicieron al proyecto de ley 
original era que no establecía sobre qué plantilla, sobre 
qué vacantes, sobre qué total de trabajadores se iba a apli- 
car. En ese sentido, la comisión incorporó un concepto que 
me parece que da garantía y certeza jurídica al decir que 
se va a aplicar sobre los trabajadores permanentes, exclu- 
yendo los zafrales y temporales, porque en algunas activi- 
dades fluctuaban demasiado y era muy difícil determinar 
sobre qué y sobre cuánto se aplicaba el porcentaje. 


Asimismo, se suprimieron los artículos 11 y 12 del 
texto original, referidos a algunas licencias especiales, no 
porque no fueran justas ni porque no hubiera sensibilidad 
sobre ese aspecto, sino porque la comisión entendió que 
era un tema al que había que darle un abordaje mucho más 
integral y pausado; no nos olvidemos que estamos en los 
límites del plazo constitucional del 27 de octubre. Enton- 
ces, como es atendible el tema de las licencias especiales 
para quienes adopten un hijo con discapacidad, todos en- 
tendimos que sería bueno abordarlo en un proyecto de ley 
que, además, no tiene la premura de la restricción consti- 
tucional. 
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Sin perjuicio de lo que estamos diciendo sobre los be- 
neficios que otorga este proyecto de ley, establece funda- 
mentalmente un gradiente en cantidad de trabajadores; es- 
tablece franjas —por decirlo de alguna manera— de 25, 50, 
150 y 500 trabajadores. En ese sentido, este texto aplica 
porcentajes y gradualidad, en función de la cantidad de 
trabajadores permanentes de la empresa, para la contrata- 
ción de trabajadores con discapacidad. 


También es verdad que otorga algunos beneficios en 
los aportes patronales, que están relacionados con este 
gradiente o gradualidad al que hacíamos referencia en 
cuanto a la contratación. Al respecto, se van generando 
mayores beneficios o exoneraciones de aportes patronales 
por año, hasta terminar en el aporte completo cuando se 
llegue al porcentaje que está estipulado del 4 %. 


Paralelamente se establecen las condiciones de adap- 
tabilidad para hacer posible que trabajadores con discapa- 
cidad tengan la infraestructura y la accesibilidad necesa- 
rias. Para aquellos que contraten, se dispone el mecanismo 
previsto en las exoneraciones de la ley de inversiones para 
las inversiones que tengan que ver con este tema, cosa que 
nosotros compartimos. 


Entre las modificaciones que nos hicieron llegar en el 
día de ayer, había una que tenía que ver con un sustituti- 
vo del artículo 3.”, que me parece que le da mucho prag- 
matismo y además genera la posibilidad de ver y atender 
una casuística diferente. En este tema la casuística es muy 
importante. Este artículo dice que aquellos empleadores 
que deban incorporar a su plantilla de trabajo personal al 
amparo de la presente ley y que al momento de la contra- 
tación no puedan cumplir con lo previsto en el artículo 
72, dispondrán de un plazo y deberán comunicar dicho 
extremo a la Inspección General del Trabajo y de la Se- 
guridad Social. Junto con esa comunicación, el empleador 
deberá presentar un plan de acción en donde consten las 
medidas a adoptar a fin de dar cumplimiento a las condi- 
ciones de accesibilidad. El plazo de doce meses referidos 
se computará a partir del ingreso del trabajador. Y obvia- 
mente habla también de sanciones por incumplimiento, 
que también están previstas en la ley. En algunos casos las 
empresas podrán solicitar a través de la Inspección Gene- 
ral del Trabajo y de la Seguridad Social la extensión del 
plazo para poder cumplir con las exigencias que fija la ley. 
Quizás debería agregarse que la reglamentación dispondrá 
criterios objetivos para otorgar el plazo. De esta forma, se 
da seguridad jurídica; se asegura que esta medida no sea 
discrecional, es decir que se otorgue a unos sí y a otros no. 


Obviamente, con este proyecto de ley que tiene que 
ver con una situación muy sensible, uno tiene que ser muy 
cauto, porque en realidad nos abarca a todos o nos puede 
llegar a abarcar a todos. Por eso tenemos que mirarlo en 
términos de justicia y en términos humanos. 


En lo personal —no comprometo a nadie— tengo mucho 
miedo de generar normas que terminen siendo muy lindas 
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en el papel, aprobadas y aplaudidas, pero que después en 
los hechos no se cumplan, lo cual generaría una frustra- 
ción adicional. Es un tema bien complejo. La referencia 
más inmediata es una ley que acaba de cumplir diez años, 
o sea, la Ley n.” 18651, que establece que el Estado deberá 
cubrir el 4 % de sus vacantes con personas que tengan 
algún grado de discapacidad. Le ha sido imposible cum- 
plir con esta ley que, además, tiene reglamentados solo 
cuatro artículos. Por eso, aquello de «haz lo que yo digo, 
pero no lo que yo hago» hay que tenerlo arriba de la mesa 
cuando discutimos estos temas. Hay que ser muy serios 
y, sobre todo, muy responsables cuando los asuntos son 
tan sensibles. A pedido del senador Mieres, concurrió a 
la comisión, en representación de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, el director, doctor Scavarelli. Informó que 
el Estado no llega al mínimo del 4 % establecido en el 
artículo 49 de la Ley n.” 18651, de 9 de marzo de 2010. En 
ese artículo se disponen los mínimos requeridos para estas 
contrataciones. Para que los senadores tengan en cuenta 
algunas cifras, señalo que en el año 2017 deberían haber 
ingresado al Estado —son cifras que estuvieron en discu- 
sión en la comisión; no las estoy inventando— 261 personas 
con discapacidad, pero solamente lo hicieron 85. Esto sig- 
nifica que tan solo 1,3 % de las vacantes se cubrieron con 
trabajadores con algún grado de discapacidad, lo cual está 
muy lejos del 4 % establecido por la Ley n.* 18651. 


Fueron más eficientes —de acuerdo con las cifras de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil- los Gobiernos depar- 
tamentales, que de las 1638 vacantes del 2017, cubrieron 
51 con trabajadores con algún tipo de discapacidad, lo que 
representa un 3,3 %. 


Entonces, el cumplimiento del Estado central fue del 
1,3 % y el de los Gobiernos departamentales, el 3,3 %. 
Estoy hablando en términos promedio, pero la realidad es 
que ninguno llegó al 4%. 


Abundando en los detalles podemos agregar que en el 
Gobierno nacional, para 3983 vacantes, tan solo ingresa- 
ron 33 personas con discapacidad, cuando tenían que ha- 
ber ingresado 159. Esto da un déficit de 126 trabajadores, e 
implica que en la Administración central solo se cubrieron 
0,8 % de las vacantes con personas con discapacidad. En 
el resto de los organismos del Estado, de las 899 vacantes 
generadas, tan solo uno cubrió todos los requisitos esta- 
blecidos en la Ley n.” 18651, mientras que el resto no lo 
hizo. El porcentaje fue 0,1 %. 


En conclusión, en todo el Estado, en términos prome- 
dios, en 2017 se deberían haber contratado 261 personas 
con algún tipo de discapacidad para alcanzar el 4 %, pero 
se contrataron 85, o sea, el 1,3 %. Esto significa que 176 
personas quedaron sin la posibilidad de acceder al trabajo 
por los beneficios que la ley les otorgaba. 


Obviamente, en este caso no hay sanción, porque el 
Estado no se sanciona a sí mismo; lo que este proyecto de 
ley fija para la actividad privada, que son sanciones por in- 
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cumplimiento, no rige para el Estado, que no cumple y no 
recibe ninguna sanción. Hay una clausulita en la ley, pero, 
reitero, el Estado no se sanciona a sí mismo. 


Me parece que en esto también tenemos que ser muy 
autocríticos: en el Parlamento se ha cubierto el 1,2 % de 
vacantes con personas con algún tipo de discapacidad. Es- 
toy hablando de esta casa. La Cámara de Senadores está 
más cerca del cumplimiento que otras reparticiones, pero 
ninguna cumple con la ley. 


Por eso, considero que se debe tener mucho cuidado al 
generar expectativas tratándose de un tema tan sensible, 
pues de la mano de ellas vienen las frustraciones cuando 
no se cumple con la norma. 


El 21 de agosto de 2013 se votó la Ley n.” 19122, re- 
lativa a la promoción laboral de la población afro, en la 
que se establece que los poderes del Estado, el Tribunal de 
Cuentas, la Corte Electoral, el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, los Gobiernos departamentales, los entes 
autónomos, los servicios descentralizados y las personas 
de derecho público no estatal están obligados a destinar el 
8 % de los puestos de trabajo a ser llenados en el año, para 
ser ocupados por personas afrodescendientes mediante 
un llamado público. ¿Saben cuántos cargos se llenaron 
en 2017 en cumplimiento de esta norma? De acuerdo con 
la información reportada por los organismos —uno no en- 
vió la información requerida, tres enviaron información 
incompleta y 119, información completa, según los datos 
mencionados por el doctor Scavarelli- ingresaron 361 per- 
sonas afrodescendientes al Estado y a las personas jurí- 
dicas de derecho público no estatal durante el año 2017, 
lo que representa 2,06 %, cuando la ley preveía el 8 %. 
Por supuesto que tampoco hay sanciones, pues como dije 
antes, el Estado no se sanciona a sí mismo. 


Además, más allá de la oportunidad laboral, hay como 
una displicencia en lo que tiene que ver con la capacitación 
y la formación. El doctor Scavarelli —hablo de él ahora que 
el senador Heber no está— nos informó en la comisión algo 
que nos llamó poderosamente la atención; nos impactaron 
las cifras mencionadas, no por los números, sino por la 
falta de conciencia sobre la importancia de este tema y por 
la sensibilidad que debe existir. En 2017 —que son los nú- 
meros más recientes—, el 83 % de los organismos dijo que 
no realizó capacitaciones o trabajos de sensibilización so- 
bre el tema y el 42 % afirmó que necesitaba asesoramiento 
sobre el asunto. 


Es obvio que tenemos que abordar el tema de la 
capacitación y la formación. Sé que hay organismos, por 
ejemplo, las intendencias, que trabajan en la capacitación 
y logran la inserción laboral de personas con discapacidad, 
no en las comunas, sino en el sector privado. Al respecto, 
me gustaría referirme al Inefop que tiene algunos 
programas —aunque a nuestro juicio muy escasos— y destina 
$ 83:000.000 al Fondo de Reconversión Laboral, que me 
parece clave para preparar a la gente, y no solo para cumplir 
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con la cuota, porque sin dudas tiene que existir voluntad 
política del Estado para cumplir con ese porcentaje; pero 
también es bueno que los trabajadores reciban formación 
para capacitarse e insertarse en el mercado laboral. 


Nosotros vamos a acompañar este proyecto de ley, 
pero nos parece importante señalar estas salvedades —pen- 
samos que es el momento adecuado para ello— relativas al 
grave incumplimiento del Estado de las leyes que aprueba 
en relación con las cuotas laborales. Estos datos, que son 
oficiales —no son caprichosos, sino que fueron aportados 
por el director de la Oficina Nacional del Servicio Civil— y 
no generaron ninguna sanción, nos tienen que interpelar 
a todos. Y en esto no estoy adjudicando responsabilidad 
a nadie. 


SEÑOR OTHEGUY.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR DELGADO.- Enseguida se la concedo, señor 
senador. 


Dicho de otro modo, nos tiene que interpelar a todos la 
idea de si se debe avanzar en temas que son justos, pero 
que luego, en la realidad, no se cumplen. 


En ese sentido, quiero señalar que nosotros creemos en 
la obligación, pero también en el estímulo. Al respecto te- 
nemos para presentar una propuesta —que nos parece muy 
razonable—, con el mismo espíritu y en el mismo rumbo 
de lo que quiere la ley. Quizás habría que ir corriendo las 
franjas todos conocemos la realidad y las situaciones del 
Uruguay- y que el mínimo exigible para obligar a llenar 
el 4 % de las vacantes de personal permanente con per- 
sonas con discapacidad sea para aquellas empresas que 
tengan más de 50 trabajadores, en lugar de 25, pero con 
un adicional: que el estímulo sí se establezca a partir de 
los 25 trabajadores permanentes. O sea, que el estímulo 
se aplique a las empresas que, a partir de 25 trabajadores 
permanentes, contraten el porcentaje establecido por la ley 
hasta llegar al 4 %, en una gradualidad como allí se dispo- 
ne; esas empresas obtendrían el beneficio relacionado con 
el aporte patronal, el cual va a ir aumentando hasta llegar 
al 4 %. Eso solamente en la franja de las microempresas, 
con entre 25 y 50 trabajadores. Consideramos que esta 
medida, sumada a la capacitación, nos va a permitir darle 
aplicabilidad a la ley. Además, a partir de 50 trabajado- 
res nos parece correcto el gradiente y las incorporaciones 
que se hicieron en la comisión atendiendo muchas de las 
propuestas que allí se plantearon por parte de todas las 
delegaciones que nos visitaron. 


Aquí tengo el artículo sustitutivo que vamos a pre- 
sentar, que tiene la misma orientación, pero que quizás 
cambia un poco las franjas, sin olvidar los estímulos, que 
deberían ser permanentes. 


Esta disposición tendría un agregado que me parece 
interesante: que las empresas que deben generar las con- 
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diciones de accesibilidad para poder contratar personas 
con discapacidad cuando así lo requieran, sean incorpo- 
radas a los beneficios fiscales establecidos, sabiamente, 
por la ley de promoción y protección de inversiones. Eso 
está bien. Pero también tenemos que ser muy honestos 
intelectualmente y admitir que es probable que a muchas 
de las empresas que se ubican en ese perfil, que tienen 
entre veinticinco y cincuenta trabajadores, les cueste 
mucho acceder, ya no a los beneficios, sino a todos los 
procedimientos que generan el derecho a pelear por esos 
beneficios. 


Por eso, me parece que esta solución, que es inter- 
media, que va en el mismo sentido y seguramente tenga 
iguales objetivos —sin duda los tiene—, con un gradiente un 
poquito mayor y estímulos para hacer que las cosas pasen, 
es más adecuada, en tanto a todos nos interesa que gente 
con discapacidad pueda, primero capacitarse —el Estado 
dispone de mecanismos a esos efectos— y después ingresar 
al mercado de trabajo de manera efectiva. De lo contrario, 
corremos el riesgo de votar leyes que nos pueden gustar 
más o menos, pero que después, en los hechos, agregan 
una frustración. 


Asimismo, pienso que debemos hacer una autocrítica 
sobre por qué no se cumplió con la ley anterior. No lo sé, 
pero pienso que no es por falta de voluntad política —y esto 
no es una crítica al Gobierno ni a nadie en particular—, 
por lo que habría que analizar si está bien redactada, por- 
que en muchos casos lo que ocurre es que no se generan 
las vacantes necesarias para llegar al porcentaje exigido. 
Entonces, después de tanto tiempo de haber sido aprobada 
una ley y puesto que solamente se han reglamentado cua- 
tro artículos, considero que es un buen momento para ha- 
cer una autocrítica y examinar por qué no funciona como 
debería, habida cuenta del porcentaje de personas con dis- 
capacidad que cumplen tareas en el sector privado, en el 
Gobierno central, en los entes autónomos, en los servicios 
descentralizados y en las intendencias. 


En definitiva, nosotros vamos a acompañar este pro- 
yecto de ley. 


SEÑOR OTHEGUY.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR DELGADO.- Con mucho gusto. 

SEÑORA PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al 
señor senador Otheguy, se va a votar una moción llegada 
a la Mesa para que se prorrogue el tiempo de que dispone 
el orador. 

(Se vota). 

—25 en 26. Afirmativa. 


Puede interrumpir el señor senador Otheguy. 
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SEÑOR OTHEGUY.- Señora presidenta: voy a hacer 
una pequeña puntualización. 


En primer lugar, me parece muy bueno que se esté 
anunciando que se va a acompañar el proyecto de ley; por 
lo tanto, no voy a incurrir en esa práctica que se da a veces 
en el Senado, que es discutir mucho más cuando decimos 
que estamos de acuerdo que cuando no lo estamos. Esa no 
es mi intención. 


Junto con el señor senador Delgado integramos la co- 
misión y manifestamos la misma preocupación con respec- 
to al incumplimiento del Estado de las cuotas establecidas 
en las leyes vigentes. Creo que todos nos comprometimos 
a abordar ese tema integralmente en comisión. Ensayamos 
posibles propuestas, algunas que van por el lado de in- 
corporar sanciones y otras por el de incorporar estímulos. 
Tuvimos un breve intercambio al respecto. Por supuesto, 
es algo que hay que asumir; sin duda es necesario hacer la 
autocrítica y corregir hacia adelante, pues es inaceptable 
que el Estado no cumpla. 


Los datos manejados por el señor senador, que son los 
que la Oficina Nacional del Servicio Civil publica anual- 
mente, son correctos, pero también es de ley manifestar 
que, según lo declarado por el director de este organismo 
en la comisión, este año, por primera vez, el Estado estaría 
cumpliendo con la cuota del 4 %. 


Simplemente, quería hacer esta puntualización, porque 
me parece de orden. 


Muchas gracias. 


SENORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador. 


SENOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SENOR DELGADO.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: en el 
mismo sentido de lo manifestado por el señor senador 
Otheguy, pienso que hacemos las reglas para los demás 
y las excepciones para nosotros. Estamos estableciendo 
sanciones muy graves para quienes incumplen la ley y, al 
mismo tiempo, el Estado incumple en forma flagrante una 
que está vigente desde hace muchos años, relativa al lle- 
nado de las vacantes. Tengo información respecto de los 
años 2016 y 2017, en los que no se cumplió. ¡Ojalá que este 
año se cumpla! Es lo que todos esperamos. 


Es bueno destacar que quien más se acercó al cumpli- 
miento de esta ley fue la Cámara de Representantes, con el 
3,9 % de las vacantes provistas, pero hay una cantidad de 
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entes y organismos del Estado que ni siquiera se acercan, 
y habría que plantearse cuál será la sanción para ellos, por- 
que si vamos a ser tan estrictos con el sector privado, apli- 
cándole multas, etcétera, ¿qué hacemos con los jerarcas 
del Estado que no cumplen? Algo tendríamos que agregar; 
las sanciones deberían alcanzar a todos, incluido el Estado 
central y los Gobiernos departamentales. 


Si bien esta ley está dirigida al sector privado, creo 
que le vendría bien una ampliación de sanciones a ser apli- 
cadas al sector público, para que cumpla con las mismas 
exigencias que el sector privado. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Delgado. 


SEÑOR DELGADO.- Coincido con lo que dijeron los 
señores senadores Otheguy y Bordaberry. Este intercam- 
bio lo tuvimos en comisión y me consta que el señor sena- 
dor Otheguy opinó lo mismo que dijo en sala: que es una 
barbaridad llegar a estas cifras, cuando vamos a reclamar 
de los demás cosas que el Estado debería cumplir, no aho- 
ra, sino desde hace mucho tiempo. ¡Ojalá que en el 2018 se 
cumplan!, lo que veremos el año que viene. Muchas veces 
sentimos lo mismo: vemos lo grave del incumplimiento 
año por año, y observamos que en algunos casos hemos re- 
trocedido y no avanzado. Estas son las cifras de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil con respecto al Estado. 


En síntesis, señora presidenta, queremos dejar en claro 
que vamos a votar en general el proyecto de ley —como lo 
hicimos en comisión—, porque la compartimos y creemos 
que es justa. Es una ley que viene a intentar lograr solu- 
ciones en una situación que necesita apoyos —¡vaya si el 
Estado en algunas situaciones tiene que brindar apoyo!— 
porque estamos hablando de más de 560.000 personas. 


Ayer recibí una carta de una persona con discapacidad 
a la que conozco mucho, y voy a referirme a esto porque 
ella lo hizo públicamente. Se trata de una diputada suplen- 
te de mi partido, que el día que tenga que asumir en la Cá- 
mara de Representantes no va a poder hacerlo porque ese 
ámbito no cuenta con las condiciones adecuadas, porque 
esta persona es sorda y el Reglamento prevé que se dé la 
palabra a un legislador y no a un asesor ni a un traductor, y 
porque a las comisiones no puede entrar nadie que no sea 
un legislador. Este tipo de situaciones son las que tene- 
mos que plantearnos introspectivamente antes de avanzar 
y de generar expectativas. Son leyes necesarias, es cierto, 
pero lo peor que podemos hacer es crear una norma que 
después no podamos cumplir. Este es un dato concreto: es 
primera suplente en una lista del Partido Nacional a la Cá- 
mara de Representantes, y el día que tengan que convocar- 
la tendrán que cambiar hasta el Reglamento y gran parte 
de la logística de funcionamiento porque, de lo contrario, 
no podrá asumir. No podrá cumplir su función porque no 
se lo permite el Reglamento. Acá no hay falta de voluntad, 
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¡no se lo permite el Reglamento! ¡Vaya si tendremos que 
trabajar nosotros en el Estado antes de avanzar en otra se- 
rie de condiciones! 


Esta carta que me envía la señora Camila Ramírez, 
menciona varias veces la necesidad de dar cursos de ca- 
pacitación laboral para acceder al empleo, y termina con 
una frase que me gustó mucho, que dice: «Nada de no- 
sotros sin nosotros». Esto se vincula con el aporte de las 
agrupaciones o de las propias personas que sufren la dis- 
capacidad —sufrimiento que se hace extensivo al sistema 
familiar—, que debe formar parte de la solución. 


Algunos eran más críticos respecto de este proyecto de 
ley, de cómo se abordaba y de qué perfil tenía, pero todos 
se sentían frustrados por el incumplimiento del Estado y 
eran sumamente críticos en eso. Ojalá esto sirva para pen- 
sar en el avance normativo, pero también para reflexionar 
sobre el poco cumplimiento de las disposiciones que gene- 
ramos porque, lamentablemente, en temas tan sensibles, 
si las normas no son pragmáticas y posibles de cumplir, 
generamos una enorme frustración. 


Como dije, vamos a votar en general este proyecto de 
ley, pero proponemos un texto sustitutivo para el artículo 
12 en lo que tiene que ver con las franjas, a los efectos 
de que el gradiente empiece a aplicarse a empresas con 
cincuenta personas. Asimismo, sugerimos un artículo adi- 
tivo que plantea otorgar beneficios fiscales a las empresas 
con entre veinticinco y cincuenta personas, con el fin de 
estimular la contratación de personas con algún tipo de 
discapacidad. También intentaremos que en el artículo 3.* 
se mantenga que el Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial, con causa justificada, genere ciertos plazos para que 
algunas empresas puedan adaptarse al cumplimiento de 
la norma. 


Muchas gracias. 
SEÑORA AVIAGA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA AVIAGA.- Señora presidenta: según el 
artículo 97 del Reglamento, que prohíbe a todo senador 
intervenir en asuntos que refieren a su interés individual, 
yo no podría estar en sala en este momento porque mi hija 
es miembro de la Asociación de Sordos del Uruguay. 


Por lo tanto, solicito el permiso correspondiente a la 
Cámara de Senadores para permanecer en este recinto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se autoriza 
que la señora senadora Aviaga permanezca en sala. 


(Se vota). 


—29 en 30. Afirmativa. 
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SEÑORA MOREIRA .-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA MOREIRA. Señora presidenta: la verdad 
es que esta ha sido una semana de logros y de conquistas, 
pues en el día de ayer se dio media sanción al proyecto 
de ley integral para personas trans, hoy estamos tratando 
el proyecto de ley de promoción del trabajo de personas 
con discapacidad y seguramente también aprobaremos el 
proyecto de ley sobre desarrollo con equidad de género 
para la producción familiar agropecuaria, que figura en el 
orden del día de esta sesión. 


¡Qué suerte que el plazo constitucional nos ha impul- 
sado a densificar la agenda de estas semanas con todos 
estos proyectos de ley! No tendríamos por qué tener pla- 
zos constitucionales próximos a vencer que nos ayuden 
a aprobar proyectos; de todas maneras, la productividad 
parlamentaria que hemos tenido en estos días y que segu- 
ramente continuará la semana que viene, creo que es muy 
saludable, tanto política como politológicamente, para 
aquellos a quienes les extraña y descreen de la actividad 
parlamentaria. 


Celebro votar este proyecto de ley por un fundamento 
político último. Es cierto que contamos con una ley ante- 
rior, que tiene ocho años —la Ley n.” 18651—, que obliga 
al Estado y a los organismos públicos a incorporar cierto 
porcentaje de personas con discapacidad. Eso está muy 
bien porque el Estado debe ser ejemplar, debe cumplir la 
función de ejemplaridad con relación a los derechos para 
con el resto de la sociedad. ¡Está muy bien! ¡Es por el Es- 
tado por donde deben empezar a hacerse las cosas!, pero 
después deben seguir por el ámbito privado, porque la par- 
ticipación del Estado en el empleo es pequeña, la mayor 
parte está en el sector privado. Lo que hace el Estado es 
dar una señal ejemplar, pero es, justamente «ejemplar» 
porque el impacto no sería igual si eso sucediera en la ac- 
tividad privada. 


Además, es necesario solidarizar a los privados con 
relación a este tema, no solo a los públicos; todos debemos 
estar solidarizados con una población que constituye el 
15 % del Uruguay, y que representa el 10 % de la población 
económicamente activa. 


El señor senador Otheguy mencionaba que en el re- 
glstro figuran 8000 personas, pero cuando se miran los 
datos de la población con discapacidad se puede apreciar 
que se trata de medio millón de uruguayos y de 50.000 
niños. ¡Medio millón de uruguayos y 50.000 niños!, según 
los datos del informe de Unicef de 2011. Y en los resulta- 
dos que observo en la serie de fotocopias que tengo en mi 
poder —que luego citaré para la versión taquigráfica— apa- 
rece que, efectivamente, el 10 % de la población en edad 
de trabajar tiene alguna discapacidad. Se trata de muchas 
personas, ¡muchas! 
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Sobre lo expuesto deseo hacer dos consideraciones. 


En primer lugar, el señor senador Delgado hablaba del 
mercado de trabajo, pero el término «mercado» tiene que 
estar entre comillas, porque debe estar regulado. Y esto 
es parte de la regulación del mercado de trabajo, así como 
lo son los consejos de salarios y los planes de calidad con 
equidad de género para las empresas, ya que el hecho de 
que sea un mercado no obsta para que en él haya dere- 
chos. Así que, como decía, defiendo este proyecto de ley 
con un criterio político último, porque creo que cuando 
trasladamos las políticas de derechos del sector público 
al sector privado las universalizamos —mientras forman 
parte del sector público no son universales, lo son cuando 
permean al resto de la sociedad—, y confío plenamente en 
la regulación del mercado de trabajo a los efectos de que 
los derechos se produzcan y estén vigentes. 


La segunda consideración que quiero hacer con res- 
pecto a lo que manifestaba el señor senador Delgado es 
que el hecho de que las leyes no funcionen no obsta para 
que las aprobemos. Voy a citar un ejemplo por el absur- 
do: como la cuota femenina no funciona porque después 
obligan a las mujeres a renunciar, entonces, mejor no la 
tenemos. ¡No! ¡Lo que debemos hacer es lograr que las le- 
yes se apliquen efectivamente, pero no dejar de conquistar 
avances legislativos porque por la vía de los hechos cuesta 
mucho que se consagren! 


Hace ocho años que se aprobó la ley que establece la 
obligación de reservar un cupo en los organismos estata- 
les para personas con discapacidad, y un poco menos en 
lo que refiere al cupo para la población afrodescendiente. 
Luego de aprobar estas leyes, son muchas las cosas que 
hay que hacer para lograr que la reglamentación exista, 
responda y sea efectiva. Si se realizan concursos para to- 
dos los cargos del Estado sería más fácil reservar vacan- 
tes, pero en muchos lugares esto no es así, como en buena 
parte de los Gobiernos departamentales, donde las desig- 
naciones son directas. Obviamente, esto tiene una especie 
de control de resultados, porque luego se toma el bolsón y 
se ve si se llega o no al 4 %. Pero, insisto: si tuviéramos 
mecanismos formalizados de acceso a todos los cargos pú- 
blicos, sería mucho más fácil hacer cumplir las leyes que 
cuando tenemos un mercado de lo público absolutamente 
fragmentado con relación a los criterios de ingreso y de 
acceso a los lugares de trabajo. 


De cualquier manera, tanto el señor senador Castillo 
como el señor senador Otheguy me dicen que en el año 
2018 se estaría llegando a esos números. ¡Estamos hablan- 
do de ocho años después de aprobada la ley! La Oficina 
Nacional del Servicio Civil es la que brinda la informa- 
ción, y hay que agradecerle que cada vez que vamos a 
votar el presupuesto aparezca un renglón sobre cómo se 
llenan los cupos para personas afrodescendientes o con 
discapacidad. ¡Por suerte tenemos los datos que nos per- 
miten medir la distancia que hay entre la ley y la realidad! 
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Las leyes son una condición necesaria pero no su- 
ficiente para la vigencia del derecho. Eso no obsta para 
que nosotros, como legisladores, elaboremos leyes; esa es 
nuestra función. Además de parlamentar, hacemos leyes. 


Hay una tesis que se usó durante muchísimos años —y 
miro a mi colega, Conrado Ramos, porque no sé si se sigue 
utilizando— sobre el famoso gradualismo uruguayo. Esta- 
mos hablando de la teoría de que Uruguay va avanzando 
en su política pública de un modo gradual, es decir, evitan- 
do transformaciones estructurales hechas de un día para 
el otro, porque las claves de la sociedad uruguaya son la 
amortiguación del conflicto y tomarse su tiempo para ha- 
cer las cosas. Yo también pienso: «¡Cómo demoramos para 
todo!». Suponiendo que el gradualismo —y, reitero, miro 
a Conrado Ramos- es una virtud del Uruguay, ¿cómo se 
expresa ese gradualismo? ¿Haciendo primero una ley para 
el sector público y luego otra para el sector privado? Esto 
me parece muy acertado; dadas las dificultades en la im- 
plementación de la Ley n.* 18651, estaremos bastante más 
prevenidos respecto de la ley que hoy aprobaremos. 


Cuando uno lee el artículo 1.” —referido al ámbito de 
aplicación—, advierte que más gradualismo no puede ha- 
ber. Allí hay frases como «durante el primer año de vigen- 
cia de la ley», «durante el segundo año de vigencia de la 
ley», «durante el tercer año de vigencia de la ley» y «cum- 
plidos tres años desde la entrada en vigencia de la presente 
ley». Esta es la clave del gradualismo uruguayo llevada a 
este sistema de cuotificación. 


En el orden de las consideraciones generales —luego 
voy a hacer algunas más específicas— debo decir que ayer 
escuché algunas críticas a nuestro sistema de cuotifica- 
ción, a propósito del proyecto de ley integral para personas 
trans. Fueron muchas las críticas que escuché; algunas no 
me parecieron atendibles, pero hubo una que sí, aunque no 
voy a mencionar quién la hizo para evitar alusiones. Aquí, 
en el Senado, alguien dijo que el Uruguay se caracterizó 
por integrar; no por diferenciar o hacer leyes específicas 
para grupos específicos, sino por una integración univer- 
sal. Como el argumento me parece atendible y, en todo 
caso, honorable, voy a comentar algo al respecto. En lo 
personal, estoy a favor de la cuotificación en todo. Demo- 
raría mucho tiempo en explicar por qué, así que lo tiro de 
brocha gorda para no generar problemas. 


¿Por qué el Uruguay integrador de la Constitución de 
principios del siglo xx no funciona bien ahora? Porque las 
sociedades complejas requieren soluciones complejas. ¡No 
somos el Uruguay de la primera mitad del siglo xx! Ade- 
más, hoy la integración implica el reconocimiento de las 
diferencias: de las diferencias de género, de las diferencias 
étnico-raciales; implica el reconocimiento de todas las di- 
ferencias. Y eso, señora presidenta —para mostrar cómo 
hemos superado el optimismo del Uruguay de principios 
del siglo xx y hoy estamos en el Uruguay complejo del si- 
glo xx1-—, es el reconocimiento de que la igualdad de opor- 
tunidades no alcanza. 
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Toda la política de gasto público está sostenida sobre 
el principio de la igualdad de oportunidades. Si doy edu- 
cación de buena calidad para ricos y para pobres, si doy 
salud de buena calidad para ricos y para pobres, entonces, 
los ricos y los pobres van a tener el mismo nivel de aten- 
ción pública y, por tanto, la misma salud y el mismo nivel 
educativo; pero a la vista está que no es así. Los resultados 
educativos son los que más muestran esto, porque la bre- 
cha que separa los aprendizajes de los niños se encuentran 
entre los estratos socioeconómicamente pobres y aque- 
llos estratos socioeconómicamente ricos: implica algo así 
como que el 80 % de los niños de los estratos medios al- 
tos terminan el liceo, mientras que en los estratos medios 
bajos solo lo hacen el 25 % de los niños. Entonces, está 
más que demostrado que no es suficiente solo con la igual- 
dad de oportunidades en que se basa el gasto público —y 
doy por zanjada esta discusión porque sin gasto público ni 
siquiera habrá igualdad de oportunidades; digo esto para 
quienes cuestionan el gasto público—, ya que los resulta- 
dos, al final, son muy desiguales. Si doy igualdad de opor- 
tunidades, pero resulta que al final los resultados son muy 
desiguales, es porque hay algo que pasó por el camino, y 
tiene que ver estrictamente con el tema de la discapacidad. 


Los colectivos con discapacidad se han visto segrega- 
dos y excluidos, y no estoy hablando de experiencias que 
nadie haya tenido en esta sala. Si alguien tuvo alguna vez 
que trasladar a un amigo o un familiar en una silla de rue- 
das, sabrá de lo que estoy hablando, de lo poco amigables 
que son las ciudades con las personas que sufren discapa- 
cidad. 


¿Por qué me refiero a que con la persona que sufre dis- 
capacidad no tenemos ningún grado de separación, según 
la teoría de los grados de separación? No solo porque te- 
nemos familiares y amigos con discapacidad, sino porque 
todos vamos a terminar con discapacidades. Si vivimos lo 
suficiente, vamos a terminar sordos, medio ciegos y con 
enormes dificultades motoras, así que la discapacidad es 
lo que nos espera a todos, repito, si vivimos suficientes 
años. Que nadie sienta que es algo que a uno no le va a 
pasar. ¡No! Y, por supuesto, también aumentan las disca- 
pacidades a medida que va transcurriendo la vida; algunos 
ya las sienten. Entonces, por eso digo que no estamos ha- 
blando de un colectivo que nos es ajeno, sino de nosotros 
mismos. 


Transcurrieron muchos años para que en este país exis- 
tieran políticas públicas que atendieran la discapacidad. 
Recuerdo que en Italia, en 1993, hubo una campaña que 
decía: «¡Sono qui, sono qui!» y yo me preguntaba qué que- 
ría decir eso. Eran las grandes campañas que se estaban 
dando en los países europeos, que llamaban la atención 
sobre el fenómeno de la discapacidad. ¡Hace un cuarto de 
siglo! 


Hay una relación entre discapacidad y pobreza, señora 
presidenta. Tengo aquí el Informe Mundial sobre la Dis- 
capacidad, elaborado por el Banco Mundial en 2011, que 
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dice que la prevalencia de la discapacidad es mayor entre 
los grupos más pobres de la población, y que las malas 
condiciones de vida hacen más frecuente la discapacidad 
como consecuencia de mala nutrición, enfermedades, ac- 
cidentes y problemáticas sociales que empeoran las condi- 
ciones de crecimiento y desarrollo de los niños. Según los 
datos de este informe, un alto porcentaje de las personas 
con discapacidad en América Latina viven en situación de 
pobreza. 


Y ya que estamos hablando de empleo —no encontré el 
dato pertinente, pero habría que producirlo—, quiero ma- 
nifestar que los accidentes de trabajo, señora presidenta, 
son una gran causa de discapacidad; son una verdadera 
crónica roja de la que no habla el informativo emitido por 
televisión. ¡Los accidentes de trabajo en este país son una 
crónica roja! Esto lo vimos cuando discutimos la ley de 
responsabilidad penal empresarial; hablo de que el trabajo 
causa un montón de discapacidades. Esta iniciativa ten- 
dría que alcanzar, como principio de justicia retributiva, a 
aquellos que se ven imposibilitados de conseguir un ingre- 
so porque han sufrido accidentes de trabajo; tendríamos 
que asegurarles de alguna manera las condiciones para 
que puedan tener ese ingreso. Solo con políticas públicas, 
solo con el Sistema Nacional Integrado de Cuidados o con 
pensiones por discapacidad no resolvemos el tema. Los in- 
gresos genuinos todavía dependen del empleo; quiere de- 
cir que la sociedad y el mundo privado tendrán que hacer 
algo porque solamente con el gasto público y las políticas 
sociales no podemos avanzar. 


El informe sobre la discapacidad del Banco Mundial 
también dice que esta situación no afecta solo a la persona, 
sino a todo el núcleo familiar. El impacto económico es 
sobre todo el grupo familiar y no podemos resolverlo solo 
con el Sistema Nacional Integrado de Cuidados. Cuan- 
do se tiene a una persona con discapacidad la demanda 
de ingresos aumenta, y ni todas las políticas públicas del 
mundo permitirían resolver el problema si no acudiéramos 
al mercado de trabajo que, además —insisto—, es un gran 
productor de discapacidades. Y ni que hablar del impacto 
sobre las mujeres, sobre los cuidados, sobre la atención. 


Quiero hacer un reconocimiento al movimiento 
sindical, porque en el año 2015 el PIT-CNT empezó a 
impulsar la extensión de la ley al sector privado. Como dije 
al principio, 500.000 uruguayos y 50.000 niños viven con 
discapacidad, según el censo de 2011. Estamos hablando 
del 16 % de la población total, de los cuales el 60 % está 
en edad de trabajar. Digo esto porque puede suponerse que 
la tasa de discapacidad es alta porque hay mucha gente 
grande en el Uruguay, pero no es así; la mayor parte de esa 
discapacidad afecta a personas en edad de trabajar. 


Si observamos los números, podríamos decir que se 
trata de uno de cada diez. En este punto es preciso decir 
que hemos tenido una discusión y alguna conversación 
sobre el tamaño de las empresas. El 80 % de las empre- 
sas en el Uruguay son pymes; es algo de lo que poco se 
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habla, pero son las pymes las que dan empleo en nuestro 
país. El 41 % de las empresas son unipersonales, el 43 % 
son microempresas —con uno a cuatro empleados— y las 
pequeñas —de cinco a diecinueve empleados— son el 13 %. 
Es decir que las empresas medianas o grandes son el 3 %, 
por lo que si nos volvemos muy exigentes con respecto a 
esto, la medida sería inefectiva. 


La exigencia del registro, en el que son 8000 las perso- 
nas inscriptas, le resta gravedad al problema que se deriva 
de consideraciones como las que hacen los empresarios, 
que dicen: «No vamos a poder con esto». Estamos hablan- 
do de 8000 personas. Por otro lado, las discapacidades son 
un mundo; hay discapacidades que pueden ser compati- 
bles con determinados trabajos y otras no. Es un mundo 
muy diverso, que creo que permitiría la flexibilidad para 
que las empresas pudieran absorber esa demanda. 


Repito que si no nos ponemos un poco exigentes con 
el tamaño de las empresas, la medida sería completamente 
inefectiva. Entiendo que en Brasil las empresas en las que 
se ha aplicado esto tienen cien trabajadores, pero ¿uste- 
des vieron el tamaño que tienen las empresas brasileñas o 
las argentinas? Esto tiene que ser a escala de las empresas 
uruguayas, y me parece, insisto, que el ámbito de aplica- 
ción —que está comprendido en el artículo 1.— permitirá 
las flexibilidades suficientes. 


Para terminar, quiero felicitar a quienes han trabajado 
durante este tiempo, al movimiento sindical, a las distintas 
comisiones honorarias por la discapacidad. También quie- 
ro felicitar la labor de mis compañeros y que este Senado 
esté tomando cartas en un asunto tan importante para la 
vida del país. 


Gracias. 
SEÑORA AVIAGA - Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA AVIAGA.- Muchas gracias, señora presi- 
denta. 


Agradezco al Cuerpo por permitirme hablar y ser par- 
te de la discusión. 


Este es un tema que me toca muy de cerca, porque des- 
de muy joven me sumergí en el mundo de la discapacidad 
a través de Camila. Y hoy Camila está acá, en las barras. 
Yo trato de no ser su voz, porque ella tiene voz propia, y 
lo que más he intentado en la vida es que sea una persona 
independiente; como madre, ser solamente su plataforma 
para que ella pueda desarrollarse y ser feliz en la vida. 
Pero hoy acá, en este recinto, quiero decir algo que ella 
repite en su nombre pero también en nombre de aquellos a 
quienes representa: «Nada de nosotros sin nosotros». Esa 
es la consigna que creo que todos tenemos que entender 
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cuando hablamos de estos temas: son sujetos de derecho; 
no son ni deben ser beneficiarios de las dádivas de nadie; 
tienen que ser los protagonistas en el diseño y ejecución 
de las políticas públicas que se hagan con respecto a la 
discapacidad en Uruguay. 


Naciones Unidas hizo setenta y tres observaciones al 
Gobierno y a todos nosotros, a todos los uruguayos, acer- 
ca de la situación de la discapacidad en nuestro país. Hoy 
corresponde hablar del tema trabajo; otro día hablaremos 
de otras observaciones, que nos están diciendo que no se 
están contemplando debidamente los derechos humanos 
de las personas con discapacidad en Uruguay. 


El artículo 27 de esas observaciones del Comité sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad de la Or- 
ganización de las Naciones Unidas dice textualmente: «Al 
Comité le preocupan los altos niveles de desempleo de las 
personas con discapacidad. También preocupa al Comité 
que no se cumpla la cuota para facilitar el empleo de las 
personas con discapacidad en la función pública. Preocu- 
pa también la falta de información sobre los puestos de 
trabajo y la pirámide salarial de las personas con discapa- 
cidad en el sector privado». 


De los 3:500.000 uruguayos, 560.000 son personas con 
discapacidad. En 2008 se aprobó la Ley n.” 18651, con una 
gran expectativa de todos los que de una u otra manera es- 
tábamos inmersos en buscar oportunidades para la gente 
que amamos y para todos los demás que viven diversas 
problemáticas en este sentido. Esta ley llegaba a dar un 
impulso para que se cumplieran y respetaran los derechos 
de las personas con discapacidad. Hasta ese momento es- 
taba vigente la Ley n.” 16095, que pasó casi veinte años sin 
reglamentarse. Entonces se dijo que la Ley de Protección 
Integral de Personas con Discapacidad iba a hacer una di- 
ferencia, que se iban a acortar los tiempos de los que se 
hablaba acá hace un rato e ibamos a lograr que las perso- 
nas con discapacidad, que son sujetos de derecho, comen- 
zaran realmente a ser contemplados; que sus derechos se 
empezarían a cumplir. Lamentablemente, al día de hoy, 
diez años después de su aprobación, esa ley aún no se ha 
reglamentado en su gran mayoría. ¿Y qué pasa con esto? 
Que cuando una ley no se reglamenta, no se cumple, y to- 
das las expectativas que se generaron terminan causando 
más dolor a los que ya padecen dolor, y más injusticias. 


El 19 de marzo de este año se cumplió el plazo estable- 
cido por el artículo 79 de la Ley n.” 18651 para adecuar las 
barreras urbanas y edilicias de uso público. Entre tantos 
aspectos que la Ley de Protección Integral de Personas 
con Discapacidad tiene sin reglamentar están, por ejem- 
plo, los artículos 76 y 78, que establecían que había que 
adecuar o eliminar las barreras arquitectónicas y urbanas, 
para que las personas con discapacidad motriz tuvieran 
accesibilidad. Es decir que los organismos públicos res- 
pectivos tenían que trabajar en pos de lograr esos objeti- 
vos; ya sé que no es fácil, pero se daban ocho años para 
que esas transformaciones en los espacios públicos y en 
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los espacios privados de uso público se llevaran a cabo. 
Sin embargo, a pesar de que hay algún avance, esto real- 
mente no se ha cumplido. 


Lo mismo sucede en otros aspectos, y especialmente en 
lo que tiene que ver con las vacantes del Estado, a las que se 
refirió más temprano el señor senador Delgado. Cuando la 
Oficina Nacional del Servicio Civil concurre a la Comisión 
de Presupuesto integrada con Hacienda del Senado nos in- 
forma acerca de los avances que se logran, pero lamenta- 
blemente estamos muy lejos del 4 % establecido. Si hay que 
rever alguna herramienta para lograr que se cumpla con 
esto, tendríamos que accionar en ese sentido. 


Cabe destacar que esta Ley de Protección Integral 
de Personas con Discapacidad ya había generado herra- 
mientas en su articulado por si no se cumplía con los pla- 
zos. En el artículo 51 de esta ley —que está sin reglamen- 
tar— ya se establecían acciones para cuando se diera un 
incumplimiento en la provisión de vacantes en el Estado. 
Por ejemplo, en el literal E) de este artículo se establece: 
«El Poder Legislativo, el Poder Judicial, el Tribunal de 
Cuentas, la Corte Electoral, el Tribunal de lo Contencio- 
so Administrativo, los Gobiernos Departamentales, los 
entes autónomos, los servicios descentralizados y las 
personas de derecho público no estatales, deberán dictar 
sus reglamentos a efectos de la aplicación de la presente 
ley, en un plazo máximo de sesenta días...». Este pla- 
zo empezaba a correr a partir de haber sido aprobada la 
ley. Obviamente, no solo no existen los reglamentos, sino 
tampoco los protocolos, y no se cumple con nada de lo 
que se esperaba que se cumpliera a través de la aproba- 
ción de esta ley. 


Pero, además, el propio artículo 51 establece que el or- 
ganismo que tenía el deber de controlar que esto se cum- 
pliera era la Oficina Nacional del Servicio Civil. En estos 
años, tanto la señora senadora Alonso como quien habla 
hemos solicitado, en más de una oportunidad y de diversas 
formas, la reglamentación de esta ley —en comisión y en 
distintos ámbitos—, pero no hemos tenido éxito hasta aho- 
ra. Quizás con la sensibilidad que se va creando logremos 
que la ley se reglamente. 


Concretamente y al respecto, el artículo 51 dice: «C) 
El Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil será 
responsable por el incumplimiento de los contralores co- 
metidos a dicha Oficina, pudiendo llegar a la destitución 
y cesantía del mismo por la causal de omisión de acuerdo 
con los procedimientos establecidos en la Constitución de 
la República, en las leyes y en los reglamentos respecti- 
vos». Es decir que en el año 2008 esta ley nos daba la segu- 
ridad de que si no se cumplía con lo allí establecido habría 
una sanción al Estado, que podía llegar a la destitución del 
director de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


¿Qué otra cosa tendría que haber hecho el entonces di- 
rector —o el de ahora, porque la ley se sigue incumplien- 
do— de dicho organismo? El mismo artículo de esta ley, 
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que está vigente y sin reglamentar —reitero—, dice: «D) La 
Oficina Nacional del Servicio Civil deberá elaborar un pro- 
yecto de reglamentación de la presente ley en el plazo de 
sesenta días a partir de su promulgación que elevará al Po- 
der Ejecutivo, quien dispondrá de un plazo de treinta días 
para su aprobación». Esto fue en 2008, y estamos en 2018. 
Y continúa diciendo: «En la reglamentación se preverá la 
forma en que los organismos deberán cubrir las vacantes, 
los requisitos de idoneidad para desempeñar los cargos y el 
régimen sancionatorio para los infractores de la misma, es- 
tableciéndose que la omisión en el cumplimiento de la ley 
será pasible de destitución o cesantía». ¡Acá está el cuello 
de botella por el que el 4 % en el Estado no se cumple! No 
hay que dar más vueltas; ¡esta es la causa! Estoy hablando, 
insisto, del artículo 51 de la Ley n.” 18651, y lo digo para 
que puedan buscar el artículo y leerlo. Tal vez después po- 
damos empezar a solucionar los graves problemas sociales 
y las vulnerabilidades que tienen las personas con disca- 
pacidad en este país. Más de medio millón de uruguayos, 
reitero, son personas con discapacidad. 


Por mi parte estoy muy de acuerdo con este proyecto 
de ley que se va a aprobar hoy, porque se ha construido 
con amplia participación, no solo de sindicalistas, sino 
también de personas con discapacidad. La aspiración que 
uno tiene es que no haya personas que trabajen en el tema 
de la discapacidad, sino que haya personas con discapaci- 
dad que estén elaborando sus propias normativas y herra- 
mientas para mejorar su vida. La idea es que ya no haya 
organismos gubernamentales que quieran tratarlos como 
beneficiarios, sino que las personas con discapacidad sean 
protagonistas en el Ministerio de Desarrollo Social o en 
los distintos órganos de representación. ¡Tiene que haber 
personas con discapacidad con poder de decisión! No solo 
incumple el Estado uruguayo con lo que correspondería 
en materia de empleo, conforme a la Ley n.* 18651, sino 
también las empresas tercerizadas que contrata el Estado 
—que son muchas—, en tanto no se les exige que cumplan 
con el 4 % establecido en dicha ley. 


Si lográramos que el Gobierno dispusiera —aunque sea 
como aspiración— que el 4 % de los trabajadores de las em- 
presas tercerizadas del Estado debe ser cubierto por perso- 
nas con discapacidad, sin duda que la vida y la dignidad de 
estas personas tendría realmente un cambio. 


¡Ojalá que todo lo sucedido en el día de hoy sea un 
puntapié inicial para generar, entre todos, esa fluidez nece- 
saria para que las normas se cumplan a todo nivel! 


11) PRÓRROGA DE LA HORA DE FINALIZACIÓN 
DE LA SESIÓN 


SEÑORA TOURNÉ.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 
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SEÑORA TOURNÉ.- Señora presidenta: aún quedan 
oradores anotados para referirse al proyecto de ley que es- 
tamos tratando, así como muchos otros puntos por consi- 
derar. Por lo tanto, me veo obligada a plantear la prórroga 


de la hora de finalización de la sesión hasta agotar el orden 
del día. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va votar la moción for- 
mulada por la señora senadora. 


(Se vota). 
—25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
12) PROMOCIÓN DEL TRABAJO DE PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD 


SEÑORA PRESIDENTE. Continúa el tratamiento 
del tema en discusión. 


SEÑORA ALONSO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ALONSO.- Señora presidenta: realmente, 
no iba a hacer uso de la palabra porque me sentía más que 
contenida en las expresiones vertidas tanto por el señor 
senador Delgado en representación de nuestro partido, 
como por la señora senadora Aviaga hace unos minutos. 
Sin embargo, no quiero dejar de aprovechar la oportuni- 
dad para hacer algunas consideraciones y reafirmar algo 
con respecto a lo que estamos en el debe. A riesgo de ser 
reiterativa, voy mencionar el debe moral en que hoy está 
el Estado, del cual somos parte como Poder Legislativo. 


En primer lugar, quiero decir que acompañaremos con 
gusto este proyecto de ley, que tiene un valor importante: 
se construyó desde abajo, a partir de personas que convi- 
ven con la discapacidad día a día. Por eso, quiero expresar 
mi reconocimiento a aquellos que son luchadores, que han 
sido motor y pilar para poner este tema arriba de la mesa. 
Lo defienden desde hace mucho tiempo y, después de un 
largo trabajo, finalmente hoy se va a convertir en ley. 


Como muchas veces hemos dicho aquí: una cosa es 
aprobar una ley y otra, muy distinta, es que se cumpla. No 
pretendo aguar el clima de alegría por la votación de este 
importante proyecto de ley, pero este día de alegría y de 
avance, señora presidenta, no puede hacernos olvidar algo 
que se mencionó en varias oportunidades: la irresponsa- 
bilidad —vuelvo a reafirmarlo— con la que está actuando 
el Estado. 


¡Parece tener una doble moral! Esto pasa muchas veces 
y en repetidas oportunidades me ha generado una gran 
impotencia, que he confesado acá. Aprobamos leyes, de- 
cimos que consagramos derechos, pero en muchos casos 
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después no pasa nada. Y lo más triste es que cuando se dan 
estos incumplimientos casi nadie hace nada, aun cuando 
el Estado tiene todos los recursos y todos los medios para 
hacerlo. Es más, desde que están vigentes estas leyes —la 
señora senadora Aviaga mencionó las Leyes n.” 16095 y 
n.> 18651— ingresaron cientos de miles de personas. En es- 
tos últimos años entraron más de 70.000 empleados públi- 
cos y no se ha cumplido con lo que corresponde respecto 
al ingreso de personas con discapacidad. 


El señor senador Otheguy decía: «Este año se va a 
cumplir». Todos los años vengo escuchando eso, pero no 
se cumple, y ese incumplimiento genera una enorme irres- 
ponsabilidad por parte del Estado. El Estado, que es el ma- 
yor empleador del país, dice a los privados: «Vos tenés que 
hacer esto», pero él no lo cumple. Es más, además de no 
cumplir, no pasa nada; nadie pone una sola sanción. En 
particular, se hacía referencia al literal B) del artículo 51 
de la Ley n.* 18651, pero todos miramos para el costado. 
Y digo «todos» porque los que estamos acá tenemos res- 
ponsabilidades. 


Entonces, escuchamos decir que es inadmisible que el 
Estado no cumpla. Hace unos minutos escuché a un se- 
nador expresarlo, como si al decir eso nos sacáramos la 
culpa. Pero ¿qué han hecho para que eso no pase? 


Nosotros hemos denunciado hasta el cansancio, hemos 
realizado pedidos de informes e, incluso, fuimos hasta la 
propia institución de derechos humanos porque esto viola 
los derechos humanos de las personas con discapacidad. 
No puede dar lo mismo que se cumpla o no se cumpla, 
pero acá parecería que es todo lo mismo. 


Esto nos tiene que ayudar a interpelarnos como socie- 
dad —por eso aproveché la oportunidad de votar esta ley—, 
pero también a exigirnos y hacer la suficiente autocrítica. 
¿Saben una cosa? La población se va cansando y va dejan- 
do de creer en los políticos —lo que todos, quienes preten- 
demos ser dignos representantes de los que nos colocaron 
en estos sillones, somos en esta casa—, termina perdiendo 
la confianza. Miremos los números de las encuestas —to- 
dos lo hacemos— y podremos ver esa enorme cantidad de 
desilusionados, que tiene que ver con estas cosas porque 
aprobamos algo lindo, aplaudimos, nos quedamos conten- 
tos, pero después miramos para el costado. 


Por eso, además de aprobar esta ley, señora presidenta, 
¡exijamos! Cambiemos lo que haya que cambiar. La seño- 
ra senadora Aviaga decía algo que nos involucra a todos: 
«cambiemos», aprovechemos la oportunidad para cambiar 
aquellas cosas que debemos cambiar para que el Estado, 
que rezonga y exige a otros, no siga teniendo coronita. 


En todos lados hablamos de incluir. Claro que debe- 
mos incluir —obvio que debemos hacerlo—, pero no solo 
en el papel sino en los hechos. Inclusiones de papel, de es- 
critorio, hay muchísimas, pero hay que llevarlas adelante. 
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Descarto la buena voluntad, la buena disposición, y sé 
que es difícil lograrlo, pero no puede ser imposible. Lo 
difícil tiene que ser difícil, pero tienen que encontrarse 
caminos de solución y de salida. Y nosotros, que estamos 
acá, deberíamos encontrarlos. 


Por eso, señora presidenta, otra vez aprovecho esta 
oportunidad para levantar mi voz frente a este grave in- 
cumplimiento y también para que sirva de reflexión, de 
autocrítica y de exigencia para que aquellos que no cum- 
plen en el ámbito público sean sancionados. La ley lo esta- 
blece en el literal B) del artículo 51 de la Ley n.* 18651. El 
Estado es el que tiene la responsabilidad ética de custodiar 
y de apoyar a los más vulnerables; es por eso que debemos 
dejar de mirar para el costado. 


La peor discapacidad es la del alma, la de no enten- 
der que todos somos iguales ante la ley, y es desde ese 
lugar que vamos a seguir siendo fieles defensores de los 
derechos de los más vulnerables, para asegurar que esa 
inclusión social sea realmente tal y no una mera inten- 
ción. Vamos a trabajar por esa cantidad de personas con 
discapacidad que hay en nuestro país y por sus familias, 
porque son ejemplo de lucha, de esperanza, de sacrificio y 
de dedicación. En todos estos años he conocido ejemplos 
increíbles de personas que son dignas de mi admiración, 
y no de lástima, como muchas veces se pretende mirar a 
la discapacidad. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si nadie más desea hacer 
uso de la palabra, le corresponde al miembro informante, 
en este caso el señor senador Castillo, hacer una interven- 
ción final. 


SEÑOR CASTILLO. Señora presidenta: estamos cul- 
minando la discusión del proyecto de ley, al que se le han 
incorporado una cantidad de elementos. De todas mane- 
ras, recuerdo que estamos analizando una iniciativa que 
intenta promocionar el trabajo de personas con discapaci- 
dad en la actividad privada. 


Se hizo mucho énfasis y se dedicó mucho tiempo a la 
discusión de la Ley n.” 18651, pero lo que estamos consi- 
derando es una nueva ley. 


Luego del trabajo realizado en la comisión y de la com- 
parecencia de las distintas organizaciones e instituciones, 
nos dimos cuenta de algunas cuestiones que hay que co- 
rregir y de errores que debemos asumir. A partir de esa 
experiencia, intentamos tener en cuenta algunos elemen- 
tos para subsanar una carencia que tenemos, como Estado 
y como sociedad uruguaya, con respecto a las personas 
con discapacidad. 


Ratifico que es cierto lo que han expresado muchos 
colegas en sala en cuanto al incumplimiento cabal del por- 
centaje previsto por ley para la actividad pública, pero en 
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el informe que realizó la Oficina Nacional del Servicio Ci- 
vil queda claro —y lo ha demostrado con documentación— 
que este año se ha cumplido con la cuota que se exige. Por 
lo tanto, luego de todo lo que se ha criticado, en este año 
se va a estar cumpliendo la meta. 


Queremos señalar que, tanto para la ley anterior —que 
se trajo a colación— como para este proyecto de ley que 
estamos debatiendo, el objetivo que se está persiguiendo 
no es recaudar a través de multas por incumplimiento, sino 
elaborar una iniciativa que se cumpla para cubrir una ne- 
cesidad que tienen personas con discapacidad en nuestra 
sociedad. 


Como lo han expresado algunos colegas en sala, hay 
sectores de la sociedad que no están cien por ciento de 
acuerdo con este proyecto. Soy muy consciente de ello 
porque recibimos una cantidad importante de comisiones, 
de organizaciones, de delegaciones y de empresarios; al- 
gunos querían que la iniciativa tuviera menos contenido, 
menores porcentajes de ingreso y plazos mayores, y otros 
planteaban la necesidad de que la ley se aplicara el mes 
que viene, con doble cantidad de cupos y de salarios. Esta 
es la sociedad en la que vivimos y es parte del debate po- 
lítico que estamos realizando en sala y que tiene nuestra 
sociedad. 


No estamos tratando de vender esta iniciativa como la 
mejor de las leyes, sino que la estamos presentando como 
lo que pudimos lograr después de la discusión que se rea- 
lizó en la comisión y del debate que se está dando en el Se- 
nado, ya que también se le hará algunos cambios. Por tan- 
to, se han tenido en cuenta varios beneficios y estímulos en 
función de lo que dijeron los empresarios que vinieron —a 
quienes les creemos— en cuanto a que estaban de acuerdo 
con el objetivo de la ley. Si esto es así, las obligaciones y 
las multas no serían necesarias, pero por las dudas tam- 
bién estamos estableciendo obligaciones y multas como 
resguardo por si no cumplieran. En este caso, se le estaría 
dando un rol a la Inspección General del Trabajo y de la 
Seguridad Social o a otros organismos del Estado y luego, 
en la reglamentación de la ley, se verá por dónde pasan los 
controles para que se efectivicen. 


Además, dado el espíritu que han manifestado varios 
legisladores, si luego de la puesta en marcha de la ley se 
encontraran elementos para corregir, seguramente encon- 
traremos la voluntad para hacerlo. 


Finalmente, queremos dar cuenta de que hay algunos 
cambios en la redacción del repartido que tienen todos los 
colegas, porque hay algunos artículos aditivos y sustituti- 
vos. En su momento, vamos a sugerir que se desglosen al- 
gunos artículos —al igual que lo harán otros sectores—, que 
se suprima la lectura, que se voten en bloque los artículos 
en los que hay consenso y, por último, que el proyecto de 
ley se envíe con carácter de urgente a la Cámara de Re- 
presentantes. 
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Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si ningún señor senador quiere fundar el voto, quie- 
ro dejar una constancia. De las tres unidades ejecutoras 
que tiene el Poder Legislativo, no tengo la información 
correspondiente a la Cámara de Representantes, pero en 
el Senado y en la Comisión Administrativa se cumple la 
proporción que exige la ley. 


En discusión particular. 


Corresponde votar el criterio propuesto para la vota- 
ción en particular. 


Se va a votar si se desglosan los artículos que se pre- 
tende modificar y el resto se vota en bloque, suprimiendo 
la lectura. 


(Se vota). 
—30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el articulado, excepto los artículos 
1,2, 3.2, 4.2 y 6., que quedarían desglosados. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar en bloque 
los artículos que no fueron desglosados. 


(Se vota). 
—30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el artículo 1.*, que tiene un sustituti- 
vo en la página 4 de lo que se repartió. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar tal como 
vino de comisión. 


(Se vota). 


—16 en 30. Afirmativa. 


SENOR DELGADO.- Pido la palabra. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DELGADO.- Solicito la rectificación de la vo- 
tación. 


SENORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar nuevamente el artículo 1.”. 
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(Se vota). 
—30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 3.2. 


Para este artículo hay un sustitutivo, que figura en la 
hoja 1 que fue repartida. 


SEÑOR DELGADO. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DELGADO. Señora presidenta: en realidad, 
nosotros preferimos —lo hablamos con el señor senador 
Castillo— el artículo que aprobamos en comisión pues nos 
parece más garantista e, incluso, otorga un papel al Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social. De acuerdo con la 
casuística que puede existir, repito, preferimos el artículo 
tal como vino de la comisión. No sé cuál es la justificación 
de la modificación; es medio rara porque da competencias, 
pero no del todo. Me parece que el artículo tal como vino 
de la comisión está bien logrado. 


Quizá, en lugar de «Inspección General del Trabajo» 
se podría poner «Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial» para lograr un ámbito más general. Obviamente, el 
ministerio derivaría a las unidades ejecutoras correspon- 
dientes o a las comisiones especiales que funcionan en 
esos ámbitos, pero le daríamos la potestad de evaluar el 
cumplimiento de todo lo vinculado con la infraestructu- 
ra y la logística para la accesibilidad de las personas con 
discapacidad. 


Reitero: nosotros preferimos el artículo que viene de 
comisión. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar el artículo tal como vino de la comi- 
sión. 

(Se vota). 

—14 en 30. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
sustitutivo. 


(Se vota). 
—26 en 30. Afirmativa. 
En consideración el artículo 4.*. 


Para este artículo hay un sustitutivo, que figura en la 
hoja 2 que fue repartida. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
tal como vino de la comisión. 


(Se vota). 
—0 en 30. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
sustitutivo. 


(Se vota). 
30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 6.*. 


Para este artículo hay un sustitutivo, que figura en la 
hoja 3 que fue repartida. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
tal como vino de la comisión. 


(Se vota). 


—0 en 30. Negativa. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
sustitutivo. 


—27 en 30. Afirmativa. 


Fue presentado un artículo aditivo al proyecto de ley, 
que figura en la hoja 5 que fue repartida. 


En consideración. 
SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DELGADO. Señora presidenta: al no haber- 
se aprobado el sustitutivo al artículo 1.” que presentamos, 
este aditivo no tiene sentido. Por lo tanto, solicitamos que 
se retire. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Así se hace. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará urgente a la Cámara de Representantes. 
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(Texto del proyecto de ley aprobado). 


Artículo 1. (Ámbito de Aplicación).- Los empleadores de la actividad privada que 
cuenten con 25 (veinticinco) o más trabajadores permanentes, en todo nuevo ingreso de 
personal que se produzca a partir de la vigencia de la presente ley, deberán emplear a 
personas con discapacidad (artículo 2” de la Ley N* 18.651, de 19 de febrero de 2010), 
que reúnan condiciones y la idoneidad para el cargo, en los siguientes porcentajes 
aplicados sobre la totalidad de sus trabajadores permanentes: 


1) durante el primer año de vigencia de la ley: 


a. empleadores con 500 (quinientos) o más trabajadores: 3 % (tres por 
ciento); 

b. empleadores con 150 (ciento cincuenta) o más trabajadores y menos de 
500 (quinientos): 2 % (dos por ciento); 

c. empleadores con 50 (cincuenta) o más trabajadores y menos de 150 
(ciento cincuenta): 1 % (uno por ciento); 


2) durante el segundo año de vigencia de la ley: 


a. empleadores con 500 (quinientos) o más trabajadores: 4 % (cuatro por 
ciento); 


17 de octubre de 2018 CÁMARA DE SENADORES 445-C.S. 


b. empleadores con 150 (ciento cincuenta) o más trabajadores y menos de 
500 (quinientos): 3 % (tres por ciento); 

c. empleadores con 50 (cincuenta) o más trabajadores y menos de 150 
(ciento cincuenta): 2 % (dos por ciento); 

d. empleadores con menos de 50 (cincuenta) trabajadores y más de 25 
(veinticinco): 1,5 % (uno y medio por ciento); 


3) Durante el tercer año de vigencia de la ley: 


a. empleadores con 500 (quinientos) o más trabajadores: 4 % (cuatro por 
ciento); 

b. empleadores con 150 (ciento cincuenta) o más trabajadores y menos de 
500 (quinientos): 3,5 % (tres y medio por ciento); 

c. empleadores con 50 (cincuenta) o más trabajadores y menos de 150 
(ciento cincuenta): 3 % (tres por ciento); 

d. empleadores con menos de 50 (cincuenta) trabajadores y más de 25 
(veinticinco): 2 % (dos por ciento); 


4) Cumplidos tres años desde la entrada en vigencia de la presente ley, el 4 % 
(cuatro por ciento) en todos los casos. 


Cuando por aplicación de los porcentajes referidos precedentemente resultare una 
cifra inferior a la unidad, pero igual o superior a la mitad de la misma, se redondeará a la 
cantidad superior. 


Si dentro de la plantilla de la empresa ya existieren trabajadores con discapacidad al 
momento de los nuevos ingresos; se descontará el número de aquéllos a los efectos del 
cálculo previsto en este artículo, siempre que dichos trabajadores cumplieren con los 
requisitos establecidos en el artículo 1” e inciso final del artículo 8” de la presente ley. 


Artículo 2”. (Derechos y obligaciones).- Las personas con discapacidad empleadas de 
conformidad con la presente ley, gozan de todos los derechos y obligaciones previstos por 
la normativa laboral. 


Artículo 3”. (Sanción).- Aquellos empleadores que deban incorporar a su plantilla de 
trabajo, personal al amparo de la presente ley, y que al momento de la contratación no 
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pudieran cumplir con lo previsto en el artículo 7* de la misma, dispondrán a dichos efectos 
de un plazo no superior a 12 meses. 


Los empleadores comprendidos en lo dispuesto en el inciso precedente, deberán 
comunicar dicho extremo a la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social. 
Conjuntamente con dicha comunicación, el empleador deberá presentar un plan de acción 
en donde consten las medidas a adoptar a fin de dar cumplimiento a las condiciones de 
accesibilidad. 


El plazo de 12 meses referido se computará a partir del ingreso del trabajador, 


Vencido el plazo y constatado el incumplimiento, la Inspección General del Trabajo y 
de la Seguridad Socia! aplicará las sanciones correspondientes al amparo de lo dispuesto 
por el Decreto N*186/004. 


Artículo 4”. (Glosario).- A los efectos de la presente ley se entenderá por: 


Empleo con Apoyo: metodología de inclusión laboral dirigida a la prestación de 
apoyo continuado a las personas con discapacidad para acceder, asegurar y 
mantener un empleo remunerado en el mercado laboral. 


Operador Laboral: técnico en Empleo con Apoyo a quien le compete preparar al 
trabajador con discapacidad para que desempeñe su tarea con efectividad, 
asesorar en materia de accesibilidad, brindar preparación previa al equipo de 
trabajo así como detectar apoyos naturales que faciliten el desempeño del 
trabajador hasta tanto el mismo pueda trabajar en forma independiente. 


Artículo 5”. (Apoyo Laboral).- Las personas con discapacidad que requieran apoyo 
para el cumplimiento de las obligaciones laborales podrán solicitarlo al empleador y éste 
deberá autorizado. Los apoyos abarcarán aspectos tales como adaptaciones, 
identificación de compañeros y compañeras mentores o apoyos naturales, entre otros. 


En caso de tratarse del apoyo brindado por los operadores laborales a que refiere el 
artículo siguiente, el costo de sus servicios será sufragado por el Ministerio de Desarrollo 
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Social y por la Comisión creada en el artículo 16 de la presente ley, en la forma que 
establezca la reglamentación. 


Artículo 6*, (Regulación del beneficio).- El alcance, las condiciones y la duración del 
apoyo laboral será reglamentado por el Poder Ejecutivo conforme a lo previsto en el 
artículo 18 de la presente ley. 


Artículo 7%. (Accesibilidad).- Cada empleador generará las condiciones adecuadas en 
el puesto de trabajo sobre accesibilidad según las normas vigentes en esa materia a 
cuyos efectos deberá ejecutar las adaptaciones necesarias para el adecuado desempeño 
de las funciones del trabajador. 


Artículo 8”. (Inscripción en el Registro Nacional de Personas con Discapacidad).- Las 
personas con discapacidad que deseen acogerse a los beneficios de la presente ley, 
deberán inscribirse en el Registro Nacional de Personas con Discapacidad que funciona 
en la Comisión Nacional Honoraria de Discapacitados (artículo 768 de la Ley N* 16.736, 
de 5 de enero de 1996). 


La certificación a la que refiere el inciso final del artículo 49 de la Ley N” 18.651, de 19 
de febrero de 2010 acreditará la discapacidad en los términos allí previstos, a los solos 
efectos de lo dispuesto en dicho artículo y del amparo a la presente ley, no resultando de 
aplicación para los casos en que la normativa atribuye la determinación de incapacidades 
laborales a otros organismos. 


Artículo 9”. (Despido).- En caso de producirse el despido de una persona con 
discapacidad incorporada en un empleo por aplicación de la presente ley, el mismo 
deberá obedecer a una causa razonable, relacionada con la conducta del trabajador o 
basada en las necesidades de la empresa, establecimiento o servicio, u otra de entidad 
suficiente para justificar la decisión adoptada. En caso contrario, el empleador deberá 
abonar un importe equivalente a seis meses de salario más la indemnización legal que 
corresponda. 


En todos los casos, el empleador deberá, dentro del término de tres meses a contar 
de dicho despido, contratar a otra persona con discapacidad en sustitución del empleado 
cesado, en las condiciones previstas en el inciso primero del artículo 1? de la presente ley, 
salvo cuando el despido hubiere obedecido a la supresión del puesto de trabajo por 
reestructura de la empresa y sin perjuicio de la obligación prevista en el artículo 1”de la 
presente ley. 
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Artículo _10. (Licencia Extraordinaria sin Goce de Sueldo).- Todo trabajador 
comprendido en la presente ley tendrá derecho a solicitar licencia extraordinaria sin goce 
de sueldo por un período de hasta tres meses continuos o discontinuos al año, adicional 
al período de licencia anual y a la licencia por enfermedad que le correspondiere, siempre 
que el motivo esté directamente relacionado con su discapacidad. El trabajador que se 
propusiere hacer uso de este derecho deberá comunicarlo al empleador con una 
antelación mínima de 48 (cuarenta y ocho) horas al inicio de dicha licencia extraordinaria, 
acompañando el certificado médico expedido por la oficina de Peritaje Médico dentro del 
Sector Evaluación de Incapacidad del Banco de Previsión Social. 


Artículo 11. (Registro de Empleadores en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social).- Para acceder a los beneficios e incentivos que habilita la presente ley, los 
empleadores deberán estar debidamente inscriptos en el registro que funcionará en la 
órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a estos efectos. Para que pueda 
realizarse la inscripción mencionada, los empleadores deberán presentar informe de la 
Comisión Nacional de Inclusión Laboral, respecto del cumplimiento de la presente ley. 


Artículo 12. (Tratamiento Preferencial). Facúltase al Poder Ejecutivo para 
reglamentar las condiciones en que podrá darse un tratamiento preferencial a los 
empleadores que contraten personas con discapacidad por encima de los mínimos 
previstos en el artículo 1”de la presente ley, en los casos en que se conceda el uso de 
bienes del dominio público o privado del Estado. 


Artículo 13. (Aportes Jubilatorios Patronales).- Los aportes jubilatorios patronales al 
Banco de Previsión Social correspondientes a las personas con discapacidad que 
ingresaren a trabajar para empleadores de la actividad privada a partir de la vigencia de la 
presente ley, se realizarán en forma gradual conforme a la siguiente escala: 


1%) 25% (veinticinco por ciento) del aporte durante el primer año de labor; 

2) 50% (cincuenta por ciento) del aporte durante el segundo año de labor; 

3) 75% (setenta y cinco por ciento) del aporte durante el tercer año de labor; 
4) 100 % (cien por ciento) del aporte, una vez finalizados tres años de trabajo. 


Las bonificaciones previstas en este artículo serán incompatibles con la prevista por el 
artículo 9” de la Ley N* 17.963, de 19 de mayo de 2006. 
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En los casos previstos en el artículo 9” de la presente ley, los aportes patronales 
correspondientes al trabajador con discapacidad que ingresare en virtud del despido allí 
referido se realizarán en el porcentaje que debía tributarse por el trabajador cesado, 
continuando con la escala que hubiera correspondido a éste, 


Artículo 14. (Beneficios por realización de obras de accesibilidad o adaptación de los 
lugares de trabajo).- Las personas físicas o jurídicas que realicen obras de accesibilidad o 
adaptación de los lugares de trabajo con la finalidad de posibilitar el desempeño del 
personal contratado al amparo de la presente ley, podrán estar comprendidas en los 
beneficios y las obligaciones establecidas en la Ley N” 16,906, de 7 de enero de 1998. 


Artículo 15. (Incentivos y Beneficios).- Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer 
incentivos y beneficios para las empresas privadas que contraten producción derivada de 
Talleres de Producción Protegida, así como para cooperativas sociales integradas por 
personas con discapacidad. 


Artículo 16. (Comisión Nacional de Inclusión Laboral).- Créase la Comisión Nacional 
de Inclusión Laboral, que funcionará en la órbita del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, que será la responsable de realizar el seguimiento y de proponer medidas para la 
aplicación de la presente ley. 


La misma constará de siete integrantes: un representante del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y uno del Ministerio de Desarrollo Social, que la presidirán 
conjuntamente -sin perjuicio de contar cada uno con un voto-, un representante del 
Ministerio de Salud Pública, uno del Banco de Previsión Social, uno del Plenario 
Intersindical de Trabajadores -Convención Nacional de Trabajadores (PIT-CNT)-, uno de 
las cámaras empresariales y uno de las organizaciones de la sociedad civil del área de 
personas con discapacidad. 


Participarán de la Comisión, además, con voz pero sin voto, un representante del 
Congreso de Intendentes, uno de la Universidad de la República y uno de la Universidad 
del Trabajo del Uruguay. 


La Comisión solo podrá fomentar instituciones públicas o privadas cuyo objeto sea el 
de apoyar a personas con discapacidad, así como contribuir a sufragar los costos a que 
refiere el inciso segundo del artículo 5”, mediante los fondos a que refiere el artículo 3? u 
otros recursos que se le pueda asignar. 
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Artículo 17. (Financiación).- Los gastos que generare al Estado la aplicación de la 
presente ley serán atendidos con los correspondientes créditos presupuestales de cada 
uno de los organismos con competencias adjudicadas por la misma. 


Artículo 18. (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo dispondrá de un plazo de 90 
(noventa) días para la reglamentación de la presente ley. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en Montevideo, a 17 de octubre de 
2018. 


LUCÍA TOPOLANSKY 
Presidente 
HEBERT PAGUAS 
Secretario 
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SEÑORA AVIAGA.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA AVIAGA.-- Señora presidenta: quiero dejar 
una constancia. 


Insisto en el tema de la Ley n.* 18651. En los artículos 
del 62 al 65 de esta ley se habla del trabajo para las per- 
sonas con discapacidad en el ámbito privado. Si estos 
artículos también tuvieran reglamentación y los estuvié- 
ramos haciendo cumplir, haría diez años que las personas 
con discapacidad tendrían la puerta abierta en el ámbito 
privado. Invito a los señores senadores a revisar estos 
artículos para ver cómo podemos hacer para que se regla- 
menten a fin de que las personas con discapacidad tengan 
más derechos y sean más contempladas. 


Gracias. 
SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 

SEÑOR PINTADO. Señora presidenta: me siento to- 
talmente compenetrado e identificado con las expresiones 
que han vertido tanto el señor senador Castillo como los 
demás integrantes de la bancada, así como también quie- 
nes hablaron a favor de la norma. Insisto en que las leyes 
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no tienen un efecto mágico sobre las conductas de la socie- 
dad, pero marcan hacia dónde vamos y qué es lo que que- 
remos que opere en el mediano y corto plazo. Creo que el 
sentido de la votación de este proyecto de ley —y también 
del que fue aprobado en el día de ayer— es ir indicando un 
rumbo y un destino al que queremos llegar. Pero no se- 
ría justo ni honesto si no hiciera un reconocimiento. Hace 
poco propusimos una iniciativa para homenajear al PIT 
por el acto del 1. de Mayo de 1983 y aunque a veces se nos 
critica porque nos hacemos eco de iniciativas que nacen en 
el movimiento sindical, quiero dejar sentado, con orgullo, 
que me siento totalmente gratificado por haber abierto to- 
das las posibilidades para que la central sindical —que se 
hizo escuchar en el seno del Gobierno y de este Parlamen- 
to— pudiera lograr alguna de sus aspiraciones, como este 
proyecto de ley. No me avergiienzo, señora presidenta, de 
venir de donde vengo ni de coincidir con mis compañeros 
del movimiento sindical, y lo quiero manifestar con total 
orgullo. Fueron ellos los responsables —junto con todos los 
que se movilizaron— de que esta ley hoy sea realidad, y es 
justo reconocerlo. 


Gracias, señora presidenta. 


13) ACTIVIDAD AGROPECUARIA NACIONAL 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en cuarto término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se aprueban medidas de apoyo 
a ciertos sectores de la actividad agropecuaria nacional. 
(Carp. n.* 1178/2018 - rep. n.* 736/18)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 1178/2018 - rep. n.* 736/18 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 
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Artículo 1”.- Interprétase que la reducción dispuesta por el artículo 1? de la 
Ley N* 19.615, de 27 de abril de 2018, comprende a los propietarios, poseedores, 
promitentes compradores con o sin promesa inscripta y los usufructuarios, que exploten 
con fines agropecuarios los padrones por sí o por terceros. 


Artículo 2” - Extiéndese hasta el 31 de diciembre de 2018 el plazo establecido para 
el presente ejercicio por el artículo 3” de la Ley N” 19.615, de 27 de abril de 2018. 


Artículo 3”.- Agrégase al artículo 23 del Título 4 del Texto Ordenado 1996, en la 
redacción dada por el artículo 712 de la Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015, y con 
la modificación introducida por el artículo 242 de la Ley N” 19.535, de 25 de septiembre 
de 2017, el siguiente literal: 


"K) Los gastos incurridos en la contratación de seguros para cultivos agrícolas de 
índice para déficit hídrico. El Poder Ejecutivo podrá otorgar el mismo 
tratamiento a otros seguros que cubran riesgos de déficit o exceso hídrico". 


Las modificaciones de disposiciones del Texto Ordenado 1996 dispuestas en el 
presente artículo, se entienden realizadas a las normas legales que les dieron origen. 


Artículo 4”.- Facúltase al Poder Ejecutivo a otorgar a los titulares de explotaciones 
agropecuarias que no se encuentren gravados por el Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas, un crédito equivalente al 12% (doce por ciento) de los gastos 


17 de octubre de 2018 CÁMARA DE SENADORES 453-C.S. 


correspondientes a contrataciones de seguros para cultivos agrícolas de indice para 
déficit hídrico, así como de otros seguros que cubran riesgos de déficit o exceso hídrico. 


El productor podrá deducir de sus obligaciones a pagar al Banco de Previsión Social, 
el crédito fiscal a que refiere el inciso anterior. Si existiera un excedente de crédito, el 
mismo podrá ser imputado en futuras liquidaciones. La imputación por parte del productor 
de un crédito mayor al que le corresponda de acuerdo a las normas vigentes, será 
sancionada con una multa del 100% (cien por ciento) de los tributos impagos, sin perjuicio 
de los recargos por mora aplicables de acuerdo al régimen general. La Dirección General 
Impositiva establecerá el régimen de contralor aplicable y determinará en coordinación 
con el Banco de Previsión Social, la forma en que se computará el referido crédito. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 19 de 


setiembre de 2018. 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA | 
MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA 

MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE 

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Montevideo, 20 AGO 22 


Señora Presidente de la Asamblea General 
Lucía Topolansky 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a la Asamblea General el 
siguiente Proyecto de Ley, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
133 y siguientes de la Constitución de la República. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Como es de su conocimiento, el Poder Ejecutivo ha considerado necesario 
atender las dificultades coyunturales que atraviesan ciertos sectores de la 
actividad agropecuaria nacional, habiendo promovido diversas medidas de 
apoyo al sector, 


En dicho marco, se remite un Proyecto de Ley por el que, en primer término, 
se interpreta el alcance de la reducción dispuesta por el artículo 1? de la Ley 
N? 19.615, de 27 de abril de 2018, con la intención de otorgar certeza sobre 
el alcance del conjunto de sujetos beneficiarios. 


En otro orden, y con la finalidad de promover y proteger las inversiones de 
los productores agricolas, se incorporan beneficios tributarios vinculados a 
los gastos incurridos en la contratación de seguros para cultivos agrícolas de 
índice para exceso o déficit hidrico. 

A tales efectos, se incorpora la contratación de los mismos a la nómina de 
gastos autorizados para la deducción incrementada, a los efectos de la 
determinación de la renta neta fiscal, sobre la que se aplica la tasa del 
Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas (IRAE). 
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En el mismo sentido, se faculta al Poder Ejecutivo a otorgar a los pequeños 
productores que no se encuentran gravados por el IRAE, un crédito por los 
gastos incurridos en la contratación de los referidos seguros, por un monto 
equivalente al 12 % (doce por ciento) de su valor. 


Saludan a la Señora Presidente con la mayor consideración. 


— 


() 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.- Interprétase que la reducción dispuesta por el artículo 1* de la 
Ley N* 19.615, de 27 de abril de 2018, comprende a los propietarios, 
poseedores, promitentes compradores con o sin promesa inscripta y los 
usufructuarios, que exploten los padrones por sí o por terceros. 


Artículo 2*.- Extiéndese hasta el 31 de diciembre 2018 el plazo establecido 
para el presente ejercicio por el articulo 3? de la Ley N* 19.615, de 27 de 
abril de 2018 


Artículo 3.- Agrégase al artículo 23 del Título 4 del Texto Ordenado 1996, 
el siguiente literal: 


"K) Los gastos incurridos en la contratación de seguros para cultivos 
agrícolas de indice para déficit hídrico.” 


Artículo 4?.- Facúltase al Poder Ejecutivo a otorgar a los titulares de 
explotaciones agropecuarias que no se encuentren gravados por el Impuesto 
a las Rentas de las Actividades Económicas, un crédito equivalente al 12% 
(doce por ciento) de los gastos correspondientes a contrataciones de 
seguros para cultivos agrícolas de índice para déficit hídrico. 


El productor podrá deducir de sus obligaciones a pagar al Banco de 
Previsión Social, el crédito fiscal a que refiere el inciso anterior. Si existiera 
un excedente de crédito, el mismo podrá ser imputado en futuras 
liquidaciones. La imputación por parte del productor de un crédito mayor al 
que le corresponda de acuerdo a las normas vigentes, será sancionada con 
una multa del 100% (cien por ciento) de los tributos impagos, sin perjuicio de 
los recargos por mora aplicables de acuerdo al régimen general. La 
Dirección General Impositiva establecerá el régimen de contralor aplicable y 
determinará en coordinación con el Banco de Previsión Social, la forma en 
que se computará el referido crédito. 
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Disposiciones citadas 


Texto Ordenado 1996 


TITULO 4 - IMPUESTO A LAS RENTAS DE LAS ACTIVIDADES 
ECONOMICAS (IRAE) 


CAPITULO IV - RENTA NETA 


Artículo 23.- (Deducciones incrementadas).- Los gastos que se mencionan a 
continuación, serán computables por una vez y media su monto real, de acuerdo a las 
condiciones que fije la reglamentación: 


A) Los gastos en que incurran los sujetos pasivos de este impuesto, destinados 
a capacitar su personal en áreas consideradas prioritarias. El Poder Ejecutivo 
establecerá las áreas consideradas prioritarias a estos efectos. Dichas áreas 
serán, especialmente, aquellas emergentes del Plan Estratégico Nacional en 
Materia de Ciencia, Tecnología e Innovación impulsado por el Gabinete 
Ministerial de la Innovación. 


B) Los gastos y remuneraciones que el Poder Ejecutivo entienda necesarios para 
mejorar las condiciones y medio ambiente de trabajo a través de la 
prevención. 


Cc 


— 


Los gastos en que se incurra para financiar proyectos deinvestigación y 
desarrollo científico y tecnológico siempre que dichos proyectos sean 
aprobados por el Poder Ejecutivo con el asesoramiento de la Agencia 
Nacional de Innovación y de la Comisión de Aplicación (COMAP) creada por 
el artículo 12 de la Ley N” 16.906, de 7 de enero de 1998. 


Los gastos a que refiere este literal comprenden tanto a los realizados 
directamente por el contribuyente para la ejecución de un proyecto del que es 
titular o cotítular, como a las donaciones a entidades públicas y privadas que 
ejecuten dichos proyectos bajo la forma de redes de innovación, consorcios, 
incubadoras de empresas, fondos de capital semilla u otras modalidades 
institucionales que determine el Poder Ejecutivo. 


El Ministerio de Economía y Finanzas establecerá anualmente los montos de 
renuncia fiscal asignada a los proyectos a que refiere el presente literal, y 
otorgará la aprobación de los mismos con asesoramiento a que refiere el 
inciso primero, en base a modalidades competitivas. 


D) Los gastos en que incurran los sujetos pasivos de este impuesto en concepto 
de honorarios a técnicos egresados de la Universidad de la República, de las 
restantes universidades habilitadas por el Ministerio de Educación y Cultura, 
de la Administración Nacional de Educación Pública, Educación Técnico- 
Profesional y Escuela Agrícola Jackson, por asistencia en áreas consideradas 
prioritarias. 


El Poder Ejecutivo establecerá las áreas consideradas prioritarias a estos 
efectos. 
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E) Los gastos en que incurran las empresas para obtener la certificación bajo 
las normas de calidad internacionalmente admitidas. 


A los efectos indicados en el inciso anterior, los gastos a computar 
comprenderán la contratación de servicios de certificación de calidad con 
entidades reconocidas por los organismos uruguayos de acreditación, así 
como los gastos en que se incurra para la obtención de tal certificación y su 
mantenimiento posterior. 


F) Los gastos en que incurran las empresas para obtener la acreditación de 
ensayos de sus laboratorios bajo las normas internacionalmente admitidas, 
de acuerdo a las condiciones que establezca el Poder Ejecutivo. 


G) Gastos correspondientes a compras de semillas etiquetadas por parte de 
los productores agropecuarios, dentro de los límites que establezca la 
reglamentación. 


H) Gastos en que se incurra para la incorporación de material genético animal, 
a saber. reproductores (machos y hembras), embriones, semen y cualquier 
otro producto genético resultante de la aplicación de nuevas tecnologías, 
siempre que se disponga de algún medio de verificación válido que 
compruebe objetivamente el mérito genético, y que este haya sido generado 
o certificado por instituciones públicas o personas jurídicas de derecho 
público no estatal. 


El Poder Ejecutivo reglamentará cuáles son las instituciones competentes, 
los conceptos y las partidas deducibles 


p* 


J) Sin perjuicio de la deducción de los gastos salariales de acuerdo al régimen 
general, se deducirá como gasto adicional en concepto de promoción del 
empleo, el 50% (cincuenta por ciento) de la menor de las siguientes cifras: 


1) El excedente que surja de comparar el monto total de los salarios del ejercicio 
con los salarios del ejercicio anterior, ajustados en ambos casos por el Índice 
de Precios al Consumo (IPC). 


2) El monto que surja de aplicar a los salarios totales del ejercicio, el porcentaje 
de aumento del promedio mensual de trabajadores ocupados en el ejercicio 
respecto al promedio mensual de trabajadores ocupados en el ejercicio 
inmediato anterior 


La reglamentación establecerá la forma de cálculo de los referidos promedios 


3) El 50% (cincuenta por ciento) del monto total de los salarios del ejercicio 
anterior actualizados por el IPC. 


A tales efectos no se tendrá en cuenta a los dueños, socios y 
Lo dispuesto en el presente literal no será de aplicación en los ejercicios que 


se haya exonerado el Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas, 
en virtud de un proyecto declarado promovido en el marco de la Ley N? 16.906, 
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de 7 de enero de 1998, en tanto se haya utilizado el indicador empleo para la 
obtención de los beneficios tributarios. 


Los gastos salariales abonados por los desarrolladores de las zonas francas 
localizadas fuera del Área Metropolitana, que determine el Poder Ejecutivo, serán 
computables por una vez y media su monto real. 


Fuente: Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015, artículo 712 
Fuente inciso 2”: Ley N” 19.566 de 8 de diciembre de 2017, artículo 27 
Literal I) derogado por Ley N” 19.535, de 25 de setiembre de 2017, artículo 242. 
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Ley N* 19.615, de 27 de abril de 2018 


CONTRIBUCIÓN INMOBILIARIA RURAL 


SE ESTABLECE SU REDUCCIÓN PARA LOS EJERCICIOS 2018 Y 2019 A 
PROPIETARIOS DE PADRONES RURALES QUE REUNAN 
DETERMINADAS CONDICIONES 


Artículo 1”.- Establécese para los Ejercicios 2018 y 2019 una reducción del 18% 
(dieciocho por ciento) respecto de la alícuota de la Contribución Inmobiliaria Rural 
establecida por el articulo 652 de la Ley N* 15.809, de 8 de abril de 1986, a los 
propietarios de padrones rurales que exploten a cualquier título padrones que en su 
conjunto no excedan de 1.000 hectáreas índice CONEAT 100 


Artículo 2”.- Establécese para los Ejercicios 2018 y 2019 una reducción 
adicional del 10% (diez por ciento) del monto a pagar por el Impuesto de Contribución 
Inmobiliaria Rural, a los productores comprendidos en el artículo anterior, siempre que 
no sean contribuyentes del Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas 
(IRAE). 


Artículo 3”.- Para tener derecho a los beneficios establecidos en la presente ley, 
se deberá presentar en las Intendencias correspondientes, dentro de los 120 (ciento 
veinte) días del ejercicio, declaración jurada con detalle del total de los padrones que al 
1* de enero anterior explotaban a cualquier título, con indicación del correspondiente 
valor real de cada uno. 


Para el presente ejercicio el plazo a que hace referencia el inciso anterior deberá 
contarse a partir de la promulgación de la presente ley. 


En los casos en que los pagos del mencionado impuesto ya realizados excedan 
el monto del importe anual del mismo, por dicho exceso el contribuyente tendrá un 
crédito que podrá aplicar al pago del impuesto correspondiente al siguiente ejercicio. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Andrés Berterreche. 


SEÑOR BERTERRECHE.- Señora presidenta: tene- 
mos para informar un proyecto que ya fue aprobado por 
la Cámara de Representantes y trabajado por el Poder Eje- 
cutivo en los ámbitos que integran las gremiales agrope- 
cuarias. 


Este es un proyecto que está compuesto por dos partes. 


Los dos primeros artículos tienen que ver con la in- 
terpretación de lo dispuesto en la Ley n.” 19615, que esta- 
blecía una reducción de la contribución inmobiliaria rural 
para ciertos tipos de productores, lo que, por problemas de 
interpretación, en algunas de las intendencias no se estaba 
pudiendo aplicar. Es por eso que, a pesar de que se consi- 
deraba que estaba claramente establecida, se realiza una 
mayor interpretación para que todos aquellos que puedan 
ser beneficiarios de esta reducción de la contribución in- 
mobiliaria rural accedan a ella. Por su parte, el artículo 
2. extiende el período para realizar la notificación y ser 
beneficiario de tal descuento. 


La segunda parte de este proyecto de ley tiene varios 
puntos interesantes. En realidad, constituye una promoción 
para el sector productivo, ya que plantea el acceso a los 
seguros por sequía, es decir, por déficit hídrico. Esto tiene 
que ver con el posible efecto del cambio climático, con 
los eventos extremos que están ocurriendo últimamente. 
En ese marco, se incluye el costo del seguro dentro de 
los incisos por los cuales se descuenta una vez y media el 
valor del costo para el IRAE. En el caso de los productores 
que tributan Imeba, se les da un crédito de un 12 %, que es 
equivalente al descuento que se aplica para los productores 
que tributan IRAE, 


En este marco el proyecto nos parece particularmente 
importante, porque tiene dos aspectos. En primer lugar, 
hay un par de artículos que mejoran la adaptación al cam- 
bio climático por la vía del aumento de los seguros en el 
sector productivo y, en segundo lugar, porque atiende al 
sector que ha tenido problemas, principalmente producti- 
vos, a partir de ciertas situaciones. Recordemos que este 
proyecto de ley debería ser aprobado hoy para que pueda 
dar vía a los seguros que están en construcción, previo a 
la zafra de cultivos de verano que está por establecerse. 


Es todo lo que tengo para informar, señora presidenta, 
y propongo al Cuerpo su aprobación. 
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SEÑORA PRESIDENTE. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 

21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1.*. 


SENOR MICHELINI.- Pido la palabra para una mo- 
ción de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señora presidenta: formu- 
lo moción en el sentido de que se suprima la lectura del 
articulado y se vote en bloque. 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 

—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el articulado. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


14) LUMINARIAS LED PARA ALUMBRADO 
PÚBLICO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en quinto término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se otorgan beneficios tributa- 
rios a la producción nacional de luminarias led para alum- 
brado público. (Carp. n.* 1196/2018 - rep. n.* 737/18)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.? 1196/2018 - rep. n * 737/18 
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Artículo 1”.- Agrégase al numeral 1) del artículo 19 del Título 10 del Texto Ordenado 
1996, el siguiente literal: 


"T) Luminarias LED vendidas al Estado o a los Gobiernos Departamentales para 
el alumbrado público de ciudades, villas, pueblos, centros poblados y rutas 
nacionales”. 


Artículo 2”.- Agrégase en el Título 10 del Texto Ordenado 1996, el siguiente artículo: 


"ARTÍCULO 69 bis.- Establécese un régimen de devolución del Impuesto al Valor 
Agregado incluido en las compras en plaza e importaciones, de bienes y servicios, 
que integren el costo de fabricación de los bienes a que refiere el literal T) del 
numeral 1) del artículo 19 de este Título". 


Encomiéndase al Poder Ejecutivo la incorporación de la presente disposición al 
Texto Ordenado 1996. 


Artículo 3*.- Facúltase al Poder Ejecutivo a otorgar la exoneración de todo recargo, 
incluso el recargo mínimo, el Impuesto Aduanero Único a la Importación, la Tasa de 
Movilización de Bultos, la Tasa Consular y, en general de todo tributo cuya aplicación 
corresponda en ocasión de la importación de insumos para la fabricación de luminarias 
LED destinadas al alumbrado público de ciudades, villas, pueblos, centros poblados y 
rutas nacionales, siempre que sean no competitivos con la industria nacional. 
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La reglamentación determinará las dependencias ministeriales que se encargarán de 
verificar el cumplimiento de los requisitos para el otorgamiento de la exoneración y de 
realizar los controles correspondientes. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 2 de octubre 


de 2018. 
Ñ FÉ Ñ 
a 2 
' O) SEBASTIÁN SABINI 
V Sl 1er. Vicepresidente 
IRGINIA ORTIZ 


Secretaria 
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COMISIÓN DE HACIENDA 


INFORME 


Señores Representantes: 


En setiembre del año 2009 se promulgó la Ley N” 18.597, sobre 
el Uso Eficiente de la Energía, declarándose así de interés nacional la misma, con el 
propósito de contribuir con la competitividad de la economía nacional y al desarrollo 
sostenible del país. Dicha ley dio lugar a la implementación de una política de eficiencia 
energética y propició, entre otras cosas, la elaboración del Plan Nacional de Eficiencia 
Energética, en conjunto con la definición de una Meta de Energía Evitada aprobados. Fue 
así que en 2015 el Poder Ejecutivo y el Congreso de Intendentes acordaron en materia de 
alumbrado público establecer una partida anual, con el objetivo de lograr para el fin del 
quinquenio: eliminar el mercurio, tener un parque de alumbrado público eficiente 
totalmente medido y georreferenciado, y cuantificar el ahorro acumulado de energía y las 
emisiones de CO2 evitadas. Es decir, pretendemos llegar a 2020 con el sistema 
transformado. Para ello, el Poder Legislativo estableció dicha partida en el artículo 679 de 
la Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015 de Presupuesto Nacional del Ejercicio 
2015-2019. De esta manera se facultó a la Comisión Sectorial a establecer los criterios de 
distribución de la partida. 


Actualmente, a nivel mundial, la iluminación LED se encuentra 
consolidada, especialmente en aplicaciones de alumbrado público. Además de ser 
reconocida por su eficiencia energética, supera a las tecnologías restantes de iluminación 
por su vida útil, su mantenimiento de flujo lumínico a lo largo del tiempo y sus propiedades 
de alta precisión de control óptico, entre otros beneficios. 


Es entonces, principalmente, a través de la progresiva 
incorporación de tecnología LED que el Estado y los Gobiernos Departamentales buscan 
cumplir con sus objetivos de mejora en alumbrado público. A su vez, de esta demanda de 
iluminación LED surge la oportunidad de desarrollar las capacidades tecnológicas y 
productivas nacionales en el sector energético y en el área estratégica de las tecnologías 
de la información y comunicación. 


En cuanto al presente proyecto de ley, básicamente, se 
establecen incentivos para la producción de luminarias LED en Uruguay, corrigiéndose así 
una asimetría. Se pretende estimular los proyectos de eficiencia energética en alumbrado 
público que incorporen tecnología LED y eliminar una discriminación negativa de la 
producción de equipamiento nacional frente al importado. Tal como lo establece la 
normativa actual, hay beneficios para la importación de este tipo de luminarias, pero, si se 
importan partes para fabricarlas en Uruguay, esas importaciones no están amparadas por 
dichos beneficios. Además, se busca que la difusión del uso de la tecnología LED en 
nuestro país pueda eventualmente incorporarse en equipos de fabricación nacional. 


Por lo expuesto, la Comisión de Hacienda aconseja al plenario la 
aprobación del proyecto de ley que se adjunta. 
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Sala de la Comisión, 12 de setiembre de 2018 


BETTIANA DÍAZ 
MIEMBRO INFORMANTE 
ALFREDO ASTI 
SONIA CAYETANO 
GONZALO CIVILA 
GUSTAVO DA ROSA 
OMAR LAFLUF 
FLOR OLIVERA 
GUSTAVO PENADÉS 
IVÁN POSADA 
CONRADO RODRÍGUEZ 
ALEJANDRO SÁNCHEZ 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 


Montevideo, 30 JUL 2018 


Sra. Presidenta de la Asamblea General 
Sra. Lucía Topolansky 
Presente. 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de presentarle el adjunto 
proyecto de ley por medio del cual se otorgan beneficios tributarios para 
promover la producción nacional de luminarias LED para alumbrado 
público. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


En 2009 la Ley NO 18,597 de 21 de setiembre de 2009 de Uso Eficiente de 
la Energía declaró de interés nacional el uso eficiente de la energía con el 
propósito de contribuir con la competitividad de la economía nacional y el 
desarrollo sostenible del país. Dicha ley dio lugar al desarrollo de una 
política de eficiencia energética y propició, entre otras cosas, la elaboración 
del Plan Nacional de Eficiencia Energética y la definición de una Meta de 
Energía Evitada aprobados por el Decreto NO 211/015 ce 3 de agosto de 
2015. 


En 2015 el Poder Ejecutivo y el Congreso de Intendentes acordaron en 
materia de alumbrado público establecer una partida anual, con el objetivo 
de lograr para el fin del quinquenio: eliminar el mercurio, tener un parque 
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de alumbrado público eficiente totalmente medido y georreferenciado, y 
cuantificar el ahorro acumulado de energía y las emisiones de CO2 
evitadas. Posteriormente, el Poder Legislativo estableció dicha partida en el 
artículo 679 de la ley N% 19.355 de 19 de diciembre de 2015 de 
Presupuesto Nacional del Ejercicio 2015-2019. Dicho artículo facultó a la 
Comisión Sectorial a establecer los criterios de distribución de la partida, los 
que fueron acordados en 2016. 


Un Parque Industrial, genera economías de aglomeración y externalidades 
positivas, ofreciendo menores costos relativos, beneficios de la cooperación 
y complementación, así como otros beneficios no monetarios. Estos serán 
más o menos significativos en función del tipo de empresas instaladas y la 
predisposición a la cooperación e interacción entre unidades. 


Actualmente, a nivel mundial, la iluminación LED se encuentra consolidada, 
especialmente en aplicaciones de alumbrado público. Además de ser 
reconocida por su eficiencia energética, supera a las tecnologías restantes 
de iluminación por su vida útil, su mantenimiento de flujo lumínico a lo 
largo del tiempo y sus propiedades de alta precisión de control óptico, 
entre otros beneficios. 


Es prindpalmente a través de la progresiva incorporación de tecnología LED 
que el Estado y los Gobiernos Departamentales buscan cumplir con sus 
objetivos de mejora en alumbrado público. Y de esta demanda de 
iluminación LED surge la oportunidad de desarrollar las capacidades 
tecnológicas y productivas nacionales en el sector energético y en el área 
estratégica de las tecnologías de la información y comunicación. 
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El presente proyecto de ley tiene la finalidad de estimular los proyectos de 
eficiencia energética en alumbrado público que incorporen tecnología LED y 
eliminar una discriminación negativa de la producción de equipamiento 
nacional frente al importado. Al mismo tiempo, se busca que la difusión del 
uso de la tecnología LED en nuestro país pueda eventualmente 
incorporarse en equipos de fabricación nacional. 


Saluda a la Sra. Presidenta con la mayor consideración. 


Chalamwvaip. 
BARÉ VÁZQUEZ 
de la República 
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PROYECTO DE LEY 
Promoción de Fabricación Nacional de Luminarias LED 


Artículo 1.- Agrégase al numeral 1) del artículo 19 del Título 10 del Texto 
Ordenado 1996, el siguiente literal: 


“T) Luminarias LED vendidas al Estado o a los Gobiernos 
Departamentales para el alumbrado público de ciudades, villas, 
pueblos, centros poblados y rutas nacionales.” 


Artículo 2.- Agrégase en el Título 10 del Texto Ordenado 1996, el 
siguiente artículo: 
"Artículo 69 bis.- Establécese un régimen de devolución del 
Impuesto al Valor Agregado incluido en las compras en plaza e 
importaciones, de bienes y servicios, que integren el costo de 
fabricación de los bienes a que refiere el literal T) del numeral 1) del 
artículo 190 de este Título. 


Artículo 3.- Facúltase al Poder Ejecutivo a otorgar la exoneración de todo 
recargo, incluso el recargo mínimo, el Impuesto Aduanero Único a la 
Importación, la Tasa de Movilización de Bultos, la Tasa Consular y, en 
general de todo tributo cuya aplicación corresponda en ocasión de la 
importación de insumos para la fabricación de luminarias LED destinadas al 
alumbrado público de ciudades, villas, pueblos, centros poblados y rutas 
nacionales, siempre que sean no competitivos con la industria nacional. 

La reglamentación determinará las dependencias ministeriales que se 
encargarán de verificar el cumplimiento de los requisitos para el 
otorgamiento de la exoneración y de realizar los controles 


correspondientes. | AZ 


17 de octubre de 2018 


17 de octubre de 2018 CÁMARA DE SENADORES 471-C.S. 


Disposiciones citadas 
TEXTO ORDENADO 1996 (DGI) 


Aprobado por Decreto N* 338/996 
TITULO 10 - IMPUESTO AL VALOR AGREGADO 


Artículo 19 - Exoneraciones.- 
Exonéranse: 


1 


— 


Las enajenaciones de: 


A) Moneda extranjera, metales preciosos, amonedados o en lingotes, 
títulos y cédulas, públicos y privados y valores mobiliarios de análoga 
naturaleza. 


B) Bienes inmuebles, con excepción de las comprendidas en el literal !) 
del artículo 18 de este Texto Ordenado. Las enajenaciones de 
terrenos sin mejoras estarán exoneradas en todos los casos. 


Estarán asimismo exoneradas las enajenaciones de bienes 
inmuebles realizadas por el Banco Hipotecario del Uruguay, y las 
realizadas por la Agencia Nacional de Vivienda por sí o a través de 
los fideicomisos que se constituyan a tales efectos siempre que dicha 
Agencia sea el agente fiduciario. (*) 

C) Cesiones de créditos. 


D) Máquinas agrícolas y sus accesorios. Esta exoneración tendrá 
vigencia cuando la otorgue el Poder Ejecutivo. 


Establécese un régimen de devolución del Impuesto al Valor 
Agregado incluido en las compras en plaza e importaciones de bienes 
y servicios destinados a la fabricación de los bienes mencionados en 
el presente literal. 


E) Combustibles derivados del petróleo, excepto fueloil y gasoil, 
entendiéndose por combustibles los bienes cuyo destino natural es la 
combustión. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer un régimen de devolución 
del Impuesto al Valor Agregado incluido en las compras en plaza e 
importaciones de bienes y servicios que integran el costo de 
producción de los combustibles a que refiere el presente literal. (*) 


F) Leche pasterizada y ultrapasterizada, vitaminizada, descremada y en 
polvo, excepto la saborizada y la larga vida envasada en 
multilaminado de cartón, aluminio y polietileno. 
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G) Bienes a emplearse en la producción agropecuaria y materias primas 
para su elaboración. El Poder Ejecutivo determinará la nómina de 
artículos y materias primas comprendidas en este literal y podrá 
establecer para los bienes allí mencionados, un régimen de 
devolución del Impuesto al Valor Agregado incluido en las 
adquisiciones en plaza e importaciones cuando no exista producción 
nacional suficiente, de bienes y servicios destinados a su elaboración, 
una vez verificado el destino de los mismos, así como las formalidades 
que considere pertinente. 


H) Diarios, periódicos, revistas, libros y folletos de cualquier naturaleza, 
con excepción de los pomográficos. Estará asimismo exento el 
material educativo. El Poder Ejecutivo determinará la nómina de los 
artículos comprendidos dentro del material educativo. 


Establécese un régimen de devolución del Impuesto al Valor 
Agregado incluido en las compras en plaza e importaciones de bienes 
y servicios destinados a la fabricación de los bienes mencionados en 
el presente literal. 


1) Suministro de agua para el consumo familiar básico, dentro de los 
límites que establezca el Poder Ejecutivo. 


J) Carne ovina y sus menudencias. Esta exoneración regirá cuando así 
lo disponga el Poder Ejecutivo. 


K) Pescado. Esta exoneración regirá cuando así lo disponga el Poder 
Ejecutivo. 


L) Leña. Esta exoneración regirá cuando así lo disponga el Poder 
Ejecutivo, 


M) Derogado/s por: Ley N* 19.407 de 24/06/2016, artículo 4”. 


N) Carne de ave. Esta exoneración regirá cuando así lo disponga el 
Poder Ejecutivo. 


Ñ) Carne de cerdo. Esta exoneración regirá cuando así lo disponga el 
Poder Ejecutivo. 


O) Se faculta al Poder Ejecutivo a incluir, dentro de los límites que éste 
establezca, el suministro de agua que tenga por destino el riego en 
explotaciones agropecuarias. (*) 


P) Se faculta al Poder Ejecutivo a incluir el suministro de agua de los 
centros educativos dependientes de la Administración Nacional de 
Educación Pública, la Universidad de la República y los centros 
hospitalarios públicos, según lo establezca la reglamentación. (*) 
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Q) Obras de carácter musical y cinematográfico, en formato de disco 
compacto (CD), disco de video digital (DVD) u otros soportes 
digitales y en celuloide. 


Establécese un régimen de devolución del Impuesto al Valor 
Agregado incluido en las compras en plaza e importaciones de 
bienes y servicios destinados a la producción de los bienes 
mencionados en el presente literal. (*) 


R) Se faculta al Poder Ejecutivo a incluir el suministro de energía 
eléctrica, por la parte correspondiente al cargo fijo de las tarifas 
residenciales y al cargo mensual de la tarifa de consumo básico 
residencial. 


En caso de ejercerse dicha facultad, establécese un régimen de 
devolución del Impuesto al Valor Agregado incluido en las compras 
en plaza e importaciones de bienes y servicios destinados al 
suministro a que refiere el presente literal. (*) 


S) Paneles solares para la generación de energía fotovoltaica. 
Establécese un régimen de devolución del Impuesto al Valor 
Agregado incluido en las compras en plaza e importaciones de los 
bienes y servicios destinados a la fabricación de los bienes 
mencionados en el presente literal. (*) 


2) Las siguientes prestaciones de servicios: 


A) Intereses de valores públicos y privados, de depósitos bancarios y 
warrants. (*) 


B) Las retribuciones que perciban los agentes de papel sellado y 
timbres y agentes y corredores de la Dirección Nacional de Loterías 
y Quinielas. 

C) Arrendamientos de inmuebles. 


D) Seguros y reaseguros que cubran contra los riesgos de incendio y 
climáticos a los siguientes bienes: 


1) Los cultivos agrícolas, hortícolas, frutícolas y forestales ubicados 
dentro del territorio nacional. 


li) Las estructuras de protección para los cultivos mencionados. 


li) Todas las especies de la producción animal desarrollada en 
nuestro país. 


E) Las operaciones bancarias efectuadas por los Bancos, Casas 
Bancarias y por las Cooperativas de Ahorro y Crédito 
comprendidas en el artículo 28 del Decreto-Ley N* 15.322, de 17 
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de setiembre de 1982, con excepción del Banco de Seguros del 
Estado. Quedan asimismo exonerados los intereses de préstamos 
concedidos por las empresas administradoras de crédito reguladas 
por el Banco Central del Uruguay.(*) 


No quedan comprendidos en la presente exoneración los 
intereses de préstamos que se concedan a las personas físicas que 
no sean contribuyentes del Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas (IRAE) o del Impuesto a la Enajenación de 
Bienes Agropecuarios (IMEBA). 


Quedan exonerados los intereses de préstamos concedidos por el 
Banco Hipotecario del Uruguay destinados a la vivienda, y los 
intereses de préstamos que otros sujetos otorguen con el mismo 
destino en moneda nacional, en unidades indexadas (Ul) o en 
unidades reajustables (UR). Quedan derogadas las restantes 
exoneraciones de intereses de préstamos destinados a vivienda, 
salvo las correspondientes a los préstamos otorgados con 
anterioridad a la vigencia de la presente ley, así como a sus 
respectivas novaciones. 


Los intereses de créditos y financiaciones otorgados mediante 
órdenes de compra, así como los intereses de créditos y 
financiaciones otorgados mediante tarjetas de créditos y similares, 
estarán gravados en todos los casos. 


Quedan exonerados de este impuesto las operaciones de 
descuentos de documentos realizadas a través de la Bolsa de 
Valores por los contribuyentes del Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas (IRAE) o del Impuesto a la Enajenación de 
Bienes Agropecuarios (IMEBA). (*) 


F) Derogado por Ley N” 17.296 de 21/02/2001 artículo 554 


Texto derogado: 

Las realizadas por empresas registradas 
ante las autoridades competentes en la 
modalidad de aeroaplicación de productos 
químicos, siembra y fertilización, destinados 
a la agricultura. (*) 


G) Suministro de frío mediante la utilización de cámaras frigoríficas u 


otros procedimientos técnicos similares, a frutas, verduras y 
productos hortícolas en su estado natural. 


H) Las retribuciones personales obtenidas fuera de la relación de 


dependencia, cuando las mismas se originen en actividades 
culturales desarrolladas por artistas residentes en el país. 


Las comisiones derivadas por la intervención en la compraventa de 
valores públicos emitidos por el Estado uruguayo y privados, 
cuando estos útimos sean emitidos en el país. (*) 
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J) Las de arrendamiento de maquinaria agrícola y otros servicios 


K) 


L) 


relacionados con la utilización de la misma, realizados por 
cooperativas de productores, asociaciones y agremiaciones de 
productores, a sus asociados 


Los juegos de azar existentes a la fecha de promulgación de la Ley 
N* 16.697, de 25 de abril de 1995, asentados en billetes, boletos y 
demás documentos relativos a juegos y apuestas, con excepción 
del '5 de Oro' y del '5 de Oro Junior. 


En el caso de los juegos que se encuentren gravados, el monto 
imponible estará constituido por el precio de la apuesta. 


Atendiendo a la naturaleza del juego el Poder Ejecutivo podrá 
establecer regímenes especiales de liquidación, en los que el 
monto imponible se determine mediante la diferencia entre el monto 
de las apuestas y el monto de los premios, siempre que por su 
aplicación no se genere una disminución en el monto total de la 
recaudación del conjunto de los juegos de azar. 


Lo dispuesto en el presente literal es sin perjuicio de lo establecido 
en el artículo 18 de la Ley N* 17.453, de 28 de febrero de 2002, en 
relación a la quiniela, quiniela instantánea, tómbola y '5 de Oro' en 
sus distintas modalidades. 


Los servicios prestados por hoteles fuera de alta temporada, 
relacionados con hospedaje. Esta exoneración regirá cuando así lo 
disponga el Poder Ejecutivo, quien queda facultado además, para 
fijar la forma, plazo, zonas geográficas y condiciones en que 
operará. 


M) Seguros relativos a los riesgos de muerte, vejez, invalidez, 


enfermedades y lesiones personales. Esta exoneración regirá 
cuando lo disponga el Poder Ejecutivo. 


Las empresas aseguradoras que realicen operaciones incluidas 
en la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, quedarán 
exoneradas del Impuesto al Valor Agregado (IVA), sobre las primas 
que cobren por el seguro de invalidez y fallecimiento contratado 
según el artículo 57 de la ley citada. 


Interprétase que la exoneración a que refiere el inciso anterior, 
comprende a las primas destinadas a financiar la adquisición de la 
renta vitalicia previsional establecida en los artículos 54 a 56 de la 
Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995. 


N) Servicios de construcción sobre bienes inmuebles no destinados a 


actividades que generen al prestatario ingresos gravados por el 
IVA, ni rentas gravadas por el IRAE, y en tanto las retribuciones del 
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personal del prestador tributen el Aporte Unificado de la 
Construcción. 


Se entenderá por servicios de construcción a los efectos de este 
literal, los arrendamientos de obra y de servicios en los que los 
únicos materiales aportados por el prestador sean aquellos 
considerados prestaciones accesorias, de acuerdo a lo que 
establezca la reglamentación. 


Ñ) Los servicios de campos de recría, pastoreos, aparcerías, 
medianerías y actividades análogas, cuando lo establezca el Poder 
Ejecutivo. (*) 


O) Arrendamiento de discos compactos (CD) y discos de video digital 
(DVD), que contengan obras de carácter musical y 
cinematográfico. (*) 


P) La distribución de películas cinematográficas para la exhibición en 
salas de cine. (*) 


Q) Los intereses de los préstamos otorgados por la Corporación 
Naciona! para el Desarrollo. No quedan comprendidos en la 
presente exoneración los intereses de los préstamos que se 
concedan a personas físicas que no sean contribuyentes del 
Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas (IRAE) o del 
Impuesto a la Enajenación de Bienes Agropecuarios (IMEBA). (*) 


R) Se faculta al Poder Ejecutivo a incluir el servicio básico de telefonía 
fija destinado al consumo final. 


En caso de ejercerse dicha facultad, establécese un régimen de 
devolución del Impuesto al Valor Agregado incluido en las compras 
en plaza e importaciones de bienes y servicios destinados a la 
prestación de los servicios mencionados en el presente literal. (*) 


3) Las importaciones de: 


A) Petróleo crudo. 
B) Bienes cuya enajenación se exonera por el presente artículo. 


C) Vehículos de transporte colectivo de personas por calles, caminos o 
carreteras nacionales destinados a la prestación de servicios 
regulares (líneas), de carácter departamental, nacional O 
internacional. (*) 


Notas: 

Numeral 2”), literal A) redacción dada por: Ley N* 18.627 de 02/12/2009 artículo 132. 
Numeral 29), iiteral E), inciso 1%) redacción dada por: Ley N* 19.210 de 29/04/2014 artículo 59. 
Numeral 27), literal F) redacción dada por: Ley N” 18.996 de 07/11/2012 artículo 324. 

Numeral 2%), litoral 1) redacción dada por: Lay N* 18.719 de 27/12/2010 artículo 819. 

Numeral 1%), [teral B), inciso final agregado/s por: Ley N* 18.341 de 30/08/2008 artículo 20. 
Numeral 19), literal E) apartado final agregado/s por Ley N* 19.002 de 
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16/11/2012 artículo 2 (vigencia a partir de 1/11/2012). 

Numeral 1%), literal O) agregado/s por: Ley N” 18.172 de 31/08/2007 artículo 316. 

Numeral 1%), literal P) agregado/s por: Ley N* 18.172 de 31/08/2007 artículo 323. 

Numeral! 1%), literal Q) agregado/s por: Ley N* 18.341 de 30/08/2008 artículo 21. 

Numeral 1%), literal R) agregado/s por. Ley N* 19.197 de 26/03/2014 articulo 1. 

Numeral 1%), literal S) agregado/s por. Ley N” 19.406 de 24/06/2016 articulo 1. 

Numeral 2”), literal E), incisos 6%) y 7") agregado/s por: Ley N* 19,210 de 29/04/2014 artículo 60. 
Numeral 2%), literal Ñ) agregado/s por: Ley N* 18.172 de 31/08/2007 artículo 319. 

Numeral 2%), literal FR) agregado/s por: Ley N* 19.197 de 26/03/2014 articulo 2. 

Numeral 2%), htorales O) y FP) agregado/s por Decreto N* 791/008 de 22/12/2008 articulo 1. 

a Numeral 29), literal O) agregado/s por. Ley N* 18.534 de 14/08/2009 articulo 1. 
Ultimo inciso, literal E), numeral 2) agregado/s por: Ley N” 18.627 de 02/12/2009 artículo 133. 
Numeral 2”), literal [) redacción dada anteriormente por: Ley N* 18.627 de 

02/12/2009 artículo 134. 

Reglamentado por: 

Decreto N* 207/007 de 18/06/2007, 

Decreto N* 335/001 de 22/08/2001, 

Decreto N* 267/001 de 11/07/2001, 

Decreto N* 220/998 de 12/08/1998. 

Numeral 29), literal A) reglamentado por Decreto N” 322/011 de 

16/09/2011. 

Numeral 2) literal F) reglamentado por Decreto N* 15/009 de 14/01/2009. 

Ver en esta norma, articulo: 1 - Título 11. 

Ver: Ley N* 18.341 de 30/08/2008 artículo 22, 

Ley N* 18.109 de 02/04/2007. 


Artículo 69 - Establécese un régimen de devolución del Impuesto al Valor 
Agregado incluido en las compras en plaza e importaciones de bienes y servicios 
destinados a la fabricación de los bienes a que refiere el literal l) del numeral 1) 
del artículo 19* de este Título, 


Fuente: Ley 15.809 de 8 de abril de 1986, artículo 666” (Texto parcial. 
Ley 16.736 de 5 de enero de 1996, articulo 659”. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señora presidenta: la comisión 
me ha dado el honor de informar este proyecto de ley, que 
ha sido aprobado en la Cámara de Representantes. Consta 
de tres artículos y lo que hace es intentar la neutralidad 
impositiva. Todos sabemos que las luminarias led mejo- 
ran la calidad de la iluminación, bajan el costo de energía 
y, por lo tanto, no están gravadas. Las empresas pueden 
importarlas para las diferentes licitaciones, sobre todo las 
que hacen las intendencias y el Ministerio de Transpor- 
te y Obras Públicas. Pero hay un detalle: si una empresa 
quiere comprar los componentes por separado y armar las 
led acá, los componentes tienen impuestos, algo que pare- 
ce una locura. Si una empresa quiere traer las diferentes 
piezas por separado y crear puestos de trabajo en el país, 
queda en desventaja con quien las importa. Entonces, este 
proyecto de ley lo que hace es tener neutralidad imposi- 
tiva, lo que en este caso se convierte en un estímulo por- 
que si todavía hay, en forma embrionaria, gente que está 
armando las led acá, lo que estamos haciendo es darle un 
estimulo adicional. Si bien es neutro en términos teóricos, 
en la realidad termina generando un estímulo. Esta inicia- 
tiva, repito, se aprobó por unanimidad en la Cámara de 
Representantes. Espero que mis palabras hayan conven- 
cido al Cuerpo para que también se apruebe en el Senado 
por unanimidad. 


Gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión particular. 
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Léase el artículo 1.*. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra para una mo- 
ción de orden. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señora presidenta: formu- 
lo moción en el sentido de que se suprima la lectura del 
articulado y se vote en bloque. 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 

22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el articulado. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


15) RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN AL 
APÁTRIDA 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en sexto término del orden del día: «Pro- 
yecto de ley por el que se establecen normas para el reco- 
nocimiento y protección al apátrida. (Carp. n* 1160/2018 
- rep. n.* 734/18)». 
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(Antecedentes). 
Carp. n.* 1160/2018 - rep. n.* 734/18 
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TÍTULO 1 


DE LA DEFINICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA, EL PRINCIPIO DE LA UNIDAD 
FAMILIAR, EL PRINCIPIO DE NO RECHAZO EN FRONTERA Y DE NO 
DEVOLUCIÓN, LA EXPULSIÓN, LA CANCELACIÓN, 

LA REVOCACIÓN Y EL CESE DE LA CONDICIÓN 
DE PERSONA APÁTRIDA 


CAPÍTULO 1 
DE LA DEFINICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 


Articulo 1?. (Definición de apátrida).- El término apátrida designará a toda persona 
que no sea considerada como nacional suyo por ningún Estado, conforme a su 
legislación. 


Artículo 2”. (Derecho de protección y reconocimiento).- Toda persona apátrida tiene 
derecho a solicitar y recibir protección como tal en el territorio nacional. La condición de 
apátrida será adquirida conforme se establece en el Titulo !Il de la presente ley. El 
reconocimiento de la condición de persona apátrida es un acto de carácter declarativo, 
humanitario y apolítico. 
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Artículo 3”. (Igualdad de trato).- Se podrá conceder igual trato, por motivos 
humanitarios, a las personas que poseen una nacionalidad pero, encontrándose fuera del 
país de su nacionalidad, sus autoridades le impiden regresar al mismo. 


CAPÍTULO II 
REUNIFICACIÓN FAMILIAR 


Articulo 4”. (Principio de reunificación familiar).- La reunificación familiar es un 
derecho de las personas apátridas. El Estado facilitará el derecho de las personas 
apátridas a la reunificación familiar con sus padres, cónyuges, concubinos e hijos, asi 
como cualquier otro pariente por consanguinidad hasta el cuarto grado o afinidad hasta el 
segundo grado. 


CAPÍTULO Il! 


DEL PRINCIPIO DE NO RECHAZO EN FRONTERA, LA PROHIBICIÓN DE 
DEVOLUCIÓN Y LA EXPULSIÓN 


Artículo 5”. (Principio de no rechazo en frontera).- Todo funcionario público en 
ejercicio de funciones de control migratorio en un puesto fronterizo de carácter terrestre, 
marítimo, fluvial o aéreo, se abstendrá de prohibir el ingreso al territorio nacional a toda 
persona apátrida o que manifieste su intención de solicitar el reconocimiento de la 
condición de persona apátrida, debiendo comunicar inmediatamente la situación a las 
autoridades competentes. 


Artículo 6”. (No devolución y no expulsión).- Toda autoridad pública se abstendrá de 
devolver, expulsar, extraditar o aplicar cualquier otra medida que implique el retorno del 
solicitante o persona apátrida a las fronteras de otro país, sea o no de origen, donde su 
vida, integridad física, moral e intelectual, libertad o seguridad estén en peligro. 


Podrá procederse a la expulsión por razones de seguridad o de orden público y 
conforme a los procedimientos legales vigentes. 
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La presente disposición no deroga lo dispuesto, en materia de extradición, por los 
artículos 329 a 350 del Código de Proceso Penal. 


Artículo 7*. (Permanencia en el pais).- En caso de denegación de reconocimiento de 
la condición de persona apátrida, el extranjero podrá optar por permanecer en el territorio 
nacional en otra categoría migratoria aplicable, conforme a la normativa vigente. 


Artículo 8”. (Suspensión de sanciones y medidas cautelares y exoneración de 
pena).- El proceso administrativo o judicial tendiente a imponer sanciones penales o 
administrativas y las medidas de restricción ambulatoria aplicables que tengan su 
antecedentes en el ingreso ¡legal o fraudulento del solicitante, quedarán en suspenso por 
orden de la autoridad o Juez competente, según sea el caso, hasta que se adopte 
resolución definitiva respecto de su solicitud. Las autoridades competentes no aplicarán 
otras restricciones de circulación que las necesarias, hasta tanto se haya resuelto su 
solicitud. 


A quien se le haya reconocido la condición de persona apátrida, el Juez competente 
podrá exonerarlo de pena por las conductas delictivas que haya cometido y que estén 
vinculadas, en forma directa y exclusiva, con el ingreso ilegal o fraudulento a territorio 
nacional para solicitar el reconocimiento de la condición de persona apátrida. La Justicia 
evaluará las circunstancias del caso, con especial atención al bien jurídico tutelado en los 
delitos por los que se pretenda exonerar la pena. 


CAPÍTULO IV 
DE LAS PERSONAS NO ELEGIBLES PARA PROTECCIÓN INTERNACIONAL 
Artículo 9”. (Excepciones).- Esta ley no se aplicará a aquellas personas que: 
A) Perciban actualmente protección o asistencia de un órgano u organismo de la 
Organización de las Naciones Unidas distinto del Alto Comisionado de las 


Naciones Unidas para los Refugiados, mientras estén recibiendo tal 
protección o asistencia. 
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B) Las autoridades competentes del país, donde hayan fijado su residencia, 
reconozcan los derechos y obligaciones inherentes a la posesión de la 
nacionalidad de ese país. 


Artículo 10. (Excepciones penales).- La presente ley tampoco se aplicará cuando 
haya motivos fundados para considerar que las personas: 


A) Han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra la 
humanidad, tal como se encuentran definidos por el Derecho Internacional. 


B) Han cometido un grave delito común fuera del territorio nacional y antes de su 
admisión en él. 


C) Han cometido actos contrarios a los propósitos y principios de la Organización 
de las Naciones Unidas. 


Artículo 11. (Inclusión).- Podrán ser reconocidas como apátridas, por razones 
humanitarias, las personas que hayan renunciado a su nacionalidad y que no puedan 
adquirir una nueva. 


En caso de no otorgase el reconocimiento, las autoridades podrán realizar las 
gestiones para la re adquisición de su nacionalidad y/o su admisión en el pais del cual era 
nacional. 


CAPÍTULO V 


DE LA CANCELACIÓN Y REVOCACIÓN DE 
LA CONDICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 


Artículo 12. (Cancelación).- Si a posteriori de reconocimiento de la condición de 
persona apátrida, se constatará fehacientemente la falsedad de los fundamentos de 
hecho invocados o el ocultamiento de hechos materiales que, de haberse conocido, 
hubiera sido causal de denegación, se cancelará el estatuto previamente otorgado. 


Artículo 13. (Revocación).- Cuando se comprobare fehacientemente que una 
persona, luego de haber sido reconocida como apátrida, cometiere alguno de los actos 
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referidos en los literales A) y C) del articulo 10 de la presente ley, se revocará la condición 
de persona apátrida. 


Artículo 14, (Expulsión).- Una vez adoptada decisión definitiva sobre la cancelación 
o revocación de la condición de persona apátrida y la persona no califique para adquirir 
otra condición migratoria común, podrá decretarse su expulsión. La resolución de 
expulsión será adoptada por el Ministerio del Interior. La orden de expulsión no se 
ejecutará hasta que se adopte resolución definitiva. 


CAPÍTULO VI 
DE LA CESACIÓN DE LA CONDICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 


Artículo 15, (Cese).- La condición de persona apátrida cesará cuando tenga lugar 
alguno de los hechos siguientes: 


A) Que la persona apátrida sea reconocida como nacional suyo por otro Estado, 
conforme a su legislación. En este supuesto, la persona cesada en su 
condición de apátrida podrá continuar residiendo en el país, de acuerdo a los 
criterios de la legislación migratoria vigente. 


B) Que la persona apátrida haya obtenido la ciudadanía legal en el país, de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 75 y siguientes de la Constitución de la 
República. 


Las personas apátridas gozarán de facilidades para obtener la ciudadanía legal, de 
acuerdo con las siguientes pautas que reconocen la condición particular en la que se 
encuentren: 


1) Una vez que la Comisión de Refugiados hubiera reconocido su condición de 
persona apátrida, el solicitante quedará eximido de probar su nacionalidad a 
través de un pasaporte nacional vigente, así como de acreditar su ingreso 
legal al país, si este hubiera ocurrido en infracción a la legislación migratoria. 
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2) No se exigirá a la persona apátrida presentar la partida de nacimiento de su 
país de origen u otra documentación expedida por autoridades extranjeras, 
cuando existiera una imposibilidad manifiesta. 


3) Podrá eximirse a la persona apátrida de legalizar o apostillar la 
documentación expedida por autoridades extranjeras. 


TÍTULO 11 
CAPÍTULO 1 


DE LOS DEBERES Y DERECHOS DE LA PERSONA APÁTRIDA, DE LOS 
DOCUMENTOS DE IDENTIDAD Y DE VIAJE, DEL CAMBIO DE CONDICIÓN 
MIGRATORIA Y DE LA ASISTENCIA ADMINISTRATIVA 


PRINCIPIO DE LEGALIDAD 


Artículo 16.- Toda persona apátrida y solicitante de reconocimiento de la condición 
de apátrida, debe respetar el orden jurídico de la República Oriental del Uruguay y estará 
sujeta a las disposiciones de la presente ley y de la Convención sobre el Estatuto de los 
Apátridas de 19254. 


Artículo 17.- El Estado garantizará a las personas apátridas y solicitantes de la 
condición de persona apátrida, el goce y el ejercicio de los derechos civiles, económicos, 
sociales, culturales y todos los demás derechos inherentes a la persona humana, 
reconocidos a los habitantes de la República Oriental del Uruguay en su normativa 
interna, así como en los instrumentos intemacionales de derechos humanos suscritos por 
el Estado. 


CAPÍTULO I! 
DE LOS DOCUMENTOS DE IDENTIDAD Y DE VIAJE 


Artículo 18. (Documento provisorio).- Todo solicitante de reconocimiento de la 
condición de apátrida tiene derecho a que se le provea de un documento de identidad 
provisorio expedido por la Dirección Nacional de Identificación Civil del Ministerio del 
Interior, hasta que recaiga resolución definitiva sobre su solicitud. Una vez reconocida la 
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condición de persona apátrida, dicho documento será sustituido por el documento de 
identidad otorgado a los residentes permanentes. 


En ambos casos, la Dirección Nacional de Identificación Civil expedirá el documento 
de identidad con la sola presentación del Certificado de Llegada que otorga la Dirección 
Nacional de Migración. 


Los miembros del grupo familiar que posean una nacionalidad extranjera, tendrán 
derecho a obtener residencia legal en el pais y la expedición de un documento de 
identidad. 


Artículo 19. (Plazo de documento).- Toda persona apátrida tiene derecho a que se le 
provea del documento de viaje previsto por el artículo 28 y el Anexo de la Convención 
sobre el Estatuto de los Apátridas de 1954, el cual contendrá las caracteristicas de 
seguridad de la Organización de Aviación Civil Internacional. El documento de viaje tendrá 
validez por el término de un año a contar de la fecha de su expedición y podrá ser 
renovado de acuerdo a la normativa vigente. Las autoridades diplomáticas o consulares 
prorrogarán el documento de viaje cuando proceda, pudiendo igualmente expedir un 
salvoconducto que permita el pronto retorno de la persona apátrida al territorio. El 
Ministerio de Relaciones Exteriores será la autoridad encargada de su expedición. 


Artículo 20.- (Principio de gratuidad).- Los procedimiento de determinación de la 
apatridia y los trámites migratorios serán gratuitos para la persona apátrida, la solicitante 
del reconocimiento de tal condición y los miembros de su grupo familiar. 


Podrá exigirse a las personas apátridas, que no se encuentren en situación de 
pobreza, el pago de las tasas, derechos o impuestos para la obtención de la 
documentación de identidad y viaje u otros servicios análogos. 


CAPÍTULO 11! 
DE LA ASISTENCIA ADMINISTRATIVA 
Artículo 21. (Facilidades procedimentales).- Cuando la persona apátrida o el 
solicitante de tal condición requiera de ayuda de autoridades extranjeras a las cuales no 


pueda recurrir las autoridades administrativas dispondrán lo necesario para 
proporcionarle tal ayuda 
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Las autoridades públicas facilitarán los mecanismos pertinentes para la aplicación de 
este criterio en todos los procedimientos e instancias en las que un solicitante de la 
condición de persona apátrida o una persona apátrida debiese acreditar un supuesto de 
hecho o de derecho, a cuyo fin precisara normalmente contactar a las autoridades de su 
país de origen. 


TÍTULO 111 


DE LOS ÓRGANOS COMPETENTES EN MATERIA DE APÁTRIDAS, 
SUS FUNCIONES Y COMETIDOS 


CAPÍTULO | 
ÓRGANO COMPETENTE EN MATERIA DE PERSONAS APÁTRIDAS 


Artículo 22. (Órgano competente).- La Comisión de Refugiados creada por la Ley 
N? 18.076, de 19 de diciembre de 2006, es el órgano competente en materia de personas 
apátridas, rigiéndose, en lo no regulado expresamente por la presente ley, en cuanto a su 
integración y funcionamiento, por las disposiciones de la Ley N* 18.076, de 19 de 
diciembre ce 2006. 


CAPÍTULO Il 
COMPETENCIAS Y COMETIDOS 
Artículo 23. (Competencias y cometidos).- Compete a la Comisión de Refugiados: 
A) Identificar y determinar la calidad de apátrida sobre la base de las 
disposiciones contenidas en la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas 


de 1954, de la presente ley y otras fuentes del derecho internacional y 
nacional en materia de personas apátridas. 


B) Resolver todas las cuestiones relativas a la inclusión y exclusión, así como 
aquellas relativas a la cesación, cancelación y revocación del estatuto de 
persona apátrida. 


C) Resolver sobre las solicitudes de reunificación familiar y de reasentamiento de 
personas apátridas en el país. 
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D) Velar para que la persona apátrida disfrute efectivamente de sus derechos, 
promoviendo su acceso efectivo a programas públicos de asistencia social, 
económica y cultural. 


E) Coadyuvar en la búsqueda e implementación de soluciones duraderas para 
las personas apátridas. A tales efectos planificará, promoverá y coordinará 
políticas públicas en vinculación con instituciones públicas o privadas de 
carácter nacional, extranjera o internacional. 


CAPÍTULO Il! 


DE LA SECRETARÍA PERMANENTE DE LA COMISIÓN DE REFUGIADOS EN CUANTO 
A SU COMPETENCIA EN MATERIA DE PERSONAS APÁTRIDAS 


Artículo 24. (Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados).- La Secretaría 
Permanente de la Comisión de Refuciados, artículo 30 de la Ley N” 18,076, de 19 de 
diciembre de 2006, asistirá a la Comisión en lo relativo a la instrucción de los expedientes 
en que ésta deba conocer y demás funciones asignadas por la Ley N” 18.076, de 19 de 
diciembre de 2006 y la presente ley. 


TÍTULO IV 


DEL PROCEDIMIENTO PARA LA DETERMINACIÓN DE 
LA CONDICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 


CAPÍTULO 1 


DE LA SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE LA 
CONDICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 


Artículo 25. (Solicitud).- La solicitud de reconocimiento de la condición de persona 
apátrida deberá presentarse por el interesado o su representante legal, en forma verbal o 
escrita, ante la Secretaria Permanente de la Comisión de Refugiados, ante cualquier 
autoridad nacional, departamental o ante el representante del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados con sede en el país o su agencia implementadora. 
Si la solicitud fuera verbal, se dejará constancia por escrito del contenido esencial de lo 
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expresado por el solicitante. La solicitud deberá contener, al menos, los nombres y 
apellidos del solicitante y su familia, con excepción del caso previsto en el artículo 34 de la 
presente ley, procedencia y toda otra condición relevante como el país de residencia 
habitual, fechas de nacimiento, datos de filiación y documentación que posea. 


Artículo 26. (Requisitos).- La autoridad que reciba la solicitud deberá remitirla sin 
demora a la Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados, dentro del plazo 
máximo de veinticuatro horas de su recepción. 


La comunicación podrá ser dirigida por cualquier vía de comunicación idónea y 
expedita. 


CAPÍTULO Il 
DEL PROCEDIMIENTO Y RESOLUCIÓN DE LA SOLICITUD 


Artículo 27. (Trámite de la solicitud).- La Secretaría Permanente de la Comisión de 
Refugiados dará trámite a la solicitud, procediendo a su registro. 


informará al solicitante del procedimiento para la determinación de la condición de 
persona apátrida, sus derechos y obligaciones en un idioma que pueda entender y dejará 
constancia del domicilio constituido por el solicitante, a efectos de ser notificado de las 
resoluciones que oportunamente se produzcan. 


En particular, se le informará que tiene derecho a solicitar protección internacional 
como refugiado en los términos de la Ley N* 18.076, de 19 de diciembre de 2006. 


Se entrevistará personalmente al solicitante y recibirán las pruebas documentales y 
de otro tipo que pueda producir en apoyo de su solicitud. 


Se realizarán las consultas sobre la posesión de nacionalidad a los Estados con los 
cuales el solicitante pudiera tener vínculos por nacimiento, ascendencia, residencia o 
matrimonio. Las consultas a las misiones diplomáticas, oficinas consulares u otras 
representaciones acreditadas ante la República Oriental del Uruguay, serán realizadas 
por el Ministerio de Relaciones Exteriores, a solicitud de la Secretaria Permanente de la 
Comisión de Refugiados. 
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Al solicitante que así lo requiera y necesite, cuando no comprenda el idioma 
nacional, se le facilitarán los servicios de un intérprete para asistirle en las entrevistas. 


Artículo 28. (Cooperación).- Los organismos públicos proporcionarán en forma 
urgente la información y documentación que solicite la Secretaria Permanente de la 
Comisión de Refugiados, en el marco de un procedimiento de determinación de la 
condición de apátrida. 


Artículo 29. (Prueba).- Será admisible todo tipo de prueba en el procedimiento, sin 
embargo, su producción quedará sujeta a que la Comisión de Refugiados las considere 
relevantes en las circunstancias del caso. La Secretaría Permanente de la Comisión de 
Refugiados instruirá el expediente de oficio, produciendo todas las pruebas que se 
consideran pertinentes para determinar el mérito de la solicitud, en especial aquellas 
relativas a la forma en que las autoridades competentes extranjeras interpretan y aplican 
su derecho de nacionalidad, 


La persona solicitante debe cooperar con la Secretaría para determinar los hechos 
que justifican su solicitud y presentar todas las pruebas que tuviera en su poder o pudiera 
razonablemente obtener. 


Artículo 30. (Principio de beneficio de la duda a favor del solicitante).- La Comisión 
de Refugiados evaluará la totalidad de los antecedentes disponibles y en caso de duda, 
respecto a aquellos aspectos que no puedan ser debidamente acreditados, aplicarán el 
principio de beneficio de la duda a favor del solicitante, siempre que hubiera cumplido con 
su deber de cooperación a los efectos de establecer los hechos que alega. 


Artículo 31. (Plazo).- La instrucción del asunto no podrá superar el plazo de ciento 
ochenta días contados a partir de la presentación de la solicitud ante la Secretaría 
Permanente de la Comisión de Refugiados. Se podrá prorrogar por igual plazo, mediante 
resolución fundada. 


Concluida la misma, la Secretaría Permanente elevará a la Comisión de Refugiados 
un informe circunstanciado y sus conclusiones debidamente fundadas. Sin perjuicio de 
ello, la Comisión de Refugiados tendrá acceso a todas las actuaciones realizadas. 
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Artículo 32. (Resolución definitiva).- La Comisión de Refugiados adoptará resolución 
debidamente fundada dentro de un plazo no mayor a noventa días de recibido el informe 
de la Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados, por mayoría de miembros 
presentes, requiriéndose un minimo de tres votos favorables. En caso de empate el 
Presidente de la Comisión de Refugiados tendrá doble voto. 


Artículo 33. (Notificación).- La resolución que reconozca, rechace, cancele, cese o 
revoque la condición de persona apátrida, será notificada en forma personal al solicitante 
o en el domicilio que haya constituido a esos efectos o a través de cualquier otro medio 
idóneo que proporcione certeza en cuanto a la efectiva realización de la diligencia. 


Artículo 34. (Niños, niñas o adolescentes no acompañados).- Todo niño, niña o 
adolescente tiene derecho a solicitar y a que se reconozca su condición de persona 
apátrida por derecho propio y con independencia de su edad. 


Cuando la solicitud sea realizada por un niño, niña o adolescente no acompañado o 
separado de su familia, se debe comunicar en forma inmediata al Juzgado competente así 
como a la autoridad nacional en materia de infancia. 


En toda actuación es obligatoria la presencia de asistencia letrada, para lo cual 
podrá designársele Defensor Público. 


En caso de duda sobre la edad de la persona se estará a su declaración mientras no 
mediaren estudios técnicos y la correspondiente determinación por parte de autoridades 
competentes. 


Deberá prevalecer la defensa del interés superior del niño, niña o adolescente a lo 
largo de todas las instancias del procedimiento. Todas las decisiones que se adopten en 
el mismo deberán tomarse considerando su madurez y desarrollo intelectual. 


Artículo 35. (Derecho a intérprete).- Todas las personas deberán ser entrevistadas 
individualmente y se ofrecerá la posibilidad de elegir el sexo de su entrevistador e 
intérprete. 
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aticulo 36, (Derecho al refugio).- En cualquier etapa del procedimiento, la Comisión 
de Refugiados tramitará la solicitud con arreglo a la normativa en materia de refugio, si la 
persona solicita el reconocimiento de esa condición o la Secretaría Permanente de la 
Comisión de Refugiados considerase que pudiese calificar como refugiado y la persona 
consiente por escrito. En este caso se aplicará el principio de confidencialidad y demás 
principios en la materia. La Comisión de Refugiados evaluará si la persona califica como 
refugiada, apátrida o ambas condiciones o ninguna. 


CAPÍTULO Ill 
DE LOS RECURSOS 


Artículo 37, (Recursos).- Las resoluciones adoptadas por la Comisión de Refugiados 
serán pasibles de impugnación por el régimen de recursos y acción de nulidad, previstos 
en los articulos 317 a 319 de la Constitución de la República y demás disposiciones 
legales concordantes, en lo que fuere pertinente, 


La interposición de los recursos tendrá efecto suspensivo sobre la resolución 
impugnada. 


TÍTULO Y 
DISPOSICIONES FINALES 


Artículo 38, (Aplicación).- En la materia regulada por la presente ley se aplicará 
directamente el Derecho Internacional vigente, especialmente el relativo al Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho Internacional Humanitario, la 
aplicación de las Normas, Tratados y Convenciones ratificados por la República Oriental 
del Uruguay o declaraciones de organismos internacionales de los cuales el país forma 
parte y a las cuales ha adherido. 


Artículo 39. (Cooperación internacional).- El Estado podrá solicitar la cooperación y 
asistencia técnica del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados y de 
la comunidad internacional para la asistencia directa de las personas apátridas. 
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Artículo 40. (Interpretación, protección y asistencia).- En la interpretación del 
concepto de persona apátrida y en su protección y asistencia, se aplicará una perspectiva 
sensible al género, a la edad, a la diversidad u otras condiciones especiales de 
vulnerabilidad. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 5 de 
setiembre de 2018, 


| (Y 
Y >. 
VIRGINIA ORTIZ 


Secretaria 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 
MINSTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


Montevideo, 09 OCT 2017 
SEÑORA PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA GENERAL: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea General a tin de 
someter a su consideración el proyecto de ley adjunto mediante el cual se 
aprueba la ley de Reconocimiento y Protección al Apátrida. 


Apreciaciones Generales: 


Una persona apátrida es aquella que no es reconocida como nacional por 
ningún Estado, con frecuencia no puede acceder a derechos fundamentales, 
no tiene documentación de identidad, ni documentos de viaje, es decir que no 
puede desarrollar libremente sus planes de vida en condiciones de igualdad 
con otras personas que sí poseen la protección de un estado por ser su 
nacional. Según datos de la Organización de Naciones Unidas actualmente hay 
en el mundo 10 millones de personas apátridas y cada 10 minutos nace un niño 
apátrida. Nuestro continente es una de las principales regiones en el mundo 
que posee personas apátridas. 


La problemática de las personas apátridas ha resurgido como problema de 
Derecho internacional a partir de finales de la guerra fría. En efecto, el 
desmembramiento de los Estados federados y el surgimiento de Estados 
nuevos ha generado en Europa y África un problema severo. 


Las poblaciones significativas de personas apátridas también viven en los 
países alrededor del mundo que no les permiten a las madres transmitir su 
nacionalidad a sus hijos en condiciones de igualdad con los padres. Esto puede 
ocasionar que los niños queden en condición de apátrida cuando sus padres 
son desconocidos, desaparecidos o fallecidos. Se mencionan estas 
circunstancias entre otras que pueden generar la condición de apátrida. 


Uruguay ha ratificado la Convención para reducir los Casos de Apatridia, 
suscrita en Nueva York el 30 de agosto de 1961, a través de la Ley N” 17.349, 
promulgada por el Poder Ejecutivo el 15 de junio de 2001. Asimismo, con fecha 
24 de diciembre de 2003, se promulgó la Ley N* 17.722, a través de la cual se 


494-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de octubre de 2018 


aprueba la adhesión de la República a la Convención sobre el Estatuto de los 
Apátridas que fuera adoptada en Nueva York, Estados Unidos de América, el 
28 de septiembre de 1954, 


La Cancillería uruguaya, en el marco de la conmemoración del 60% Aniversario 
de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados (1951) y el 50* 
Aniversario de la Convención para reducir los casos de apatricia, (1961), que 
tuvo lugar en Ginebra, Suiza en diciembre de 2011, anunció el compromiso de 
Uruguay de contar con un procedimiento de determinación formal de la 
condición de apátrida, que conceda a las personas reconocidas como tales un 
estatuto consistente con los estándares internacionales. 


En virtud de lo expuesto, el objetivo del presente proyecto de ley de 
Reconocimiento y Protección al Apátrida, consiste en regularizar y mejorar la 
condición de los apátridas, asegurando el libre ejercicio de sus derechos y 
libertades fundamentales tal como lo establece la Carta de las Naciones Unidas 
y la Declaración Universal de Derechos Humanos, al igual que todas personas 
sin distinciones. 

El mismo se encuentra estructurado en cinco Títulos y cuarenta Artículos: 

El Título primero refiere a la definición de persona apátrida; el principio de la 
unidad familiar; el principio de no rechazo en frontera y de no devolución, la 
expulsión; de las personas no elegibles para la protección; la cancelación, la 
revocación y el cese de la condición de persona apátrida. 


El Título segundo refiere a los deberes y derechos de la persona apátrida, los 
documentos de identidad y de viaje, cambio de condición migratoria y 
asistencia administrativa. 

Por su pane el Título tercero hace alusión a los órganos competentes en 
materia de personas apátridas, sus funciones y cometidos. 

El Título cuarto regula el procedimiento para la determinación de la condición 
de persona apátrida. 

Finalmente el Título quinto consagra las denominadas Disposiciones Finales. 


Cabe destacar que de conformidad con el presente Anteproyecto de Ley, la 
Comisión de Refugiados creada por Ley N* 18.076, de 19 de diciembre de 
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2006, será el órgano competente en materia de personas apátridas. En este 
sentido, tendrá a su cargo la determinación de la condición de apátrida de 
aquellas personas que hayan solicitado ser reconocidas como tales. 


Finalmente, vale la pena recordar que la República, ratificó la Convención de 
las Naciones Unidas sobre el Estatuto de los Refugiados, aprobada en la 
Conferencia de Plenipotenciarios celebrada en Ginebra el 28 de julio de 1951, 
mediante la Ley N* 13.777, de 17 de octubre de 1969, y ha sancionado la ya 
mencionada Ley N* 18.076, ambos instrumentos íntimamente relacionados con 
las Convenciones internacionales en materia de apatridia, dado que la 
Convención de Refugiados regula el caso de los apátridas cuando estos tengan 
la calidad de refugiados. La necesidad de regularizar la condición de aquellos 
apátridas a los que la Convención de Refugiados no alcanza, ha justificado el 
interés de la República en ratificar los mencionados instrumentos 
internacionales en materia de apatridia y justifica la necesidad de la adopción 
del presente proyecto de ley de reconocimiento y protección al apátrida. 


Comisión Redactora del proyecto: 


El presente proyecto de ley ha sido el resultado de la labor de la Comisión de 
Refugiados, creada por la Ley N* 18.076, contando con el asesoramiento de la 
Delegación Regional del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados, con sede en Buenos Aires, Argentina. 


El proyecto consta de cuarenta artículos. 


En atención a lo expuesto el Poder Ejecutivo solicita la correspondiente 
aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera a la Señora Presidente de la Asamblea General las 
seguridades de su más alta consideración. 


AA, 
- bando yu)- 
ls 
ETA TABARÉ VÁZQUEZ 
o dela República 


Parlodo 2015 - 2020 
A 
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PROYECTO DE LEY 


TITULO | 
DE LA DEFINICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA, EL PRINCIPIO DE LA 
UNIDAD FAMILIAR, EL PRINCIPIO DE NO RECHAZO EN FRONTERA Y DE 
NO DEVOLUCIÓN, LA EXPULSIÓN, LA CANCELACIÓN, LA REVOCACIÓN Y 
EL CESE DE LA CONDICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 


CAPÍTULO | 
DE LA DEFINICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 

Artículo 1% — El término apátrida designará a toda persona que no sea 
considerada como nacional suyo por ningún Estado, conforme a su legislación. 
Artículo 2? - Toda persona apátrida tiene derecho a solicitar y recibir protección 
como tal en el territorio nacional. El reconocimiento de la condición de persona 
apátrida es un acto de carácter declarativo, humanitario y apolítico. 

Artículo 3% — Se podrá conceder igual trato, por motivos humanitarios, a las 
personas que poseen una nacionalidad pero, encontrándose fuera del país de 
su nacionalidad, sus autoridades le impiden regresar al mismo. 

Artículo 4% - La reunificación familiar es un derecho de las personas apátridas. 
El estado facilitará el derecho de las personas apátridas a la reunificación 
familiar con sus padres, cónyuges, concubinos e hijos, así como cualquier otro 
pariente por consanguinidad hasta el cuarto grado o afinidad hasta el segundo 


grado. 
CAPÍTULO Il 
DEL PRINCIPIO DE NO RECHAZO EN FRONTERA, LA PROHIBICIÓN DE 
DEVOLUCIÓN Y LA EXPULSIÓN 


Artículo 5% - Todo funcionario público en ejercicio de funciones de control 
migratorio en un puesto fronterizo de carácter terrestre, marítimo, fluvial o 
aéreo, se abstendrá de prohibir el ingreso al territorio nacional a toda persona 
apátrida o que manifieste su intención de solicitar el reconocimiento de la 
condición de persona apátrida. Esta disposición se aplicará aun cuando la 
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persona no posea la documentación exigible por las disposiciones legales 
migratorias o ésta sea visiblemente fraudulenta o falsificada. 

Artículo 6% - Toda autoridad pública se abstendrá de devolver, expulsar, 
extraditar, o aplicar cualquier otra medida que implique el retorno del 
solicitante o persona apátrida a las fronteras de otro país, sea o no de origen, 
donde su vida, integridad física, moral e intelectual, libertad o seguridad estén 
en peligro . 

Podrá procederse a la expulsión por razones de seguridad o de interés público 
y conforme a los procedimientos legales vigentes. 

Artículo 7% - En caso de denegación de reconocimiento de la condición de 
persona apátrida, el extranjero podrá optar por permanecer en el territorio 
nacional en otra categoría migratoria aplicable conforme a la normativa 
vigente. 

Artículo 8? - El proceso administrativo o judicial tendiente a imponer sanciones 
penales o administrativas y las medidas de restricción ambulatoria aplicables 
que tengan su antecedente en el ingreso ilegal o fraudulento del solicitante 
al territorio nacional, quedarán en suspenso por orden de la autoridad o Juez 
competente, según sea el caso, hasta que se adopte resolución definitiva 
respecto de su solicitud. Las autoridades competentes no aplicarán otras 
restricciones de circulación que las necesarias y solamente hasta que se haya 
resuelto su solicitud. 

A quien se le haya reconocido la condición de persona apátrida no se le 
impondrá sanciones penales ni administrativas por motivos que directa o 
indirectamente estén vinculados con el ingreso ilegal o fraudulento al territorio 
nacional para solicitar el reconocimiento de la condición de persona apátrida. 


CAPÍTULO Il 
DE LAS PERSONAS NO ELEGIBLES PARA PROTECCIÓN INTERNACIONAL 
Artículo 9* - Esta ley no se aplicará a aquellas personas: 

A) Que perciban actualmente protección o asistencia de un órgano u 
organismo de la Organización de las Naciones Unidas, distinto del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, mientras 
estén recibiendo tal protección o asistencia. 
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B) A quienes las autoridades competentes del país donde hayan fijado su 
residencia reconozcan los derechos y obligaciones inherentes a la 
posesión de la nacionalidad de ese país. 

Artículo 10? - Esta ley tampoco se aplicará cuando haya motivos fundados para 
considerar que las personas: 

A) Han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito 
contra la humanidad, tal como se hayan definidos por el derecho 
internacional. 

B) Han cometido un grave delito común fuera del territorio nacional y antes 
de su admisión en él. 

C) Han cometido actos contrarios a los propósitos y principios de la 
Organización de las Naciones Unidas. 

Artículo 11% - Podrán ser reconocidas como apátrida, por razones humanitarias, 
las personas que hayan renunciado a su nacionalidad y que no puedan adquirir 
una nueva. En caso de no otorgarse el reconocimiento, las autoridades podrán 
realizar las gestiones para la readquisición de su nacionalidad y/o su admisión 
en el país del cual era nacional. 


CAPÍTULO IV 
DE LA CANCELACIÓN Y REVOCACIÓN DE LA CONDICIÓN DE PERSONA 
APÁTRIDA 
Artículo 12% - Si a posteriori del reconocimiento de la condición de persona 
apátrida se constatara fehacientemente la falsedad de los fundamentos de 
hecho invocados, o el ocultamiento de hechos materiales que, de haberse 
conocido, hubiera sido causal de denegación, se cancelará el estatuto 
previamente otorgado. 
Existiendo resolución firme, la expulsión se llevará a cabo a través de los 
procedimientos legales vigentes en el país, respetando las garantías del debido 
proceso. 
Artículo 13% - Cuando se comprobare fehacientemente que una persona, luego 
de haber sido reconocida como persona apátrida, cometiere alguno de los 
actos referidos en el Artículo 10” incisos a) y c), se revocará la condición de 
persona apátrida. 
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Artículo 14% - Una vez adoptada decisión definitiva sobre la cancelación o 
revocación de la condición de persona apátrida y la persona no califique para 
adquirir otra condición migratoria común, podrá decretarse su expulsión. 

La resolución de expulsión será adoptada por el Ministerio del Interior. La orden 
de expulsión no se ejecutará hasta que se adopte resolución definitiva. 


CAPÍTULO V 

DE LA CESACIÓN DE LA CONDICIÓN DE PERSONA APÁTRIDA 
Artículo 15% - La condición de persona apátrida cesará, cuando tenga lugar 
alguno de los hechos siguientes: 
A) Que la persona apátrida sea reconocida como nacional suyo por otro 
Estado, conforme a su legislación. En este supuesto, la persona cesada en su 
condición de apátrida podrá continuar residiendo en el país, de acuerdo a los 
criterios de la legislación migratoria vigente. 
B) Que la persona apátrida haya obtenido la ciudadanía legal en el país, de 
acuerdo a lo establecido en el Artículo 75 y siguientes de la Constitución de la 
República. 
Las personas apátridas gozarán de facilidades para obtener la ciudadanía 
legal, de acuerdo con las siguientes pautas que reconocen la condición 
particular en la que se encuentran: 
1) Una vez que la Comisión de Refuaiados hubiera reconocido su 
condición de persona apátrida, el solicitante quedará eximido de probar su 
nacionalidad a través de un pasaporte nacional vigente, así como de acreditar 
su ingreso legal al país, si éste hublera ocurrido en infracción a ta legislación 
migratoria; 
2) No se exigirá a la persona apátrida presentar la partida de nacimiento de 
su país de origen u otra documentación expedida por autoridades extranjeras, 
cuando existiera una imposibilidad manifiesta. 
3) Podrá eximirse a la persona apátrida de legalizar o apostillar la 
documentación expedida por autoridades extranjeras. 


TÍTULO 11 
CAPITULO | 
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DE LOS DEBERES Y DERECHOS DE LA PERSONA APÁTRIDA, DE LOS 
DOCUMENTOS DE IDENTIDAD Y DE VIAJE, DEL CAMBIO DE CONDICIÓN 
MIGRATORIA Y DE LA ASISTENCIA ADMINISTRATIVA 


Artículo 16% - Toda persona apátrida y solicitante de reconocimiento de la 
condición de apátrida debe respetar el orden jurídico de la República y estará 
sujeta a las disposiciones de esta ley y de la Convención sobre el Estatuto 
de los Apátridas de 1954. 

Artículo 17% - El Estado garantizará a las personas apátridas y solicitantes de 
la condición de persona apátrida, el goce y el ejercicio de los derechos 
civiles, económicos, sociales, culturales y todos los demás derechos 
inherentes a la persona humana, reconocidos a los habitantes de la República 
en su normativa interna así como en los instrumentos internacionales de 
derechos humanos suscritos por el Estado. 


CAPÍTULO II 
DE LOS DOCUMENTOS DE IDENTIDAD Y DE VIAJE 

Artículo 18? - Todo solicitante de reconocimiento de la condición de apátrida 
tiene derecho a que se le provea de un documento de identidad provisorio 
expedido por la Dirección Nacional de Identificación Civil del Ministerio del 
Interior, hasta que recaiga resolución definitiva sobre su solicitud, 
Una vez reconocida la condición de persona apátrida, dicho documento será 
sustituido por el documento de identidad otorgado a los residentes 
permanentes. 
En ambos casos la Dirección Nacional de Identificación Civil expedirá el 
documento de identidad con la sola presentación del Certificado de Llegada 
que otorga la Dirección Nacional de Migración. 
Los miembros del grupo familiar que posean una nacionalidad extranjera 
tendrán derecho a obtener residencia legal en el país y la expedición de un 
documento de identidad, 
Artículo 19% - Toda persona apátrida tiene derecho a que se le provea del 
documento de viaje previsto por el Artículo 28 y el anexo de la Convención 
sobre el Estatuto de los Apátridas de 1954, el cual contendrá las 
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características de seguridad de la Organización de Aviación Civil 
Internacional. 

El documento de viaje tendrá validez por el término de un año a contar de 
la fecha de su expedición y podrá ser renovado de acuerdo a la normativa 
vigente. Las autoridades diplomáticas o consulares prorrogarán el documento 
de viaje cuando proceda, pudiendo igualmente expedir un salvoconducto que 
permita el pronto retorno de la persona apátrida al territorio. El Ministerio de 
Relaciones Exteriores será la autoridad encargada de su expedición. 

Artículo 20% - Los procedimientos de determinación de la apatridia y los trámites 
migratorios serán gratuitos para la persona apátrida, la solicitante del 
reconocimiento de tal condición, y los miembros de su grupo familiar. 

Podrá exigirse a las personas apátridas que no se encuentren en situación de 
pobreza, el pago de las tasas, derechos o impuestos para la obtención de la 
documentación de identidad y viaje, u otros servicios análogos. 


CAPÍTULO 1 
DE LA ASISTENCIA ADMINISTRATIVA 

Artículo 21% - Cuando la persona apátrida o el solicitante de tal condición 
requiera de ayuda de autoridades extranjeras a las cuales no pueda recurrir, 
las autoridades administrativas dispondrán lo necesario para proporcionarle 
tal ayuda. 

Las autoridades públicas facilitarán los mecanismos pertinentes para la 
aplicación de este criterio en todos los procedimientos e instancias en las que 
un solicitante de la condición de persona apátrida o una persona apátrida 
debiese acreditar un supuesto de hecho o de derecho, a cuyo fin precisara 
normalmente contactar a las autoridades de su país de origen. 


TÍTULO 111 
DE LOS ÓRGANOS COMPETENTES EN MATERIA DE PERSONAS 
APÁTRIDAS, 
SUS FUNCIONES Y COMETIDOS 
CAPÍTULO | 
ÓRGANO COMPETENTE EN MATERIA DE PERSONAS APÁTRIDAS 
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Artículo 22? - La Comisión de Refugiados creada por la Ley N* 18.076, de 19 
de diciembre de 2006, es el órgano competente en materia de personas 
apátridas, rigiéndose en lo no regulado expresamente por la presente ley, en 
cuanto a su integración y funcionamiento, por las disposiciones de la Ley N” 
18.076. 


CAPÍTULO Il 
COMPETENCIAS Y COMETIDOS DE LA COMISIÓN DE REFUGIADOS 
EN MATERIA DE PERSONAS APÁTRIDAS 
Artículo 23% - Compete a la Comisión de Refugiados: 
A) Identificar y determinar la calidad de apátrida, sobre la base de las 
disposiciones contenidas en la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas 
de 1954, esta ley y otras fuentes del Derecho Internacional y Nacional en 
materia de personas apátridas. 
B) Resolver todas las cuestiones relativas a la inclusión y exclusión, así como 
aquellas relativas a la cesación, cancelación y revocación del estatuto de 
persona apátrida. 
C) Resolver sobre las solicitudes de reunificación familiar y de reasentamiento 
de personas apátridas en el país. 
D) Velar para que la persona apátrida disfrute efectivamente de sus derechos, 
promoviendo su acceso efectivo a programas públicos de asistencia social, 
económica y cultural. 
E) Coadyuvar en la búsqueda e implementación de soluciones duraderas para 
las personas apátridas. A tales efectos, planificará, promoverá y coordinará 
políticas públicas en vinculación con instituciones públicas o privadas, de 
carácter nacional, extranjera o internacional. 


CAPÍTULO Ill 
DE LA SECRETARÍA PERMANENTE DE LA COMISIÓN DE REFUGIADOS EN 
CUANTO A SU COMPETENCIA EN MATERIA DE PERSONAS APÁTRIDAS 
Artículo 24% - La Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados del 
Artículo 30 de la Ley 18.076, de 19 de diciembre de 2006, asistirá a la 
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Comisión en lo relativo a la instrucción de los expedientes en que ésta deba 
conocer y demás funciones asignadas por la Ley 18.076 y la presente Ley. 


TÍTULO IV 
DEL PROCEDIMIENTO PARA LA DETERMINACIÓN DE LA CONDICIÓN DE 
PERSONA APÁTRIDA 

CAPÍTULO | 

DE LA SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE LA CONDICIÓN DE 
PERSONA APÁTRIDA 

Artículo 25? - La solicitud de reconocimiento de la condición de persona 
apátrida deberá presentarse por el interesado o su representante legal, en 
forma verbal o escrita ante la Secretaría Permanente de la Comisión de 
Refugiados, ante cualquier autoridad nacional, departamental o ante el 
representante del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados con sede en el país o su agencia implementadora. 
Si la solicitud fuera verbal, se dejará constancia por escrito del contenido 
esencial de lo expresado por el solicitante. La solicitud deberá contener, al 
menos, los nombres y apellidos del solicitante y su familia, procedencia y toda 
otra condición relevante, como el país de residencia habitual, fechas de 
nacimiento, datos de filiación y documentación que posea. 
Artículo 26% - La autoridad que reciba la solicitud deberá remitirla sin demora a 
la Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados, dentro del plazo 
máximo de veinticuatro horas de su recepción. 
La comunicación podrá ser dirigida por cualquier vía de comunicación idónea y 
expedita. 


CAPÍTULO Il 
DEL PROCEDIMIENTO Y RESOLUCIÓN DE LA SOLICITUD 
Artículo 27” - La Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados dará 
trámite a la solicitud, procediendo a su registro. 
Informará al solicitante del procedimiento para la determinación de la condición 
de persona apátrida, sus derechos y obligaciones en un idioma que pueda 
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entender y dejará constancia del domicilio constituido por el solicitante a 
efectos de ser notificado de las resoluciones que oportunamente se produzcan. 
En particular, se le informará que tiene derecho a solicitar protección 
internacional como refugiado en los términos de la Ley N* 18.076. 

Se entrevistará personalmente al solicitante y recibirán las pruebas 
documentales y de otro tipo que pueda producir en apoyo de su solicitud. 

Se realizaran las consultas sobre la posesión de nacionalidad a los Estados 
con los cuales el solicitante pudiera tener vínculos por nacimiento, 
ascendencia, residencia o matrimonio. Las consultas a las misiones 
diplomáticas, oficinas consulares u otras representaciones acreditadas ante la 
República Oriental del Uruguay, serán realizadas por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores a solicitud de la Secretaría Permanente de la Comisión 
de Refugiados. 

Al solicitante que así lo requiera y necesite cuando no comprenda el idioma 
nacional, se le facilitarán los servicios de un intérprete para asistirle en las 
entrevistas. 

Artículo 28% - Los organismos públicos proporcionarán en forma urgente la 
información y documentación que solicite la Secretaría Permanente de la 
Comisión de Refugiados en el marco de un procedimiento de determinación de 
la condición de apátrida. 

Artículo 29% - Será admisible todo tipo de prueba en el procedimiento, sin 
embargo, su producción quedará sujeta a que la Comisión de Refugiados las 
considere relevantes en las circunstancias del caso. La Secretaría Permanente 
de la Comisión de Refugiados instruirá el expediente de oficio, produciendo 
todas las pruebas que se consideran pertinentes para determinar el mérito de 
la solicitud, en especial aquellas relativas a la forma en que las autoridades 
competentes extranjeras interpretan y aplican su derecho de nacionalidad. 

La persona solicitante debe cooperar con la Secretaría para determinar los 
hechos que justifican su solicitud y presentar todas las pruebas que tuviera en 
su poder o pudiera razonablemente obtener. 

Artículo 30% - La Comisión de Refugiados evaluará la totalidad de los 
antecedentes disponibles y en caso de duda respecto a aquellos aspectos que 
no puedan ser debidamente acreditados, aplicarán el principio del beneficio de 
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la duda a favor del solicitante, siempre que hubiera cumplido con su deber de 
cooperación a los efectos de establecer los hechos que alega. 

Artículo 31% - La instrucción del asunto no podrá superar el plazo de ciento 
ochenta días contados a partir de la presentación de la solicitud ante la 
Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados. Se podrá prorrogar por 
igual plazo, mediante resolución fundada. 

Concluida la misma, la Secretaría Permanente elevará a la Comisión de 
Refugiados un informe circunstanciado y sus conclusiones, debidamente 
fundadas. Sin perjuicio de ello, la Comisión de Refugiados tendrá acceso a 
todas las actuaciones realizadas. 

Artículo 32? - La Comisión de Refugiados adoptará resolución debidamente 
fundada dentro de un plazo no mayor a noventa días de recibido el informe de 
la Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados, por mayoría de 
miembros presentes, requiriéndose un mínimo de tres votos favorables. En 
caso de empate el Presidente de la Comisión de Refugiados tendrá doble voto. 

Artículo 33% - La resolución que reconozca, rechace, cancele, cese o revoque la 
condición de persona apátrida será notificada en forma personal al solicitante o 
en el domicilio que haya constituido a esos efectos, o a través de cualquier otro 
medio idóneo que proporcione cereza en cuanto a la efectiva realización de la 
diligencia. 

Artículo 34? - Todo niño, niña o adolescente tiene derecho a solicitar y a que se 
reconozca su condición de persona apátrida por derecho propio y con 
independencia de su edad. 

Cuando la solicitud sea realizada por un niño, niña o adolescente no 
acompañado o separado de su familia, se debe comunicar en forma inmediata 
al Juzgado competente así como a la autoridad nacional en materia de infancia. 
En toda actuación es obligatoria la presencia de asistencia letrada . 

En caso de duda sobre la edad de la persona se estará a su declaración 
mientras no mediaren estudios técnicos y la correspondiente determinación por 
parte de autoridades competentes. 

Deberá prevalecer la defensa del interés superior del niño, niña o adolescente 
a lo largo de todas las instancias del procedimiento. Todas las decisiones que 
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se adopten en el mismo deberán tomarse considerando su madurez y 
desarrollo intelectual. 

Artículo 35% - Todas las personas deberán ser entrevistadas individualmente y 
se ofrecerá la posibilidad de elegir el sexo de su entrevistador e intérprete. 
Artículo 38? - En cualquier etapa del procedimiento, la Comisión de Refugiados 
tramitará la solicitud con arreglo a la normativa en materia de refugio, si la 
persona solicita el reconocimiento de esa condición, o la Secretaria 
Permanente de la Comisión Refugiados considerase que pudiese calificar 
como refugiado y la persona consiente por escrito. En este caso se aplicará el 
principio de confidencialidad y demás principios en la materia. 

La Comisión Refugiados evaluará si la persona califica como refugiada, 
apátrida o ambas condiciones, o ninguna. 


CAPÍTULO lil 
DE LOS RECURSOS 

Artículo 37" - Las resoluciones adoptadas por la Comisión de Refugiados serán 
pasibles de impugnación por el régimen de recursos y acción de nulidad, 
previstos en los Artículos 317 a 319 de la Constitución de la República y demás 
disposiciones legales concordantes, en lo que fuere pertinente. 

La interposición de los recursos tendrá efecto suspensivo sobre la resolución 
impugnada. 


TÍTULO V 

DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 38% - En la materia regulada por la presente ley se aplicará 
directamente el Derecho Internacional, especialmente el relativo al Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, el Deracho Internacional Humanitario, 
las normas contenidas en la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas de 
1954 y las Normas, Tratados y Convenciones ratificados por la República 
Oriental del Uruguay o Declaraciones de organismos internacionales de los 
cuales el país forma parte y a las cuales ha adherido. 
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Anículo 39” - El Estado podrá solicitar la cooperación y asistencia técnica del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados y de la 
comunidad internacional para la asistencia directa de las personas apátridas. 
Artículo 40? - En la interpretación de cada uno de los elementos del concepto 
de persona apátrida y en su protección y asistencia, se aplicará una 
perspectiva sensible al género, a la edad, a la diversidad u otras condiciones 
especiales de vulnerabilidad. 
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CÁMARA DE SENADORES 


Comisión de Asuntos Internacionales 


RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN AL APÁTRIDA 
Se establecen normas 


informe 
Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales trae para la aprobación del 
cuerpo, el Mensaje y proyecto de Ley enviado por Poder Ejecutivo, mediante el 
cual se aprueba la ley de Reconocimiento y Protección al Apátrida. 


Dicho proyecto, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 85 
numeral 7 y 168 numeral 20 de la Constitución de la República, fue enviado a 
la Asamblea General como mensaje del Poder Ejecutivo el 9 de octubre de 
2017, ingresando a la Cámara de Representantes el 17 de octubre de 2017, 
que lo sanciona el 5 de setiembre de 2018. 


En la exposición de motivos, el Poder Ejecutivo define como apátrida a 
aquella persona que no es reconocida como nacional por ningún Estado y que 
con frecuencia no puede acceder a derechos fundamentales, no tiene 
documentación de identidad, ni documentos de viajes, es decir que no puede 
desarrollar libremente sus planes de vida en condiciones de igualdad con otras 
personas que si poseen la protección de un estado por ser su nacional. 


Según datos de la Organización de Naciones Unidas actualmente hay en 
el mundo 10 millones de personas apátridas y cada 10 minutos nace un niño 
apátrida, siendo nuestro continente una de las principales regiones que posee 
personas en dichas condiciones. 


La problemática de las personas apátridas ha resurgido como problema 

de Derecho Internacional a partir de finales de la guerra fría. En ese sentido, el 
desmembramiento de los Estados federados y el surgimiento de Estados 
nuevos han generado en Europa y África un problema severo. 
Uruguay ha ratificado la Convención para reducir los Casos de Apátrida, 
suscrita en Nueva York el 30 de agosto de 1961, a través de la Ley N* 17.349 
de 15 de junio de 2001. Por su parte, a través de la Ley No. 17.722 de 24 de 
diciembre de 2003 se aprueba la adhesión de la República a la Convención 
sobre el Estatuto de los Apátridas que fuera adoptada en Nueva York, Estados 
Unidos de América, el 28 de setiembre de 1964. 


En el marco de la conmemoración del 60% Aniversario de la Convención 
sobre el Estatuto de los Refugiados (1951) y el 50% Aniversario de la 
Convención para reducir los Casos de apatridia (1961), que tuvo lugar en 
Ginebra, Suiza en diciembre de 2011, Uruguay anunció el compromiso de 
contar con un procedimiento de determinación formal de la condición de 
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apátrida que conceda a las personas reconocidas como tales un estatuto 
consistente con los estándares internacionales. 


Se considera de vital importancia que los Estados identifiquen a estas 
personas en sus territorios, de manera que puedan disfrutar de los derechos 
humanos básicos, permitiéndoles vivir con dignidad hasta que puedan resolver 
su situación mediante la adquisición de una nacionalidad. 


En función de ello, el objetivo del presente proyecto de ley de 
Reconocimiento y Protección al Apátrida, consiste en regularizar y mejorar la 
condición de los apátridas, asegurando el libre ejercicio de sus derechos y 
libertades fundamentales conforme lo establece la Carta de las Naciones 
Unidas y la Declaración Universal de Derechos Humanos, al igual que todas las 
personas sin distinciones. Cabe consignar que el mismo es el resultado de la 
labor de la Comisión de Refugiados, creada por la Ley No. 18.076, de 19 de 
diciembre de 2006, contando con el asesoramiento de la Delegación Regional 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR). 
Finalmente, vale recordar que la República ratificó la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Estatuto de los Refugiados, aprobada en la 
Conferencia de Plenipotenciarios celebrada en Ginebra el 28 de julio de 1951, 
mediante la Ley N* 13.777, de 17 de octubre de 1969 y sancionó asimismo la 
Ley N% 18.076 sobre Refugiados. Ambos instrumentos íntimamente 
relacionados con las Convenciones Internacionales en materia de apátrida, 
dado que la Convención de Refugiados regula el caso de los apátridas cuanto 
estos tengan la calidad de refugiados. Considerando la necesidad de 
regularizar la condición de aquellos apátridas a los que la Convención de 
Refugiados no alcanza, justifica la necesidad de la adopción del presente 
proyecto de ley de reconocimiento y protección al apátrida. 


En cuanto a la estructura del proyecto, como aspecto más relevante se 

señala que se divide en cinco títulos y consta de cuarenta artículos. 

e Título primero. Refiere a la definición de la persona apátrida; el principio 
de la unidad familiar; el principio de no rechazo en frontera y de no 
devolución; la expulsión de las personas no elegibles para la protección, 
la cancelación, la revocación y el cese de la condición de persona 
apátrida. 

+ Título segundo. Refiere a los deberes y derechos de la persona apátrida, 
los documentos de identidad y de viaje, cambio de condición migratoria y 
asistencia administrativa. 

+. Título tercero. Hace alusión a los órganos competentes en materia de 
personas apátridas, sus funciones y cometidos. 

e Título cuarto. Regula el procedimiento para la determinación de la 
condición de persona apátrida 
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e Título quinto. Consagra disposiciones finales. Establece normativa 
aplicable y posibilidad del Estado de solicitar cooperación y asistencia 
técnica del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados y de la comunidad internacional para la asistencia directa de 
las personas apátridas. Establece elementos de interpretación. 

En función de los motivos expuestos, esta Comisión aconseja al Cuerpo, la 

aprobación del proyecto de ley que fuera remitido por el Poder Ejecutivo el 9 de 


octubre de 2017 y que fuera sancionado por la Cámara de Representantes el 5 
de setiembre de 2018. 


Sala de la Comisión, 11 de octubre de 2017 


MÓNICA XAVIER 
Miembro Informante 


VERÓNICA ALONSO 
CARLOS BARÁIBAR 

GRACIELA GARCÍA 

JORGE LARRAÑAGA 
CONSTANZA MOREIRA 

MARCOS OTHEGUY 
CONRADO RAMOS 
JORGE SARAVIA 
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Disposiciones citadas 


Constitución de la República 


SECCION ill 
DE LA CIUDADANIA Y DEL SUFRAGIO 


CAPITULO | 


Artículo 75.- Tienen derecho a la ciudadanía legal: 


A) Los hombres y las mujeres extranjeros de buena conducta, con familia 
constituida en la República, que poseyendo algún capital en giro o propiedad 
en el país, o profesando alguna ciencia, arte o industria, tengan tres años de 
residencia habitual en la República. 


B) Los hombres y las mujeres extranjeros de buena conducta, sin familia 
constituida en la República, que tengan alguna de las cualidades del inciso 
anterior y cinco años de residencia habitual en el país. 


C) Los hombres y las mujeres extranjeros que obtengan gracia especial de la 
Asamblea General por servicios notables o méritos relevantes. 


La prueba de la residencia deberá fundarse indispensablemente en instrumento 
público o privado de fecha comprobada. 


Los derechos inherentes a la ciudadanía legal no podrán ser ejercidos por los 
extranjeros comprendidos en los incisos A) y B) hasta tres años después del 
otorgamiento de la respectiva carta. 


La existencia de cualesquiera de las causales de suspensión a que se refiere 
el artículo 80, obstará a! otorgamiento de la carta de ciudadania. 


SECCION XVII 
DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
CAPITULO IV 


Artículo 317.- Los actos administrativos pueden ser impugnados con el recurso 
de revocación, ante la misma autoridad que los haya cumplido, dentro del término de 
diez días, a contar del día siguiente de su notificación personal, si correspondiere, o de 
su publicación en el "Diario Oficial”. 


Cuando el acto administrativo haya sido cumplido por una autoridad sometida a 
jerarquías, podrá ser impugnado, además, con el recurso jerárquico, el que deberá 
interponerse conjuntamente y en forma subsidiaria, al recurso de revocación. 
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Cuando el acto administrativo provenga de una autoridad que según su estatuto 
jurídico esté sometida a tutela administrativa, podrá ser impugnado por las mismas 
causas de nulidad previstas en el artículo 309, mediante recurso de anulación para ante 
el Poder Ejecutivo, el que deberá interponerse conjuntamente y en forma subsidiaria al 
recurso de revocación. 


Cuando el acto emane de un órgano de los Gobiernos Departamentales, se 
podrá impugnar con los recursos de reposición y apelación en la forma que determine 
la ley. 


Artículo 318.- Toda autoridad administrativa está obligada a decidir sobre 
cualquier petición que le formule el titular de un interés legítimo en la ejecución de un 
determinado acto administrativo, y a resolver los recursos administrativos que se 
interpongan contra sus decisiones, previos los trámites que correspondan para la debida 
instrucción del asunto, dentro del término de ciento veinte días, a contar de la fecha de 
cumplimiento del último acto que ordene la ley o el reglamento aplicable. 


Se entenderá desechada la petición o rechazado el recurso administrativo, si la 
autoridad no resolviera dentro del término indicado. 


Artículo 319.- La acción de nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, no podrá ejercitarse si antes no se ha agotado la vía administrativa, 
mediante los recursos correspondientes. La acción de nulidad deberá interponerse, so 
pena de caducidad, dentro de los términos que en cada caso determine la ley. 
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Código del Proceso Penal 


LIBRO IV 
PROCESOS ESPECIALES 


TÍTULO 1 
DEL RÉGIMEN Y PROCEDIMIENTO DE LA EXTRADICIÓN 


CAPÍTULO | 
RÉGIMEN 


Artículo 329. (Normas aplicables).- 


329.1 El proceso de extradición se regirá por las mormas de los tratados o 
convenciones internacionales ratificados por la República que se encuentren vigentes. 


329.2 En relación con los crimenes y delitos tipificados por la Ley N* 18.026, de 25 
de setiembre de 2006 y el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, el proceso 
de extradición y de entrega de sospechosos se regirá, además, por lo establecido por 
dichas normas. 


329.3 En defecto o insuficiencia de los instrumentos mencionados, se aplicarán las 
siguientes disposiciones. 


Artículo 330. (Procedencia de la extradición).- 


330.1 Cuando fueren requeridos al efecto, los tribunales competentes de la 
República entregarán a cualquier persona que se encuentre en el territorio nacional para 
ser sometida a proceso, concluir un proceso ya iniciado o cumplir la pena privativa de 
libertad a que hubiere sido condenada en el Estado requirente, con arreglo a las 
disposiciones contenidas en el presente Titulo. 


330.2 Para que proceda la extradición es necesario que el Estado requirente tenga 
jurisdicción para conocer en el delito en que funda su solicitud, haya sido o no cometido 
en dicho Estado. 

Artículo 331. (Improcedencia de la extradición).- La extradición no procede cuando: 

a) el requerido haya cumplido la pena correspondiente al delito que motiva el pedido, 

o cuando de cualquier manera se hubiere extinguido la pretensión punitiva del 
Estado con anterioridad a la solicitud; 


b 


= 


estén prescriptos el delito, el ejercicio de la acción penal o la pena impuesta, 
según la legislación nacional o la del Estado requirente; 


c) el reclamado haya sido juzgado o condenado o vaya a ser juzgado en un tribunal 
de excepción o ad-hoc en el Estado requirente; 


d 


mer 


se trate de delitos políticos o delitos comunes conexos con delitos políticos, o 
delitos comunes cuya represión obedezca a motivos políticos. No serán 
considerados como delitos políticos el genocidio, los crimenes de lesa 
humanidad, los crímenes de guerra ni los actos de terrorismo; 
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e) de las circunstancias del caso pueda inferirse que media propósito persecutorio 
por consideraciones discriminatorias de raza, religión, nacionalidad o que la 
situación de la persona pueda verse agravada por algún otro motivo análogo; 


f) la conducta que motiva el pedido de extradición no se encuentre prevista como 
delito en ambas legislaciones. Para dicha comprobación, no se atenderá a la 
denominación de los ilícitos, sino a la semejanza de las respectivas descripciones 
típicas; 


g) la pena impuesta sea inferior a dos años de privación de libertad o cuando la pena 
que aún le resta por cumplir, sea inferior a seis meses; 


h) la condena se hubiese dictado en rebeldía y el Estado requirente no brindase 
seguridades de que el caso se reabrirá para oír al condenado, permitirle el 
ejercicio del derecho de defensa y dictar, en consecuencia, una nueva resolución; 


1) la persona reclamada hubiese sido inimputable por razón de edad al tiempo de la 
comisión del hecho o de los hechos por los cuales se reclama 


Fuento: Loy N* 19,549, de 25 de octubre de 2017, artículo 27 


Artículo 332. (Pena de muerte y prisión perpetua).- En ningún caso se autorizará la 
entrega cuando la pena a aplicarse por el Estado requirente, sea la pena de muerte o la 
prisión perpetua. 


Artículo 333. (Nacionalidad).- La nacionalidad de la persona reclamada, no impedirá 
la sustanciación del pedido de extradición y en su caso, la entrega. 


CAPÍTULO Il 
SOLICITUD 


Artículo 334. (Forma de la solicitud).- La solicitud de extradición será formulada ante 
el Ministerio de Relaciones Exteriores por el representante del Estado requirente, o 
directamente de Gobierno a Gobierno, y deberá ser acompañada de la documentación 
requerida por este Código. 


Artículo 335. (Rechazo excepcional por el Poder Ejecutivo).- El Poder Ejecutivo 
podrá rechazar solicitudes de extradición, en casos extraordinarios en los que medien 
razones fundadas para estimar que de su cumplimiento o su mero diligenciamiento, 
puedan resultar consecuencias seriamente perjudiciales para el orden y la tranquilidad 
interna de la República, o para el normal desenvolvimiento de sus relaciones 
internacionales. También podrá rechazar las solicitudes formuladas por Estados cuya 
legislación y/o prácticas en la materia, no guarden razonable similitud con las del Estado 


uruguayo. 


Artículo 336. (Documentación requerida).- La solicitud de extradición deberá ser 
acompañada de los siguientes documentos, debidamente traducidos: 
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a) si se trata de un imputado, copia auténtica del auto de sujeción a proceso o del 
auto que disponga la privación de libertad, así como copia de las piezas 
procesales en que se funda la resolución. Tratándose de un condenado, deberá 
acompañarse copia auténtica de la sentencia de condena, 


b) una relación de los hechos atribuidos a la persona reclamada, con indicación del 
tiempo y lugar de comisión, su calificación juridica y los elementos de prueba 
correspondientes; 


c) transcripción de las disposiciones legales aplicables referidas a la jurisdicción del 
tribunal, a la descripción típica, las circunstancias alteratorias, la prescripción del 
delito y de la pena, clase y monto de la pena conminada, sistema de aplicación de 
la misma y normas procesales que autorizan el arresto; 


d) toda información que permita la identificación del reclamado, incluso fotografias, 
ficha dactiloscópica y mención de su probable domicilio o paradero en el territorio 
nacional. 


Artículo 337. (Solicitud por más de un Estado).- 


337.1 Cuando la extradición de una persona se pida por diferentes Estados por un 
mismo delito, el órgano jurisdiccional competente dará preferencia a la solicitud del 
Estado que haya prevenido en el conocimiento de aquel. 


337.2 Si se tratare de hechos diferentes, dará preferencia al pedido formulado por el 
delito más grave y si se los reputara de igual gravedad, la preferencia será determinada 
por la prioridad en el pedido. 


CAPÍTULO III 
ARRESTO PREVENTIVO 


Artículo 338. (Norma general).- 


338.1 En situaciones de urgencia, podrá solicitarse el arresto preventivo de la 
persona reclamada vía Interpol, debiendo indicar el Estado requirente, la intención de 
presentar un pedido formal de extradición y la existencia de una orden judicial de arresto 
o de un fallo condenatorio. 


338.2 El juez competente ordenará que la persona reclamada permanezca privada 
de libertad o dispondrá en su caso una medida alternativa al arresto. También podrá 
disponer la incautación de efectos o instrumentos del delito que el reclamado tenga en 
su poder. 


338.3 Efectivizada la detención del reclamado, la misma será comunicada al 
Ministerio de Relaciones Exteriores el que a su vez lo pondrá inmediatamente en 
conocimiento del Estado requirente. 


338,4 El juez letrado interviniente deberá convocar a audiencia dentro de las 
veinticuatro horas desde que se produjo la detención. En la misma, se intimará a la 
persona detenida la designación de defensor bajo apercibimiento de designársele el 
defensor público que por tumo corresponda. De inmediato, se le tomará declaración a 
los efectos de verificar su identidad y se le informará sobre los motivos invocados por el 
Estado requirente para solicitar su entrega y sobre el procedimiento de extradición. 
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Artículo 339 (Cese del arresto y plazo máximo de detención de la persona 
requerida).- 


339.1 Si dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la audiencia, el Estado 
requirente no formaliza el pedido de extradición, el tribunal dispondrá el cese del arresto, 
sin perjuicio de las medidas cautelares que pueda adoptar respecto de la persona 
requerida y de sus bienes. 


339.2 A partir del vencimiento de dicho plazo, si el pedido de extradición no se 
presentara dentro de los quince días subsiguientes, el juez dispondrá la libertad 
definitiva del requerido, el cese de las medidas cautelares dispuestas y el archivo del 
expediente. Todo ello se dispondrá en audiencia y con intervención de las partes, de 
acuerdo con las disposiciones establecidas en el Capitulo siguiente. 


339.3 La persona requerida no podrá estar privada de libertad por un término superior 
a los ciento veinte días, sin perjuicio de otras medidas cautelares 


Fuente: Ley N* 19.653, de 17 de agosto de 2018, artículo 17 


CAPÍTULO IV 
PROCEDIMIENTO 


Artículo 340. (Competencia del tribunal).- 


340.1 Recibido el pedido de extradición, el Poder Ejecutivo con intervención de la 
Autoridad Central, lo cursará a la Suprema Corte de Justicia para que esta lo envie al 
Juzgado Letrado en lo Penal de la Capital que por turno corresponda. 


340.2 La fecha de la resolución judicial extranjera que ordena el pedido de 
extradición, determina el turno de los tribunales uruguayos. 


Artículo 341. (Representación del Estado requirente).- 


341.1 En la solicitud de extradición o posteriormente, el Estado requirente deberá 
designar apoderado abogado entre los letrados inscriptos en la matrícula nacional. 
Previo al ejercicio de su cargo, este deberá aceptarlo y constituirá domicilio dentro del 
radio del tribunal 


341.2 El letrado designado actuará en el proceso de extradición como parte formal, 
en interés del Estado requirente y con todos los derechos y atribuciones de tal calidad, 
para el ejercicio de una adecuada representación y control de los actos procesales. 


Fuento: Ley N' 19.653, de 17 de agosto de 2018, artículo 12 


. (Intervención del Ministerio Público).- En el proceso de extradición, el 
Ministerio Publico actuará como dictaminante técnico, ejerciendo el contralor formal y 
sustancial de los actos procesales, sin perjuicio de la facultad de pedir la postergación 
de la entrega, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 347 de este Código. 


Artículo 343. (Recepción del pedido de extradición).- Recibida la solicitud, si el 
reclamado no estuviere privado de su libertad o sometido a medidas limitativas de la 
libertad física, el juez ordenará su detención con las formalidades legales y la 
incautación de efectos del delito, debiendo procederse de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 338.4 de este Código. 
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Artículo 344. (Procedimiento. Audiencia de debate).- 


344.1 El tribunal convocará a audiencia de debate dentro de las cuarenta y ocho 
horas contadas desde que el reclamado fue puesto a su disposición. 


344.2 A la audiencia de debate deberán comparecer la persona requerida asistida de 
defensor, el abogado del Estado requirente y el Ministerio Público. 


344.3 El tribunal informará a la persona requerida sobre el contenido de la solicitud y 
pondrá a disposición del defensor toda la documentación que hubiere acompañado la 
solicitud formal de extradición, pudiendo disponer la prórroga de la audiencia por hasta 
veinticuatro horas para que el defensor y la persona requerida puedan examinar los 
fundamentos de la solicitud. 


344.4 A continuación o retomada la audiencia, el tribunal solicitará a la persona 
requerida que exprese su consentimiento al pedido de entrega o manifieste su 
oposición 


344.5 Si la persona requerida manifestara su consentimiento para ser entregada al 
Estado requirente, lo que podrá hacer en cualquier estado del proceso, el tribunal lo 
resolverá sin más trámite. 


344.6 La oposición al pedido de extradición podrá fundarse en las siguientes 
excepciones, pudiendo el defensor ofrecer prueba: 


a) no ser la persona reclamada; 


b) vicios de procedimiento o defectos de forma de la solicitud de extradición o de la 
documentación acompañada; 


c) improcedencia del pedido. 


344.7 El tribunal dará traslado inmediato de la oposición al abogado del Estado 
requirente quien la evacuará en la audiencia y podrá ofrecer prueba. Luego, escuchará 
al Ministerio Público y resolverá en la misma audiencia con arreglo a la ley más favorable 
para el requerido. 


De adventirse defectos formales que se indicarán con precisión, se dispondrá que se 
subsanen en un plazo que no podrá superar los treinta días contados desde la fecha de 
la audiencia, la cual se prorrogará al efecto. 


344.8 Si no se subsanaren los defectos indicados en el plazo establecido, el tribunal 
dispondrá el archivo del pedido de extradición y la libertad definitiva del requerido. 


344.9 Si el pedido reuniera los requisitos formales necesarios o las deficiencias 
fueran subsanadas, el juez dispondrá la prisión preventiva de la persona reclamada y el 
diligenciamiento de la prueba que se hubiera ofrecido pudiendo rechazar la que 
considere improcedente e impertinente. El juez podrá prorrogar la audiencia por un plazo 
no mayor de diez días a los efectos de que se complete el diligenciamiento de la prueba 
pendiente, aplicándose en lo pertinente lo establecido en el artículo 273 de este Código. 


344.10 Previo al dictamen de sentencia se oirá a las partes y al Ministerio Público. 


Fuente: Loy N* 19.549, de 25 de octubre de 2017, artículo 28 
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Artículo 345. (Impugnación).- 


345.1 La sentencia definitiva que admita o deniegue la extradición será apelable con 
efecto suspensivo para ante el Tribunal de Apelaciones en lo Penal que por turno 
corresponda. 


345.2 La resolución del tribunal que homologue el consentimiento del reclamado a la 
extradición no admite apelación 


Artículo 346. (Comunicación al Poder Ejecutivo).- La sentencia definitiva 
ejecutoriada que declara procedente la extradición, será comunicada de inmediato al 
Poder Ejecutivo, a fin de que este provea lo necesario para la entrega del reclamado al 
Estado requirente. 


Si en el plazo de treinta días, contados a partir de la fecha de la notificación, el Estado 
requirente no procediere a retirar a la persona reclamada, esta será puesta en libertad 
definitiva, pudiendo los tribunales nacionales denegar posteriormente la extradición por 
los mismos hechos. 


Artículo 347. (Postergación de la entrega).- 


347.1 Si el requerido estuviera sometido a proceso penal en la República, su entrega 
solo podrá ser diferida hasta la conclusión del mismo o la extinción de la condena 
cuando la ley reprima el delito atribuido en esa causa con un mínimo de penitenciaria, 
o cuando estime prima facie que la pena a recaer en definitiva tendrá esa naturaleza. 


347.2 En los demás casos, se decretará la suspensión del proceso nacional, 
debiendo procederse a la entrega inmediata del extraditado. 


Artículo 348. (Cosa juzgada).- Negada la extradición de una persona, la misma no 
podrá solicitarse nuevamente por el mismo delito, salvo que la negativa se fundara en 
la insuficiencia o faita de documentación. 


Artículo 349. (Principio de especialidad).- La persona extraditada no podrá ser 
juzgada, ni condenada, ni cumplir pena en el Estado requirente, por otro u otros delitos 
cometidos con anterioridad al pedido de extradición y no comprendidos en este. 


Artículo 350. (Descuento del tiempo de privación de libertad).- El tiempo que la 
persona reclamada haya permanecido detenida en la República, deberá ser tenido en 
cuenta en la sentencia definitiva del Estado requirente. 
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Ley N* 18.076, 
de 19 de diciembre de 2006 


DERECHO AL REFUGIO Y A LOS REFUGIADOS 


TÍTULO 1 
DEL REFUGIO Y LOS REFUGIADOS 
CAPÍTULO | 
DEFINICIÓN DE REFUGIO. CLÁUSULAS DE INCLUSIÓN 


Artículo 1. (Derecho al refugio) - Toda persona tiene derecho a solicitar y 


recibir refugio en el territorio nacional, en salvaguarda de su vida, integridad física, moral 
e intelectual, libertad y seguridad. 


Artículo 2”. (Cláusula de inclusión).- Será reconocido como refugiado toda 


persona que! 


A) 


B) 


Debido a fundados temores de ser perseguida por motivos de pertenencia a 
determinado grupo étnico o social, género, raza, religión, nacionalidad, u opiniones 
políticas se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o -a causa de 
dichos temores- no quiera acogerse a la protección de tal país, o que careciendo 
de nacionalidad y hallándose a consecuencia de tales acontecimientos, fuera del 
pais donde antes tuviera su residencia habitual, no pueda o -a causa de dichos 
temores-, no quiera regresar a él. 


Ha huido del país de su nacionalidad o careciendo de nacionalidad, ha huido del 
pais de residencia porque su vida, seguridad o libertad resultan amenazadas por 
la violencia generalizada, la agresión u ocupación extranjera, el terrorismo, los 
conflictos internos, la violación masiva de los Derechos Humanos o cualquier otra 
circunstancia que haya perturbado gravemente el orden público. 


CAPÍTULO Il 
CLÁUSULAS DE EXCLUSIÓN, NULIDAD Y REVOCACIÓN 


Artículo 3?. (Cláusulas de no aplicabilidad).- No tendrán derecho a gozar de 


la condición jurídica de refugiados en territorio uruguayo: 


A) Los ciudadanos uruguayos. 
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B) Las personas que reciben protección o asistencia actual de un órgano u 
organismo de la Organización de las Naciones Unidas, distinto del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados. 


Cuando esta protección o asistencia haya cesado por cualquier motivo, sin 
que la suerte de tales personas se haya solucionado definitivamente, con 
arreglo a las resoluciones aprobadas sobre el particular por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, dichas personas tendrán el derecho a los 
beneficios del régimen establecido en el artículo 2? de la presente ley. 


c 


me 


Las personas que gocen de la protección de las autoridades competentes 
en el país en que han fijado residencia, en iguales condiciones que los 
nacionales de ese país. 


e. (Cláusulas de exclusión).- No tendrán derecho a gozar de la 
condición jurídica de refugiado en territorio uruguayo; las personas respecto de las 
cuales existen motivos fundados para considerar que: 


A) Han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra 
la humanidad, tal como se hayan definidos por el derecho internacional. 


B) Han cometido un grave delito común, en consonancia con los principios de 
derecho universalmente aceptados; fuera del territorio nacional y antes de 
ser admitidas en él como refugiados. 


C) Se han hecho culpables de actos contrarios a los propósitos y principios de 
la Organización de las Naciones Unidas. 


Artículo 5”. (Nulidad y revocación).- Cuando a posteriori del reconocimiento de 
la condición jurídica de refugiado, se constate fehacientemente la falsedad de los 
fundamentos invocados para el reconocimiento de la condición de refugiado, o que la 
persona se hallaba comprendida en alguna de las situaciones previstas en el artículo 4% 
de la presente ley, cesará la condición de refugiado por la nulidad absoluta del 
reconocimiento oportunamente otorgado, el cual será revocado de inmediato, 
declarándose nulo. 


De comprobarse fehacientemente que una persona, luego de haber obtenido el estatuto 
de refugiado, se ha hecho participe de algunos de los actos referidos en los literales A) 
y C) del artículo 4%, se revocará su condición de refugiado. 


Con excepción de los casos en que resulte procedente la extradición, el Ministerio del 
Interior podrá decretar la expulsión del citado extranjero en un plazo no menor de treinta 
días. La orden de expulsión no se ejecutará hasta que se adopte resolución definitiva. 
La expulsión decretada determina la inhabilitación para el reingreso al país por un plazo 
de dos años. 
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CAPÍTULO Il 
PÉRDIDA DE LA CALIDAD DE REFUGIADOS 


Artículo 6*. (Cláusulas de cesación).- Cesa la condición de refugiado en los 
siguientes casos: 


A) Si el refugiado se ha acogido voluntariamente a la protección del país de 
su nacionalidad. 


B) Si habiendo perdido su nacionalidad, la ha recobrado voluntariamente. 


C) Si ha adquirido una nueva nacionalidad y disfruta de la protección de 
dicho pals. 


D) Si voluntariamente se ha establecido en el país que habia abandonado o 
fuera del cual había permanecido por temor a ser perseguido. 


E) Por haber desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fue 
reconocido como refugiado. 


F) Si se trata de una persona que no tiene nacionalidad y habiendo 
desaparecido las circunstancias en virtud de las cuales fue reconocida 
como refugiada, está en condiciones de regresar al pais donde tenía su 
residencia habitual. 


G) Si ha obtenido la ciudadanía legal uruguaya (literales A), B) y C) 
del artículo 75 de la Constitución de la República). 


Las disposiciones del presente artículo no se aplicarán a los refugiados que 
puedan invocar, para negarse a acogerse a la protección del pais de su nacionalidad, 
razones imperiosas derivadas de una persecución anterior. 


CAPÍTULO IV 
RÉGIMEN DE EXPULSIÓN 


. (Permanencia en el país).- En los casos de cesación o denegación 
de la condición jurídica de refugiado, el extranjero podrá optar por permanecer en el 
territorio nacional, en otra condición migratoria aplicable. 


Artículo 8?. (Expulsión del solicitante de refugio denegado o refugiado 
cesado).- En caso que el solicitante no haya sido reconocido como refugiado o al 
refugiado se le hubiere aplicado una cláusula de cesación y no califique para adquirir 
otra condición migratoria común, podrá decretarse su expulsión. 


La resolución de expulsión será adoptada por el Ministerio del Interior y se 
concederá un plazo no menor de treinta días, para que dicha persona abandone el país. 
La orden de expulsión no se ejecutará hasta que se adopte resolución definitiva. 
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En caso de expulsión decretada regirá la inhabilitación establecida en el 
inciso final del artículo 5*. 


Artículo 9”. (Expulsión colectiva de refugiados).- Queda prohibida la 
expulsión colectiva de refugiados. 


CAPÍTULO V 
PRINCIPIOS DEL REFUGIO 


Artículo 10. (Principios).- Toda solicitud de refugio impone al Estado respetar 
los siguientes principios: 


A) No discriminación. 
B) No rechazo en la frontera. 


C) No devolución directa o indirecta al país donde su vida, integridad física, 
moral e intelectual, libertad o seguridad estén en peligro. 


D) No sanción por ingreso ¡legal al país. 
E) Interpretación y trato más favorable. 


F) Confidencialidad. 


. (No discriminación).- Ninguna autoridad estatal, institución, grupo 
o individuo establecerá discriminación de especie alguna por motivo de pertenencia a 
determinado grupo étnico o social, raza, género, religión, nacionalidad, ideología, 
posición económica u opiniones políticas respecto a un solicitante de refugio o a un 
refugiado. 


Artículo 12. (No rechazo en frontera).- Todo funcionario público, en ejercicio 
de funciones de control migratorio en un puesto fronterizo de carácter terrestre, 
marítimo, fluvial o aéreo, se abstendrá de prohibir el ingreso condicional al territorio 
nacional a toda persona que manifieste su intención de solicitar refugio, Esta disposición 
se aplicará aun cuando el solicitante no posea la documentación exigible por las 
disposiciones legales migratorias o ésta sea visiblemente fraudulenta o falsificada. 


. (No devolución).- Toda autoridad pública se abstendrá de 
devolver, expulsar, extraditar o aplicar cualquier otra medida que implique el retorno del 
solicitante o refugiado a las fronteras del país donde su vida, integridad física, moral e 
intelectual, libertad o seguridad estén en peligro. 


Artículo 14. (No expulsión de refugiados o solicitantes de refugio).- Toda 
autoridad pública se abstendrá de resolver la expulsión del territorio nacional de un 
solicitante de refugio o refugiado, hasta tanto exista resolución denegatoria firme sobre 
su caso. Si es necesario, la Comisión de Refugiados pedirá la asistencia del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados para reasentar al refugiado 
en un tercer país. 
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La resolución que ordene la expulsión de un refugiado o solicitante de refugio 
podrá adoptarse únicamente por razones fundadas de seguridad u orden público y 
conforme a los procedimientos legales vigentes. Dicha resolución deberá ser notificada 
personalmente al interesado, quien tendrá derecho a asistencia letrada y 
podrá presentar los recursos previstos en el artículo 40 de la presente ley. 


Artículo 15. (Ingreso ilegal).- El proceso administrativo o judicial tendiente a 
imponer sanciones penales o administrativas y las medidas de restricción ambulatoria 
aplicables que tengan su antecedente en el ingreso ilegal o fraudulento del solicitante al 
territorio nacional, quedarán en suspenso por orden del Juez competente hasta que se 
adopte resolución definitiva relativa a su solicitud de refugio. A quien se le haya 
reconocido como refugiado no se le impondrán sanciones penales ni administrativas por 
motivos que directa o indirectamente estén vinculados con el ingreso ¡lega! al país para 
solicitar refugio. 


Artículo 16. (Reglas de apreciación).- Los órganos competentes evaluarán la 
totalidad de los antecedentes disponibles, aplicando el principio "pro hominis” a favor 
del solicitante, respecto a aquellos aspectos que no puedan ser debidamente 
acreditados. 


Artículo 17. (Confidencialidad).- Los órganos creados por la presente ley y sus 
integrantes, no podrán facilitar información alguna relativa a las personas solicitantes o 
refugiadas. Toda la información que reciban de o sobre los solicitantes y refugiados es 
confidencial. Solo podrá ser revelada por autorización expresa y escrita de la persona 
interesada o por resolución fundada de la Justicia competente. 


No se admitirá otra excepción que las establecidas en la presente ley. 


Artículo 18. (Violación de confidencialidad).- El que por cualquier medio 
facilitara alguna de las informaciones confidenciales a las que refiere el artículo anterior, 
será castigado con una pena de tres meses de prisión a tres años de penitenciaria. 


CAPÍTULO VI 
DEBERES Y DERECHOS DEL REFUGIADO 


Artículo 19. (Deberes).- Todo refugiado y solicitante de refugio debe respetar el 
orden jurídico. 


Artículo 20. (Derechos humanos).- El Estado debe garantizar a los refugiados 
y solicitantes de refugio el goce y ejercicio de los derechos civiles, económicos, sociales, 
culturales y todos los demás derechos inherentes a la persona humana reconocidos a 
los habitantes de la República, en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos suscritos por el Estado, así como en su normativa interna 


Artículo 21. (Derecho a la reunificación familiar).- La reunificación familiar es 
un derecho del refugiado. La condición de refugiado, a solicitud de éste, le será 
reconocida al cónyuge, concubino e hijos, así como a cualquier otro pariente por 
consanguinidad hasta el cuarto grado o afinidad hasta el segundo grado, salvo que a su 
respecto le sea aplicable una cláusula de exclusión o de cesación. 


Artículo 22. (Derecho a intérprete y asistencia letrada).- Durante la 
sustanciación del procedimiento de determinación, el solicitante de refugio tiene derecho 
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a contar con un intérprete y a comparecer con asistencia letrada a todas las instancias 
del procedimiento. 


TÍTULO MI 
ÓRGANOS 
CAPÍTULO | 
ÓRGANOS COMPETENTES EN LA DETERMINACIÓN 


. (Creación de la Comisión de Refugiados).- La determinación de 
la condición jurídica de refugiado le compete a la Comisión de Refugiados (CORE) que 
funcionará en el ámbito del Ministerio de Relaciones Exteriores, con la integración y 
cometidos que regulan los artículos siguientes de la presente ley. 


Articulo 24, (Integración).- La Comisión de Refugiados (CORE) estará 
integrada por: 


A) Un representante del Ministerio de Relaciones Exteriores, designado por 
el Ministro. 


B) Un representante de la Dirección Nacional de Migración, designado por el 
Ministro del Interior. 


C) Un representante de la Universidad de la República, designado por el 
Consejo de la Facultad de Derecho entre los docentes de la Cátedra de 
Derechos Humanos o disciplinas especificas. 


D) Un representante del Poder Legislativo que será el Presidente de la 
Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes o quien 
sea designado por la propia Comisión de entre sus miembros. 


E) Un representante de una organización no gubernamental, sin fines de 
lucro, con competencia en la materia, designada por el Representante 
Regional o Nacional del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados. 


F) Un representante de una organización no gubernamental, sin fines de 
lucro, cuyo objetivo y práctica esté centrada en los derechos humanos, 
designada por la Asociación Nacional de Organizaciones No 
Gubernamentales, o quien haga sus veces. 


G) El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados o su 
representante, será siempre miembro invitado para las reuniones de la 
Comisión de Refugiados, con derecho a voz pero sin voto, 


Sin perjuicio de ello cada uno de los integrantes de la CORE será designado por 
cada autoridad competente conjuntamente con su alterno respectivo. 
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La Presidencia de la CORE será ejercida anualmente en forma rotativa entre los 
representantes del Ministerio de Relaciones Exteriores y de la Comisión de Derechos 
Humanos de la Cámara de Representantes. 


. (Miembros honorarios).- Los miembros de la Comisión de 
Refugiados serán honorarios. 


Artículo 26. (Sede).- La Comisión de Refugiados funcionará en la sede del 
Ministerio de Relaciones Exteriores, que le brindará apoyo material y funcional, 


CAPÍTULO Il 
COMETIDOS Y FUNCIONAMIENTO 


Artículo 27. (Quórum).- La Comisión de Refugiados sesionará con un quórum 
mínimo de tres miembros con voz y voto. 


Artículo 28. (Competencia).- Compete a la Comisión de Refugiados: 


A) Reconocer o no la calidad de refugiado. 
B) Aplicar las cláusulas de exclusión o cesación. 
C) Anular o revocar el reconocimiento de la condición jurídica de refugiado. 
D) Resolver sobre las solicitudes de reunificación familiar. 
E) Resolver sobre las solicitudes de reasentamiento. 


F) En general resolver en todos aquellos aspectos referidos a la condición de 
refugiados. 


Las resoluciones debidamente fundadas se adoptarán dentro de un plazo no 
mayor a noventa días de recibido el informe de la Secretaría Permanente, por mayoría 
de miembros presentes requiriéndose un mínimo de tres votos favorables. En caso de 
empate el Presidente de la Comisión de Refugiados tendrá doble voto. 


Artículo 29. (Cometidos).- Son cometidos de la Comisión de Refugiados: 


A) Planificar, promover y coordinar políticas en materia de refugio, 
relacionándose directamente, a tales efectos, con cualquier institución 
pública o privada, nacional, internacional o extranjera, que fuese 
pertinente. 


B) Coadyuvar en la búsqueda e implementación de soluciones duraderas para 
los refugiados. 
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C) Colaborar en la promoción de políticas educativas tendientes a difundir los 
derechos y deberes de los refugiados. 


D) Dictar y aprobar su reglamento Interno y el de la Secretaria Permanente. 


CAPÍTULO Il 
SECRETARÍA PERMANENTE 


, (Secretaría Permanente).- La Comisión de Refugiados integrará 
una Secretaría Permanente de carácter honorario, compuesta por un representante de 
la Dirección Nacional de Migración del Ministerio del Interior, un representante del 
Ministerio de Relaciones Exteriores y un delegado de la agencia que representa en 
Uruguay los intereses de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados. Cada organismo integrante de la Secretaria Permanente designará el 
títular y el alterno respectivo. 


El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados o su 
representante, será siempre miembro invitado para las reuniones de la Secretaría 
Permanente, con derecho a voz pero sin voto. 


.(Cometidos).- Son cometidos de la Secretaría Permanente 
asesorar a la Comisión de Refugiados (CORE) para lo cual deberá: 


A) Tomar conocimiento de toda solicitud de refugio que se presente ante 
cualquier autoridad del Estado. 


B) Sustanciar el procedimiento de examen de la situación del refugiado y sus 
familiares. 


C) Recibir en forma personal el testimonio del solicitante y todas las pruebas 
que éste ofrezca. 


D) Practicar las diligencias de confirmación y prueba que correspondan. 


Llevar un registro de los solicitantes y refugiados y elaborar y proporcionar 
E) los datos estadísticos que le sean solicitados por las autoridades 
competentes. 


F) Producir informe circunstanciado a la CORE sobre cada caso que la misma 
deba considerar. 


G) Realizar todas las acciones tendientes al cumplimiento de su cometido. 
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TÍTULO Il 
DEL PROCEDIMIENTO 
CAPÍTULO | 
SOLICITUD Y TRÁMITE 


Artículo 32. (Solicitud).- La solicitud de refugio deberá presentarse en forma 
verbal o escrita ante cualquier autoridad nacional, departamental o el representante del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados con sede en el país o la 
oficina encargada de representar sus intereses. 


Si la solicitud fuera verbal, se dejará constancia por escrito del contenido esencial 
de lo expresado por el solicitante. 


La solicitud deberá contener, al menos, los nombres y apellidos del solicitante y 
su familia, nacionalidad, procedencia y toda otra condición relevante. 


Artículo 33. (Requisito de la solicitud).- La autoridad que reciba la solicitud 
deberá remitirla sin demora a la Secretaría Permanente de la Comisión de Refugiados, 
dentro del plazo máximo de veinticuatro horas de su recepción, remitiendo 
simultáneamente copia al Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados. 


La comunicación podrá ser dirigida en forma telegráfica, por fax o cualquier otra 
vía de comunicación idónea. 


Artículo 34. (Trámite de la solicitud).- La Secretaría Permanente dará trámite 
a la solicitud. 


La instrucción del asunto no podrá superar el plazo de noventa días contados a 
partir de presentada dicha solicitud. Concluida la misma, elevará a la Comisión de 
Refugiados (CORE) un informe sumario y sus conclusiones, debidamente fundadas. Sin 
perjuicio de ello, la CORE tendrá acceso a todas las actuaciones realizadas. 


Artículo 35. (Cooperación).- Los organismos públicos proporcionarán en forma 
urgente la información y documentación que solicite la Secretaria Permanente. 


Artículo 36. (Niños, niñas o adolescentes no acompañados).- Todo niño, 
niña o adolescente tiene derecho a solicitar y a que se reconozca su condición de 
refugiado, en forma independiente a las personas que ejercen su representación legal. 


Cuando la solicitud sea realizada por un niño, niña o adolescente no 
acompañado, la Secretaría Permanente le asegurará la designación de asistencia 
letrada obligatoria dándole trámite en forma prioritaria. Asimismo, deberá comunicar el 
hecho en forma inmediata al Juez de Familia quien adoptará las medidas pertinentes. 
Es nula toda actuación que se hubiese realizado sin la presencia del defensor. En caso 
de duda sobre la edad de la persona se estará a la declarada por ésta mientras no 
mediaren estudios técnicos que establecieran otra edad. 


Deberá prevalecer la defensa del interés superior del niño, niña o adolescente a 
lo largo de todas las instancias del procedimiento. Todas las decisiones que sean 


528-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de octubre de 2018 


adoptadas en el mismo deberán tomarse considerando el desarrollo mental y madurez 
del niño, niña o adolescente. 


Artículo 37. (Pasajeros clandestinos).- Deberá permitirse ingresar al territorio 
uruguayo al pasajero clandestino que solicite el reconocimiento de la condición de 
refugiado. 


Artículo 38. (Mujeres solicitantes de refugio).- Aun cuando no fuesen las 
solicitantes principales del reconocimiento de la condición de refugiado, las mujeres 
deberán ser entrevistadas individualmente. La reglamentación atenderá las 
características del procedimiento. 


CAPÍTULO Il 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA 


Artículo 39. (Notificación).- La resolución que reconozca, rechace, anule, 
revoque o establezca el cese de la condición de refugiado será notificada en forma 
personal al solicitante y a la oficina que representa los intereses del Alto Comisionado 
de las Naciones Unidas para los Refugiados, en un plazo máximo de tres días hábiles 
de la forma en que determine la reglamentación. 


CAPÍTULO Il 
DE LOS RECURSOS 


Artículo 40. (Recursos).- Las resoluciones adoptadas por la Comisión de 
Refugiados serán pasibles de impugnación por el régimen de recursos previstos en 
los artículos 317 a 319 de la Constitución de la República y demás disposiciones 
legales concordantes. 


La interposición de los recursos tendrá efecto suspensivo sobre las resoluciones 
de expulsión. 


CAPÍTULO IV 
EXTRADICIÓN Y REFUGIO 


Artículo 41. (Extradición).- El reconocimiento definitivo de la condición de 
refugiado configura la denegatoria automática al pedido de extradición o entrega de la 
persona requerida. 


Cuando los pedidos de extradición recaigan sobre solicitantes de refugio, será el 
Juez de la causa quien en forma excepcional, previo informe de la Comisión de 
Refugiados, adoptará resolución sobre la solicitud de refugio, antes de resolver sobre la 
extradición. De la misma forma se procederá cuando la solicitud de refugio sea posterior 
al pedido de extradición. 
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TÍTULO IV 
DOCUMENTOS DE IDENTIDAD Y VIAJE 
FACILIDADES PROCESALES 


Artículo 42. (Documento de identidad).- Todo solicitante de refugio tiene 
derecho a que se le provea de un documento de identificación provisorio expedido por 
la Dirección Nacional de Identificación Civil del Ministerio del Interior. Este documento 
será válido hasta que recaiga resolución firme sobre la solicitud de refugio. 


Una vez reconocida la condición jurídica de refugiado, dicho documento será 
sustituido por el documento de identificación otorgado a los residentes. 


Al refugiado se le expedirá el documento de identificación con la sola 
presentación de la constancia que acredita su calidad de refugiado, expedida por la 
Dirección Nacional de Migración. Dicho documento contendrá los datos filiatorios y la 
fecha y lugar de nacimiento del interesado, salvo casos de excepción debidamente 
fundados por el órgano emisor de la constancia. 


Artículo 43. (Documento de viaje).- Todo refugiado tiene derecho a que se le 
provea del documento de viaje previsto por el artículo 28 de la Convención de 
1951, sobre el Estatuto de los Refugiados. El Ministerio de Relaciones Exteriores 
será la autoridad nacional encargada de su expedición. La Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados cooperará en la 
provisión de los citados documentos. 


Artículo 44. (Plazo de validez del documento de viaje).- El documento de viaje 
referido en el artículo anterior, tendrá validez por el término de dos años a contar de la 
fecha de su expedición y podrá ser renovado por igual período mientras se mantenga la 
condición jurídica de refugiado 


Artículo 45. (Facilidades procesales).- Las autoridades admunistrativas 
dispondrán lo necesario para la obtención de la documentación que normalmente sería 
expedida por su país de origen, nacionalidad o procedencia. 

Las autoridades públicas facilitarán los mecanismos pertinentes para la 
aplicación de este criterio en todos los procedimientos e instancias en las que un 
solicitante de la condición de refugiado o un refugiado debiese acreditar un supuesto de 
hecho o de derecho, a cuyo fin precisara normalmente contactar a las autoridades de 
su país de origen. 

TÍTULO V 
COOPERACIÓN Y DERECHO INTERNACIONAL 
CAPÍTULO 1 
COOPERACIÓN INTERNACIONAL 


Artículo 46. (Cooperación internacional).- El Estado podrá solicitar la 
cooperación y asistencia técnica y financiera del Alto Comisionado de las Naciones 
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Unidas para los Refugiados y de la comunidad internacional para la asistencia directa 
de las personas refugiadas. 


CAPÍTULO Il 
APLICACIÓN DIRECTA DEL DERECHO INTERNACIONAL 


Artículo 47. (Aplicación).- En la materia regulada por la presente ley se aplicará 
directamente el derecho internacional, especialmente el relativo al Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, el Derecho Internacional Humanitario y el 
Derecho Internacional de los Refugiados, contenido en Normas, Tratados y 
Convenciones ratificados por el Uruguay (artículo 168 numeral 20 y artículo 85 
numeral 7? de la Constitución de la República) o Declaraciones de organismos 
internacionales de los cuales el país forma parte y a las cuales ha adherido. 


TÍTULO VI 
DISPOSICIÓN GENERAL 
. (Sujetos de la ley).- Los sustantivos y pronombres personales 


utilizados en la presente ley serán interpretados de tal forma que abarquen tanto al varón 
como a la mujer. 
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Convención sobre el Estatuto de los Apátridas 
(Aprobada por Ley N* 17.722, de 24 de diciembre de 2003) 


Capítulo | 
Disposiciones generales 
Artículo 1 
Definición del término "apátrida” 
1. A los efectos de la presente Convención, el término "apátrida” designará a toda 
persona que no sea considerada como nacional suyo por ningún Estado, conforme a su 


legislación. 


2. Esta Convención no se aplicará: 


i) Alas personas que reciben actualmente protección o asistencia de un órgano u 
organismo de las Naciones Unidas distinto del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados, mientras estén recibiendo tal protección o asistencia; 


ii) Alas personas a quienes las autoridades competentes del país donde hayan fijado 
su residencia reconozcan los derechos y obligaciones inherentes a la posesión de 
la nacionalidad de tal país; 


¡li) Alas personas respecto de las cuales haya razones fundadas para considerar: 


a) Que han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra 
la humanidad, definido en los instrumentos internacionales referentes a dichos 
delitos; 


b) Que han cometido un delito grave de indole no política fuera del país de su 
residencia, antes de su admisión en dicho pals; 


c) Que son culpables de actos contrarios a los propósitos y principios de las 
Naciones Unidas, 


Artículo 2 
Obligaciones generales 
Todo apátrida tiene, respecto del país donde se encuentra, deberes, que en especial, 


entrañan la obligación de acatar sus leyes y reglamentos, así como las medidas 
adoptadas para el mantenimiento del orden público 
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Artículo 3 
Prohibición de la discriminación 


Los Estados Contratantes aplicarán las disposiciones de esta Convención a los 
apátridas, sin discriminación por motivos de raza, religión o país de origen. 


Artículo 4 
Religión 


Los Estados Contratantes otorgarán a los apátridas que se encuentren en su territorio 
un trato por lo menos tan favorable como el otorgado a sus nacionales en cuanto a la 
libertad de practicar su religión y en cuanto a la libertad de instrucción religiosa a sus 
hijos. 


Artículo 5 
Derechos otorgados independientemente de esta Convención 


Ninguna disposición de esta Convención podrá interpretarse en menoscabo de 
cualesquier derechos y beneficios otorgados por los Estados Contratantes a los 
apátridas independientemente de esta Convención. 


Artículo 6 
La expresión "en las mismas circunstancias” 


A los fines de esta Convención, la expresión "en las mismas circunstancias” significa 
que el interesado ha de cumplir todos los requisitos que se le exigirían si no fuese 
apátrida (y en particular los referentes a la duración y a las condiciones de estancia o 
de residencia) para poder ejercer el derecho de que se trate, excepto los requisitos que, 
por su naturaleza, no pueda cumplir un apátrida. 


Artículo 7 
Exención de reciprocidad 


1. A reserva de las disposiciones más favorables previstas en esta Convención, todo 
Estado Contratante otorgará a los apátridas el mismo trato que otorgue a los extranjeros 
en general. 


2. Después de un plazo de residencia de tres años, todos los apátridas disfrutarán, en 
el territorio de los Estados Contratantes, de la exención de reciprocidad legislativa. 


3. Todo Estado Contratante continuará otorgando a los apátridas los derechos y 
beneficios que ya les correspondieren, aun cuando no existiera reciprocidad, en la fecha 
de entrada en vigor de esta Convención para tal Estado. 


4. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la posibilidad de otorgar a 
los apátridas, cuando no exista reciprocidad, derechos y beneficios más amplios que 
aquellos que les correspondan en virtud de los párrafos 2 y 3, así como la posibilidad de 
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hacer extensiva la exención de reciprocidad a los apátridas que no reúnan las 
condiciones previstas en los párrafos 2 y 3. 


5. Las disposiciones de los párrafos 2 y 3 se aplicarán tanto a los derechos y beneficios 
previstos en los artículos 13, 18, 19, 21 y 22 de esta Convención, como a los derechos 
y beneficios no previstos en ella. 


Artículo 8 
Exención de medidas excepcionales 


Con respecto a las medidas excepcionales que puedan adoptarse contra la persona, los 
bienes o los intereses de nacionales o ex nacionales de un Estado extranjero, los 
Estados Contratantes no aplicarán tales medidas a los apátridas únicamente por haber 
tenido la nacionalidad de dicho Estado. Los Estados Contratantes que en virtud de sus 
leyes no puedan aplicar el principio general expresado en este artículo, otorgarán, en 
los casos adecuados, exenciones en favor de tales apátridas. 


Artículo 9 
Medidas provisionales 


Ninguna disposición de la presente Convención impedirá que en tiempo de guerra o en 
otras circunstancias graves y excepcionales, un Estado Contratante adopte 
provisionalmente, respecto a determinada persona, las medidas que estime 
indispensables para la seguridad nacional, hasta que tal Estado Contratante llegue a 
determinar que tal persona es realmente un apátrida y que, en su caso, la continuación 
de tales medidas es necesaria para la seguridad nacional. 


Artículo 10 
Continuidad de residencia 


1. Cuando un apátrida haya sido deportado durante la segunda guerra mundial y 
trasladado al territorio de un Estado Contratante, y resida en él, el periodo de tal estancia 
forzada se considerará como de residencia legal en tal territorio. 


2. Cuando un apátrida haya sido deportado del territorio de un Estado Contratante 
durante la segunda guerra mundial, y haya regresado a él antes de la entrada en vigor 
de la presente Convención, para establecer alli su residencia, el periodo que preceda y 
siga a su deportación se considerará como un período ininterrumpido, en todos los 
casos en que se requiera residencia ininterrumpida 


Artículo 11 
Marinos apátridas 
En el caso de los apátridas empleados regularmente como miembros de la tripulación 


de una nave que enarbole pabellón de un Estado Contratante, tal Estado examinará con 
benevolencia la posibilidad de autorizar a tales apátridas a establecerse en su territorio 
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y de expedirles documentos de viaje o admitirlos temporalmente en su territorio, en 
particular con el objeto de facilitar su establecimiento en otro país. 


Capitulo Il 
Condición Jurídica 
Artículo 12 
Estatuto personal 


1. El estatuto personal de todo apátrida se regirá por la ley del país de su domicilio o, a 
falta de domicilio, por la ley del país de su residencia. 


2. Los derechos anteriormente adquiridos por el apátrida que dependan del estatuto 
personal, especialmente los que resultan del matrimonio, serán respetados por todo 
Estado Contratante, siempre que se cumplan, de ser necesario, las formalidades que 
exija la legislación de tal Estado, y siempre que el derecho de que se trate sea de los 
que hubiera reconocido la legislación de tal Estado, si el interesado no se hubiera 
convertido en apátrida. 


Artículo 13 
Bienes muebles e inmuebles 


Los Estados Contratantes concederán a todo apátrida el trato más favorable posible y 
en ningún caso menos favorable que el concedido generalmente a los extranjeros en 
las mismas circunstancias, respecto a la adquisición de bienes muebles e inmuebles y 
otros derechos conexos, arrendamientos y otros contratos relativos a bienes muebles e 
inmuebles. 


Artículo 14 
Derechos de propiedad intelectual e industrial 


En cuanto a la protección a la propiedad industrial, y en particular a inventos, dibujos o 
modelos industriales, marcas de fábrica, nombres comerciales y derechos relativos a la 
propiedad literaria, científica o artistica, se concederá a todo apátrida, en el país en que 
resida habitualmente, la misma protección concedida a los nacionales de tal país. En el 
territorio de cualquier otro Estado Contratante se le concederá la misma protección 
concedida en él a los nacionales del país en que tenga su residencia habitual. 


Artículo 15 
Derecho de asociación 
En lo que respecta a las asociaciones no políticas ni lucrativas y a los sindicatos, los 
Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan legalmente en el territorio 


de tales Estados, un trato tan favorable como sea posible y, en todo caso, no menos 
favorable que el concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros en general. 
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Artículo 16 
Acceso a los tribunales 


1. En el territorio de los Estados Contratantes, todo apátrida tendrá libre acceso a los 
tribunales de justicia. 


2. En el Estado Contratante donde tenga su residencia habitual, todo apátrida recibirá 
el mismo trato que un nacional en cuanto al acceso a los tribunales, incluso la asistencia 
judicial y la exención de la "cautio judicatum solvi". 


3. En los Estados Contratantes distintos de aquel en que tenga su residencia habitual, 
y en cuanto a las cuestiones a que se refiere el párrafo 2, todo apátrida recibirá el mismo 
trato que un nacional del país en el cual tenga su residencia habitual. 


Capitulo Il 
Actividades Lucrativas 
Artículo 17 
Empleo remunerado 


1. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan legalmente en el 
territorio de dichos Estados un trato tan favorable como sea posible y, en todo caso, no 
menos favorable que el concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros en 
general, en cuanto al derecho al empleo remunerado. 


2. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la asimilación en lo 
concerniente a la ocupación de empleos remunerados, de los derechos de todos los 
apátridas a los derechos de los nacionales, especialmente para los apátridas que hayan 
entrado en el territorio de tales Estados en virtud de programas de contratación de mano 
de obra o de planes de inmigración. 


Artículo 18 
Trabajo por cuenta propia 


Todo Estado Contratante concederá a los apátridas que se encuentren legalmente en 
el territorio de dicho Estado el trato más favorable posible y, en ningún caso, menos 
favorable que el concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros en general, 
en lo que respecta al derecho de trabajar por cuenta propia en la agricultura, la industria, 
la artesania y el comercio, y al de establecer compañías comerciales e industriales. 


Artículo 19 
Profesiones liberales 


Todo Estado Contratante concederá a los apátridas que residan legalmente en su 
territorio, que posean diplomas reconocidos por las autoridades competentes de tal 
Estado y que deseen ejercer una profesión liberal, el trato más favorable posible, y en 
ningún caso, menos favorable que el generalmente concedido en las mismas 
circunstancias a los extranjeros. 
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Capítulo IV 
Bienestar 
Artículo 20 
Racionamiento 
Cuando la población en su conjunto esté sometida a un sistema de racionamiento que 
regule la distribución general de productos que escaseen, los apátridas recibirán el 
mismo trato que los nacionales. 
Artículo 21 
Vivienda 


En materia de vivienda y, en tanto esté regida por leyes y reglamentos o sujeta a la 
fiscalización de las autoridades oficiales, los Estados Contratantes concederán a los 
apátridas que residan legalmente en sus territorios el trato más favorable posible y, en 
ningún caso, menos favorable que el concedido en las mismas circunstancias a los 
extranjeros en general. 


Artículo 22 
Educación pública 


1. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas el mismo trato que a los 
nacionales en lo que respecta a la enseñanza elemental. 


2. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas el trato más favorable posible 
y, en ningún caso, menos favorable que el concedido en las mismas circunstancias a 
los extranjeros en general, respecto de la enseñanza que no sea la elemental y, en 
particular, respecto al acceso a los estudios, reconocimiento de certificados de estudios, 
diplomas y títulos universitarios expedidos en el extranjero, exención de derechos y 
cargas y concesión de becas. 


Artículo 23 
Asistencia pública 

Los Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan legalmente en el 
territorio de tales Estados el mismo trato que a sus nacionales en lo que respecta a 
asistencia y a socorro públicos. 

Artículo 24 

Legislación del trabajo y seguros sociales 

1. Los Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan legalmente en el 


territorio de tales Estados el mismo trato que a los nacionales en lo concerniente a las 
materias siguientes: 
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Remuneración, inclusive subsidios familiares cuando formen parte de la 
remuneración, horas de trabajo, disposiciones sobre horas extraordinarias de 
trabajo, vacaciones con paga, restricciones al trabajo a domicilio, edad mínima de 
empleo, aprendizaje y formación profesional, trabajo de mujeres y de adolescentes 
y disfrute de los beneficios de los contratos colectivos de trabajo en la medida en 
que estas materias estén regidas por leyes o reglamentos, o dependan de las 
autoridades administrativas; 


Seguros sociales (disposiciones legales respecto a accidentes del trabajo, 
enfermedades profesionales, matemidad, enfermedad, invalidez, ancianidad, 
fallecimiento, desempleo, responsabilidades familiares y cualquier otra 
contingencia que, conforme a las leyes o a los reglamentos nacionales, esté 
prevista en un plan de seguro social), con sujeción a las limitaciones siguientes: 


ij Posibilidad de disposiciones adecuadas para la conservación de los derechos 
adquiridos y de los derechos en vías de adquisición; 


ii) Posibilidad de que las leyes o reglamentos nacionales del país de residencia 
prescriban disposiciones especiales concernientes a los beneficios o partes 
de ellos pagaderos totalmente con fondos públicos, o a subsidios pagados a 
personas que no reúnan las condiciones de aportación prescritas para la 
concesión de una pensión normal. 


2. El derecho a indemnización por la muerte de un apátrida, de resultas de accidentes 
del trabajo o enfermedad profesional, no sufrirá menoscabo por el hecho de que el 
derechohabiente resida fuera del territorio del Estado Contratante. 


3. Los Estados Contratantes harán extensivos a los apátridas los beneficios de los 
acuerdos que hayan concluido o concluyan entre sí, sobre la conservación de los 
derechos adquiridos y los derechos en vías de adquisición en materia de seguridad 
social, con sujeción únicamente a las condiciones que se apliquen a los nacionales de 
los Estados signatarios de los acuerdos respectivos. 


4. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la aplicación a los apátridas, 
en todo lo posible, de los beneficios derivados de acuerdos análogos que estén en vigor 
o entren en vigor entre tales Estados Contratantes y Estados no contratantes. 


Capitulo V 
Medidas Administrativas 
Artículo 25 


Ayuda administrativa 


1. Cuando el ejercicio de un derecho por un apátrida necesite normalmente de la ayuda 
de autoridades extranjeras a las cuales no pueda recurrir, el Estado Contratante en cuyo 
territorio aquél resida tomará las medidas necesarias para que sus propias autoridades 
le proporcionen esa ayuda. 
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2. Las autoridades a que se refiere el párrafo 1 expedirán o harán que bajo su vigilancia 
se expidan a los apátridas los documentos o certificados que normalmente serían 
expedidos a los extranjeros por sus autoridades nacionales o por conducto de éstas. 


3. Los documentos o certificados así expedidos reemplazarán a los instrumentos 
oficiales expedidos a los extranjeros por sus autoridades nacionales o por conducto de 
éstas, y harán fe, salvo prueba en contrario. 


4. A reserva del trato excepcional que se conceda a las personas indigentes, pueden 
imponerse derechos por los servicios mencionados en el presente artículo, pero tales 
derechos serán moderados y estarán en proporción con los impuestos a los nacionales 
por servicios análogos. 


5. Las disposiciones del presente artículo no se oponen a las de los artículos 27 y 28. 
Artículo 26 
Libertad de circulación 


Todo Estado Contratante concederá a los apátridas que se encuentren legalmente en 
el territorio, el derecho de escoger el lugar de su residencia en tal territorio y de viajar 
libremente por él, siempre que observen los reglamentos aplicables en las mismas 
circunstancias a los extranjeros en general. 


Articulo 27 
Documentos de identidad 


Los Estados Contratantes expedirán documentos de identidad a todo apátrida que se 
encuentre en el territorio de tales Estados y que no posea un documento válido de viaje. 


Artículo 28 
Documentos de viaje 


1. Los Estados Contratantes expedirán a los apátridas que se encuentren legalmente 
en el territorio de tales Estados, documentos de viaje que les permitan trasladarse fuera 
de tal territorio, a menos que se opongan a ello razones imperiosas de seguridad 
nacional o de orden público. Las disposiciones del anexo a esta Convención se aplicarán 
igualmente a esos documentos. Los Estados Contratantes podrán expedir dichos 
documentos de viaje a cualquier otro apátrida que se encuentre en el territorio de tales 
Estados; y, en particular, examinarán con benevolencia el caso de los apátridas que, 
encontrándose en el territorio de tales Estados, no puedan obtener un documento de 
viaje del país en que tengan su residencia legal. 


Artículo 29 
Gravámenes fiscales 
1. Los Estados Contratantes no impondrán a los apátridas derecho, gravamen o 


impuesto alguno de cualquier clase que difiera o exceda de los que exijan o puedan 
exigirse de los nacionales de tales Estados en condiciones análogas. 
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2. Lo dispuesto en el precedente párrafo no impedirá aplicar a los apátridas las leyes y 
los reglamentos concernientes a los derechos impuestos a los extranjeros por la 
expedición de documentos administrativos, incluso documentos de identidad. 


Artículo 30 
Transferencia de haberes 


1. Cada Estado Contratante, de conformidad con sus leyes y reglamentos, permitirá a 
los apátridas transferir a otro país, en el cual hayan sido admitidos con fines de 
reasentamiento, los haberes que hayan llevado consigo al territorio de tal Estado. 


2. Cada Estado Contratante examinará con benevolencia las solicitudes presentadas 
por los apátridas para que se les permita transferir sus haberes, dondequiera que se 
encuentren, que sean necesarios para su reasentamiento en otro país en el cual hayan 
sido admitidos. 


Artículo 31 
Expulsión 


1. Los Estados Contratantes no expulsarán a apátrida alguno que se encuentre 
legalmente en el territorio de tales Estados, a no ser por razones de seguridad nacional 
o de orden público. 


2. La expulsión del apátrida únicamente se efectuará, en tal caso, en virtud de una 
decisión tomada conforme a los procedimientos legales vigentes. A no ser que se 
opongan a ello razones imperiosas de seguridad nacional, se deberá permitir al apátrida 
presentar pruebas en su descargo, interponer recursos y hacerse representar a este 
efecto ante la autoridad competente o ante una o varias personas especialmente 
designadas por la autoridad competente. 


3. Los Estados Contratantes concederán, en tal caso, al apátrida un plazo razonable 
dentro del cual pueda gestionar su admisión legal en otro país. Los Estados 
Contratantes se reservan el derecho a aplicar durante ese plazo las medidas de orden 
interior que estimen necesarias. 


Artículo 32 
Naturalización 
Los Estados Contratantes facilitarán en todo lo posible la asimilación y la naturalización 


de los apátridas. Se esforzarán, en especial, por acelerar los trámites de naturalización 
y por reducir en todo lo posible los derechos y gastos de tales trámites. 
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Capítulo VI 
Cláusulas Finales 
Artículo 33 
Información sobre leyes y reglamentos nacionales 

Los Estados Contratantes comunicarán al Secretario General de las Naciones Unidas 
el texto de las leyes y los reglamentos que promulguen para garantizar la aplicación de 
esta Convención. 

Artículo 34 

Solución de controversias 

Toda controversia entre las Partes en esta Convención respecto a su interpretación o 
aplicación, que no haya podido ser resuelta por otros medios, será sometida a la Corte 
Internacional de Justicia a petición de cualquiera de las Partes en la controversia. 

Artículo 35 

Firma, ratificación y adhesión 


1. Esta Convención quedará abierta a la firma en la Sede de las Naciones Unidas hasta 
el 31 de diciembre de 1955. 


2. Estará abierta a la firma de: 


a) Todo Estado Miembro de las Naciones Unidas; 


b) Cualquier otro Estado invitado a la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el 
Estatuto de los Apátridas; y 


c) Todo Estado al cual la Asamblea General de las Naciones Unidas dirigiere una 
invitación al efecto de la firma o de la adhesión. 


3. Habrá de ser ratificada y los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 


4. Los Estados a que se refiere el párrafo 2 podrán adherir a esta Convención. La 
adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 


Artículo 36 
Cláusula de aplicación territorial 
1. En el momento de la firma, de la ratificación o de la adhesión, todo Estado podrá 
declarar que esta Convención se hará extensiva a la totalidad o a parte de los territorios 


cuyas relaciones internacionales tenga a su cargo. Tal declaración surtirá efecto a partir 
del momento en que la Convención entre en vigor para el Estado interesado. 
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2. En cualquier momento ulterior, tal extensión se hará por notificación dirigida al 
Secretario General de las Naciones Unidas y surtirá efecto a partir del nonagésimo día 
siguiente a la fecha en que el Secretario General de las Naciones Unidas haya recibido 
la notificación o a la fecha de entrada en vigor de la Convención para tal Estado, si esta 
última fecha fuere posterior. 


3. Con respecto a los territorios a los que no se haya hecho extensiva la presente 
Convención en el momento de la firma, de la ratificación o de la adhesión, cada Estado 
interesado examinará la posibilidad de adoptar a la mayor brevedad posible, las medidas 
necesarias para hacer extensiva la aplicación de esta Convención a tales territorios, a 
reserva del consentimiento de los gobiernos de tales territorios, cuando sea necesario 
por razones constitucionales. 


Artículo 37 
Cláusula federal 


Con respecto a los Estados federales o no unitarios, se aplicarán las disposiciones 
siguientes: 


a) Enlo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación dependa de 
la acción legislativa del poder legislativo federal, las obligaciones del Gobierno 
federal serán, en esta medida, las mismas que las de las Partes que no son 
Estados federales; 


b) Enlo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación dependa de 
la acción legislativa de cada uno de los Estados, provincias o cantones 
constituyentes que, en virtud del régimen constitucional de la federación, no estén 
obligados a adoptar medidas legislativas, el Gobierno federal, a la mayor brevedad 
posible y con su recomendación favorable, comunicará el texto de dichos artículos 
a las autoridades competentes de los Estados, provincias o cantones: 


c) Todo Estado federal que sea Parte en esta Convención proporcionará, a petición 
de cualquier otro Estado Contratante que le haya sido transmitida por el Secretario 
General de las Naciones Unidas, una exposición de la legislación y de las prácticas 
vigentes en la Federación y en sus unidades constituyentes, en lo concerniente a 
una determinada disposición de la Convención, indicando en qué medida, por 
acción legislativa o de otra índole, se ha dado efecto a tal disposición. 


Artículo 38 
Reservas 


1. En el momento de la firma, de la ratificación o de la adhesión, todo Estado podrá 
formular reservas con respecto a artículos de la Convención que no sean los artículos 1, 
3, 4, 16 (1), y 33 a 42 inclusive. 


2. Todo Estado que haya formulado alguna reserva con arreglo al párrafo 1 del presente 
artículo podrá retirarla en cualquier momento, mediante comunicación al efecto dirigida 
al Secretario General de las Naciones Unidas. 
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Artículo 39 
Entrada en vigor 


1. Esta Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha del depósito 
del sexto instrumento de ratificación o de adhesión. 


2. Respecto a cada Estado que ratifique la Convención o adhiera a ella después del 
depósito del sexto instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en 
vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha del depósito por tal Estado de su 
instrumento de ratificación o de adhesión, 
Artículo 40 
Denuncia 


1. Todo Estado Contratante podrá en cualquier momento denunciar esta Convención 
mediante notificación dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. 


2. La denuncia surtirá efecto para el Estado Contratante interesado un año después de 
la fecha en que el Secretario General de las Naciones Unidas la haya recibido. 


3. Todo Estado que haya hecho una declaración o una notificación con arreglo al 
artículo 36 podrá declarar en cualquier momento posterior, mediante notificación dirigida 
al Secretario General de las Naciones Unidas, que la Convención dejará de aplicarse a 
determinado territorio designado en la notificación. La Convención dejará de aplicarse a 
tal territorio un año después de la fecha en que el Secretario General haya recibido esta 
notificación. 
Artículo 41 
Revisión 


1. Todo Estado Contratante podrá en cualquier momento, mediante notificación dirigida 
al Secretario General de las Naciones Unidas, pedir la revisión de esta Convención. 


2. La Asamblea General de las Naciones Unidas recomendará las medidas que, en su 
caso, hayan de adoptarse respecto de tal petición. 


Artículo 42 
Notificaciones del Secretario General de las Naciones Unidas 
El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados Miembros 


de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros a que se refiere el artículo 35, 
acerca de: 


a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones a que se refiere el artículo 35; 


b) Las declaraciones y notificaciones a que se refiere el artículo 36; 
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c) Las reservas formuladas o retiradas, a que se refiere el artículo 38; 

d) La fecha en que entrará en vigor esta Convención, con arreglo al artículo 39; 
e) Las denuncias y notificaciones a que se refiere el artículo 40; 

fi Las peticiones de revisión a que se refiere el artículo 41. 


EN FE DE LO CUAL los infrascritos, debidamente autorizados, firman en nombre de sus 
respectivos Gobiernos la presente Convención. 


HECHA en Nueva York el día veintiocho de septiembre de mil novecientos cincuenta y 
cuatro, en un solo ejemplar, cuyos textos en español, francés e inglés son igualmente 
auténticos, que quedará depositado en los archivos de las Naciones Unidas y del cual 
se entregarán copias debidamente certificadas a todos los Estados Miembros de las 
Naciones Unidas y a los Estados no miembros a que se refiere el artículo 35. 


ANEXO 

Párrafo 1 
1. En el documento de viaje a que se refiere el artículo 28 de la presente Convención, 
deberá indicarse que el portador es un apátrida según los términos de la Convención 
del 28 de setiembre de 1954. 


2. El documento estará redactado por lo menos en dos idiomas, uno de los cuales será 
el inglés o el francés. 


3. Los Estados Contratantes examinarán la posibilidad de adoptar un documento 
conforme al modelo adjunto. 


Párrafo 2 
Con sujeción a los reglamentos del país de expedición, los niños podrán ser incluidos 
en el documento de viaje del padre o de la madre o, en circunstancias excepcionales, 
en el de otro adulto, 

Párrafo 3 


Los derechos que se perciban por la expedición del documento no excederán de la tarifa 
más baja que se aplique a los pasaportes nacionales. 


Párrafo 4 


Salvo en casos especiales o excepcionales, el documento será válido para el mayor 
número posible de países. 
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Párrafo 5 


La duración de la validez del documento no será menor de tres meses ni mayor de dos 
años. 


Párrafo 6 


1. La renovación o la prórroga de la validez del documento corresponderá a la autoridad 
que lo haya expedido mientras el titular no se haya establecido legalmente en otro 
territorio y resida legalmente en el territorio de dicha autoridad. La expedición de un 
nuevo documento corresponderá, en iguales condiciones, a la autoridad que expidió el 
documento anterior. 


2. Los representantes diplomáticos o consulares podrán ser autorizados para prorrogar, 
por un plazo que no exceda de seis meses, la validez de los documentos de viaje 
expedidos por sus respectivos Gobiernos. 

3. Los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la posibilidad de renovar o 
prorrogar la validez de los documentos de viaje o de expedir nuevos documentos a los 
apátridas que ya no residan legalmente en el territorio de tales Estados y no puedan 
obtener documentos de viaje del país de su residencia legal. 

Párrafo 7 


Los Estados Contratantes reconocerán la validez de los documentos expedidos con 
arreglo a las disposiciones del artículo 28 de esta Convención. 


Párrafo 8 


Las autoridades competentes del país al cual desee trasladarse el apátrida, si están 
dispuestas a admitirlo, visarán el documento que posea, si se requiere un visado. 


Párrafo 9 


1. Los Estados Contratantes se comprometen a expedir visados de tránsito a los 
apátridas que hayan obtenido visados para un territorio de destino definitivo. 


2. Podrá negarse la expedición del visado por los motivos que permitan justificar la 
negación de visado a cualquier extranjero. 


Párrafo 10 


Los derechos de expedición de visados de salida, de entrada o de tránsito, no excederán 
de la tarifa más baja que se aplique a los visados de pasaportes extranjeros. 


Párrafo 11 


Cuando un apátrida haya establecido legalmente su residencia en el territorio de otro 
Estado Contratante, la responsabilidad de la expedición de un nuevo documento 
incumbirá en adelante, conforme a los términos y condiciones del artículo 28, a la 
autoridad competente de tal territorio, de quien podrá solicitarlo el apátrida. 


17 de octubre de 2018 CÁMARA DE SENADORES 545-C.S. 


Párrafo 12 


La autoridad que expida un nuevo documento deberá retirar el antiguo y devolverlo al 
país que lo haya expedido, si el antiguo documento específica que debe ser devuelto al 
país que lo expidió; en caso contrario, la autoridad que expida el nuevo documento 
retirará y anulará el antiguo. 


Párrafo 13 


1. Todo documento de viaje expedido con arreglo al artículo 28 de esta Convención, 
conferirá al titular, salvo indicación en contrario, el derecho de regresar al territorio del 
Estado que lo expidió, en cualquier momento durante el plazo de validez del documento. 
En todo caso, el plazo durante el cual el titular podrá regresar al país que ha expedido 
el documento no será menor de tres meses, excepto cuando el país al cual se propone 
ir el apátrida no exija que en el documento de viaje conste el derecho de readmisión. 


2. Con sujeción a las disposiciones del párrafo procedente, un Estado Contratante 
puede exigir que el titular de ese documento se someta a todas las formalidades que 
puedan imponerse a los que salen del país o a los que regresan a él. 


Párrafo 14 


Con la única reserva de las disposiciones del párrafo 13, las disposiciones del presente 
anexo en nada se oponen a las leyes y los reglamentos que rigen en los territorios de 
los Estados Contratantes, las condiciones de admisión, tránsito, permanencia, 
establecimiento y salida. 


Párrafo 15 


Ni la expedición del documento ni las anotaciones que en él se hagan determinarán o 
modificarán la condición del titular, especialmente en cuanto a su nacionalidad. 


Párrafo 16 
La expedición del documento no da al titular derecho alguno a la protección de los 


representantes diplomáticos o consulares del país que expidió el documento, ni confiere 
"pso facto" a tales representantes derecho de protección. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Señora presidenta: este proyecto 
de ley fue enviado a la Asamblea General el día 9 de oc- 
tubre del año 2017. Ingresó en la cámara el 17 de octubre 
de dicho año y fue sancionado el 5 de setiembre del pre- 
sente año. 


En la exposición de motivos el Poder Ejecutivo defi- 
ne como apátrida a aquella persona que no es reconocida 
como nacional por ningún Estado y que, con frecuencia, 
no puede acceder a ninguno de los derechos fundamenta- 
les. Por eso es muy importante que completemos la san- 
ción legislativa de este proyecto de ley en el día de hoy. 
Según Naciones Unidas, existen diez millones de personas 
apátridas y cada diez minutos nace un niño apátrida. Estos 
números son realmente impresionantes y nos deben mover 
a una rápida sanción de este proyecto de ley, que a su vez 
tiene otras normativas con las que genera sinergia respec- 
to de esta problemática, que ha resurgido como problema 
de derecho internacional a partir de la Guerra Fría. Para 
nosotros este tema es coincidente con lo que Uruguay ra- 
tificó en la convención para reducir los casos de apátridas, 
que fue sancionada en el año 2001, aunque date de 1961. 


A su vez, a través de la Ley n.* 17722, de 2003, se apro- 
bó la adhesión de la república a la Convención sobre el Es- 
tatuto de los Apátridas, que había sido adoptada en 1964 
en Nueva York. 


En el marco de la conmemoración del sesenta aniver- 
sario de la Convención del Estatuto de Refugiados y del 
cincuenta aniversario de la Convención para Reducir los 
Casos de Apatridia, Uruguay anunció el compromiso de 
contar con un procedimiento de determinación formal de 
la condición de apátrida que conceda a las personas reco- 
nocidas como tales un estatuto consistente con los están- 
dares internacionales. Cabe decir, señora presidenta, que 
Uruguay, con la aprobación que seguramente se dé en el 
día de hoy, estaría en condiciones de levantar una obser- 
vación de la Cedaw. El comité en el año 2016 planteaba 
la necesidad de una legislación para la condición de las 
mujeres apátridas que no sean refugiadas. Esta es una con- 
dición específica que Uruguay no tenía cubierta y por lo 
cual nos complace mucho en el día de hoy estar cerrando 
estas dos realidades. 


Se considera vital que los estados identifiquen a las 
personas en sus territorios para poder reconocer sus de- 
rechos y generar condiciones de dignidad en su vida. El 
objetivo de este proyecto es el reconocimiento y la pro- 
tección al apátrida y consiste en regularizar y mejorar la 
condición de estas personas, asegurando el libre ejercicio 
de sus derechos y libertades conforme a la Carta de Nacio- 
nes Unidas y a la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos. Este proyecto tendrá resultado en la labor que 
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cumple la Comisión de Refugiados, que en nuestro país 
fue creada por la Ley n.” 18076 y cuenta con el asesora- 
miento del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados, Acnur. 


Finalmente, cabe recordar que la república ratificó la 
Convención sobre el Estatuto de Refugiados de Naciones 
Unidas mediante la Ley n 13777 y sancionó, asimismo, 
la Ley n.* 18076 sobre refugiados. Ambos instrumentos 
están íntimamente relacionados con las convenciones in- 
ternacionales en materia de apatridia, dado que la conven- 
ción de refugiados regula el caso de los apátridas cuando 
estos tengan calidad de refugiados. Considerando la nece- 
sidad de regularizar la condición de aquellos apátridas a 
los que la convención de refugiados no alcanza, justifica la 
necesidad de la adopción del presente proyecto de ley de 
reconocimiento y protección a estas personas. 


Corresponde señalar que el proyecto de ley consta de 
cinco títulos y cuarenta artículos. 


El título I refiere a la definición de persona apátrida, 
al principio de la unidad familiar, al principio de no re- 
chazo en frontera y de no devolución, a la expulsión de 
las personas que no reúnen las condiciones previstas para 
la definición de apátrida, a la cancelación, la revocación 
y el cese de la condición de persona apátrida cuando las 
condiciones no se reúnen. 


El título Il trata de los deberes y derechos de la persona 
apátrida, de los documentos de identidad y de viaje, del 
cambio de condición migratoria y de la asistencia admi- 
nistrativa. 


El título lll alude a los órganos competentes en materia 
de apátridas, a sus funciones y cometidos. 


El título IV regula el procedimiento para la determina- 
ción de la condición de la persona apátrida. 


El título V refiere a las disposiciones finales, a la nor- 
mativa aplicable y a la posibilidad del Estado de solicitar 
cooperación y asistencia técnica al Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Refugiados y a la comuni- 
dad internacional para la asistencia directa de las personas 
apátridas. Asimismo, establece elementos de interpreta- 
ción. 


Creemos que es un instrumento muy importante y re- 
comendamos al Cuerpo su aprobación. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 


24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En discusión particular. 
Léase el artículo 1.*. 


SEÑOR MICHELINI- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Formulo moción en el sentido 
de que se suprima la lectura del articulado y se vote en 
bloque. 


SEÑORA PRESIDENTE .- Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 
—24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración los artículos 1. a 39 del proyecto 
de ley. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 
(Se vota). 
—24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR MICHELINI.- Falta el artículo 40. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- He tenido una equivoca- 
ción. En realidad, son cuarenta artículos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va votar el artículo 40. 
(Se vota). 
24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


16) PROTOCOLO DE INTEGRACIÓN EDUCATIVA 
Y RECONOCIMIENTO DE CERTIFICADOS, 
TÍTULOS Y ESTUDIOS DE NIVEL 
PRIMARIO/FUNDAMENTAL/BÁSICO Y MEDIO/ 
SECUNDARIO ENTRE LOS ESTADOS PARTES 
DEL MERCOSUR Y ESTADOS ASOCIADOS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en séptimo término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se aprueba el Protocolo de 
integración educativa y reconocimiento de certificados, 
títulos y estudios de nivel primario/fundamental/básico 
y medio/secundario entre los Estados partes del Mer- 
cosur y Estados asociados, suscrito en la ciudad de San 
Juan, República Argentina, el 2 de agosto de 2010. (Carp. 
n.- 1114/2018 - rep. n.* 731/18)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 1114/2018 - rep. n.? 731/18 
CÁMARA DE REPRESENTATNES 


LE Ús 


Depresontantes e á Qeefitibza 


BAogiecto de A 


Artículo único.- Apruébase el Protocolo de Integración Educativa y Reconocimiento 
de Certificados, Títulos y Estudios de Nivel Primario/Fundamental/Básico y 
Medio/Secundario entre los Estados Partes del Mercosur y Estados Asociados, suscrito 
en la ciudad de San Juan, República Argentina, el 2 de agosto de 2010. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 13 de junio de 
2018. 


O e GANDINI 
Ñ Presidente 
RGINIA ORTIZ 
Secretaria 
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SES 
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PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 


Montevideo, () 8 ENE 2018 


Señora Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la Asamblea 
General, de conformidad con lo dispuesto en los Articulos 85 numeral 7 y 168 
numeral 20 de la Constitución de la República, a fin de reiterar el mensaje de 
fecha 23 de julio de 2012, que se adjunta, con el que se somete a su 
consideración el Proyecto de Mensaje de Ley adjunto, por el cual se aprueba el 
Protocolo de Integración Educativa y Reconocimiento de Certificados, Títulos y 
Estudios de Nivel Primario/Fundamental/ Básico y Medio/Secundario entre los 
Estados Partes del MERCOSUR y Estados Asociados, suscrito en la ciudad de 
San Juan, República Argentina, el 2 de agosto de 2010. 


Al mantenerse vigentes los fundamentos que en su 
oportunidad dieron mérito al envio de aquel Mensaje, el Poder Ejecutivo se 
permite solicitar a ese Cuerpo la pronta aprobación del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera a la señora Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consideración. 
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Montevideo, (8 ENE 2018 
PROYECTO DE LEY 


ARTÍCULO 1”.-Apruébase el Protocolo de Integración Educativa y 
Reconocimiento de Certificados, Títulos y Estudios de Nivel 
Primario/Fundamental/Básico y Medio/Secundario entre los Estados 
Partes del MERCOSUR y Estados Asociados, suscrito en la ciudad de 
San Juan, República Argentina, el 2 de agosto de 2010. 


ARTÍCULO2*.-Qomuniquese, etc. 


AR 


Emb. Ariel Bergamino 
Ministro Interino de Relaciones Exteriores 
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Montevideo, 23 JUL 2012 


Señor Presidente de la Asamblea Seneral: 

El Poder Ejecutivo tiene el 
honor de dirigirse a la Asamblea General, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 85 numera! 7 y 168 numeral 20 de ¡a 
Constitución de ¡a República, a fin de someter a su consideración el 
proyecto de Ley adjunto, mediante el cual se aprueba el PROTOCOLO 
DE INTEGRACION EDUCATIVA Y RECONOCIMIENTO DE 
CERTIFICADOS, TITULOS Y ESTUDIOS DE NIVEL 
PRIMARIO/FUNDAMENTAL/BASICO Y MEDIO/SECUNDARIO ENTRE 
LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR Y ESTADOS ASOCIADOS, 
suscrito en la ciudad de Sar Juan, República Argentina el 2 de agosto 
de 2010. 


ANTECEDENTES 


Ei “Protocolo de Integración Educativa y Reconocimiento de Certificados, 

Títulos y Estudios de Nivel  Primario/Fundamental/Básico y 
Medio/Secundario entre los Estados Partes del MERCOSUR y Estados 
Asociados”, fue aprobado por la Decisión N” 21/10 del Consejo del 
Mercado Común. 
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El Consejo se manifestó consciente de que los procesos de integración 
regional deben promover una educación equitativa y de calidad, a fin de 
lograr un desarrollo creciente y armónico en los países de la región; se 
reconoce la importancia de establecer un mecanismo de intercambio que 
favorezca el desarrollo educativo, cultural y científico — tecnológico de los 
Estados Partes y Asociados del MERCOSUR. 


Expresó que es fundamental promover el desarrollo educativo de la región 
por medio de un proceso de integración armónico y dinámico que facilite 
el acceso de los estudiantes a conocimientos relevantes y a la continuidad 
de estudios hasta la conclusión de los diferentes niveles del Sistema 
Educativo de los respectivos países. 


Asimismo consideró que es prioritario alcanzar acuerdos comunes 
relativos al reconocimiento de estudios de Nivel 
Primario/Fundamental/Básico y  Medio/Secundario, cursados en 
cualquiera de las Partes dei presente Protocolo, con celeridad para 
garantizar la inserción de los estudiantes y su desarrollo sostenido en las 
instituciones educativas. 
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TEXTO 


El Acuerdo consta de un Preámbulo y 14 Artículos. 


En atención a lo expuesto y reiterando la conveniencia de la 
suscripción de este tipo de Acuerdos, el Poder Ejecutivo solicita la 
correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al Señor Presidente de la Asamblea 
General las seguridades de su más alta consideración. 


/ 


SÉ MUJICA 
Presidente de la República 
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Montevideo, Y) 3 JUL 2012 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO 1*”.- Apruébase el PROTOCOLO DE INTEGRACION 
EDUCATIVA Y RECONOCIMIENTO DE CERTIFICADOS, TITULOS Y 
ESTUDIOS DE NIVEL  PRIMARIO/FUNDAMENTAL/BASICO Y 
MEDIO/SECUNDARIO ENTRE LOS ESTADOS PARTES DEL 
MERCOSUR Y ESTADOS ASOCIADOS, suscrito en la ciudad de San 
Juan, República Argentina el 2 de agosto de 2010. 


ARTICULO 2”.- Comuníquese, etc. 


Z 
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CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


PROTOCOLO DE INTEGRACIÓN EDUCATIVA Y RECONOCIMIENTO DE 
CERTIFICADOS, TÍTULOS Y ESTUDIOS DE NIVEL 
PRIMARIO/FUNDAMENTALI/BÁSICO Y MEDIO/SECUNDARIO ENTRE LOS 
ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR Y ESTADOS ASOCIADOS. 


Informe 
Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de Senadores 
trae a consideración del cuerpo el tratamiento del proyecto de ley MERCOSUR 
(ESTADOS  PARTES)ESTADOS ASOCIADOS. RECONOCIMIENTO 
CERTIFICADOS Y TITULOS ESTUDIO E INTEGRACION EDUCATIVA. 
PROTOCOLO. REITERACION. APROBACION. Dicho proyecto fue enviado a 
la Asamblea General como mensaje del Poder Ejecutivo el 29 de enero de 
2018 e ingresó a la Cámara de Representantes el 7 de febrero de 2018, que lo 
sancionó el 13 de junio de 2018. 


El PROTOCOLO DE INTEGRACIÓN EDUCATIVA Y 
RECONOCIMIENTO DE CERTIFICADOS, TÍTULOS Y ESTUDIOS DE NIVEL 
PRIMARIO/ FUNDAMENTAL/ BÁSICO Y MEDIO/SECUNDARIO ENTRE LOS 
ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR Y ESTADOS ASOCIADOS en cuestión, 
fue aprobado en la XXXIX Reunión Ordinaria del Consejo del Mercado Común, 
el 2 de agosto de 2010 en la ciudad de San Juan, República Argentina 
(Decisión N* 21/10). 


El protocolo tiene por finalidad garantizar la movilidad estudiantil entre 
las Partes del Mercosur. En tal sentido, impulsa el intercambio de información y 
el establecimiento de las equivalencias correspondientes entre los sistemas 
educativos de cada una de dichas Partes. 


En el protocolo en cuestión y a los efectos del presente informe, las 
Partes refieren a: la República Argentina, la República Federativa del Brasil, la 
República del Paraguay, la República Oriental del Uruguay, el Estado 
Pulrinacional del Bolivia, la República del Ecuador y la República Bolivariana de 
Venezuela. 


El texto da cuenta de una concientización sobre la necesidad de que los 
procesos de integración regional promuevan una educación equitativa y de 
calidad, con miras a lograr un desarrollo creciente y armónico en los países de 
la región, y a consolidar democracias con menores desigualdades sociales. 
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Con tal inspiración, el protocolo expresa una definida inquietud por que los 
sistemas educativos brinden respuestas a los desafios de las transformaciones 
socio-culturales y productivas de la actualidad. 


El protocolo reconoce la relevancia de establecer mecanismos de 
intercambio que favorezcan el desarrollo educativo, cultural y científico- 
tecnológico de los Estados Partes y Asociados del Mercosur. Asimismo, 
expresa una preocupación por facilitar que los/as estudiantes del bloque 
regional puedan acceder y continuar con sus estudios hasta concluir los 
diferentes niveles del sistema educativo de los respectivos países. A su vez, el 
texto entiende prioritario alcanzar acuerdos comunes sobre el reconocimiento 
de estudios de Nivel Primario/Fundamental/Básico y Medio/Secundario 
cursados en cualquiera de las Partes, para garantizar la inserción educativa de 
los/as estudiantes y su desarrollo sostenido en las instituciones de enseñanza. 


Sobre el contenido del protocolo 


En cuanto a la estructura del proyecto de ley, esta se compone de un 
único artículo en el cual se insta a aprobar el protocolo referido. Dicho 
protocolo, por su parte, consta de un preámbulo y de 14 artículos cuyo 
contenido se sintetiza a continuación. 


El Art. 1 señala que la finalidad del acuerdo es garantizar la movilidad 
estudiantil entre las Partes. 


El Art. 2 prevé la constitución de una Comisión Técnica regional en el 
ámbito de la Reunión de Ministros de Educación del Mercosur, que tendrá entre 
sus objetivos establecer las equivalencias correspondientes a cada nivel de 
educación entre cada una de las Partes. 


El Art. 3 establece que las Partes reconocerán los estudios de nivel 
Primario/ Fundamental/ Básico y Medio/ Secundario a través de sus diplomas, 
títulos y certificados, expedidos por instituciones educativas oficialmente 
reconocidas en cada país Parte. 


El Art. 4 establece el reconocimiento de los estudios incompletos 
realizados en los niveles antes mencionados en cualquiera de las Partes, para 
ser continuados en el país receptor, con base en la Tabla de Equivalencias 
vigentes al momento del reconocimiento. 
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El Art. 5 prevé el mecanismo de actualización de la Tabla de 
Equivalencias. 


El Art. 6 prevé que la Comisión Técnica Regional actualice de los 
mecanismos y las disposiciones de implementación del protocolo. 


El Art. 7 define un máximo de 120 días para informar aquellas 
modificaciones sustanciales en los sistemas educativos de algunas de las 
Partes. 


El Art. 8 señala que habiendo entre las Partes convenios o acuerdos 
bilaterales con disposiciones más favorables en la materia, estas podrán aplicar 
aquellas disposiciones que entiendan más ventajosas. 


El Art. 9 refiere a la solución de controversias que surjan entre uno o 
más Partes del protocolo. 


El Art. 10 señala que el protocolo estará abierto a la adhesión de otros 
Estados Asociados que expresen su voluntad de suscribirlo, con la previa 
aceptación de las Partes. 


El Art. 11 estipula los aspectos referidos a la entrada en vigencia del 
protocolo. 


El Art. 12 establece los aspectos referidos al país depositario del 
protocolo, de los instrumentos de su ratificación y entrada en vigor y de las 
modificaciones y actualizaciones que se realicen sobre su Anexo. 


El Art. 13 estipula que el protocolo podrá ser revisado a propuesta de, al 
menos, dos de sus Partes. 


El Art. 14 define que la Comisión Técnica Regional será el órgano 
encargado de continuar con las tareas desarrolladas por la Comisión Regional 
Técnica constituida en los Protocolos de Integración Educativa de 
Reconocimiento Certificados, Títulos y Estudios de Nivel Primario y Medio No 
Técnico. 
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Sobre la importancia de que Uruguay apruebe el referido protocolo 
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El CODICEN ha exhortado en más de una oportunidad que el parlamento 
uruguayo ratifique el protocolo en cuestión. La última solicitud de dicha 
institución (resolución del CODICEN N* 93, acta N* 43, del 25 de julio de 2017) 


señala: 


Oficiar al Ministerio de Educación y Cultura solicitando al 
Poder Legislativo respecto al estado en que se encuentra el 
trámite de ratificación del “Protocolo de Integración 
Educativa y Reconocimiento de Certificados, Títulos y 
Estudios de Nivel  Primario/Fundamental/Básico y 
Medio/Secundario entre los Estados parte del Mercosur y 
Estados asociados”, haciéndole saber la necesidad de 
diligenciar con la mayor celeridad posible el proceso 
legislativo correspondiente. 


Finalmente, en la última reunión de Ministros de Educación de los países 
del Mercosur, realizada durante la Presidencia Pro Témpore de Argentina, en 
2017, se instó a ratificar el protocolo a aquellos países que aun no hubieran 


hecho. 


En atención a lo expuesto y subrayando la conveniencia de que Uruguay 
adhiera a este tipo de acuerdos, se solicita al Cuerpo la aprobación de este 
proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 11 de octubre de 2017 


CONSTANZA MOREIRA 
Miembro Informante 


VERÓNICA ALONSO CARLOS BARÁIBAR 
GRACIELA GARCÍA JORGE LARRAÑAGA 
MARCOS OTHEGUY CONRADO RAMOS 


JORGE SARAVIA MÓNICA XAVIER 
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Texto del Protocolo 


PROTOCOLO DE INTEGRACIÓN EDUCATIVA Y RECONOCIMIENTO DE 
CERTIFICADOS, TÍTULOS Y ESTUDIOS DE NIVEL 
PRIMARIO/FUNDAMENTAL/BASICO Y MEDIO/SECUNDARIO ENTRE LOS 
ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR Y ESTADOS ASOCIADOS. 


La República Argentina, la República Federativa del Brasil, la República del 
Paraguay y la República Oriental del Uruguay, en calidad de Estados Partes del 
MERCOSUR y el Estado Plurinacional de Bolivia, la República de Chile, la República 
de Colombia, la República del Ecuador y la República Bolivariana de Venezuela, 
todos en adelante denominados las Partes para los efectos del presente Protocolo. 


EN VIRTUD de los principios y objetivos enunciados en el Tratado de Asunción, 
suscripto el 26 de marzo de 1991; y de los términos contenidos en los Protocolos de 
Integración Educativa de Reconocimiento de Centificados, Títulos y Estudios de Nivel 
Primario y Medio No Técnico, firmados el 5 de agosto de 1994 entre los Estados 
Partes del MERCOSUR, y el 5 de diciembre de 2002, entre éstos, Bolivia y Chile; 


CONSCIENTES de que los procesos de integración regional deben promover una 
educación equitativa y de calidad, a fin de lograr un desarrollo creciente y armónico 
en los países de la región; 


RECONOCIENDO la importancia de establecer un mecanismo de intercambio que 
favorezca el desarrollo educativo, cultural y científico — tecnológico de los Estados 
Partes y Asociados del MERCOSUR; 


PREVIENDO que los Sistemas Educativos deben dar respuesta a los desafíos que 
presentan las transformaciones socio — culturales y productivas, en el marco de una 
consolidación democrática con menores desigualdades sociales; 


SABIENDO que es fundamental promover el desarrollo educativo de la región por 
medio de un proceso de integración armónico y dinámico que facilite el acceso de 
los estudiantes a conocimientos relevantes y a la continuidad de estudios hasta la 
conclusión de los diferentes niveles del Sistema Educativo de los respectivos países; 


INSPIRADOS en la voluntad de consolidar los factores de identidad, de la historia y 
del patrimonio cultural de los pueblos latinoamericanos; 


CONSIDERANDO que es prioritario alcanzar acuerdos comunes relativos al 
reconocimiento de estudios de Nivel  Primario/Fundamental/Básico y 
Medio/Secundario, cursados en cualquiera de las Partes del presente Protocolo; con 
celeridad para garantizar la inserción de los estudiantes y su desarrollo sostenido en 
las instituciones educativas. 
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ARTÍCULO PRIMERO 
FINES 


El presente Protocolo tiene por finalidad garantizar la movilidad estudiantil entre las 
Partes del presente instrumento, permitiendo establecer las equivalencias 
correspondientes entre los Sistemas Educativos de cada uno de ellos, 
intercambiando información relativa a sus Sistemas Educativos con el objetivo de 
generar herramientas y armonizar los mecanismos con vistas a asegurar la 
mencionada movilidad estudiantil. 


ARTÍCULO SEGUNDO 
COMISIÓN TÉCNICA REGIONAL 


Las Partes constituirán una Comisión Técnica Regional (CTR) en el ámbito de la 
Reunión de Ministros de Educación del MERCOSUR con el objeto de establecer las 
equivalencias correspondientes de los niveles de educación entre cada una de las 
Partes, armonizar los mecanismos administrativos que faciliten el desarrollo de lo 
establecido, crear otros que favorezcan la adaptación de los estudiantes en el país 
receptor y velar por el cumplimiento del presente Protocolo. 


Dicha Comisión estará integrada por delegados profesionales especializados en la 
materia, designados por la autoridad educacional competente de cada una de las 
Partes. 


Se reunirá ordinariamente una vez por año y podrá hacerlo también 
extraordinariamente a solicitud de una parte, debiendo gestionar dicha petición ante 
el Estado Parte en ejercicio de la Presidencia Pro Témpore del MERCOSUR. 


La Comisión Técnica Regional elaborará, por consenso, los mecanismos y 
disposiciones que permitan la implementación del presente Protocolo junto con la 
Tabla de Equivalencias, a fin de facilitar y garantizar la movilidad y la integración 
plena de los estudiantes entre las Partes. 


ARTÍCULO TERCERO 


RECONOCIMIENTO DE CERTIFICADOS, TÍTULOS Y ESTUDIOS DE NIVEL 
PRIMARIO/FUNDAMENTAL/BÁSICO Y MEDIO/SECUNDARIO 


Las Partes reconocerán los estudios de Nivel Primario/ Fundamental/ Básico y 
Medio/Secundario, a través de sus Diplomas, Títulos y Certificados, expedidos por 
instituciones educativas de gestión estatal o privada, oficialmente reconocidas 
conforme a las normas educativas de las respectivas partes. 
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El reconocimiento se realizará sólo a efectos de proseguir estudios de nivel superior 
y/o para la movilidad de los estudiantes; de acuerdo con la Tabla de Equivalencias 
que figura como Anexo del presente Protocolo. 


ARTÍCULO CUARTO 
RECONOCIMIENTO DE ESTUDIOS INCOMPLETOS 


Los estudios de Nivel Primario/Fundamental/Básico y Medio/Secundario realizados 
de forma incompleta en cualquiera de las Partes, serán reconocidos entre dichas 
partes para completar los estudios en el país receptor. 


Este reconocimiento será efectuado en base a la Tabla de Equivalencias y en 
concordancia con el Mecanismo de implementación definido por la Comisión Técnica 
Regional vigente al momento de dicho reconocimiento. 


ARTÍCULO QUINTO 
ACTUALIZACIÓN DE LA TABLA DE EQUIVALENCIAS 


Las Partes actualizarán la Tabla de Equivalencias a través de la Comisión Técnica 
Regional, toda vez que haya modificaciones en los Sistemas Educativos de cada 
país. La misma será remitida al Comité Coordinador Regional (CCR), creado por 
Decisión del Consejo del Mercado Común N* 15/01, quien lo elevará a los Ministros 
de Educación de las Partes, estando éstos facultados para aprobar todas las 
modificaciones y actualizaciones propuestas por la CTR, registrándolas en el Acta 
de la reunión. Una vez suscriptos, los ajustes y actualizaciones entrarán en vigencia, 
previa notificación al Consejo del Mercado Común (CMC) y al depositario del 
presente Protocolo. 


ARTÍCULO SEXTO 


ACTUALIZACIÓN DEL MECANISMO DE IMPLEMENTACIÓN 
DEL PRESENTE PROTOCOLO 


Los mecanismos y disposiciones que permitan la implementación del presente 
Protocolo serán actualizados por la Comisión Técnica Regional, siempre que ésta lo 
considere necesario, mediante propuestas elevadas al CCR para la aprobación por 
parte de los Ministros de Educación de las Partes, mediante acuerdos 
interinstitucionales, de conformidad con el procedimiento establecido en el artículo 
precedente. 


Estos mecanismos de implementación deberán ajustarse a los objetivos del presente 
Protocolo y serán difundidos ampliamente en todas las Partes. 
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ARTÍCULO SÉPTIMO 
MODIFICACIONES EN LOS SISTEMAS EDUCATIVOS 


Siempre que haya una modificación sustancial en el Sistema Educativo de alguna de 
las Partes del presente Protocolo, ésta tendrá un plazo de ciento veinte (120) días 
para informar a las demás partes las modificaciones sufridas. Las mismas serán 
consideradas en la siguiente reunión de la Comisión Técnica Regional. 


ARTÍCULO OCTAVO 
ACUERDOS BILATERALES 


Habiendo entre las Partes convenios o acuerdos bilaterales con disposiciones más 
favorables sobre la materia, éstas podrán aplicar las disposiciones que consideren 
más ventajosas. 


ARTÍCULO NOVENO 
SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS 


l- Las controversias que surjan entre uno o más Estados Partes del MERCOSUR-por 
motivo de interpretación, aplicación o incumplimiento de las disposiciones 
contenidas en el presente Protocolo se resolverán, en una primera instancia, 
mediante negociaciones directas entre las Autoridades Educacionales o los 
Ministros, de acuerdo con la organización administrativa de cada Estado Parte. 


Si luego de transcurridos cuarenta y cinco (45) días desde el inicio de las 
negociaciones referidas en el párrafo precedente no se resolviera la controversia o 
bien se resolviera parcialmente, la misma se someterá al mecanismo de solución de 
controversias vigente en el MERCOSUR 


II.- Las controversias que surjan entre uno o más Estados Parte del MERCOSUR y 
uno o más Estados Asociados o bien entre dos o más Estados Asociados por motivo 
de interpretación, aplicación o incumplimiento de las disposiciones contenidas en el 
presente Protocolo, se resolverán en una primera instancia mediante negociaciones 
directas entre las Autoridades Educacionales o los Ministros, de acuerdo con la 
organización administrativa de cada Estado parte. 


Si luego de transcurridos cuarenta y cinco (45) días desde el inicio de las 
negociaciones referidas en el párrafo precedente no se resolviera la controversia o 
bien se resolviera parcialmente, la misma se someterá al mecanismo de solución de 
controversias vigente entre las Partes involucradas en el conflicto. 
ARTÍCULO DÉCIMO 
ADHESIÓN AL PROTOCOLO 


El presente Protocolo estará abierto a la adhesión de otros Estados Asociados que 
manifiesten su voluntad expresa de suscribirlo, previa aceptación de las Partes. 
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ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO 
ENTRADA EN VIGENCIA DEL PROTOCOLO 


El presente Protocolo entrará en vigor para las dos primeras Partes que lo ratifiquen 
treinta (30) dias después del depósito del segundo instrumento de ratificación. Para 
las restantes Partes, treinta (30) días después de que hayan depositado el 
respectivo instrumento de ratificación. 


En las materias reguladas por el presente Protocolo, las relaciones entre las Partes 
que lo hayan ratificado y aquellos que aún no lo hayan ratificado y de éstos últimos 
entre sí continuarán rigiéndose, según corresponda, por las disposiciones del 
Protocolo de Integración Educativa y Reconocimiento de Certificados, Títulos y 
Estudios de Nivel Primario y Medio no Técnico, firmado entre los Estados Partes del 
MERCOSUR el 4 de agosto de 1994; o del Protocolo de Integración Educativa y 
Reconocimiento de Certificados, Títulos y Estudios de Nivel Primario y Medio no 
Técnico entre los Estados Partes del MERCOSUR, Bolivia y Chile, firmado el 5 de 
diciembre de 2002, en la medida que hayan ratificado alguno de éstos últimos. 


Una vez que todos los Estados signatarios del Protocolo de 1994, mencionado en el 
párrafo precedente, hayan ratificado el presente Protocolo, el Protocolo de 1994 
quedará derogado a todos sus efectos. 


Del mismo modo, una vez que todos los Estados signatarios del Protocolo de 2002 y 
el Estado adherente hayan ratificado el presente Protocolo, el Protocolo de 2002 
quedará derogado a todos sus efectos. 

ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO 

DEPOSITARIO 

La República del Paraguay será la depositaria del presente Protocolo y de los 
respectivos instrumentos de ratificación, debiendo notificar a las Partes la fecha de 
los depósitos de esos instrumentos y de la entrada en vigor del Protocolo, así como 
enviarles copia debidamente autenticada del mismo. 
Asimismo la República del Paraguay será la depositaria de las modificaciones y 
actualizaciones que se realicen sobre el Anexo que forma parte del presente 
Protocolo. 

ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO 

REVISIÓN 


El presente Protocolo podrá ser revisado a propuesta de, al menos, dos de las 
Partes. 
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ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA 


Las Partes reconocen la labor desarrollada por la Comisión Regional Técnica 
constituida en los Protocolos de Integración Educativa de Reconocimiento de 
Certificados, Títulos y Estudios de Nivel Primario y Medio No Técnico, firmados el 
cinco de agosto de mil novecientos noventa y cuatro entre los Estados Partes del 
MERCOSUR, y el 5 de diciembre de 2002, entre éstos, Bolivia y Chile, y acuerdan 
que la Comisión Técnica Regional (CTR) será el órgano encargado de continuar con 
la tareas desarrolladas por dicha Comisión. 


Firmado en la ciudad de San Juan, República Argentina, a los dos días del mes de 
agosto del año 2010, en un original, en los idiomas español y portugués, siendo 
ambos textos igualmente auténticos. 


e 


Por la República Argentina Porta República Federativa del Brasil 


Por la del Paraguay Por la Repúb 


Por el Estadó PI ] Es : ¡le 
or el Es urinaciona . ¿Rep 
Bolivia ld 
Por la Re ¡der de Colombia Porla/Repúhlicá de Ecuador 
% Lund 


Por la República Bolivariana de Venezuela 
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Texto de la Decisión n.* 26/12 del Consejo del Mercado Común 


MERCOSUR/CMC/DEC. N* 26/12 
DEPÓSITO DE LOS INSTRUMENTOS JURÍDICOS DEL MERCOSUR 


VISTO: El Tratado de Asunción, el Protocolo de Ouro Preto, el Protocolo de 
Ushuaia sobre Compromiso Democrático del 24 de julio de 1998 y la Resolución N* 
80/00 del Grupo Mercado Común. 


CONSIDERANDO: 


Que el 29 de junio de 2012 fue adoptada la Decisión sobre la Suspensión de 
Paraguay en el MERCOSUR en Aplicación del Protocolo de Ushuaia sobre 
Compromiso Democrático. 


Que en dicha Decisión se destaca la importancia de no menoscabar el normal 
funcionamiento del MERCOSUR y de sus órganos. 


Que la Resolución GMC N* 80/00 establece que los tratados internacionales 
firmados entre los Estados Partes del MERCOSUR, incluidos los Protocolos al 
Tratado de Asunción, los firmados por el MERCOSUR con otros Estados u 
organizaciones internacionales, a excepción de los que sean protocolizados en la 
Asociación Latinoamericana de Integración (ALADI), serán depositados ante el 
Gobierno de la República del Paraguay. 


Que resulta necesario designar un depositario provisional de los instrumentos 
jurídicos del MERCOSUR mientras dure la suspensión de la República del 
Paraguay. 


EL CONSEJO DEL MERCADO COMÚN 
DECIDE: 


Art. 1 — Atribuir con carácter provisional a la Secretaría del MERCOSUR la función 
de depositario de los tratados internacionales firmados entre los Estados Partes del 
MERCOSUR, incluidos los Protocolos al Tratado de Asunción, Acuerdos, Protocolos 
e Instrumentos Adicionales o Complementarios adoptados en el ámbito del Tratado 
de Asunción, los firmados por el MERCOSUR con otros Estados u organizaciones 
internacionales y sus instrumentos de ratificación, mientras dure la suspensión de la 
República del Paraguay del derecho de participar de los órganos del MERCOSUR y 
de las deliberaciones. 


Art. 2 — La Secretaría del MERCOSUR deberá cumplir las funciones inherentes a la 
calidad de depositario, en particular las notificaciones y comunicaciones sobre los 
depósitos y sus fechas, la emisión de copias autenticadas de los instrumentos 
jurídicos mencionados en el Artículo anterior, y su registro y publicación. 


Y 
y 
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Art. 3 - Esta Decisión no necesita ser incorporada al ordenamiento jurídico de los 
Estados Partes, por reglamentar aspectos de la organización o del funcionamiento 
del MERCOSUR. 


CMC (Dec. 20/02, Art. 6) - Montevideo, 13/V11/2012 


17 de octubre de 2018 


SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Moreira. 


SEÑORA MOREIRA.- Señora presidenta: hemos traí- 
do a consideración del Cuerpo el proyecto de ley por el 
que se aprueba el Protocolo de integración educativa y 
reconocimiento de certificados, títulos y estudios de nivel 
primario/fundamental/básico y medio/secundario entre 
los Estados partes del Mercosur y Estados asociados, que 
fue enviado a la Asamblea General como mensaje del Po- 
der Ejecutivo el 29 de enero de 2018 e ingresó a la Cámara 
de Representantes el 7 de febrero de 2018, que lo sancionó 
el 13 de junio de 2018. 


El Codicén, en más de una oportunidad, ha exhortado 
al Parlamento que ratifique el protocolo. A este respecto, 
por resolución n.* 93, acta n.” 43, del 25 de julio de 2017, se 
nos hace saber «la necesidad de diligenciar con la mayor 
celeridad posible el proceso legislativo correspondiente». 


El protocolo data de agosto de 2010 y fue aprobado en 
la XXXIX Reunión Ordinaria del Consejo del Mercado 
Común. Tiene por finalidad garantizar la movilidad estu- 
diantil entre las partes del Mercosur. En tal sentido, im- 
pulsa el intercambio de información y el establecimiento 
de las equivalencias correspondientes para cada uno de los 
sistemas educativos, esto es, primaria, secundaria básica, 
secundaria, etcétera. 


Las partes refieren a Argentina, Brasil, Paraguay, Uru- 
guay, Bolivia y Venezuela. 


El texto da cuenta de una concientización sobre la ne- 
cesidad de que los procesos de integración regional pro- 
muevan una educación equitativa y de calidad, con miras 
a lograr un desarrollo creciente y armónico en los países 
de la región y consolidar democracias con menores des- 
igualdades sociales. 


El protocolo reconoce la relevancia de establecer me- 
canismos de intercambio que favorezcan el desarrollo 
educativo, cultural y científico-tecnológico de los Estados 
partes y asociados del Mercosur. La idea es que los es- 
tudiantes puedan continuar sus estudios en cualquiera de 
los países del bloque y garantizar una inserción educativa 
rápida y eficiente. 


En cuanto al contenido del protocolo, el artículo 2.” 
prevé la constitución de una Comisión Técnica regional 
en el ámbito de la Reunión de Ministros de Educación del 
Mercosur, que tendrá entre sus objetivos establecer las 
equivalencias correspondientes a cada nivel educativo. 


El artículo 3. prevé que las partes reconocerán los 
estudios de nivel primario/fundamental/básico y medio/ 
secundario a través de sus diplomas, títulos y certificados 
expedidos por las instituciones educativas. Como la idea 
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es evitar que estas equivalencias se hagan para cada caso, 
se establece un sistema general para que estas puedan ha- 
cerse por parte de las instituciones. Esto es muy importan- 
te porque, más allá de que existe un Mercosur educativo, 
hoy en día trabajamos con el caso a caso. 


El artículo 4.” establece el reconocimiento de los estu- 
dios incompletos realizados en cualquiera de las partes, 
para ser continuados en el país receptor. Supongamos 
alguien que se va con primaria o secundaria incompleta, 
puede terminar sus estudios; insisto, más allá del caso a 
caso y de que la institución educativa que lo recibe esté de 
acuerdo. Ello se encuentra establecido como mecanismo 
general. 


En el artículo 8.” se incluye la cláusula de que serán de 
aplicación las disposiciones más favorables en la materia. 


El artículo 10 señala que el protocolo estará abierto a la 
adhesión de otros Estados asociados. 


Por último, el artículo 14 define que la Comisión Téc- 
nica Regional será el órgano encargado de continuar con 
las tareas desarrolladas por la Comisión Regional Técnica 
constituida —esto es lo más importante— en los Protocolos 
de integración educativa y reconocimiento de certifica- 
dos, títulos y estudios de nivel primario y medio no téc- 
nico. Aclaro que esto no va a tener impacto alguno sobre 
el mercado de trabajo, en el sentido de que los países del 
Mercosur siguen haciendo reservas a sus mercados de tra- 
bajo que impiden el reconocimiento de títulos habilitantes 
para profesiones, pero sí va a permitir la continuidad edu- 
cativa en todos los niveles en los países del Mercosur. 


Para finalizar, quiero decir que en el día de ayer se le 
entregó el título doctora honoris causa a la señora Adela 
Pellegrino, demógrafa y experta en migraciones. Durante 
varios años de su vida se dedicó a la migración calificada 
y al fenómeno que llamamos de brain drain. Todos esos 
estudios constatan que hay un fenómeno de movilidad re- 
glional educativa impresionante y creciente, al cual llega- 
mos con un poquito de retraso, pues se ve obstaculizado 
por las barreras burocráticas que existen para el reconoci- 
miento de títulos y para la continuidad de los estudios. En 
lo personal, pasé muchas dificultades para revalidar aquí, 
en Uruguay, mi título obtenido en Brasil. Este es un pro- 
blema de todos los días que afecta a la educación superior 
pero, especialmente, a la movilidad familiar y a los niveles 
más básicos. 


Es con mucho entusiasmo que apoyo la aprobación de 
este protocolo de integración educativa entre los países del 
Mercosur que, como dije, admite la posibilidad de que se 
pueda extender a otros Estados. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 
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(Se vota). 

226 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
único.- Apruébase el Protocolo de Integración Educativa 
y Reconocimiento de Certificados, Títulos y Estudios de 
Nivel Primario/Fundamental/Básico y Medio/Secundario 
entre los Estados Partes del Mercosur y Estados Asocia- 
dos, suscrito en la ciudad de San Juan, República Argenti- 
na, el 2 de agosto de 2010». 

SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 


26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


17) SEÑORES OMAR MESA GONZÁLEZ Y ANÍBAL 
CABRAL SEGALERBA. DESIGNACIÓN COMO 
EMBAJADORES 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en octavo término del orden del día: «In- 
formes de la Comisión de Asuntos Internacionales rela- 
cionados con la solicitud de acuerdo remitido por el Poder 
Ejecutivo, a fin de designar: 


—en calidad de embajador extraordinario y plenipoten- 
ciario de la república ante el Gobierno de la República de 
Rumania, al señor Omar Mesa González; 

(Carp. n.* 1171/2018 - rep. n.* 732/18); 


— en calidad de embajador extraordinario y plenipo- 
tenciario de la república ante el Gobierno de los Estados 
Unidos Mexicanos, al señor Aníbal Cabral Segalerba. 

(Carp. n.* 1180/2018 - rep. n.* 733/18)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.? 1171/2018 - rep. n.* 732/18 


CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo el acuerdo solicitado 
para acreditar en calidad de Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de la 
República ante el Gobierno de la República de Rumania al señor Omar Mesa 
González. 


Sala de la Comisión, 11 de octubre de 2018. 


MÓNICA XAVIER 
Miembro Informante 


VERÓNICA ALONSO 
CARLOS BARÁIBAR 

GRACIELA GARCÍA 

JORGE LARRAÑAGA 
CONSTANZA MOREIRA 

MARCOS OTHEGUY 
CONRADO RAMOS 
JORGE SARAVIA 
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PODER EJECUTIVO 


ASUNTO N”* 347/2018. 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 


Montevideo. 1 0 SEP 2018 


SEÑORA PRESIDENTE DE LA 
CAMARA DE SENADORES 


PRESENTE 


Señora Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, con el 
fin de solicitar su conformidad. de acuerdo con lo dispuesto por el numeral 12 del 
ariculo 168 de la Constitución de la República. para acreditar en calidad de Embajador 
de la República. al señor Omar Mesa González. 


La capacidad y eficiencia que el señor Omar Mesa Gonziiez ha 
puesto de manifiesto en las actividades desarrolladas a lo largo de su carrera 
profesional, según se manifiesta en el currículum vitae que se adjunta. constituye a 
juicio del Poder Ejecutivo. un factor evidente de idoneidad para las responsabilidades 
que el Gobierno de la República se propone asignarle como Embajador Extraordinario y 
Plenipotenciario de la República ante la Kepública de Rumania. 


El Foder Ejecutivo confía en que ese Cuerpo habrá de manifestar su 
conformidao con el propósito antes vxpuesto, accediendo a la solicitud que se le formula 
por el preseni: mensaje. 


El Poder Ejecutivo saluda a la Cámara de Senadores con su mis alta 
consideración. 


EAS 


alan, 


Dr TABARÉ VÁZQUEZ 
F — Presicante de la República 
Penes” 2015 - 2020 


17 de octubre de 2018 CÁMARA DE SENADORES 571-C.S. 


Carp. n.? 1180/2018 - rep. n.? 733/18 


CÁMARA DE SENADORES 
COMISIÓN DE 
ASUNTOS INTERNACIONALES 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo el acuerdo solicitado 
para acreditar en calidad de Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de la 
República ante el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos al señor Aníbal 
Cabral Segalerba. 


Sala de la Comisión, 11 de octubre de 2018. 


VERÓNICA ALONSO 
Miembro Informante 


CARLOS BARÁIBAR 
GRACIELA GARCÍA 
JORGE LARRAÑAGA 
CONSTANZA MOREIRA 
MARCOS OTHEGUY 
CONRADO RAMOS 
JORGE SARAVIA 
MÓNICA XAVIER 
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PODER EJECUTIVO 


ASUNTO N” 376/2018. 


MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
Montevideo. 
17 SEP 2018 


SEÑORA PRESIDENTE DE LA 
CAMARA DE SENADORTS 


PRESENTE 


Señora Presidente: 


El Poder I:jecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo, con el 
fin de solicitar su conformidad, de acuerdo con lo dispuesto por el numeral 12 del 
artículo 168 de la Constitución de la República. para acreditar en calidad de Embajador 
de la República. al señor Anibal Cabral Segalerba. 


La capacidad y eficiencia que el señor Aníbal Cabral Segalerba ha 
puesto de manifiesto en las actividades desarrolladas a lo largo de su carrera 
profesional, según se manifiesta en el curriculum vitac que se adjunta, constituye a 
juicio del Poder Ejecutivo, un factor evidente de idoneidad para las responsabilidades 
que el Gobierno de la República se propone asignarle como Embajador Extraordinario y 
Plenipotenciario de la República ante los Estados Unidos Mexicanos. 


El Poder Ejecutivo confía en que ese Cuerpo habrá de manifestar su 
conformidad con el propósito antes expuesto, accediendo a la solicitud que se le formula 
por el presente mensaje. 


El Poder Ejecutivo saluda a la Cámara de Senadores con su más alta 
consideración. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración la carpe- 
ta n* 1171/18, correspondiente a la solicitud de acuerdo 
remitido por el Poder Ejecutivo para designar en calidad 
de embajador extraordinario y plenipotenciario de la re- 
pública ante el Gobierno de la República de Rumania, al 
señor Omar Mesa González. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Señora presidenta: recientemen- 
te recibimos en la comisión de Asuntos Internacionales al 
embajador Mesa para conversar sobre su plan de gestión 
en la Embajada en la República de Rumania, si es que hoy 
conferimos el acuerdo que solicita el Poder Ejecutivo. 


En cuanto a los antecedentes en materia de formación 
y de responsabilidades que el embajador Mesa ha asumi- 
do, todos tenemos el repartido sobre nuestro pupitre, por 
lo que no hay necesidad de abundar en ellos. Creo que lo 
importante, como siempre, es hacer un breve resumen de 
la propuesta de trabajo que traen a la Comisión de Asun- 
tos Internacionales quienes son propuestos por el Poder 
Ejecutivo. 


Con Rumania tenemos relaciones diplomáticas des- 
de 1935. Obviamente, fue mucho después, en 1960, que 
procedimos a la apertura de un consulado que a partir de 
1964 adquirió rango de embajada. En 2002, producto de 
la crisis, hubo una reducción en materia de dependencias 
del servicio exterior, la Embajada de Rumania fue cerrada 
—cuestión que se efectivizó al año siguiente— y en el año 
2008 se procedió a su reapertura. 


En cuanto al plan de gestión, las líneas de trabajo son 
las tradicionales de la diplomacia política, económica y 
cultural, pero también se agrega la diplomacia en mate- 
ria de relacionamiento científico, área en la que —como 
decía la señora senadora Moreira— hay una enorme mo- 
vilidad y va en ascenso la cantidad de personas que tie- 
nen que ver con la creación y el conocimiento. Sin duda, 
esta una de las preocupaciones que el embajador Omar 
Mesa siempre señala. Debemos recordar que en materia 
de francofonía trabajó mucho para que el país ingresara 
en la comunidad. 


¿Qué cosas importantes tiene hoy Rumania? Se en- 
cuentra en un punto estratégico, en el límite entre oriente 
y occidente, situación que en esa región y desde muchos 
puntos de vista tiene importancia estratégica, tanto en lo 
político como en lo comercial. Sin duda que trabajar para 
estrechar lazos sigue siendo una prioridad para los países 
que tienen ventajas geopolíticas comparativas. Queda cla- 
ro que a partir del año 2007, con una Rumania dentro de 
la Unión Europea, la mirada debió extenderse hacia todos 
estos países como una oportunidad para intensificar la ta- 
rea diplomática. 
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Queda a disposición el plan de trabajo presentado en 
comisión por el embajador Omar Mesa —que escuchamos 
con detenimiento—, en caso de que las señoras y señores 
senadores deseen profundizar en él. Pero a modo de con- 
clusión, lo importante a destacar es que Rumania puede 
resultar —como otros países, pero no son muchos— una 
puerta de entrada a Europa Oriental con un papel relevan- 
te en el dominio geopolítico, que potencia, por tanto, el 
nivel de relaciones que debemos encarar. Rumania tiene 
un papel clave en la reducción de conflictos, ya que es una 
zona en la que hay varios territorios ocupados por otras 
naciones. Creemos que Uruguay, por ser reconocido en 
preservar la paz, debe tener siempre una tarea de esta na- 
turaleza y buscando aliados. 


Creemos que la próxima presidencia de Rumania de la 
Unión Europea, en setiembre de 2019, así como la propia 
elección del presidente de Rumania en el año 2020, sin 
duda traerán aparejados algunos cambios que, esperamos, 
sirvan para profundizar nuestras relaciones. 


Debemos destacar que, aparentemente, en este país no 
tenemos compatriotas —o por lo menos, detectados hasta 
el momento-, pero sin duda que su enclave nos hace pro- 
picio, como siempre, ratificar la línea de trabajo de vínculo 
con nuestras colectividades de la diáspora en el mundo. 


Por lo expuesto, la Comisión de Asuntos Internaciona- 
les, por unanimidad, recomienda aprobar el acuerdo para 
la designación del señor embajador Omar Mesa González. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase el proyecto de reso- 
lución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
único.- Concédese al Poder Ejecutivo el acuerdo solicitado 
para acreditar en calidad de Embajador Extraordinario y 
Plenipotenciario de la República ante el Gobierno de la 
República de Rumania al señor Omar Mesa González». 


SEÑORA PRESIDENTE. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 


(Se vota). 
226 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


SEÑORA MOREIRA.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


574-C.S. 


SEÑORA MOREIRA. Señora presidenta: es con 
entusiasmo y con un profundo reconocimiento que voto 
esta venia. 


Conocí a Omar Mesa antes de ser embajador de Fran- 
cia, justamente por su preocupación por la francofonía, de 
la cual me enteré gracias a él. Además, se ocupó mucho 
tiempo —más allá de los vínculos comerciales con Fran- 
cia— de los vínculos culturales y científicos con este país. 
Tuvo una carrera difícil, con problemas de reinserción a 
la salida de la cárcel. Fue un preso político sometido a las 
condiciones más duras. Lo superó y hoy está en la carrera 
diplomática. Conocí su trabajo como embajador en Fran- 
cia, un trabajo intenso, sistemático, esforzado y dejó allí 
una acumulación importante. 


Así que con los mejores deseos en su nuevo destino y 
con gran satisfacción es que votamos esta venia. 


Muchas gracias. 


SENOR CASTAINGDEBAT.- Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CASTAINGDEBAT.- Señora presidenta: co- 
nocimos a Omar cuando fue embajador en París y tuvo 
mucho que ver con algo que al departamento de Flores le 
está cambiando la vida. Me refiero al hecho de que hoy 
Flores tenga el segundo geoparque de América Latina y el 
único en el Uruguay. En ese momento, Santiago Wins era 
el representante frente a la Unesco; hoy creo que se han 
unificado las representaciones y los dos tuvieron mucho 
que ver en eso. 


Asimismo, Omar tuvo mucho que ver con algo que 
escuché hoy de mañana —un poco inédito para el interior 
del país—: traer un grupo de personas con capacidades 
diferentes desde Francia a Uruguay y poder llevar a otro 
grupo de personas con capacidades diferentes de Uru- 
guay a Francia. Estas personas estuvieron conviviendo, 
tanto acá como allá, y la experiencia marcó un antes y 
un después en nuestra región, ya que no solamente fue 
gente de Flores. 


Hoy se señaló que, más allá de las leyes, Uruguay no 
está preparado para hacer frente a demandas en relación 
con capacidades diferentes. Entonces, vaya si tendremos 
que aprender de otros países, en particular, de muchos que 
han vivido guerras que determinaron que la discapacidad 
=sobre todo motriz— fuera parte de su vida cotidiana. 


Casualmente, hoy nos tocó estar acá, de modo que ad- 
herimos al saludo a Omar y ¡ojalá que pueda repetir en 
Rumania todas las cosas lindas que hizo cuando fue em- 
bajador en Paris! 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En consideración la carpe- 
ta n.” 1180/2018, correspondiente a la solicitud de acuerdo 
remitido por el Poder Ejecutivo para designar en calidad 
de embajador extraordinario y plenipotenciario de la repú- 
blica ante el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, 
al señor Aníbal Cabral Segalerba. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Alonso. 


SEÑORA ALONSO.- Señora presidenta: el señor em- 
bajador Aníbal Cabral estuvo en la comisión y presentó 
un vasto informe —cuya lectura recomiendo a los señores 
senadores— junto a un plan político, económico y comer- 
cial con México. 


En este caso nos toca, no solo aprobar este acuerdo 
sino hacer referencia a los antecedentes del señor Aníbal 
Cabral. 


Su currículo habla de su profesionalismo: es licencia- 
do en Relaciones Internacionales por la UdelaR; en 1990 
ingresó al Instituto Artigas del Servicio Exterior; actual- 
mente es director general para Asuntos Económicos In- 
ternacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores y 
cuenta con una vasta trayectoria y experiencia por haber 
participado en múltiples misiones diplomáticas en países 
como Brasil, Bielorrusia, Luxemburgo, Bélgica y Rusia, 
entre otros. 


En este caso, el destino es México, y el informe que el 
embajador entregó a la comisión contiene abundante in- 
formación sobre ese país y su relación con el nuestro. 


México y Uruguay mantienen un vínculo histórico. 
Sus relaciones diplomáticas comenzaron hace ya largo 
tiempo, en el año 1831. Los vínculos son estrechos y se 
comparten valores y posiciones sobre la actual situación 
de la sociedad internacional. 


Más allá de los actuales e importantes intercambios en- 
tre ambos países, existe un amplio margen para intensifi- 
car aún más los lazos bilaterales, principalmente en el área 
económica. Si bien está vigente un tratado de libre comer- 
cio —uno de los más importantes, si no el más importante 
que tiene nuestro país—, igualmente hay un margen signi- 
ficativo para mejorar. El mercado mexicano resulta más 
que atractivo para los exportadores uruguayos, y mejorar 
las condiciones de acceso es un punto fundamental que 
fue mencionado por el señor Aníbal Cabral. Además, ese 
país es un importante emisor de inversiones extranjeras 
directas, particularmente en la región. 


Actualmente México constituye el octavo destino 
de nuestras exportaciones. En el año 2017 las expor- 
taciones uruguayas alcanzaron aproximadamente los 
USD 197:000.000 y presentaron un incremento del 17 % 
respecto al año anterior. Se destacan, particularmente, las 
ventas a ese país desde zonas francas, teniendo en cuen- 
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ta que la empresa PepsiCo le exporta el 23 % del total 
de concentrados de bebidas, lo que representó cerca de 
USD 130:000.000 en 2017. 


Además, México es el quinto país de origen de nues- 
tras importaciones, que alcanzaron aproximadamente los 
USD 210:000.000 en 2017. 


Por tanto, señora presidenta, ese país continúa conso- 
lidándose como un importante socio comercial del Uru- 
guay, constituyendo uno de los diez principales destinos 
de nuestras exportaciones. 


Además, Uruguay es el único país del Mercosur con 
el que México tiene un tratado comercial, pero no se tra- 
ta solo de lo comercial ya que entre ambos países existe, 
también, diálogo político, cooperación técnica y científica, 
educativa y cultural. El embajador Aníbal Cabral referen- 
ciaba muy bien en su informe el desarrollo de programas 
de cooperación técnica y científica en sectores prioritarios 
para ambos países, como el medioambiente, el cambio cli- 
mático, desarrollo social, gobernabilidad y fortalecimien- 
to de las políticas públicas. 


Por otro lado, las recientes elecciones en México y 
sus resultados auguran un período de cambios en el país 
latinoamericano, lo que puede hacer necesario un segui- 
miento de las condiciones políticas que allí se desarro- 
llen, teniendo en cuenta que los vínculos de hermandad 
que unen a ambos países permiten explorar acercamien- 
tos de interés común como, por ejemplo, la estrategia 
para la regulación de los mercados de estupefacientes o 
la cooperación en temas relacionados con el combate a 
la pobreza. 


Por lo tanto, señora presidenta, por estas razones de 
carácter estratégico entre ambos países y dados los ante- 
cedentes que avalan al señor Aníbal Cabral, proponemos 
al Cuerpo que dé su aprobación a esta solicitud en el día 
de hoy. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase el proyecto de reso- 
lución correspondiente a la carpeta n.” 1180/2018. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Artículo 
único.- Concédese al Poder Ejecutivo el acuerdo solicitado 
para acreditar en calidad de Embajador Extraordinario y 
Plenipotenciario de la República ante el Gobierno de los 
Estados Unidos Mexicanos al señor Aníbal Cabral Sega- 
lerba». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 
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(Se vota). 
—22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MICHELINI- Señora presidenta: muy breve- 
mente, quiero señalar que vamos a tener un gran embaja- 
dor. Es un orgullo que Aníbal Cabral nos esté representan- 
do. A su vez, lo vamos a extrañar acá, pues la Cancillería 
ha contado con él para varias de las acciones políticas que 
llevó adelante. El hecho de que va a estar representándo- 
nos en México también implicará su falta aquí, en la es- 
tructura del ministerio. De todos modos, estoy realmente 
orgulloso de esta designación. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Han quedado aprobados 
los proyectos de resolución. 


18) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 17 de octubre de 2018 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo de la Ley n.” 17827, de 14 de setiembre 
de 2004, a partir de las 13:45 del día de hoy, por motivos 
personales. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidente muy 
atentamente. 
Marcos Otheguy. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 
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(Se vota). 19) DESARROLLO CON EQUIDAD DE GÉNERO 


2408 Añemativa. SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en noveno término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se establecen normas para la 
promoción del desarrollo con equidad de género. (Carp. 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. n.- 1159/2018 - rep. n 735/18 y anexo 1)». 


Queda convocada la señora Cristina Lústemberg, a 
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(Antecedentes). 


Carp. n.? 1159/2018 - rep. n.? 735/18 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 
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a ARA Cul ae Presguas. en sedtón de 
da Y. ón sarmicsrado e guiente 


ZA eYpecto de ase 


Artículo 1?.- Sustitúyese el artículo 3” de la Ley N” 19.292, de 18 de diciembre de 


2014 por el siguiente: 


"ARTÍCULO 3”. (Reserva de mercado).- Se establece un mecanismo de reserva 
minima de mercado del 30% (treinta por ciento) para las compras centralizadas y 
del 100% (cien por ciento) para las no centralizadas, de bienes alimenticios 
provenientes de Organizaciones Habilitadas, siempre que exista oferta. 


Cuando se trate de bienes alimenticios provenientes de Organizaciones 
Habilitadas con igualdad de Género (OH+G), siempre que exista oferta, se 
establece un mecanismo de reserva mínima de mercado del 50% (cincuenta por 
ciento) en los porcentajes establecidos en el inciso precedente para las compras 
centralizadas y no centralizadas. 


Los bienes alimenticios alcanzados por la reserva minima de mercado serán 
los productos agropecuarios en su estado natural, los productos artesanales 
agropecuarios y los productos de la pesca artesanal. También podrán ingresar a 
la reserva mínima de mercado los alimentos procesados, siempre que sean 
elaborados con materia prima de los productores integrantes de las 
Organizaciones Habilitadas sin que exista un cambio en la propiedad durante el 
proceso industrial. 
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En todos los casos se priorizarán las compras en circuitos de proximidad o 
circuitos cortos. 


El Poder Ejecutivo podrá establecer las condiciones de precio máximo para que 
esta reserva sea efectiva". 


Articulo 2? - Sustitúyese el artículo 5” de la Ley N” 19.292, de 16 de diciembre de 
2014 por el siguiente: 


"ARTÍCULO 5”.- Se considera Organización Habilitada a toda aquella que esté 
integrada por al menos cinco productores agropecuarios, de los cuales como 
mínimo el 70% deben ser productores familiares agropecuarios y/o pescadores 
artesanales. 


Los productores familiares agropecuarios y pesqueros deben contar con 
registro activo ante la Dirección General de Desarrollo Rural del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 311 de la 
Ley N* 19,355, de 19 de diciembre de 2015 y las reglamentaciones respectivas. 


Las Organizaciones Habilitadas con igualdad de Género (OH+G) serán 
aquellas en las que se verifique al menos la participación de las mujeres en la 
gestión de la organización y del sistema productivo, de acuerdo a lo establecido 
en la reglamentación de la presente ley". 


Artículo 3”.- Sustitúyese el articulo 44 de la Ley N” 18.362, de 6 de octubre de 2008 
por el siguiente: 


"ARTÍCULO 44. - El Programa de Contratación Pública para el Desarrollo a que 
refiere el artículo anterior, incluirá, entre otros: 


A) Subprograma de Contratación Pública para el Desarrollo de las Micro, 
Pequeñas y Medianas Empresas, que estará bajo la coordinación del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, a través de la Dirección Nacional 
de Artesanias, Pequeñas y Medianas Empresas. 


B) Subprograma de Contratación Pública para el Desarrollo de Pequeños 
Productores Agropecuarios, que estará bajo la coordinación del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. 
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C) Subprograma de Contratación Pública para el Desarrollo Cientifico- 
Tecnológico y la Innovación, que estará bajo la coordinación de la Agencia 
Nacional de Investigación e Innovación, 


D) En el marco del Subprograma de Contratación Pública para el Desarrollo 
de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas dispuesto en el literal A) del 
presente artículo, se considerará la perspectiva de género en la 
formulación de los instrumentos a emplear. 


El Poder Ejecutivo reglamentará los subprogramas referidos en los literales 
precedentes y definirá la participación de cada uno de ellos en el monto total 
previsto para el Programa de Contratación Pública para el Desarrollo. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a crear y reglamentar nuevos subprogramas. 
definiendo su participación en el monto total previsto para el Programa de 
Contratación Pública para el Desarrollo. 


Derógase el artículo 136 de la Ley N” 18.046, de 24 de octubre de 2006, en la 
redacción dada por el articulo 46 de la presente ley, a partir de la implementación 
del Subprograma de Contratación Pública para el Desarrollo de las Micro, 
Pequeñas y Medianas Empresas, la que no podrá producirse más allá del 30 de 
junio de 2009". 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 5 de 
setiembre de 2018. 


* 


Fa A Plesidente 
Wi GimaorTiz 


Secretaria 
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COMISIÓN DE HACIENDA 


INFORME 


Señores Representantes: 


El presente proyecto de ley propone la modificación de dos 
leyes: la N” 19.292, vinculada con la promoción de la agricultura familiar, y la N* 18.362, 
sobre apoyo y fomento de la pequeña y mediana empresa. 


En el marco de la estrategia nacional de género se plantea como 
un eje fundamental la promoción de la autonomía económica de las mujeres en el 
ejercicio de sus derechos laborales y de su capacidad de iniciativa para llevar adelante 
emprendimientos y empresas. 


Es importante destacar que esta estrategia nacional para el 
desarrollo que impulsa la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP) incorpora los 
elementos de la estrategia nacional de género porque en sus estudios de prospectiva 
pensando en el Uruguay de futuro, se plantea que el desarrollo sostenible será alcanzado 
siempre y cuando superemos barreras vinculadas a la desigualdad entre las mujeres y los 
hombres. 


Además, en el marco de los compromisos nacionales e 
internacionales asumidos, el presente proyecto persigue que las leyes que se modifican 
se constituyan en herramientas para la equidad. A efectos de esta propuesta, han 
trabajado en forma mancomunada el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
(MGAP), el Ministerio de Industria, Energía y Minería (MIEM), el Instituto Nacional de las 
Mujeres (INMUJERES), la Dirección Nacional de Economía Social e Inclusión Laboral 
(DINESIL) del Ministerio de Desarrollo Social (MIDES), la Agencia de Contrataciones y 
Compras del Estado (ACCE) y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP). 


Desde el Sistema de Información de Género del Instituto 
Nacional de las Mujeres del MIDES, se viene produciendo información e indicadores que 
dan cuenta de la evolución de las brechas de género y las inequidades que aún persisten 
en nuestro país. Un elemento sustantivo en relación a las brechas de género, lo constituye 
la distribución de la carga total de trabajo (remunerado y no remunerado), así como los 
indicadores que dan cuenta de las posibilidades y condiciones en que mujeres y varones 
se insertan en el mercado de trabajo. 


El mercado de trabajo remunerado es uno de los ámbitos claves 
de integración social de las personas, ya que mejora las posibilidades de obtener 
autonomía económica y desarrollo personal. La evidencia empírica muestra que, si bien 
en las últimas décadas se ha producido un importante aumento de la participación laboral 
de las mujeres, las desigualdades entre varones y mujeres en las condiciones de acceso y 
permanencia en el mercado de trabajo remunerado son persistentes. Por otra parte, cabe 
señalar que las mujeres no solo acceden en forma desigual al mercado de trabajo, sino 
que, una vez que ingresan, acceden a empleos de menor calidad que los varones. A 
modo de ejemplo, cabe señalar que del total de personas ocupadas en el mercado de 
trabajo remunerado, el 3,7% se emplean en actividades de cuidados. Por su parte, 
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analizando la composición por sexo del sector, se observa que 95,4% del mismo son 
mujeres, representando un sector de actividad completamente feminizado. 


A fin de ilustrar las brechas de género en el medio rural, resulta pertinente señalar en 
primer lugar el proceso migratorio de las mujeres rurales. Mientras en el medio urbano 
existe un 52% de mujeres, en el medio rural este guarismo desciende a 43%, y al 
observarse las explotaciones agropecuarias, la cifra cae a 37% (DIEA, 2014). Se 
evidencia de esta manera la existencia de una emigración de las mujeres que genera una 
masculinización del medio rural, proceso migratorio que se configura especialmente entre 
los 15 y los 35 años de edad (Cardeillac y Juncal, 2014). Este proceso de masculinización 
se ha asociado al desigual acceso a recursos productivos y al empleo remunerado, asi 
como a los procesos de invisibilización del trabajo de las mujeres de la producción 
agropecuaria y un reducido control de la producción y las utilidades de la misma (Florit, 
2015). 


En relación al acceso al empleo, cabe indicar que en el medio rural únicamente el 
32% de las mujeres se declaran como ocupadas (INE, 2011). El análisis de las 
explotaciones agropecuarias permite señalar que del total de trabajadores permanentes 
que existen, sólo el 26% son mujeres, contemplando en esta cifra tanto a las asalariadas 
como a las integrantes de la producción familiar y concentrándose las mismas en las 
categorías ocupacionales de cocineras y peonas (DIEA, 2014). Adicionalmente se debe 
destacar que el 50% de los/las trabajadores/as permanentes del medio rural realizan su 
labor sin remuneración, 63% de los/as cuales son mujeres, concentrándose en la 
categoría de productoras socias (DIEA, 2014). 


Por su parte el acceso a la tierra como principal factor de producción, muestra claros 
sesgos de género, siendo las mujeres titulares del 19,7% de las explotaciones 
agropecuarias y del 11,2% de la superficie explotada, contando con menos explotaciones 
y con menor promedio de superficie que los varones (CGA, 2011). Contemplando la 
propiedad de las empresas agropecuarias, cabe señalar que de 17.072 registros de la 
Producción Familiar cuya empresa permite conocer el sexo de la titular de la razón social, 
sólo el 32% tienen mujeres titulares de las empresas (RPF de DGDR - MGAP, 2017). 
Debe señalarse, sin embargo, que, no siendo las titulares de las empresas, las mujeres de 
la producción familiar constituyen un importante porcentaje de quienes habitan en estas 
formas de producción (43%), quedando de manifiesto el sesgo que existe entre la 
conformación familiar y la titularidad de los recursos. 


La actual iniciativa denominada promoción de desarrollo con equidad de género 
propone que en la Ley N* 19,292, teniendo en cuenta la realidad de las mujeres rurales 
que participan de la agricultura familiar, se establezca una reserva de la reserva ya 
prevista en la norma. La propuesta es que en la reserva que establece dicha ley se 
incluya una reserva específica para promover y fortalecer los emprendimientos familiares 
rurales vinculados a las mujeres rurales. 


En segundo lugar y refiriendo a la modificación de la Ley N* 18.362, según datos 
obtenidos a partir de la Encuesta Nacional de MIPYMES comerciales, industriales y de 
servicios (DINAPYME - MIEM, 2014), los datos vinculados al tamaño de la empresa 
(micro, pequeña y mediana), constataron que el comportamiento de la titularidad según 
sexo es inverso, es decir que, a mayor tamaño de la empresa, se registra menos 
presencia de titularidad femenina. 


Con relación a la información sobre la presencia de mujeres y de varones en las 
empresas como personal contratado, a partir de la encuesta se identificó que la categoría 
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"Administrativos/as", es la única categoría de personal donde el porcentaje de mujeres es 
mayor al de varones. A su vez, cabe señalar que sea cual sea el nivel de desagregación 
(sector de actividad, tamaño de la empresa, región), es en esta categoría donde las 
mujeres tienen mayor representación. 


En términos generales, las empresas de titularidad femenina poseen menor cantidad 
de activos. A partir de los datos, se pudo relevar que a medida que nos situamos en 
empresas de menor a mayor capital económico, la prevalencia porcentual de titularidad 
femenina va descendiendo y modificándose hacia una fuerte prevalencia porcentual de 
titularidad masculina. Esto sucede para el caso del sector Comercio y el sector Servicios: 
en la categoría "Menos de US$ 5.000" de activos en la empresa, el porcentaje de 
titularidad femenina es de 63% y 52% respectivamente, mientras que en la categoría "Más 
de US$ 350.000", el porcentaje desciende a 16% (Comercio) y 1% (Servicios). Para el 
caso de la Industria, en la tipología de menor monto de activos "Menos de US$ 5000" ya 
presenta un mayor porcentaje de titularidad masculina (55%) acrecentándose a medida 
que nos situamos en empresas de mayor capital activo. Sin embargo, más allá de este 
dato, la relación entre monto de activos y titularidad femenina es fuertemente marcada en 
detrimento de la titularidad femenina en las empresas de mayor porte, descendiendo en 
términos porcentuales de 45% ("Menos de US$ 5.000") a 14% ("Más de US5 350.000"). 


El instrumento de las compras públicas, además de organizar y sistematizar los 
procedimientos de compras del Estado, también es una herramienta que puede promover 
la inclusión económica y la igualdad de oportunidades. 


Según los datos obtenidos, el 66% de las empresas que venden al Estado en el 
sector Comercio son de titularidad masculina. Aproximadamente, tan solo una de cada 
tres empresas que alguna vez le vendió insumos al Estado es de titularidad femenina. A 
su vez, de la totalidad de las empresas femeninas del sector, tan solo un 19% le ha 
vendido al Estado. Prácticamente esta misma relación ocurre con el sector Servicios 
donde de la totalidad de las ventas al Estado del sector, solo el 31% son de titularidad 
femenina. También, del universo total de las empresas con titularidad femenina, tan solo 
un 12% le vendió alguna vez al Estado; mientras que en el universo de empresas 
masculinas este porcentaje prácticamente se duplica (23%). 


La literatura especializada (De la Cruz, 1999; Guzmán, 2002; FAO, 2003) ha logrado 
develar que las políticas públicas ciegas al género no sólo reproducen las desigualdades 
que existen en el medio, sino que asimismo producen desigualdades introducidas por los 
sesgos existentes en el propio desarrollo de las políticas. En vínculo con esta mirada, las 
estadísticas precedentes ponen de manifiesto que los ámbitos en los cuales se 
desarrollan las Leyes N” 19.292, de 16 de diciembre de 2014 y N” 18.362 de fecha 6 de 
octubre de 2008, están marcados por una fuerte desigualdad de género, desigualdad 
sobre la cual es factible operar desde una concepción de las compras públicas como 
herramienta de desarrollo con equidad. 


El Ministerio está haciendo un esfuerzo muy importante para lograr que la agenda 
social y productiva se consustancie con los objetivos de desarrollo sostenible, de género y 
de equidad de género. El criterio que queremos incorporar a partir de la modificación es 
que cuando una empresa tenga un enfoque de género, que no necesariamente es la 
titularidad estamos tratando de evitar que se cambie el nombre del titular, pero que la 
empresa siga siendo manejada por hombres , sino que consideramos distintas variables 
que hacen a la perspectiva de género, como la división sexual del trabajo a la interna, el 
número de empleados dividido entre hombres y mujeres y el sistema de remuneración, es 
decir que se busca que realmente haya equidad en el marco de esa empresa, si está en 
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un proceso de licitación de la compra tenga una cláusula de preferencia y pueda dirimir en 
caso de empate. Asimismo, en el caso de que queden segundas en el proceso de 
postulación, que se permita abrir una segunda ronda para igualar el precio de la mejor 
oferta. Con esto se busca que el instrumento de compras públicas sea una herramienta 
para que las condiciones a valorar sean las más ventajosas para los objetivos de 
desarrollo social y de género del país. Es decir, que se utilice como un instrumento para 
las políticas sociales, aunque esté en el ámbito productivo. 


La concepción de las compras públicas ha evolucionado hasta llegar a ser 
entendidas como herramientas de desarrollo, un recurso que permite al Estado tener un 
rol protagónico en la incorporación de sectores vulnerables de la sociedad en la 
producción de bienes y servicios, asi como generar dinamismo en la economía nacional, 
promoviendo el empleo y el desarrollo productivo. 


Por lo expuesto, la Comisión de Hacienda aconseja al Plenario la aprobación del 
proyecto de ley que se adjunta. 


Sala de la Comisión, 4 de julio de 2018 


BETTIANA DÍAZ 
MIEMBRO INFORMANTE 
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GONZALO CIVILA 
BENJAMÍN IRAZÁBAL 
OMAR LAFLUF 
GUSTAVO PENADÉS 
IVÁN POSADA 
DIEGO REYES 
CONRADO RODRÍGUEZ 
STELLA VIEL 
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Montevideo, 2 2 MAY 2018 


Sra. Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a la Asamblea General, 


Proyecto de Ley adjunto, el cual tiene como objeto introducir cambios en 


17 de octubre de 2018 


el 
las 


disposiciones, en las contrataciones y adquisiciones de bienes, servicios y obras 


públicas a fin de promover el desarrollo con equidad de género. 


Se propone mediante este proyecto disminuir la brecha existencial que 


hay en nuestro país, en cuanto a la desigualdad de género existente en 
distintos ámbitos de las relaciones laborales, entre otros. 


los 
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Exposición de motivos 
Enfoque de género en las compras públicas para el desarrollo 


1. INTRODUCCIÓN 


En el marco de los compromisos nacionales e internacionales asumidos, 
el presente proyecto de modificación de las Leyes N* 19.292 de fecha 165 de 
diciembre de 2014 y N* 18.362 de fecha 6 de octubre de 2008 persigue que las 
mismas se constituyan en herramientas para la equidad. A efectos de esta 
propuesta, han trabajado en forma mancomunada el Ministerio de Ganadería 
Agricultura y Pesca (MGAP), el Ministerio de Industria, Energia y Mineria 
(MIEM), el Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES) y la Dirección 
Nacional de Economía Social e Inclusión Laboral (DINESIL) del Ministerio de 
Desarrollo Social (MIDES), la Agencia de Contrataciones y Compras del Estado 
(ACCE) y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP). 


Los contenidos generales de este proyecto se alinean a los compromisos 
asumidos por el Gobierno, Estos pretenden contribuir a la transformación 
democrática del Estado y la sociedad, junto a la mejora de la gestión. 


El proyecto de Ley a su vez apunta a dar cumplimiento a los compromisos 
internacionales asumidos por el país, en particular los señalados por el Comité 
de la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación a la 
mujer (CEDAW), la Estrategia de Montevideo y la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible, 


A modo de desafio, entre las recomendaciones realizadas por el Comité 
de CEDAW a Uruguay en el Informe Pais 2015, se encuentran las siguientes: 
"Adoptar medidas para eliminar la discriminación en el empleo y la segregación 
laboral, eliminar las brechas salariales y promover el acceso de las mujeres a 
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cargos de decisión”. Así como "Promover oportunidades para la generación de 
ingresos económicos para mujeres rurales y estimular el emprendedurismo.” 
(CEDAW, Informe País Uruguay) 


Por su parte, la Estrategia de Montevideo aprobada en la XI!l Conferencia 
sobre la Mujer de América Latina y el Caribe de CEPAL, marca un camino en la 
implementación de políticas públicas transformadoras de las relaciones de 
género en la región. Desde su Eje N* 1 “Marco normativo: Igualdad y estado de 
derecho", busca la armonización de los marcos jurídicos nacionales, 
incorporando el principio de igualdad y la prohibición de discriminación basada 
en el sexo acorde a lo establecido en los artículos 1 y 2 de CEDAW. 


Adicionalmente, la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible establece 
que los Estados tienen la responsabilidad de respetar, proteger y promover los 
derechos humanos (párrafos 10, 19, 35), así como señala que la igualdad entre 
los géneros y el empoderamiento de las mujeres y las niñas contribuye en forma 
decisiva en el progreso de todos los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y 
sus respectivas metas. De esta manera se definen a la igualdad y el 
empoderamiento de las mujeres como objetivo y parte de la solución y en 
consecuencia, se entiende que es necesario realizar cambios profundos a nivel 
jurídico y legislativo para garantizar los derechos de las mujeres. 


Con miras a ello, la presente exposición de motivos da cuenta de las 
brechas de género existentes en el país, asi como especificamente analiza los 
sectores de incidencia de las Leyes N* 19.292 de fecha 16 de diciembre de 2014 
y N* 18.362 de fecha 6 de octubre de 2008, poniendo de manifiesto la 
pertinencia de introducir medidas afirmativas que reviertan las desigualdades 
que afectan a las mujeres en la producción y emprendedurismo. 


2. DESIGUALDAD DE GÉNERO EN URUGUAY 
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a. Desigualdad de género a nivel nacional. 


Desde el Sistema de Información de Género del Instituto Nacional de las 
Mujeres del MIDES, se viene produciendo información e indicadores que dan 
cuenta de la evolución de las brechas de género y las inequidades que aún 
persisten en nuestro país. 


Un elemento sustantivo en relación a las brechas de género, lo constituye 
la distribución de la carga total de trabajo (remunerado y no remunerado), asi 
como los indicadores que dan cuenta de las posibilidades y condiciones en que 
mujeres y varones se insertan en el mercado de trabajo. 


El trabajo doméstico y de cuidados constituye un importante aporte al 
bienestar y reproducción de las sociedades. Sin embargo, el mismo ha 
permanecido invisibilizado y no valorizado como trabajo productivo, siendo 
realizado en su mayoría de forma no remunerada. La mitad del trabajo que se 
realizó en Uruguay durante el año 2013 corresponde al trabajo no remunerado 
(51,2%), proporción similar a la registrada en 2007. La dedicación a ambos tipos 
de trabajos no se distribuye equitativamente entre varones y mujeres; dos tercios 
del tiempo de trabajo de las mujeres es dedicado al trabajo no remunerado 
(65,0%) y el tercio restante al remunerado (35,0%). En el caso de los varones, 
estas proporciones se invierten, es decir, un tercio del tiempo se dedica al 
trabajo no remunerado (31,9%) y dos tercios al trabajo remunerado (68,1%). 
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DISTRIBUCION PORCENTUAL DE LA CARGA TOTAL 
DE TRABAJO (REMUNERADO Y NO REMUNERADO) 
POR SEXO. TOTAL PAIS, 2007 Y 2013 


Trabajo Romunerado Trabajo No remunerado 


Puerro Sisioma de letocmación de Gánere, lmujores MUDA, en bate > 
Modulo EUT 2013, INE 


Por su parte, el mercado de trabajo remunerado es uno de los ámbitos 
claves de integración social de las personas, ya que mejora las posibilidades de 
obtener autonomía económica y de desarrollo personal. La evidencia empírica 
muestra que, si bien en las últimas décadas se ha producido un importante 
aumento de la participación laboral de las mujeres, las desigualdades entre 
varones y mujeres en las condiciones de acceso y permanencia en el mercado 
de trabajo remunerado son persistentes. 


Por otra parte, cabe señalar que las mujeres no solo acceden en forma 
desigual al mercado de trabajo sino que, una vez que ingresan, acceden a 
empleos de menor calidad que los varones, así como la existencia de una 
segregación en el mercado laboral fundada en imaginarios de género. A modo 
de ejemplo, cabe señalar que del total de personas ocupadas en el mercado de 
trabajo remunerado el 3,7% se emplean en actividades de cuidados. Por su 
parte, analizando la composición por sexo del sector, se observa que 95,4% del 
mismo son mujeres, representando un sector de actividad completamente 
feminizado (Fuente: SIG - INMUJERES-MIDES, en base a ECH 2015) 
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Un insumo importante a la hora de analizar la calidad del empleo es la 
proporción de personas ocupadas que no acceden a un registro en la seguridad 
social. En este sentido, las mujeres que residen en hogares pobres, las que 
poseen una ascendencia étnico racial afrodescendiente y aquellas que residen 
en localidades con menos de 5.000 habitantes y zonas rurales son quienes se 


encuentran en peor situación. 


La tasa de actividad es un indicador que da cuenta de la oferta laboral, es 
decir aquellas personas que se encuentran empleadas en el mercado de trabajo 
remunerado o aquellas que buscan empleo y tienen disponibilidad para 
comenzar a trabajar de forma remunerada. La tasa de actividad de las mujeres 
fue menor que la de los varones para el año 2015. Esta brecha se redujo pero 
aún continúa en un 17,6%. Sin embargo, se observa un aumento de la tasa de 
actividad de las mujeres (de 50,8% en el 2006 a 55.4% en el año 2015), 
mientras para los varones la misma permanece prácticamente incambiada a lo 
largo del período (de 72,2% en el año 2006 a 73% en el 2015) disminuyendo 
levemente la brecha de género. 


b. Desigualdad de género en la Agricultura Familiar. 


i. Presencia y empleo en la producción agropecuaria. 

A fin de ilustrar las brechas de género en el medio rural resulta pertinente 
señalar en primer lugar el proceso migratorio de las mujeres rurales. Mientras en 
el medio urbano existe un 52% de mujeres, en el medio rural este guarismo 
desciende a 43%, y al observarse las explotaciones agropecuarias la cifra cae a 
37% (DIEA, 2014). Se evidencia de esta manera la existencia de una emigración 
de las mujeres que genera una masculinización del medio rural, proceso 
migratorio que se configura especialmente entre los 15 y los 35 años de edad 
(Cardeillac y Juncal, 2014). Este proceso de masculinización se ha asociado al 
desigual acceso a recursos productivos y al empleo remunerado, así como a los 
procesos de invisibilización del trabajo de las mujeres de la producción 


590-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de octubre de 2018 


agropecuaria y un reducido control de la producción y las utilidades de la misma 
(Florit, 2015). 


En relación al acceso al empleo, cabe indicar que en el medio rural 
únicamente el 32% de las mujeres se declaran como ocupadas (INE, 2011). El 
análisis de las explotaciones agropecuarias permite señalar que del total de 
trabajadores permanentes que existen, sólo el 26% son mujeres, contemplando 
en esta cifra tanto a las asalariadas como a las integrantes de la producción 
familiar y concentrándose las mismas en las categorias ocupacionales de 
cocineras y peonas (DIEA, 2014). Adicionalmente se debe destacar que el 50% 
de los/las trabajadores/as permanentes del medio rural realizan su labor sin 
remuneración, 63% de los/as cuales son mujeres, concentrándose en la 
categoría de productoras socias (DIEA, 2014). 


li. Titularidad y acceso a recursos en la producción agropecuaria, 


Por su parte el acceso a la tierra como principal factor de producción, 
muestra claros sesgos de género, siendo las mujeres titulares del 19,7% de las 
explotaciones agropecuarias y del 11,2% de la superficie explotada, contando 
con menos explotaciones y con menor promedio de superficie que los varones 
(CGA, 2011). Contemplando la propiedad de las empresas agropecuarias, cabe 
señalar que de 17.072* registros de la Producción Familiar cuya empresa 
permite conocer el sexo de la titular de la razón social, sólo el 32% tienen 
mujeres titulares de las empresas (RPF de DGDR — MGAP, 2017). Debe 
señalarse sin embargo, que no siendo las titulares de las empresas, las mujeres 
de la producción familiar constituyen un importante porcentaje de quienes 
habitan en estas formas de producción (43%), quedando de manifiesto el sesgo 
que existe entre la conformación familiar y la titularidad de los recursos. 


Las anteriores configuraciones inciden, junto a los patrones culturales, en 


| Existen 20.414 registros de Producción Famitar, no obstante no todos tienen asociada 
la razón social de una empresa con titularidad de personas fisicas que permitan la apertura por 
sexo. 
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la existencia de brechas de género en el acceso a las politicas públicas de 
apoyo a la producción. De esta forma, las mujeres rurales acceden en menor 
medida a la Asistencia Técnica y Extensión Rural, y a los proyectos que co- 
financian innovaciones y mejoras productivas (Florit, 2012). De esta manera las 
mujeres tienen una importante brecha de acceso a proyectos de apoyo a la 
producción agropecuaria, pero adicionalmente cuando acceden a los mismos en 
calidad de titulares tienen menor contacto con la Asistencia Técnica y menor 
incidencia en las decisiones y control del proyecto. Para el período comprendido 
entre el 2005 y 2011 el porcentaje de mujeres de la Producción Familiar titulares 
de proyectos de apoyo a la producción que accedía a la Asistencia Técnica era 
el 35% y solo el 34% era la decisora principal del proyecto (Florit, 2012). 


Por su parte, resulta necesario destacar las desigualdades existentes en 
la participación en las estrategias estatales que reconocen en el asociativismo 
una vía de acceso a recursos, escala y ámbito de dialogo con las políticas 
públicas. El análisis de la participación en organizaciones rurales de estas 
mujeres titulares de apoyos productivos, evidencia la existencia de un sesgo 
cultural en la participación, donde sólo el 34% de ellas participan de las 
organizaciones solas, el resto si participan lo hacen en compañía de otros/as 
integrantes del hogar o delegan la participación (Florit, 2012). 


Este escenario pone de manifiesto la existencia de importantes brechas 
materiales y culturales que obstaculizan el acceso de las mujeres al empleo, a 
los recursos productivos y a! control del proceso productivo y sus utilidades. En 
esta configuración, la experiencia de transversalización de la DGDR — MGAP ha 
mostrado la capacidad de incidir, modificando pautas y acortando brechas en el 
acceso de las mujeres rurales a las políticas públicas y a recursos. Las acciones 
desarrolladas han permitido que en el desarrollo de procesos de fortalecimiento 
institucional, un 47% de las organizaciones involucradas desarrollaran acciones 
con mujeres rurales y/o con perspectiva de género; así como ha incrementado 
en un 4% el número de proyectos con titulares mujeres en 4 años, pasando de 
25% en 2012 a 30,5% en 2016 (DGDR - MGAP, 2015). 
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iii. Ventas al Estado de la Agricultura Familiar: Política Somos 
Producción Familiar del Campo, el Río y el Mar. 


La Reunión Especializada de la Agricultura Familiar (REAF) ha 
desarrollado un trabajo de análisis de las posibilidades de comercialización de 
las mujeres de la producción familiar. En el año 2013 el análisis de la situación 
nacional llevaba a la REAF a afirmar la necesidad de tomar acciones estatales 
para mejorar las condiciones de comercialización de las mujeres de la 
producción familiar, destacando especialmente la importancia de que las 
productoras rurales, a través de sus organizaciones, estuvieran representadas 
en los ámbitos de reglamentación y definición sobre las compras estatales (Vitelli 
y otros, 2013). En el año 2015 el seminario “Comercialización y experiencias de 
organizaciones productivas de mujeres rurales y mixtas” identificaba una 
importante brecha en el acceso a mercados por parte de mujeres y varones, 
identificando en las compras estatales potenciales herramientas públicas para 
incidir en las desigualdades comerciales existentes entre mujeres y varones de 
la agricultura familiar del MERCOSUR. El seminario concluía "Además de una 
dificultad generalizada de acceso a los mercados por parte de las productoras, 
se observa una división por género: sobrerrepresentación de varones en 
mercados mayoristas y de mujeres en mercados minoristas. El empoderamiento 
económico de las mujeres pasa por la comercialización de sus productos, por lo 
que una mayor visibilización y participación de las mujeres en la 
comercialización es necesaria.” (Champion, 2015: 33) 


En el entendido de que el proceso de Compras estatales constituye un 
desafio para las organizaciones de la producción familiar, DGDR - MGAP en 
coordinación con DINESIL — MIDES e INACOOP impulsó en el año 2016 la 
convocatoria "Somos Producción Familiar del Campo, el Rio y el Mar” La 
mencionada convocatoria tiene como objetivo el desarrollo de capacidades en 
las organizaciones dela agricultura familiar y la pesca artesanal para la 
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generación de planes de comercialización de productos alimenticios con el 
Estado en el marco de la Ley N* 19.292 de 16 de diciembre de 2014. 


En el año 2017 se encuentran en ejecución 24 proyectos financiados en el 
marco de esta convocatoria, contando con un financiamiento de $ 2.322.000 
provistos por la Dirección General de Desarrollo Rural, De los 24 proyectos 
financiados, únicamente 5 cuentan con perspectiva de género en su propuesta 
y/o son llevados adelante por al menos un 70% de integrantes mujeres. Estas 
propuestas cuentan con un financiamiento aprobado de $ 1.351.336, siendo el 
14,5% del presupuesto total de la convocatoria. 


La concreción de las ventas en el marco de la Ley N* 19.292 de 16 de 
diciembre de 2014 requiere la inscripción de las organizaciones en el Registro 
de Organizaciones Habilitadas de la DGDR — MGAP. Este registro debe ser 
realizado por un/a técnico/a habilitado/a quien en su postulación para habilitarse 
puede, de forma opcional, realizar una propuesta sobre cómo incorporar la 
perspectiva de género en la estrategia comercial de la organización habilitada. A 
junio de 2017 hay 19 técnicos/as habilitados/as, de los/as cuales 13 han 
realizado propuestas para la incorporación de la perspectiva de género en las 
estrategias para ventas dentro de la citada normativa. 


C. Desigualdad de género en las MIPYMES. 


i. Titularidad en las MIPYMES. 


Según datos obtenidos a partir de la Encuesta Nacional de MIPYMES 
comerciales, industriales y de servicios (DINAPYME-MIEM, 2014), la brecha de 
género en la distribución del empresariado según rama de actividad es mucho 
más profunda en el sector Industria en comparación con los sectores Comercio y 
Servicios: menos de uno de cada tres titulares del sector Industria es mujer. Este 
alto nivel de desigualdad en la distribución entre varones y mujeres del sector 
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Industria es más del doble en relación al sector Comercio y cuatro veces mayor 
comparada con el sector Servicios. 


Al tener en cuenta las regiones, no se observan mayores diferencias de 
titularidad según sexo, entre Montevideo (0,16) e interior del país (0,14). Ahora 
bien, al desagregar la información según tamaño de la empresa, el sector 
Servicios es el que presenta una menor tasa de desigualdad en la titularidad 
según género (0,1), no existiendo diferencias porcentuales entre Montevideo e 
interior. Inverso a esta última situación, se encuentra el sector Comercio, con 
fuertes brechas de género entre la capital y el interior (0.24 y 0.12 
respectivamente), acentuándose notoriamente la brecha en Montevideo, por lo 
que podría decirse que el interior, en relación al sector Comercio, presenta 
índices más equitativos que la capital. Con respecto al sector industria, la 
titularidad es muy masculinizada (69,5%) y al desagregar por región, se registra 
una brecha mayor en la industria del interior del país que en Montevideo (44% y 
34% respectivamente). 


Asimismo, al incorporar al análisis los datos vinculados al tamaño de la 
empresa (micro, pequeña y mediana), se constató que el comportamiento de la 
titularidad según sexo es inverso, es decir que a mayor tamaño de la empresa, 
se registra menos presencia de titularidad femenina. En el caso de Montevideo, 
existe un comportamiento mucho más lineal e inequitativo hacia la titularidad 
femenina: a medida que aumenta la dimensión de la empresa, aumenta la 
brecha de género en la titularidad (0,15 micro! 0,24 pequeña y 0,27 mediana). 


Contrataciones en las MIPYMES. 


En relación a la información sobre la presencia de mujeres y de varones 
en las empresas como personal contratado, a partir de la encuesta se identificó 
que la categoría "Administrativos/as”, es la única categoría de personal donde el 
porcentaje de mujeres es mayor a! de varones. A su vez, cabe señalar que sea 
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cual sea el nivel de desagregación (sector de actividad, tamaño de la empresa, 
región). es en esta categoría donde las mujeres tienen mayor representación. 


Por otro lado, en términos jerárquicos, en la categoría “Socio o 
directores/as”, existe una diferencia entre la participación de mujeres y de 
varones, en términos totales, de un 26%. A nivel desagregado, se destacan los 
bajos porcentajes de participación femenina en el sector Industria y en la 
pequeña empresa. 


La categoría de personal contratado más inequitativa en términos de 
género es la de “Obrero/maestranza", donde a nivel total y a nivel desagregado 
por categorías, ningún resultado supera la frecuencia relativa de una mujer cada 
dos hombres, destacándose negativamente el sector Comercio con un 24% de 
este personal contratado (más bajo según sector de actividad). 


Finalmente, a nivel comparado entre Montevideo e interior, las mujeres 
ocupan porcentajes más altos y equitativos en las distintas categorías de 
personal en el interior. En la única categoría donde Montevideo presenta 
mayores porcentajes que el interior es en el caso de los puestos administrativos. 
Si aplicamos el índice de desigualdad de género —a promedio simple según 
categoría de personal?- podemos observar mayores índices de inequidad de 
género en Montevideo (0,14) que en el Interior (0, 10). 


Distribución de activos en las MIPYMES. 


En términos generales, las empresas de titularidad femenina poseen 
menor cantidad de activos. A partir de los datos, se pudo relevar que a medida 
que nos situamos en empresas de menor a mayor capital económico, la 
prevalencia porcentual de titularidad femenina va descendiendo y modificándose 


2 Es decir como todas las categorias valen lo mismo, cuando en la realicad existen 
jerarquías diferentes entre los distintos tipos de personal. 
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hacia una fuerte prevalencia porcentual de titularidad masculina. Esto sucede 
para el caso del sector Comercio y el sector Servicios: en la categoría "Menos de 
US$ 5.000" de activos en la empresa, el porcentaje de titularidad femenina es de 
63% y 52% respectivamente, mientras que en la categoría "Más de US$ 
350.000”, el porcentaje desciende a 16% (Comercio) y 1% (Servicios). Para el 
caso de la Industria, en la tipología de menor monto de activos "Menos de US$ 
5000" ya presenta un mayor porcentaje de titularidad masculina (55%) 
acrecentándose a medida que nos situamos en empresas de mayor capital 
activo. Sin embargo, más allá de este dato, la relación entre monto de activos y 
titularidad femenina es fuertemente marcada en detrimento de la titularidad 
femenina en las empresas de mayor porte, descendiendo en términos 
porcentuales de 45% ("Menos de US$ 5.000") a 14% (“Más de US$ 350.000”). 


A grandes rasgos se observa que más allá del tamaño de la empresa, el 
porcentaje de empresariado femenino cae a medida que nos situamos en 
empresas con mayor cantidad de activos en dólares. Sin embargo, para el caso 
de las medianas empresas los porcentajes de titularidad —-y su caída a medida 
de situarnos en empresas de mayor activo- son más altos en comparación a los 
de las micro y pequeñas empresas. Prácticamente las tres clases de tamaño de 
empresa parten -en las empresas de menor activos- de un porcentaje 
aproximado al 55%; es decir con mayor titularidad femenina que masculina. A 
medida que nos situamos en empresas de mayor monto de activos los 
porcentajes van cayendo sustantivamente en las tres tipos de tamaño de 
empresa, con lo cual podemos afirmar que en las empresas de mayor capital 
económico la titularidad femenina es menor, siendo una clara muestra de 
desigualdad de género en el mapa empresarial de nuestro país. Sin embargo a 
criterios de tamaño de las empresas, parece no haber tanta linealidad; las 
empresas medianas van presentando mayores porcentajes de titularidad 
femenina en comparación a los de las micro y pequeñas empresas. A modo de 
ejemplo, observamos que en las empresas de mayor cantidad de activos —"Entre 
US$ 100,000 y 200.000", “Entre US$ 200.000 y 350,000" y "Más de USS 
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350.000”-, la titularidad femenina es sustantivamente mayor en comparación 
con las micro y pequeñas empresas. 


Al analizar la información según las variables de “interior” y “Montevideo”, 
se observa que en el interior, la relación entre titularidad femenina y monto 
activo de la empresa posee una caida más brusca que en Montevideo. En el 
interior se observa una fuerte caida del porcentaje de titularidad femenina en el 
grupo de "Entre U$S 5.000 y 10.000” (41%) y el de “Entre USS 10.000 y 20.000” 
(25%). Sin embargo, para el caso de Montevideo si bien posee una caida brusca 
entre las categorías de “Entre U$S 10.000 y 20.000" y “Entre US$ 20.000 y 
50.000” (-15%), posee un posterior repunte en las categorias de “Entre U$S 
50.000 y 100.000” y “Entre US$ 100.000 y 200.000” (+13% y 16% 
comparativamente); ascenso que para el caso del interior no ocurre, sino más 
bien que se trata de un descenso sostenido y progresivo. Por lo tanto, la relación 
activo de la empresa y titularidad femenina es mucho más marcada en el interior 
que en Montevideo. 


ii. Ventas al Estado de las MIPYMES. 


Según los datos obtenidos, el 66% de las empresas que venden al Estado 
en el sector Comercio son de titularidad masculina. Aproximadamente, tan solo 
una de cada tres empresas que alguna vez le vendió insumos al Estado es de 
titularidad femenina. A su vez, de la totalidad de las empresas femeninas del 
sector; tan solo un 19% le ha vendido al Estado. Prácticamente esta misma 
relación ocurre con el sector Servicios donde de la totalidad de las ventas al 
Estado del sector, solo el 31% son de titularidad femenina. También, del 
universo total de las empresas con titularidad femenina, tan solo un 12% le 
vendió alguna vez al Estado; mientras que en el universo de empresas 
masculinas este porcentaje prácticamente se duplica (23%). En el caso del 
sector Industria, los resultados son más inequitativos en materia de género. Del 
total de empresas que le vendieron insumos a algún organismo público, tan solo 
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un 22% son empresas de titularidad femenina y un 78% masculina. A su vez, del 
universo total de las empresas femeninas, tan solo una de cada cinco le vendió 
alguna vez al Estado; mientras que en el universo de empresas masculinas esta 
relación aumenta a una frecuencia superior a una de cada tres empresas. 


En todos los sectores de actividad existen fuertes desigualdades de 
género en materia de venta a organismos del Estado. Esta relación se agudiza 
fuertemente en el sector Industria. Las desigualdades en beneficio de los 
titulares masculinos se observan de cualquiera de los dos ángulos analizados: (1) 
desde la repartición de la totalidad de las ventas al Estado de cada sector, (ii) así 
como desde el punto de vista comparativo del universo total de empresas de 


titularidad femenina y masculina. 


Al tener en cuenta el tamaño de las empresas, a modo de resumen, se 
evidencia que a medida que aumenta el tamaño el porcentaje de ventas al 
Estado de empresas de titularidad femenina aumenta. Un ejemplo claro de esto 
es el porcentaje de ventas al Estado de las microempresas (30%) la cual es un 
13% menor del total de las micro empresas de titularidad femenina (43%). Las 
desigualdades de género en las pequeñas empresas se mantienen similares a 
las de las micros empresas con una leve tendencia a la baja. En el caso de las 
medianas empresas cuando desagregamos los resultados, se dan lógicas 
equitativas tendientes a aumentar el porcentaje de ventas al Estado de las 
empresas femeninas y a resultados más equitativos en materia de género. 


En términos generales, al analizar la información teniendo en cuenta la 
variable territorial, se constata que el porcentaje de ventas al Estado de 
empresas de titularidad femenina es menor en Montevideo que en el Interior del 
país (29 y 33% respectivamente). 
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iii. Ventas al Estado de las MIPYMES: subprograma de Compras 
Públicas 


De un universo de 136.691 micro, pequeñas y medianas empresas en 
Uruguay (Censo, 2011), según datos suministrados por la DINAPYME, 411 
empresas utilizan o utilizaron al menos una vez el Subprograma de Compras 
Públicas, lo cual equivale a un 0.3%. Del total de las empresas inscriptas en el 
Subprograma de Compras Públicas, en relación al tamaño de las mismas, el 
18% son micro empresas, el 39% empresas de pequeña escala y el 43% 
empresas medianas. Asimismo, al analizar esta información según sector, el 
70% pertenece al sector de Servicios y Construcción (36% y 34% 
respectivamente), el restante porcentaje a Comercio (5%) e Industria (25%). Por 
otro lado, del 100% de las empresas (411 empresas) que utilizan o utilizaron al 
menos una vez el Subprograma de Compras Públicas, el 7% ha obtenido 
Certificados en Calidad por Cuenta Propia, mientras que el restante 93% lo ha 
hecho a través de la inscripción al Programa de Mejora de Gestión del MIEM. 


En cuanto a la distribución de las personas según sector de actividad y 
sexo, se pudo constatar que: en el sector Construcción el 92% de las personas 
es de sexo masculino, siendo el sector más inequitativo en términos de 
participación femenina; tanto el sector Industria como Servicios presentan 
porcentajes similares en la representación femenina siendo esta de un 33%; por 
último, el sector Comercio es el que presenta menor brecha en lo que refiere a la 
distribución de varones y mujeres (55% varones, 45% mujeres) según sector de 
actividad. 


. 


3. COMP PUBLI MO HERRAMIENTA EQUIDA 


La literatura especializada (De la Cruz, 1999; Guzmán, 2002; FAO, 2003) 
ha logrado develar que las políticas públicas ciegas al género no sólo 
reproducen las desigualdades que existen en el medio, sino que asimismo 
producen desigualdades introducidas por los sesgos existentes en el propio 
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desarrollo de las politicas. En vínculo con esta mirada, las estadisticas 
precedentes ponen de manifiesto que los ámbitos en los cuales se desarrollan 
las Leyes N* 19.292 de 16 de diciembre de 2014 y N” 18.362 de fecha 6 de 
octubre de 2008, están marcados por una fuerte desigualdad de género, 
desigualdad sobre la cual es factible operar desde una concepción de las 
compras públicas como herramienta de desarrollo con equidad. 


La concepción de las compras públicas ha evolucionado hasta llegar a ser 
entendidas como herramientas de desarrollo, un recurso que permite al Estado 
tener un rol protagónico en la incorporación de sectores vulnerables de la 
sociedad en la producción de bienes y servicios, así como generar dinamismo 
en la economía nacional, promoviendo el empleo y el desarrollo productivo. 


Las compras públicas no constituyen una decisión ajena a las decisiones 
y priorizaciones del Estado, y su delimitación y diseño no deben ser ajenos a los 
efectos sociales que producen sobre consumidores, productores y 
empresariado. Las compras públicas constituyen una herramienta del propio 
Estado para garantizar el acceso a bienes y servicios, y organizan un rubro de 
gasto relevante para la economía nacional. En consecuencia, deben ser 
concebidas y regidas por los mismos principios que orientan el accionar del 
Estado. Legislar a efectos de que las compras públicas incidan en el bienestar 
social y abonen a la igualdad sustantiva, constituye una senda de armonización 
entre los marcos legales que rigen las acciones públicas. 


Por las características de las compras públicas, las mismas constituyen 
una herramienta potencial de desarrollo no sólo por su peso cuantitativo, sino 
por su carácter ejemplarizante, pudiendo ser fuentes de experiencia, 
fortalecimiento, replicabilidad, transferencia y mejora de la calidad. Las compras 
públicas deben imperiosamente apuntar a la eficacia y a la calidad en los rubros 
de gasto, pero pueden al unisono actuar en aras de las problemáticas sociales y 
prioridades identificadas en la agenda pública. Asimismo, las compras estatales 
deben visualizarse como una oportunidad para fomentar la organización de 
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quienes producen, del empresariado y como un aliciente a los procesos 
asociativos. Como herramienta tiene la potencialidad de aportar a organizar la 
producción, acercando la oferta a la demanda y como un mercado en el cual es 
factible adquirir experiencia comercial para luego tener un mayor éxito en el 
mercado competitivo. 


En el proceso de transversalización de la perspectiva de género en el 
Estado uruguayo, la introducción de criterios sociales en pro de la igualdad 
sustantiva constituye una herramienta adicional que apunta a la consecución de 
una autonomía económica de las mujeres emprendedoras, de la producción 
agropecuaria y el empresariado. De esta forma la transversalidad se materializa 
poniendo en diálogo la acción administrativa con las prioridades de políticas 
públicas. 

La incorporación de la perspectiva de género en las compras estatales 
cuenta con antecedentes internacionales de disímil alcance pero que, en 
conjunto, ponen de manifiesto la validez de la herramienta para la equidad de 
género. Se ha identificado que existen antecedentes que incorporan la 
perspectiva de género en las compras estatales en la Unión Europea, Países 
Vascos, Estados Unidos, México, República Dominicana, Perú, Ecuador, Chile, 
Paraguay y Brasil. En los casos en los que estas prácticas han tenido una mayor 
extensión la incorporación de la perspectiva de género atraviesa la totalidad de 
las licitaciones y contrataciones, e incluyendo la misma como criterio de 
admisión, adquisición y obligación. Entre las medidas implementadas se puede 
señalar: (i) requisitos de admisibilidad; (1) inclusión como factor de selección; (ii¡) 
criterios de adjudicación: (iv) condiciones de ejecución. 

Estas experiencias aparecen como antecedentes elocuentes de la 
factibilidad de incorporar la perspectiva de género en las Leyes N* 19.292 de 16 
de diciembre de 2014 y N” 18.362 de fecha 6 de octubre de 2008, a efectos de 
hacer de las compras estatales en ellas contempladas, una herramienta de 


equidad para el país. 
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4. PROPUESTA DE MODIFICACIÓN DE LAS LEYES N* 18.362 DE FECHA 6 
DE OCTUBRE DE 2008 Y N* 19.292 DE 16 DE DICIEMBRE DE 2014 


a. PROPUESTA DE MODIFICACIÓN DE LA LEY N* 19.292 DE 16 DE 
DICIEMBRE DE 2014. 


il. Justificación general de la propuesta de modificación de la Ley N* 
19.292 de 16 de diciembre de 2014. 


La Ley N* 19.292, de fecha 16 de diciembre de 2014, tiene como espíritu 
el uso de las Adquisiciones Estatales como una herramienta que propenda al 
desarrollo local y al fortalecimiento de un sector clave en la economía nacional, 
como es la producción familiar haciendo énfasis en la soberanía alimentaria. 
Estos aportes innovadores de la Ley N” 19.292 de 16 de diciembre de 2014 a un 
modelo de desarrollo inclusivo, cuentan sin embargo con falencias en términos 
de género. En sí misma la Ley puede definirse como una norma “ciega al 
género” y por ende, puede en su diseño actual permitir la reproducción de 
brechas de género que preexisten en el medio o aún profundizar las brechas. 
Aspectos que, en consideración de los acuerdos nacionales e internacionales 
mencionados, pueden corregirse mediante las modificaciones propuestas. En 
este sentido, las estadísticas antes presentadas han puesto de manifiesto la 
existencia de brechas de género en el medio rural y en la producción 
agropecuaria que justifican la intervención estatal para su reversión. Asimismo, 
la experiencia de transversalización en políticas de Desarrollo Rural 
(especificamente en DGDR - MGAP) ha evidenciado la capacidad de estas 
medidas de incidir en la reducción de la desigualdad de género en el medio 


rural. 


Dado lo expuesto precedentemente, este proyecto de Ley promoverá y 
brindará una oportunidad para el reconocimiento y visibilización de las mujeres 
como sujetos de derecho. La participación desde la toma de decisiones, la 
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gestión de proyectos productivos y empresariales, la inscripción en los Registros 
de Productores Familiares y a través de las organizaciones en el Registro de 
Organizaciones Habilitadas, será una oportunidad para desarrollar capacidades 
como titulares de emprendimientos productivos. Por su parte, el reconocimiento 
social que conlleva, permite mayor autonomía respecto a las situaciones 
familiares de conflicto o de violencia, así como garantiza un trato igualitario ante 
situaciones de ruptura de vínculos de convivencia y por tanto disminuye los 
condicionamientos económicos al momento de la toma de decisiones. 


El impulso de éste cambio cultural, dado por los esperados corrimientos 
hacia los lugares de poder y su involucramiento en las decisiones requeridas 
para emprender los proyectos productivos, permite a las mujeres beneficiarse en 
forma personal e individual de las políticas de apoyo a los sectores alcanzados 
por el presente proyecto de Ley, tanto en lo que respecta a facilidades 
financieras o económicas, como a la asistencia técnica y el crédito. En este 
marco, las modificaciones sugeridas proponen revisiones que pretenden incidir 
en la participación de las mujeres en el acceso a mercados, así como en la 
participación en ámbitos de decisión colectiva y de la producción familiar. La 
modificación de las condiciones de titularidad de la empresa mitiga el sesgo de 
género preexistente en el medio, así como constituye un aliciente para la 
revisión de las pautas culturales de las organizaciones y empresas en los 
ámbitos decisorios. 


ii, Criterios y herramientas de la propuesta de modificación de la Ley 
N? 19.292 de 16 de diciembre de 2014. 


En el marco de la ejecución de la Ley de Reserva de Mercado para la 
Agricultura Familiar, se reglamenta que la totalidad de las compras 
descentralizadas y un 30% de las mismas que realiza el Estado, exista una 
reserva, donde hubiere oferta, para los productos de la agricultura familiar. La 
estrategia supone que a efectos de poder vender sus productos, los/as 
Productores/as Familiares postulen a los ámbitos de venta a partir de la figura de 
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"Organización Habilitada” (OH), de modo que cada persona y familia que 
pretenda vender al Estado en el marco de esta Ley, deberá integrarse a una OH. 

Acorde a lo reglamentado, las OH serán gestionadas y habilitadas por 
DGDR -— MGAP a través de un formulario de inscripción. Debe señalarse 
asimismo que el formulario de registro de las OH supone la generación de un 
informe técnico sobre la organización y su capacidad de satisfacer cierta 
demanda. Este informe debe realizarlo un equipo técnico (en adelante ATER) 
que como en todas las políticas de DGDR deberá habilitarse en el registro de 
técnicos/as mediante una formación específica. 

En este escenario se propone en este proyecto de ley la creación de una 
reserva al interior de la reserva vinculada a la generación de una habilitación con 
perspectiva de género. 


1. Clasificación de las Organizaciones Habilitadas (OH) 


En el entendido de que las OH constituyen la vía de ingreso a la reserva 
de mercado se considera necesario identificar a aquellas que promueven la 
igualdad de género como OH+G. A efectos de la clasificación de las OH/OH+G 
se propone que al momento de completar el formulario de registro se dé 
información sobre un conjunto de indicadores que den cuenta de la inclusión de 
la perspectiva de género en la organización. De esta manera serán OH+G 
aquellas organizaciones en las que se verifique la participación de las mujeres 
en el control, acceso y uso de los recursos, de la gestión de la organización y del 
sistema productivo, lo cual será desarrollado a través de la reglamentación por 
DGDR e INMUJERES, y en consideración de indicadores diseñados para la 
realidad de las organizaciones rurales de la producción familiar. 


2. Reserva al interior de la reserva 


Se propone que se realice una reserva al interior de la reserva ya 
adjudicada a la agricultura familiar, es decir, que se reserve un mercado 
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específico dentro del 30% ya reservado para la agricultura familiar. 

A efectos de simplificar llamaremos a esta Reserva Interna con Igualdad 
de Género RIG, entendiéndose que la RIG supone que dentro del 30% de la 
reserva para la agricultura familiar exista una fracción (50%) cuyo uso se destine 
a una compra con perspectiva de género. Esta reserva supondrá que ese 
porcentaje sea cubierto por las OH con igualdad de género (OH+G), en tanto 


exista oferta. 


b. PROPUESTA DE MODIFICACIÓN DEL Art. 44 DE LA LEY 18.362. 


Í, Justificación general de la propuesta de modificación de la Ley 
N* 18.362 de fecha 6 de octubre de 2008, Artículo 44. 


Con la presente propuesta, se pretende aportar pautas básicas para la 
introducción de cláusulas de igualdad de género en el procedimiento de compras 
y contrataciones del Estado, a ser tomados en cuenta en la valorización de las 
ofertas en el marco de la Ley N” 18.362 de fecha 6 de octubre de 2008. Estas 
pautas se inspiran en la orientación de contribuir al compromiso asumido por el 
Estado, para el logro de un avance efectivo hacia la igualdad de género, 

Se considera necesario introducir modificaciones a la Ley N* 18,362 de 
fecha 6 de octubre de 2008, bajo el supuesto de que los actos administrativos, 
además de ser procedimientos para efectivizar la gestión, pueden tornarse en un 
instrumento al servicio de las políticas y los objetivos de gobierno desde una 
visión integral del desarrollo. En este sentido, el incorporarlos abre la posibilidad 
de que éstos se tornen herramientas que orienten y promuevan a las 
organizaciones privadas a contribuir con los logros sociales encomendados por 
el gobierno. En este marco, se propone que en el proceso de valorización se 
considere la posibilidad de introducir criterios de adjudicación no a la oferta más 
económica, sino a la más ventajosa para los intereses generales del pais, 
estableciendo cláusulas de preferencia para empresas con planes o acciones 
hacia la igualdad. 
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il. Criterios y herramientas de la propuesta de modificación de la 
Ley N* 18.362 de fecha 6 de octubre de 2008, Artículo 44. 


Las pautas propuestas se inspiran en la orientación de contribuir al 
compromiso asumido por el Estado para el logro de un avance efectivo hacia la 
igualdad de género: 

4) Incorporar herramientas que orienten y promuevan a las organizaciones 
privadas a contribuir con los logros sociales encomendados por el gobierno. 

Introducir en el proceso de calificación de las ofertas criterios de adjudicación 
con perspectiva de género, considerando a la oferta más ventajosa de 


2 


— 


acuerdo a los intereses generales del país, estableciendo una cláusula de 
preferencia para empresas con planes y acciones hacia la igualdad. 

Permitir la posibilidad de que la empresa que presente el plan de género y/o 
acciones hacia la igualdad de género, iguale la oferta de la mejor calificada o 
con menor valor de comparación según corresponda. En caso de empate, 


3 


- 


que la puja se dirima por aquella empresa que certifique acciones para la 
igualdad de género. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su mayor consideración 
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PROYECTO DE LEY: ENFOQUE DE GÉNERO EN LAS COMPRAS 
PÚBLICAS PARA EL DESARROLLO 


Artículo 1. Sustitúyase el Articulo 3 de la Ley N* 19.292 de 16 de diciembre de 
2014 por el siguiente: 


(Reserva de mercado).- Se establece un mecanismo de reserva mínima de 
mercado del 30% (treinta por ciento) para las compras centralizadas y del 100% 
(cien por ciento) para las no centralizadas, de bienes alimenticios provenientes 
de Organizaciones Habilitadas, siempre que exista oferta. 


Cuando se trate de bienes alimenticios provenientes de Organizaciones 
Habilitadas con igualdad de Género (OH+G), siempre que exista oferta, se 
establece un mecanismo de reserva mínima de mercado del 50% (cincuenta por 
ciento) en los porcentajes establecidos en el inciso precedente para las compras 
centralizadas y no centralizadas. 


Los bienes alimenticios alcanzados por la reserva minima de mercado serán los 
productos agropecuarios en su estado natural, los productos artesanales 
agropecuarios y los productos de la pesca artesanal. También podrán ingresar a 
la reserva mínima de mercado los alimentos procesados, siempre que sean 
elaborados con materia prima de los productores integrantes de las 
Organizaciones Habilitadas sin que exista un cambio en la propiedad durante el 
proceso industrial. 


En todos los casos se priorizarán las compras en circuitos de proximidad o 
circuitos cortos. 


El Poder Ejecutivo podrá establecer las condiciones de precio máximo para que 
esta reserva sea efectiva. 


Artículo 2. Sustitúyase el Artículo 5 de la Ley N* 19.292 de 16 de diciembre de 
2014 por el siguiente: 
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Se considera Organización Habilitada a toda aquella que esté integrada por al 
menos cinco productores agropecuarios, de los cuales como minimo el 70% 
deben ser productores familiares agropecuarios y/o pescadores artesanales. 


Los productores familiares agropecuarios y pesqueros deben contar con registro 
activo ante la Dirección General de Desarrollo Rural del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 311 de la Ley 
19.355 de 19 de diciembre de 2015 y las reglamentaciones respectivas. 


Las Organizaciones Habilitadas con igualdad de Género (OH+G) serán aquellas 
en las que se verifique al menos la participación de las mujeres en la gestión de 
la organización y del sistema productivo, de acuerdo a lo establecido en la 


reglamentación de la presente Ley. 


Artículo 3. Modifiquese el Articulo 44 de la Ley N* 18.362 de fecha 6 de octubre 
de 2008 por el siguiente: 


El Programa de Contratación Pública para el Desarrollo a que refiere el articulo 
anterior, incluirá, entre otros: 


A) Subprograma de Contratación Pública para el Desarrollo de las Micro, 
Pequeñas y Medianas Empresas, que estará bajo la coordinación del Ministerio 
de Industria, Energía y Minería, a través de la Dirección Nacional de Artesanias, 
Pequeñas y Medianas Empresas. 


B) Subprograma de Contratación Pública para el Desarrollo de Pequeños 
Productores Agropecuarios, que estará bajo la coordinación del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


C) Subprograma de Contratación Pública para el Desarrollo Cientifico- 
Tecnológico y la Innovación, que estará bajo la coordinación de la Agencia 
Nacional de Investigación e Innovación. 


D) En el marco del Subprograma de Contratación Pública para el Desarrollo de 
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las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas dispuesto en el literal A) del articulo 
44 de la Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, se considerará la perspectiva 
de género en la formulación de los instrumentos a emplear. 


El Poder Ejecutivo reglamentará los subprogramas referidos en los literales 
precedentes y definirá la participación de cada uno de ellos en el monto total 
previsto para el Programa de Contratación Pública para el Desarrollo 


Facúltase al Poder Ejecutwo a crear y reglamentar nuevos subprogramas, 
definiendo su participación en el monto total previsto para el Programa de 
Contratación Pública para el Desarrollo. 


Derógase el artículo 136 de la Ley N* 18.046, de 24 de octubre de 2006, en la 
redacción dada por el articulo 198 de la Ley N* 18,172, de 31 de agosto de 
2007, a partir de la implementación del Subprograma de Contratación Pública 
para el Desarrollo de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas, la que no 
podrá producirse más allá del 30 de junio de 2009. 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 18.046, de 24 de octubre de 2006 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN 
PRESUPUESTAL EJERCICIO 2005 


SECCIÓN V - DISPOSICIONES VARIAS 


Artículo 136.- En las contrataciones y adauisiciones realizadas por Poderes del 
Estado, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados, Gobiernos Departamentales y 
otros organismos públicos, se otorgará prioridad a los bienes, servicios y obras 
públicas, fabricados o brindados por micro, pequeñas y medianas empresas, definidas 
éstas según criterios establecidos por el Poder Ejecutivo, excepto para aquellas áreas 
del sector público que están en competencia directa. 


Los porcentajes de prioridad serán los siguientes: 


A) 20% (veinte por ciento) sobre el porcentaje de integración nacional, a 
aplicar a una oferta de micro, pequeñas y medianas empresas siempre que 
exista al menos una oferta que no califique como nacional. 


B) 10% (diez por ciento) sobre el porcentaje de integración nacional, a aplicar 
a una oferta de micro, pequeñas y medianas empresas cuando todas las 
demás ofertas califiquen como nacionales. 


Los referidos porcentajes de prioridad no son acumulativos con los establecidos 
en el artículo 374 de la Ley N* 13.032, de 7 de diciembre de 1951, modificativas y 
concordantes. 


La prioridad prevista en el presente artículo únicamente resultará aplicable 
cuando los bienes ofertados por micro, pequeñas y medianas empresas contengan un 
porcentaje de integración nacional no menor al 30% (treinta por ciento) y provoque un 
cambio de partida en la clasificación arancelaria en igualdad de condiciones con la 
mejor oferta realizada. 


En el caso de las obras públicas y servicios, el Poder Ejecutivo definirá los 
requisitos exigibles. 


El Ministerio de Industria, Energía y Minería, a través de la Dirección Nacional 
de Artesanias, Pequeñas y Medianas Empresas, coordinará acciones en todo el 
territorio nacional a los efectos del cumplimiento de estas disposiciones”, 


Fuente: Ley N” 18.362, de 6 de octubre de 2008, artículo 46 
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Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008 


RENDICIÓN DE CUENTAS Y BALANCE DE EJECUCIÓN PRESUPUESTAL 
EJERCICIO 2007 


SECCIÓN Ill —- ORDENAMIENTO FINANCIERO 


Artículo 44.- El Programa de Contratación Pública para el Desarrollo a que 
refiere el artículo anterior, incluirá, entre otros: 


A) Subprograma de Contratación Pública para el Desarrollo de las Micro, 
Pequeñas y Medianas Empresas, que estará bajo la coordinación del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, a través de la Dirección Nacional 
de Artesanias, Pequeñas y Medianas Empresas. 


B) Subprograma de Contratación Pública para el Desarrollo de Pequeños 
Productores Agropecuarios, que estará bajo la coordinación del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


C) Subprograma de Contratación Pública para el Desarrollo Científico- 
Tecnológico y la Innovación, que estará bajo la coordinación de la Agencia 
Nacional de Investigación e innovación. 


El Poder Ejecutivo reglamentará los subprogramas referidos en los 
literales precedentes y definirá la participación de cada uno de ellos en el monto total 
previsto para el Programa de Contratación Pública para el Desarrollo. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a crear y reglamentar nuevos subprogramas, 
definiendo su participación en el monto total previsto para el Programa de Contratación 
Pública para el Desarrollo. 


Derógase el artículo 136 de la Ley N” 18.046, de 24 de octubre de 2006, en la 
redacción dada por el artículo 198 de la Ley N* 18.172, de 31 de agosto de 2007, a partir 
de la implementación del Subprograma de Contratación Pública para el Desarrollo de 
las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas, la que no podrá producirse más allá del 30 
de junio de 2009 
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Ley N* 19.292, de 16 de diciembre de 2014 


PRODUCCION FAMILIAR AGROPECUARIA Y PESCA ARTESANAL 


SE DECLARA DE INTERÉS GENERAL Y SE ESTABLECE UN MECANISMO 
DE RESERVA DE MERCADO ESTATAL DE BIENES Y SERVICIOS 
ALIMENTICIOS 


Artículo 3". (Reserva de mercado).- Se establece un mecanismo de reserva 
mínima de mercado del 30% (treinta por ciento) para las compras centralizadas y del 
100% (cien por ciento) para las no centralizadas, de bienes alimenticios provenientes 
de Organizaciones Habilitadas, siempre que exista oferta. 


Los bienes alimenticios alcanzados por la reserva mínima de mercado serán los 
productos agropecuarios en su estado natural, los productos artesanales agropecuarios 
y los productos de la pesca artesanal. También podrán ingresar a la reserva mínima de 
mercado los alimentos procesados, siempre que sean elaborados con materia prima de 
los productores integrantes de las Organizaciones Habilitadas sin que exista un cambio 
en la propiedad durante el proceso industrial. 


En todos los casos se priorizarán las compras en circuitos de proximidad o 
circuitos cortos. 


El Poder Ejecutivo podrá establecer las condiciones de precio máximo para que 
esta reserva sea efectiva. 


Artículo _5”.- Se considera Organización Habilitada a toda aquella que esté 
integrada por al menos cinco productores agropecuarios, de los cuales como mínimo el 
70% deben ser productores familiares agropecuarios y/o pescadores artesanales. Los 
productores familiares agropecuarios deben ser titulares de empresas con registro 
activo en la Dirección General de Desarrollo Rural del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. 


| . (Registro Nacional de Organizaciones Habilitadas).- Créase el 
Registro Nacional de Organizaciones Habilitadas (RENAOH) el que funcionará en el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y dependerá de la Dirección General de 
Desarrollo Rural. 
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Ley N* 19.355, de 19 de diciembre de 2015 


PRESUPUESTO NACIONAL 
PERIODO 2015 - 2019 


SECCIÓN IV- INCISOS DE LA ADMINISTRACIÓN CENTRAL 
INCISO 07- MINISTERIO DE GANADERIA, AGRICULTURA Y PESCA 


Artículo 311.- Créase en el Inciso 07 "Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca", unidad ejecutora 007 "Dirección General de Desarrollo Rural", el Registro de 
Productores Familiares el que tendrá por finalidad registrar y administrar las 
declaraciones juradas realizadas por los productores o productoras familiares de 
acuerdo a las definiciones establecidas por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca determinará el contenido y 
funcionamiento de dicho Registro, que estará vinculado al Registro Nacional de 
Organizaciones Habilitadas creado por el artículo 8? de la Ley N* 19.292, de 16 de 
diciembre de 2014. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Ayala. 


SEÑORA AYALA.- Señora presidenta: el proyecto de 
ley sobre promoción del desarrollo con equidad de género, 
que pasaré a informar a continuación, ya cuenta con media 
sanción. Es una iniciativa enviada por el Poder Ejecutivo y 
tiene como objetivo introducir modificaciones en las dis- 
posiciones sobre contrataciones y adquisiciones de bienes, 
obras públicas y servicios, con la finalidad de promover el 
desarrollo con equidad de género. 


La presente acción nace para dar cumplimiento a 
compromisos nacionales e internacionales asumidos por 
nuestro país, en particular los señalados por el comité de 
la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer —Cedaw-, la Estrate- 
gia de Montevideo y la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible. Se procura realizar modificaciones a las Le- 
yes n.* 19292 y 18362, para adecuarlas, constituirlas en 
herramientas para la equidad de género y contribuir a la 
transformación democrática del Estado y de la sociedad, 
de la mano de una mejora en la gestión. 


Esta iniciativa es de carácter interinstitucional; en la 
investigación y en la elaboración de las propuestas con- 
tó con la participación de los Ministerios de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y de Industria, Energía y Minería; del 
Instituto Nacional de las Mujeres, de la Dirección Nacio- 
nal de Economía Social e Integración Laboral del Minis- 
terio de Desarrollo Social, de la Agencia de Compras y 
Contrataciones del Estado y de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto. Esta labor colectiva se conjuga en el Con- 
sejo Nacional de Género, que ha venido trabajando en este 
tema desde octubre de 2015. Se trata de otro espacio inte- 
rinstitucional que busca que en el proceso de elaboración 
de las políticas públicas se promueva la igualdad entre mu- 
jeres y varones. 


En esta iniciativa se incorporan las políticas públicas 
y la perspectiva de equidad de género para el desarrollo. 
La OPP, en el marco de la estrategia nacional para el desa- 
rrollo sostenible, entiende que este solo será alcanzado si 
se superan las barreras vinculadas a la desigualdad entre 
hombres y mujeres, ya que sin las mujeres el desarrollo 
del Uruguay no fue ni será posible. Por ello, hoy en día 
las políticas de género son componentes de la mirada in- 
tegral que poseen las políticas de desarrollo. En el marco 
de la estrategia nacional de género 2030 se plantea, como 
eje fundamental, la promoción en autonomía económica 
de las mujeres, en el ejercicio de los derechos laborales y 
de su capacidad para desarrollar emprendimientos y em- 
presas. 


El proyecto de ley consta de tres artículos. El artículo 
1? sustituye al artículo 3.” de la Ley n.” 19292, sobre pro- 
ducción familiar agropecuaria y pesca artesanal. En con- 
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creto, se agrega un inciso segundo que establece que del 
mecanismo de reserva para las organizaciones habilitadas, 
un 50 % se destina a organizaciones habilitadas con igual- 
dad de género. Este mecanismo permite que la mitad de la 
reserva se utilice para las organizaciones habilitadas con 
igualdad de género. 


El artículo 2.* sustituye al artículo 5. de la misma ley 
y refiere a las organizaciones habilitadas con igualdad de 
género como aquellas en las que se verifica al menos la 
participación de las mujeres en la gestión de la organiza- 
ción y del sistema productivo, estableciendo que el Poder 
Ejecutivo será el que definirá los criterios en la reglamen- 
tación. Esta reglamentación del Poder Ejecutivo permitirá 
la flexibilidad en la aplicación de los criterios que se de- 
terminen de acuerdo a los avances y a las nuevas posi- 
bilidades que enfrenten los productores y las productoras 
familiares. 


La Ley n” 19292 presenta tres objetivos muy claros: 
fortalecer la economía de la producción familiar, apun- 
talar la soberanía alimentaria y trabajar en ubicar las 
compras públicas como herramienta de desarrollo. Esta 
propuesta se realiza para responder a la problemática de 
la migración rural, que posee marcas de desigualdad de 
género muy claras. En las ciudades las mujeres somos el 
52 % de la población; en el medio rural somos un 43 %. 
Al observarse las explotaciones agropecuarias, la cifra cae 
al 37 %. Se evidencia, de esta manera, la migración de las 
mujeres, que genera una masculinización del medio rural, 
proceso que se configura especialmente entre los quince y 
treinta y cinco años. 


De acuerdo a un trabajo realizado por la licenciada 
Paula Florit en el año 2015, este proceso de masculiniza- 
ción se ha asociado al desigual acceso a recursos produc- 
tivos y al empleo remunerado, así como a los procesos de 
invisibilización del trabajo de las mujeres en la producción 
agropecuaria y un reducido control de la producción y sus 
utilidades. Según datos del INE, en el medio rural única- 
mente el 32 % de las mujeres se declaran como ocupadas. 
El análisis de las explotaciones agropecuarias permite se- 
ñalar que del total de los trabajadores permanentes solo un 
26 % son mujeres, contemplando en esta cifra tanto a las 
asalariadas como a las integrantes de la producción fami- 
liar y concentrándose las mismas en las categorías ocupa- 
cionales de cocineras y peonas. Adicionalmente, se debe 
destacar que el 50 % de los trabajadores y las trabajadoras 
permanentes del medio rural no poseen remuneración. A 
su vez, el 63 % de ellos son mujeres, concentrándose en la 
categoría de productoras socias. 


Estos números nos muestran la necesidad de continuar 
la elaboración de acciones afirmativas que colaboren en 
modificar la desigualdad de oportunidades entre mujeres 
y hombres. En este sentido, el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca ha venido trabajando desde hace un 
tiempo y se ha comprobado, por ejemplo, un aumento del 
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10 % en el porcentaje de apoyo a la producción, captado 
por mujeres, en los últimos seis años. 


El artículo 3. va a sustituir al artículo 44 de la Ley 
n.? 18362, que refiere al Programa de Contratación Pública 
para el Desarrollo en lo relativo al fomento y apoyo de 
la mediana, pequeña y microempresa. Aquí se le agrega 
el literal D) que refiere al Subprograma de Contratación 
Pública para el Desarrollo de las mipymes introducien- 
do la perspectiva de género. La metodología de empresa 
mipymes es una de las más importantes actualmente en 
nuestro país. Hay 152.000 empresas de este tipo, lo que 
representa el 85 % del total. La señora senadora Moreira 
hizo referencia a este punto hace un rato. 


En este ámbito también existe inequidad de género, re- 
flejado principalmente en los cargos directivos que ocupan 
las mujeres, sus condiciones de trabajo y la sostenibilidad 
al desarrollar su actividad. Por ejemplo, las actividades 
que realizan las mujeres son vinculadas al ámbito local o 
barrial; solamente el 20 % de las empresas lideradas por 
mujeres vende sus productos al Estado. Mediante estas 
modificaciones, el Ministerio de Industria, Energía y Mi- 
nería procura incorporar a los procesos de licitación de 
compras cláusulas de preferencia para aquellos proyectos 
que tengan un enfoque de género, tales como la división 
sexual del trabajo a la interna y el sistema de remuneración 
igualitaria, entre otros, permitiendo que sea un criterio de 
desempate. En el caso de que la oferta quedara en segundo 
lugar, se permitirá abrir una nueva instancia para igualar 
el precio de la mejora de oferta. Con ello se procura que 
el instrumento de compras públicas sea una herramienta 
para que las condiciones a valorar sean las más ventajosas 
para los objetivos de desarrollo social y de género en el 
Uruguay, además de contribuir a la autonomía de las mu- 
jeres y a la modificación en la lógica de la división sexual 
del trabajo que tenemos actualmente. 


Considero importante también mencionar que esta ini- 
ciativa toma como referencia experiencias internacionales 
que dan cuenta de que las empresas que adoptan dentro de 
sus condiciones laborales pautas con equidad de género, 
han crecido. Su PBI per cápita es mayor, en términos gene- 
rales, y el clima laboral se ve ampliamente favorecido, au- 
mentando la creatividad y la competencia de la empresa. 


Para finalizar, quiero agradecer y felicitar a todas las 
personas que han contribuido a la investigación y a la ela- 
boración de este proyecto que, ciertamente, da respuesta 
a mucho de los planteos hechos por mujeres organizadas 
en los espacios de diálogo que existen desde el año 2015. 


Hace pocos días se llevó a cabo el Encuentro Nacional 
de Mujeres Rurales donde, además de visibilizarse los lo- 
gros, se discutieron desafíos y objetivos nuevos que tienen 
como componente principal incluir la mirada y la pers- 
pectiva de género de cara a un cambio cultural, social y 
económico, en el marco del año por el empoderamiento de 
las mujeres, adolescentes y niñas rurales. 
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Ya que el lunes 15 de este mes se conmemoró el Día 
Internacional de las Mujeres Rurales, aprovecho la opor- 
tunidad para enviarles, desde acá, un abrazo a todas ellas. 


Señora presidenta: la comisión sugiere al plenario la 
aprobación de este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 
SEÑORA MOREIRA .-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Señora presidenta: voy a ser 
breve porque la excelente exposición que realizó la seño- 
ra senadora Ayala me inhibe de hacer cualquier conside- 
ración sobre los contenidos específicos de la normativa 
que se propone. Simplemente, diré que el proyecto de ley 
busca incentivar la autonomía económica de las mujeres a 
través de una reserva de mercado, en este caso el sistema 
de compras públicas, para aquellas organizaciones pro- 
ductoras de bienes alimenticios que tengan participación 
de mujeres en la gestión de la organización y del sistema 
productivo. 


Señora presidenta: el sistema de compras públicas es 
un instrumento muy importante para el desarrollo. Es muy 
importante porque podemos direccionarlo. Ha sido funda- 
mental para la economía social y también como orientador 
de política, algo que en este caso se hace de manera bas- 
tante original o —podríamos decir— imaginativa. 


La autonomía económica de las mujeres es clave para 
el desarrollo con igualdad. A su vez, el desarrollo con 
igualdad es clave para la democracia. La democracia con- 
vive muy mal con las desigualdades. 


La autonomía económica es bastante más difícil para 
las mujeres que para los hombres, porque hay muchas más 
mujeres sin ingresos que hombres sin ingresos, y en el me- 
dio rural esto es mucho peor. La disponibilidad de ingre- 
sos propios tiene que ver con la desigualdad estructural 
del mercado de trabajo. La discriminación salarial sigue 
existiendo y llega a ser el 25 %, es decir, una mujer gana 
un 25 % menos que los hombres en algunos estratos del 
mercado de trabajo. 


La división sexual del trabajo hace que existan ramas 
superfeminizadas, donde el salario se deprime por la me- 
nor valoración social asociada al trabajo de las mujeres en 
relación con los hombres. La docencia es un caso y la lim- 
pieza de grandes superficies también; la división sexual 
del trabajo opera allí. Sin duda, ya hemos hablado bastante 
sobre la carga del trabajo no remunerado, tal como lo hizo 
la senadora Ayala. 


En el Uruguay, para las mujeres con menores ingresos, 
menor educación y mayor número de hijos, las brechas de 
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género en el mercado laboral se superagudizan; eso es lo 
que pasa con las mujeres rurales y con la agricultura fa- 
miliar, que es el sostén de la producción de alimentos de 
este país. 


La señora senadora Ayala mencionó la masculiniza- 
ción del medio rural. La mujer emigra del medio rural. No 
digo que con esta política vayamos a retener a las mujeres 
en el medio rural —soy muy cauta con respecto a las pers- 
pectivas generales de retener a la población en el medio 
rural-, pero en la medida en que las mujeres dispongan de 
ingresos, será posible. 


En mi juventud trabajé con un proyecto de Manos del 
Uruguay que estaba orientado, justamente, a que las mu- 
jeres tuvieran autonomía económica e ingresos propios, 
y fue algo espectacular, que tuvo grandes impactos. Esto 
fue hace muchos años, en la primera etapa de Manos del 
Uruguay. 


En la medida en que las mujeres dispongan de ingresos 
propios van a tener mayores incentivos para arraigarse. El 
arraigo de las mujeres conlleva el arraigo de las familias 
y colabora con la reducción de la masculinización en el 
medio rural. 


En cuanto a los niveles de ocupación y remuneración, 
el informe señala que solo un 32 % de las mujeres se decla- 
raron ocupadas en el medio rural; y del total de trabajado- 
res permanentes, el 26 % son mujeres. Entre los trabajado- 
res que no obtienen remuneración la mayoría son mujeres, 
hasta por el tema de que se incorporan a la producción 
familiar sin remuneración. 


Lo peor es que la mujer no tiene acceso al activo tie- 
rra, que es un capital. Ya no hablamos solamente de los 
ingresos y del mercado de trabajo, que son flujos, sino de 
la disponibilidad de cosas, de bienes tangibles. El activo 
tierra le es muy esquivo a la mujer. Menos del 20 % de la 
titularidad de la tierra recae en las mujeres, y en menos del 
11% de la superficie explotada las mujeres son titulares de 
los predios. A mayor tamaño de la empresa, menor titula- 
ridad femenina. 


En el sistema de compras públicas, el 66 % de las em- 
presas que le venden al Estado figuran bajo titularidad 
masculina. 


Así que las mujeres no tienen la titularidad de la tierra, 
no tienen acceso al capital tierra, que sigue siendo central 
en el desarrollo capitalista, y ni siquiera disfrutan de pre- 
ferencias en el sistema de compras públicas. 


No digo que con este proyecto de ley vayamos a resol- 
ver estos problemas, que son estructurales de la condición 
de la mujer y de la forma en que se articulan los activos y 
el trabajo en el medio rural, pero creo que es una buena se- 
ñal -sin duda va a honrar a la señora Margarita Percovich, 
siempre preocupada por estos temas— seguir trabajando en 
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la titulación de la tierra para las mujeres; es un objetivo a 
alcanzar y tenemos que trabajar en él denodadamente. El 
activo no solamente refiere al capital humano, que es la 
educación, sino también al capital que sigue siendo central 
en el desarrollo económico, que es el capital tierra. 


Junto con esto, señora presidenta, seguiría insistiendo 
en desarrollar más acciones tendientes a mejorar la titula- 
ridad de la tierra para las mujeres. No digo que eso vaya a 
revertir la masculinización, pero sí va a revertir la dispo- 
nibilidad de activos por parte de hombres y mujeres, que 
es parte de la brecha de desigualdad de género que hoy se 
verifica en el Uruguay. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MICHELINL- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MICHELINL.- Esta es una ley ingeniosa, in- 
teresante, que ayuda a la igualdad porque conecta parte 
de las necesidades del Estado —lo que es su demanda de 
bienes— con la oferta dada por organizaciones y empresas 
lideradas o llevadas adelante por mujeres. 


La verdad es que le encontraron un giro a este tema. 
Sé que esta ley va a pasar desapercibida hasta que prenda 
en la gente, sobre todo en las emprendedoras, pero es muy 
ingeniosa. Muchas veces hablamos sobre la igualdad de 
género y realizamos discursos, pero esto es pie en el sue- 
lo, en este caso pie en la tierra. Si esto se desarrolla bien, 
creo que estamos creando un instrumento efectivo para la 
igualdad. 


Me siento muy orgulloso de estar votando este proyec- 
to de ley. Ojalá concite la unanimidad del Senado. Espe- 
ramos que el Estado en su conjunto lo dé a conocer a to- 
das aquellas emprendedoras que están vinculadas al tema 
del campo. 


SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR SARAVIA.- No voy a hablar directamente so- 
bre el proyecto, porque comparto totalmente lo expresado 
por la señora senadora Ayala como miembro informante, 
que hizo un informe correcto y muy exhaustivo. 


Vamos a votar este proyecto de ley porque creemos 
que es una herramienta más que puede colaborar con una 
vieja y larga discusión que tiene que ver con la participa- 
ción de la mujer rural en el ámbito del trabajo y la empresa 
agropecuaria. 
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Los que tuvimos algo que ver con el tema de la dirigen- 
cia gremial —como es mi caso— y compartimos la lucha de 
las mujeres agropecuarias durante tantas décadas por el 
derecho al trabajo igualitario en el sector agropecuario, 
creemos que a este tipo de herramientas se tienen que su- 
mar otras. El avance de las corporaciones transnacionales 
sobre la tierra ha desplazado a la mujer rural del alcance 
a la tierra y del gerenciamiento de las empresas. Si uno 
mira a las grandes corporaciones, estas no tienen un gran 
número de mujeres capacitadas o no las capacitan para el 
trabajo. 


En realidad, la verdadera mujer rural, la que copartici- 
pa en el trabajo de la tierra, es la que integra las pequeñas 
y medianas empresas agropecuarias familiares en el terri- 
torio nacional. Esa es la realidad. Si uno analiza el ámbi- 
to del tambo nacional, constatará que de 4000 empresas 
agropecuarias, algo más de 2000 son pequeños arrenda- 
tarios, y ahí hay una participación muy importante de la 
mujer en la tarea agropecuaria, diría que igualitaria con el 
hombre, porque la mujer rural trabaja de igual a igual en 
la tarea agropecuaria con el hombre; no es que esté dis- 
criminada. 


Cuando las cifras indican que el 39 % de las mujeres 
rurales están ocupadas, en realidad hacen referencia a la 
ocupación como empleadas o patronas de trabajo, porque 
en general, en el ámbito de las empresas familiares agro- 
pecuarias, la mujer rural hasta trabaja mucho más que su 
propio compañero o esposo en ese establecimiento. No 
hay que olvidar que la mujer rural no solo se encarga de 
muchas de las tareas agropecuarias, sino también del ac- 
ceso a la educación de sus hijos en los ámbitos rurales, 
cada vez más distante. 


En cuanto al acceso a la tierra, hay que reclamar que 
las mujeres accedan a ella. La mujer siempre es la que tie- 
ne mayor dificultad en esto; no sé si eso se debe a que 
voluntariamente no se han presentado como aspirantes a 
colonos. Creo que aquí es adonde hay que apuntar con es- 
tas herramientas. 


A veces, en las compras del Estado uno visualiza las 
dificultades que tienen determinadas herramientas como 
estas— para llegar a ciertos sectores de la población que 
uno quiere incentivar con su remuneración. 


¡Bienvenido este proyecto de ley, que creo que es bue- 
no! 


Hace mucho tiempo que el tema está arriba de la mesa; 
lo vienen planteando de larga data las mujeres rurales al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, como lo hi- 
cieron en otro tiempo, hace muchos años. Creo que desde 
2015 a la fecha se ha discutido este tema y me parece que 
hay otras herramientas a agregar que ayudarían a incenti- 
var ese equilibrio. 
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Nuestro país siempre ha estado de espaldas al campo; 
es un país con mentalidad de hormigón, que toda la vida 
ha mirado hacia la palangana, hacia el sur, olvidando que 
en su mayor parte se explica por ser un país agropecuario. 
Y un país agropecuario sin trabajadores y sin empresarios, 
sobre todo mujeres, que son la inteligencia más relevante 
en el sector agropecuario para el desarrollo de una socie- 
dad, está condenado a desaparecer, a menos que pretenda 
hacer desaparecer a las empresas familiares sustituyén- 
dolas por cuatro o cinco corporaciones. Si apostamos al 
desarrollo agropecuario familiar tenemos que emplear 
determinadas herramientas que fortalezcan, justamente, 
el trabajo de la mujer y el desarrollo de la tecnología en 
el sector. Nadie va a ir a trabajar al campo sin el alcance 
económico necesario. Hay que desarrollar tecnología, ca- 
pacitar y, sobre todo, dar a esas personas —en este caso las 
mujeres— lo que necesitan, que es el incentivo económico, 
tecnológico y cultural para desarrollarse ellas y sus hijos o 
hijas en el sector agropecuario, a fin de obtener el retorno 
de esa herramienta que viene a ser el capital humano que 
tiene el Uruguay en las mujeres del sector agropecuario. 


Así que, ¡bienvenido este proyecto de ley! ¡Ojalá exis- 
tan más proyectos de ley como este que vamos a acom- 
pañar! 


SEÑOR BERTERRECHE.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BERTERRECHE- Señora presidenta: voy a 
ser breve porque mis palabras van a ir en el mismo sentido 
que las de los señores senadores que hicieron uso de la 
palabra con anterioridad. 


La mujer en el campo recibe muchas veces el mote de 
«cónyuge colaboradora» y hasta ahí llega. Por eso, hace 
varios años el Instituto Nacional de Colonización definió 
la cotitularidad cuando las parejas ingresan al instituto. 
Ya no es más el colono con su cónyuge colaboradora, sino 
que ambos son cotitulares de la fracción; esto no es de 
ayer ni de anteayer, sino que hace cuatro años que se está 
haciendo con muchísimo éxito. De todas formas, al igual 
que este proyecto de ley, no creo que solucione el fondo 
del asunto, pero va a permitir que por esta vía, lenta pero 
inexorablemente, se llegue a la equidad y a la inclusión de 
género también en el ámbito rural. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En discusión particular. 
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SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra para una mo- 
ción de orden. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Formulo moción en el sentido 
de que se suprima la lectura del articulado y se vote en 
bloque. 

Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota). 

20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el articulado. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
articulado. 


(Se vota). 
—19 en 20. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo para su promulgación. 
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(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


20) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se comunica que, en virtud 
de la licencia concedida al señor senador Otheguy, y al 
haber presentado nota de desistimiento la señora Cristina 
Lústemberg, queda convocado el señor Saúl Aristimuño, 
a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


21) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, 
se levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 14:14, presidiendo la señora Lucía 
Topolansky y estando presentes los señores senadores 
Ayala, Berterreche, Bianchi, Carrera, Castillo, De León, 
Ferreira, García (Graciela), Garín, López Villalba, 
Michelini, Moreira, Payssé, Pintado, Reyes, Saravia, 
Silveira, Tourné y Xavier). 


LUCÍA TOPOLANSKY 
Presidente 


Silvana Charlone 
Prosecretaria 


Hebert Paguas 
Secretario 


Adriana Carissimi Canzani 
Directora general del Cuerpo de Taquígrafos 


Corrección y control 
División Diario de Sesiones del Senado 


Diseño e impresión 
División Imprenta del Senado 


